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a presente obra tiene como objetivo discutir, de- 
batir y analizar la problemática urbana en la Ciu- 
dad de México a la luz del “derecho a la ciudad”. 

La intención es realizar una serie de aportaciones so- 

bre la teoría y la práctica de este “derecho en construc- 

ción” y su contribución al conocimiento de la realidad 
urbana al ser un concepto que se está introduciendo 
en el ámbito académico, adquiriendo relevancia en las 
demandas de los grupos de la sociedad civil en sus 
aspiraciones a una vida mejor en las ciudades. Esto 
convierte al derecho a la ciudad en un tema importante 
para ser tomado en cuenta en la medida en que nos 
ayuda a pensar en el pasado, el presente y el futuro de 
las ciudades como espacios para el hábitat humano y 
su necesaria transformación. Los textos aquí incluidos 
provienen de destacados académicos cuyas investiga- 
ciones sobre la ciudad y sus cambios ofrecen desde 
diferentes disciplinas un panorama amplio de las impli- 
caciones que ha tenido el derecho a la ciudad a través 
de su recuperación en los inicios del siglo XXI. 
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INTRODUCCIÓN 
EL DERECHO A LA CIUDAD HOY 


MIGUEL ÁNGEL RAMÍREZ ZARAGOZA* 


La presente obra tiene como objetivo central discutir, debatir y analizar un tema 
emergente en la realidad social de las ciudades latinoamericanas y, particular- 
mente, de la Ciudad de México, a saber, el derecho a la ciudad. Como su título lo 
indica, la intención es realizar una serie de aportaciones sobre la teoría y la prác- 
tica del derecho a la ciudad y su contribución al conocimiento de la realidad 
urbana, al ser un concepto que rápidamente se está introduciendo en el ámbito 
académico, pero que también adquiere gran relevancia en las demandas de los 
grupos de la sociedad civil sobre sus aspiraciones a una vida mejor, lo que lo 
convierte de entrada en un tema importante para ser tomado en cuenta en la 
medida en que nos ayuda a pensar en el pasado, el presente y el futuro de las 
ciudades como espacios para el hábitat humano. Los textos aquí incluidos pro- 
vienen de destacados académicos, cuyas investigaciones han versado sobre la 
ciudad y sus cambios, por lo que ofrecen desde diferentes disciplinas un panora- 
ma amplio de las implicaciones que ha tenido el derecho a la ciudad a través de 
su recuperación a inicios del siglo XXI. 

Más que dar respuestas, el libro pretende dejar abiertas una serie de pregun- 
tas para seguir avanzando en los estudios sobre la ciudad desde la perspectiva 
del derecho a la ciudad. Sin renunciar al objetivo de hacer un planteamiento 
novedoso y crítico sobre el tema central, es decir, sobre el origen y la recupera- 
ción reciente del derecho a la ciudad y sus referentes empíricos en la Ciudad de 
México, los autores se sitúan en una posición que les permite observar los pros y 
los contras de la utilización de dicho concepto que, a pesar de formar parte del 
discurso político y académico, aún tiene una gran ambigiedad y polisemia. En 
ese sentido, el libro es la respuesta a un reto que enfrenta la academia para poder 
comprender la capacidad explicativa que puede tener el concepto derecho a la 
ciudad, sobre los problemas que enfrentan las ciudades y sus posibles y necesa- 
rias soluciones. El reto consiste también en la capacidad que tiene la academia de 
precisar sobre el significado o los significados del término derecho a la ciudad, 
evidenciando sus potencialidades, sus limitaciones y sus contradicciones. En 


* Politólogo por la FCPyS-UNAM. Doctor en Sociología por la Universidad Autónoma Metropolitana-Azca- 
potzalco. Pertenece al Sistema Nacional de Investigadores Nivel 1. Es profesor en la FCPyS-UNAM y en la 
EDPA. Fue becario del Programa de Becas Posdoctorales de la UNAM en el Instituto de Investigaciones So- 
ciales. Coordina el Seminario Derecho a la Ciudad y Revolución Urbana en la Ciudad de México (UNAM). Es 
miembro del Comité Organizador del Seminario La Crisis, el Poder y los Movimientos Sociales en el Mundo 
Global en el IIS-UNAM y de la Red Mexicana de Estudios de los Movimientos Sociales. 
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cualquier caso todos los autores de este libro asumimos con gusto el reto, sabe- 
dores de que los resultados del mismo quizá solo sean una aproximación a una 
eventual respuesta. 


El derecho a la ciudad y la ciudad en el siglo xx1I 


El derecho a la ciudad forma parte hoy en día de una serie de derechos emergen- 
tes, en el mundo y particularmente en América Latina, como son: el derecho a la 
soberanía alimentaria, los derechos de los pueblos indígenas, los derechos de los 
migrantes o el derecho a la energía, los cuales además tienen la característica de 
ser derechos colectivos. En América Latina existe una gran diversidad de actores 
políticos, civiles y sociales que reivindican el derecho a la ciudad, pero cada actor 
lo entiende, interpreta y práctica de muy distintas maneras (Ramírez Zaragoza, 
2014b). 

Las posturas van desde las radicales que ven el derecho a la ciudad como una 
posibilidad de construir una alternativa al capitalismo a partir del espacio urbano 
(Harvey, 2009), hasta posiciones que podemos llamar conservadoras en donde el 
derecho a la ciudad sirve para reconocer nuevos derechos y legitimar discursos 
gubernamentales de derecha o de izquierda, pasando por visiones moderadas en 
donde se rescata la capacidad movilizadora del derecho a la ciudad como una 
bandera de lucha contra el neoliberalismo reconociéndose que sólo logrará, en el 
mejor de los casos, paliar algunos de sus efectos más nocivos sin cuestionar de 
fondo el statu quo, pero logrando incentivar la defensa de derechos como meca- 
nismo de igualdad social. De cualquier forma, el derecho a la ciudad permite a las 
organizaciones civiles y sociales y a los movimientos sociales actuar localmente 
pensando globalmente, y viceversa, actuar globalmente y pensar localmente (Ra- 
mírez Zaragoza, 2017c). 

Las ciudades latinoamericanas han sufrido cambios, en los últimos años, 
producto —entre otros factores— de los cambios económicos, como resultado 
—en unos países— de la implementación a ultranza del modelo económico neo- 
liberal, por ejemplo, el caso de México y Colombia o de modelos neodesarrollis- 
tas e interventores como los países que han iniciado procesos de transformación 
social desde una perspectiva de izquierda como Venezuela, Bolivia o Ecuador. 
Dichas transformaciones se traducen, en unos casos, en la reducción de dere- 
chos debido a la conversión de servicios en mercancías que generan procesos de 
mayor desigualdad social y, por lo tanto, amplios espacios de movilización y 
protesta, mientras que en otros puede derivar en una permanencia de derechos 
o incluso en una ampliación de los mismos. 

De cualquier forma, el elemento que se pone en el centro del análisis es el 
papel que juegan los derechos humanos y ciudadanos —en particular, los dere- 
chos emergentes— en los procesos sociopolíticos de las sociedades latinoameri- 
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canas, como elemento catalizador de la acción colectiva y de la conflictividad 
producida por la acción de los grupos de poder y de las instituciones estatales 
contra los derechos conquistados y, también, contra los derechos en construc- 
ción. En ese sentido, el derecho a la ciudad viene a significar para las nuevas lu- 
chas sociales, en América Latina, la posibilidad de crear una propuesta de cam- 
bio y una alternativa a las condiciones de vida urbana, creadas por las políticas 
capitalistas. El derecho a la ciudad se convierte así en un concepto-idea-progra- 
ma que permite orientar las luchas a partir de una idea de ciudad, distinta a la 
ciudad neoliberal-capitalista (Sugranyes y Mathivet, 2011, p. 14). En la Ciudad 
de México, la construcción social del derecho a la ciudad (Dc) —y, particular- 
mente, de la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad (ccm- 
DC)— constituye un proceso sociopolítico que involucró a un conjunto de orga- 
nizaciones de la sociedad civil y de los movimientos sociales que contribuyen a 
la construcción de ciudades más justas, democráticas, incluyentes y sustentables, 
en contraposición a la visión neoliberal que ve a los derechos y a la ciudad mis- 
ma como mercancías. La red de organizaciones de la sociedad civil (Osc), así 
como de movimientos sociales (ms), que desde el 2007-2008 convergieron en la 
reivindicación y construcción del derecho colectivo a la ciudad y que a la postre 
dieron origen a la cCcmDC en el 2010, han posibilitado un proceso de discusión, 
difusión, reconocimiento y apropiación de este nuevo derecho humano colecti- 
vo —en construcción— colocándolo en el centro del debate sobre los nuevos 
rumbos que debe tomar la Ciudad de México (cpmMx), a partir de una mayor 
incidencia de la ciudadanía en la toma de decisiones que impactan en la forma, 
características y funcionamiento de la ciudad. Como fenómeno emergente, la 
reciente iniciativa político-social —denominada Carta de la Ciudad de México 
por el derecho a la Ciudad (ccmDc)— generó rápidamente la aparición de una 
red de movilización social que aglutinó a diversos sectores del movimiento ur- 
bano popular y de organizaciones de la sociedad civil, que convergieron en la 
idea de una mejor ciudad para todos (Ramírez Zaragoza, 2013 y 2014a). En la 
dimensión local, el caso de Iztacalco es paradigmático pues se creó —desde no- 
viembre del 2010— un comité promotor para la elaboración de una Carta Izta- 
calquense por el Derecho a la Ciudad (CIDO), con el firme propósito de con- 
cretar y materializar los derechos de la CCMDC en relación con las necesidades 
y características propias de los problemas de los habitantes de esa delegación. 
El proceso ha puesto énfasis en la capacidad de la Carta de la Ciudad de Méxi- 
co por el Derecho a la Ciudad y de la Carta Iztacalquense por el Derecho a la 
Ciudad de ser instrumentos políticos, a través de los cuales la ciudadanía pue- 
da incidir en el proceso de construcción, ejecución y evaluación de políticas 
públicas desde un enfoque de desarrollo integral y bajo un ejercicio de corres- 
ponsabilidad y gobernabilidad democrática (Ramírez Zaragoza, 2013, 2014c y 
2017d). De esta manera, tanto en su dimensión local como en la global, el de- 
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recho a la ciudad se presenta en los inicios del siglo xx1I como un derecho 
emergente que pretende contribuir a mejorar los niveles de vida de la pobla- 
ción que hoy en día vive mayoritariamente en las ciudades. 

Los derechos son construcciones sociales que se reinventan y se reelaboran 
históricamente por medio de la lucha social; reflejan el conflicto que se produce 
en la sociedad por las desigualdades sociales; generan tensiones entre su carácter 
individual y colectivo; son producto de las relaciones sociales y no atributos rí- 
gidos e inamovibles (Tamayo, 2010, p. 35). El proceso de globalización —lo mis- 
mo que la implementación del modelo neoliberal en la ciudad de México y en 
todas las ciudades latinoamericanas— ha generado, entre otros efectos, la pérdi- 
da de los derechos sociales y ha demediado la ciudadanía social. A pesar de los 
cambios y la defensa de los derechos civiles y políticos, estamos ante la exclusión 
de varios sectores sociales de los beneficios económicos y de los sistemas de 
protección y seguridad social. El derecho a la ciudad trata de revertir esta situa- 
ción, pero se enfrenta en los hechos a estructuras y relaciones antidemocráticas 
y desiguales en la forma de vida cotidiana de la ciudad, lo que muchas veces di- 
ficulta el ejercicio y la práctica de la ciudadanía (Ramírez Zaragoza, 2017a). 

El derecho a la ciudad se enfrenta también a otra contradicción, por un lado, 
reivindica el carácter universal y progresivo de los derechos mientras que, por 
otro lado, reivindica también un conjunto de derechos diferenciados y colectivos 
para ciertos grupos sociales vulnerables, que se basan en el reconocimiento a la 
diferencia y que han dado origen a un tipo de ciudadanía cultural o multicultu- 
ral. La reivindicación de valores universales como la democracia y la libertad, así 
como la misma idea de los derechos humanos chocan con las reivindicaciones 
particulares y con las diversas formas en las que los actores conciben tanto la 
democracia como sus propios derechos. 

La idea del derecho a la ciudad como un derecho colectivo —entendiendo a 
la colectividad en un sentido muy genérico como la totalidad de habitantes de 
una ciudad— representa en principio un elemento innovador y legitimador, 
pues los derechos colectivos se asumen a partir de que un grupo se define como 
actor colectivo, y el ejercicio de sus derechos es, de la misma manera, colectivo. 
Sin embargo, esto representa también una contradicción pues, en realidad, re- 
sulta casi imposible que una colectividad tan grande cobre sentido de sus dere- 
chos, genere una identidad y actúe de manera colectiva, ya que realmente esa 
colectividad tan inmensa está compuesta por diversas colectividades que, como 
agencias colectivas, demandan ciertos derechos para los miembros de sus gru- 
pos, y se movilizan y organizan para obtener el control de su ejercicio como en 
el caso de los obreros, las mujeres o los grupos indígenas (Tamayo, 2010, p. 39). 

De esta manera, aun pretendiendo abarcar a todas las colectividades que se 
expresan en una ciudad, el derecho a la ciudad se enfrentará —en su reivindica- 
ción y su ejercicio— a las siguientes contradicciones: entre el individuo y la colec- 
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tividad o, lo que es lo mismo, entre los derechos individuales y los colectivos; y 
entre lo universal y lo particular o diferenciado; contradicción que se extiende a 
la oposición entre la igualdad y la diferencia, entre una ciudadanía universal y las 
nacionales o entre una nacional y las regionales o locales. Para Zamorano et al. 
(2017, p. 17): 


El derecho a la ciudad, entendido como un derecho que abarca una totalidad de 
derechos que son reivindicativos, exigibles y consustanciales a la ciudad, no podría 
comprenderse a partir de la suma de los distintos derechos que se reclaman en ella. 
La totalidad de la ciudad como sistema depende de la interrelación de sus partes que 
están siempre en continua dependencia. 


A pesar de estas contradicciones, los promotores del derecho a la ciudad 
afirman que el hecho de poner el acento en esas contradicciones y en su necesa- 
ria discusión y, hasta cierto punto, superación constituye un logro de la reivin- 
dicación colectiva y de la construcción social del derecho colectivo a la ciudad. 
Además, la lucha —para dichos actores— también está en el plano ideológico y 
no solo en el político y social, y el derecho a la ciudad abre, en esa perspectiva, la 
necesidad de pensar a la ciudad y a la sociedad como una totalidad tomando en 
cuenta su complejidad, su heterogeneidad, su diversidad y su conflictividad, 
pero tomando en cuenta también que dichos elementos nos permiten poner a 
debate ideas y formas de vivir, y entender las ciudades. Como afirma Enrique 
Ortiz (2013), “Los derechos colectivos efectivamente son difusos, pero tratan de 
dar respuesta a la complejidad de la vida humana y hacerla más justa y equitati- 
va. El derecho a la ciudad entonces se convierte en un incentivo para pensar que 
la ciudad puede ser modificada a partir de la necesaria unidad de sus diversos 
sectores que la componen, los cuales al reivindicar la totalidad de los derechos 
pueden ir articulando luchas que superen la visión parcelaria o sectorial de las 
mismas (Ramírez Zaragoza, 2017b). 

Una visión importante para introducirnos al conocimiento del derecho a la 
ciudad es concebir este espacio como un producto construido a partir de rela- 
ciones históricas dadas que generan prácticas espaciales, así como la producción 
y transformación del espacio urbano; entender que la ciudad es producida por 
sus propios habitantes, quienes elaboran representaciones de ella y realizan 
apropiaciones de sus espacios y de los usos y funciones de la propia ciudad (Le- 
febvre, 2013). Estos elementos constituyen a su vez un conjunto de conceptos 
que nos ayudan a entender la idea central de Lefebvre sobre el derecho a la ciu- 
dad (1968), dándole coherencia teórica a una propuesta que pone énfasis en el 
cambio social de la vida urbana. En esta misma sintonía, podemos decir que el 
trabajo de Harvey (2013) es importante también porque nos ayuda a entender 
las actuales formas de producción del espacio social urbano; el papel que desem- 
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peñan el despojo y la violencia en los procesos de acumulación del capital; la 
importancia de los movimientos sociales y demás formas organizativas y de pro- 
testa en la defensa de los derechos y en las posibilidades del cambio social, así 
como el lugar preponderante que ocupa el capital financiero en el proceso de 
transformación mundial que tiene efectos devastadores en las ciudades. Como 
apunta Coss (2015, p. 1), mirar los problemas actuales a través de los ojos teóri- 
cos “de David Harvey nos da la posibilidad de entender cómo se configuran resis- 
tencias actuales y posibles frente al despojo, la catástrofe y la muerte que nos so- 
brecogen”. Esta visión nos ayuda a comprender la dinámica de las ciudades 
actuales que se debaten entre el conflicto ocasionado por la lógica del capital y los 
intentos por generar alternativas desde los movimientos sociales. 


De lo local a lo global. 
El derecho a la ciudad, Hábitat III y la Constitución de la cCDMx 


Una cuestión importante en el estudio y conocimiento del derecho a la ciudad es 
que se han iniciado procesos locales para exigirlo, como la Carta de la Ciudad de 
México por el Derecho a la Ciudad, la Carta de Salvaguarda de los Derechos de 
la Ciudad de Montreal, entre otros, que nos hablan de que el derecho a la ciudad 
está generando otros procesos organizativos. Incluso en Vancouver, en el 2006, 
la Organización de las Naciones Unidas (ONU), a través de la Organización de las 
Naciones Unidas para la educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), empezó a 
trabajar el tema del derecho a la ciudad, pero lo dejó de hacer argumentando que 
Henry Lefebvre, su autor pionero, era un pensador comunista. Lo cierto es que 
en América Latina se está a la vanguardia en las luchas por el reconocimiento 
legal y la apropiación legítima del Dc, porque “la visión latinoamericana es in- 
cluso más amplia que la visión de Lefebvre y que la de los propios tratados inter- 
nacionales” (Ortiz, 2011). Recordemos tan solo la idea de la nueva pluralidad y 
diversidad multiclasista que se expresa en las luchas por este nuevo derecho hu- 
mano colectivo. 

Precisamente, como parte de las luchas mundiales por el reconocimiento del 
derecho colectivo a la ciudad y como parte de los impactos generados por la crea- 
ción de la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad en el 2005, así como de los 
diversos procesos locales en los distintos continentes, Sugranyes y Mathivet seña- 
lan que incluso organizaciones internacionales de cooperación como la onu — 
que no se caracterizan por apoyar luchas sociales—, a través de su programa 
ONU- Hábitat, incorporó el tema del derecho a la ciudad durante el 5to Foro Ur- 
bano Mundial (rum), celebrado en la ciudad de Río de Janeiro en marzo del 2010. 
“Si la ONU ha incorporado el derecho a la ciudad en el fum es porque Brasil es el 
país donde movimientos y organizaciones sociales vienen construyendo este de- 
recho desde hace más de 20 años” (Sugranyes y Mathivet, 2011, p. 19). 


16 


INTRODUCCIÓN: EL DERECHO A LA CIUDAD HOY 


Dicho reconocimiento discursivo por parte de onu-Hábitat tiene como ob- 
jetivo legitimarse frente a la sociedad global y no se traduce en ningún hecho 
concreto, al contrario, para muchos actores sociales ello *[...] representa un pe- 
ligro de instrumentalización de estas luchas y del tema del derecho a la ciudad, 
que por tener como característica la diversidad de opinión, de estrategias, así 
como de actores puede resultar fácil de vaciar de su contenido de transforma- 
ción de la ciudad y del sistema que la rige” (Sugranyes y Mathivet, 2011, p. 20). 
Ante esa posibilidad de vaciamiento e instrumentalización del derecho a la ciu- 
dad, un conjunto de redes internacionales de organizaciones sociales y civiles y 
de movimientos sociales —muchos de ellos agrupados en torno al Foro Social 
Mundial— organizaron el Foro Social Urbano (Fsu) como alternativa al espacio 
institucional del Foro Urbano Mundial de la onu. En dicho espacio continuó 
dándose la discusión del proceso de construcción, reconocimiento e implemen- 
tación del derecho a la ciudad, y se trabajó sobre una serie de acciones comunes 
para entrelazar las luchas a pesar del amplio espectro de actores alrededor del 
mundo, que tienen como objetivo la reivindicación de vivir bien y dignamente 
en las ciudades (Ramírez Zaragoza, 2014a). 

A pesar de ello, cabe señalar que la apertura que han tenido organismos 
como la UNESCO y otros espacios abiertos por la ONU son muestra de que el de- 
recho a la ciudad ha tenido un impacto favorable no solo en la sociedad civil sino 
en otros lugares, muchas veces cerrados a este tipo de expresiones progresistas. 
A pesar de que no han sido suficientes esos espacios, se tiene que destacar que 
son necesarios para ir creando las condiciones favorables, para que los gobiernos 
sepan que existen visiones distintas de cómo gestionar, planificar y construir 
ciudades que respondan a las necesidades de la población, generando medidas 
que reduzcan las desigualdades sociales y creen las condiciones para una vida 
más digna en los espacios urbanos. 

De esta manera, para Sugranyes y Mathivet, el derecho a la ciudad ha tenido 
en América Latina algunos avances en 


[...] las luchas populares contra la marginalización y los desalojos; las iniciativas 
populares de empoderamiento; la implementación del derecho a la ciudad a través 
del marco legal; la planificación y las políticas públicas. Estas estrategias están estre- 
chamente articuladas entre ellas y tienen una lógica de continuidad en el tiempo 
desde la resistencia contra las violaciones del derecho a la ciudad a las acciones ha- 
cia su implementación ... Es fundamental reconocer y sacar partido de esta diversi- 
dad de pensar el derecho a la ciudad y de actuar para implementarlo (Sugranyes y 
Mathivet, 2011, p. 18). 


Esta diversidad de ver, entender y practicar el derecho a la ciudad tiene, sin 
embargo, un común denominador, a saber: los anhelos y aspiraciones de los 
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habitantes de las ciudades de hacer de estas mejores espacios para la vida en 
colectividad. 

Por otro lado, si bien es cierto que las cartas son importantes como instru- 
mentos de denuncia y como estrategia de organización y propaganda, se nece- 
sita también hacer una reflexión sobre el proceso de elaboración de cartas o 
declaraciones como mecanismo de defensa y reconocimiento de derechos, ya 
que si bien constituye una forma en que los grupos sociales pretenden presio- 
nar a los poderes públicos para su garantía, también son estrategias —muchas 
veces— poco efectivas. Cartas o declaraciones de Naciones Unidas u otras — 
que, a pesar de su formulación más sectorial, revisten un interés general como 
la Carta de los Derechos de los Niños— son importantes porque advierten so- 
bre la existencia de derechos, aunque no representan su ejercicio y respeto ab- 
soluto. En este sentido, 


... la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad, ... elaborada por un amplio conjun- 
to de organizaciones populares, liderado por la Coalición Internacional para el Hábi- 
tat y otras redes internacionales, es un buen ejemplo de ello. Estas cartas constituyen 
un patrimonio de gran valor para reformular derechos ciudadanos correspondientes 
a nuestra época. Pero debe reconocerse también que en muchos casos, por el mo- 
mento, su eficacia inmediata es muy limitada. (Declaración de la Laguna, 2006). 


La realización, en octubre de 2016, de la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Vivienda y Desarrollo Urbano Sostenible en la ciudad de Quito, Ecuador 
(mejor conocida como Hábitat III), donde se discutió el tema del derecho a la 
ciudad, es otra muestra del impacto que ha tenido la reivindicación de este dere- 
cho emergente por parte de la sociedad civil global, sin embargo, también puede 
significar la legitimación de las medidas de corte neoliberal, que impulsa ese 
organismo multilateral con una eventual apertura al reconocimiento del dere- 
cho a la ciudad, así sea solo en el plano discursivo. Hay que reconocer también 
que el derecho a la ciudad realmente logró ser tratado en Hábitat III; además de 
que, según varias organizaciones y redes nacionales e internacionales, han reco- 
nocido que se “logró un consenso histórico para hacer del derecho a la ciudad 
un tema central en la nueva conformación de la agenda urbana a nivel mundial” 
(Scruggs, 2016). A pesar de ello, el hecho de que no esté reconocido en el dere- 
cho internacional es un obstáculo para garantizarlo y hacerlo justiciable. Ello no 
impide, sin embargo, que con el derecho a la ciudad —como centro del debate 
internacional sobre el futuro de las ciudades— se incentiven más mecanismos y 
procesos de movilización que empujen a que a escalas nacional y local el derecho 
a la ciudad se vaya consolidando y haciendo valer. Hoy en día, el derecho a la 
ciudad pretende contribuir a la construcción de ciudades incluyentes, democrá- 
ticas, igualitarias, justas y sostenibles. Al pretender ser reconocido como un de- 
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recho colectivo que incluye y reconoce los derechos ya existentes, permite que la 
acción gubernamental —en conjunto con la acción de la sociedad civil— se rea- 
lice desde una perspectiva de reconocimiento, respeto, ejercicio y garantía de los 
derechos civiles, políticos, sociales, culturales, ambientales y de los pueblos que 
garantizan la ampliación de la ciudadanía. 

El debate sobre el derecho a la ciudad está abierto; es un campo de análisis y 
reflexión vasto que nos invita a seguirlo cultivando. El derecho a la ciudad llegó 
para quedarse, pero la pregunta sería cómo llegó, para qué llegó y cómo podemos 
materializarlo en aras de construir ciudades vivibles y cada vez más humanas. La 
utopía experimental de Lefebvre (1969) sigue siendo una invitación que nos obliga 
a pensar la ciudad no como un ideal inalcanzable ni como un no lugar, sino como 
un ideal orientador, un ideal producto de un ajuste (siempre conflictivo) entre lo 
realizable y lo deseable, entre lo imaginable y lo posible. En esta utopía deseada y 
posible, los grupos organizados en la ciudad juegan un papel central, pero también 
deberían jugarlo la academia y los partidos políticos, entre otros actores. 

En el ámbito local es importante mencionar que la elaboración de la Carta 
de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad ha sido fundamental para 
poner el tema en el centro del debate. De esta manera, el derecho a la ciudad ha 
sido la base para que grupos de la sociedad civil reivindiquen programas como 
el de mejoramiento barrial o propongan nuevos programas como el de gestión y 
producción social del hábitat, que intentan hacer valer en los hechos el derecho 
a la ciudad. El hecho de que algunas instancias del Gobierno de la Ciudad de 
México, como la Secretaría de Desarrollo Social, tomen en cuenta el derecho a la 
ciudad para fundamentar y justificar varios de sus programas puede ser conside- 
rado un avance, aunque efectivamente es insuficiente, pues de lo que se trata es 
de hacer del derecho a la ciudad un eje articulador de la política pública en la 
capital (Ramírez, 2015). La reforma política del Distrito Federal, que lo convier- 
te en la Ciudad de México, fue resultado tanto de la negociación política de los 
partidos políticos como de las movilizaciones de la sociedad civil, la cual había 
reclamado históricamente el reconocimiento del Distrito Federal como una en- 
tidad federativa soberana, en la medida en que con ello se garantizaría la restitu- 
ción de derechos plenos a sus habitantes y que se le diera un trato más equitativo 
en la asignación de presupuestos federales.' La iniciativa contempló la elabora- 
ción de la primera Constitución Política de la Ciudad de México, para ello se 
convocó a la instauración de una Asamblea Constituyente y se pensó, sobre todo 


! La reforma constitucional que culminó la reforma política del Distrito Federal fue promulgada en enero de 
2016, con ello el Distrito Federal se convirtió en la Ciudad de México y se estableció que tendría su propia 
Constitución Política. La reforma establecía que la elección para los diputados a la Asamblea Constituyente se 
realizaría el 5 de junio de 2016. La Asamblea debería quedar instalada el 15 de septiembre de 2016; la fecha 
límite para aprobar el documento, al menos por las dos terceras partes del Constituyente, sería el 31 de enero 
de 2017 y entraría en vigor en el 2018. 
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por parte de los grupos promotores de la ccmpc, que el derecho a la ciudad 
podía convertirse en base de la nueva Constitución, sin embargo, al momento 
de escribir esta introducción se había firmado la Constitución, y el derecho a la 
ciudad había sido incluido al inicio del artículo 12 que forma parte del título 
segundo que se denomina Carta de Derechos. El derecho a la ciudad aparece 
como parte de un catálogo de “nobles aspiraciones y sentido social propio de 
una norma jurídica” (Bátiz, 2017), pero no se incluye como base de los demás 
derechos, como elemento central de las políticas públicas y como aspecto im- 
portante de la parte orgánica de la Constitución, que se refiere al funcionamien- 
to de las instituciones de la Ciudad de México. Si bien se puede considerar un 
avance significativo, el hecho de que se definiera en la nueva Constitución al 
derecho a la ciudad como el uso y el usufructo pleno y equitativo de la ciudad, 
enfatizando en que es un derecho colectivo y recuperando los fundamentos es- 
tratégicos de la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad, ? lo 
cierto es que resulta insuficiente. Además, como apunta Bátiz (2017), estos con- 
ceptos de avanzada —que reflejan las aspiraciones de la voluntad colectiva— 
contrastan con lo que vivimos a diario que apunta a un disfrute in equitativo.* 
De esta manera, la Constitución de la Ciudad de México está siendo violada 
aún sin haber entrado en vigor. Podemos decir que la Ciudad de México perdió 
su oportunidad de tener un marco jurídico sustentado plenamente en el derecho 
a la ciudad por la prevalencia de los intereses de los grupos de poder político y 
económico. Hay varias razones para analizar por qué el derecho a la ciudad no 
tuvo el eco esperado en la elaboración de la Constitución de la Ciudad de Méxi- 
co, mencionaremos brevemente sólo tres que a nuestro juicio son las más impor- 
tantes: (1) Ningún partido político tuvo al derecho a la ciudad en el centro de sus 
propuestas, salvo el partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), 
de tal manera que la correlación de fuerzas fue totalmente desfavorable. (2) La 
presión de los grupos de poder económico y político que privilegiaron una 
visión mercantilista de la ciudad, por encima de una visión social y de derechos, 
dejó de lado la función social de la propiedad y la ciudad, eje fundamental del 
derecho a la ciudad, y abrió paso a la continuación de procesos privatizadores 
del espacio público. (3) Por último, debemos mencionar la poca o nula capa- 
cidad de movilización que presentaron los grupos promotores del derecho a la 


2 Como el ejercicio pleno de los derechos humanos en la ciudad; la función social de la ciudad, de la tierra y 
de la propiedad; la gestión democrática de la ciudad; la producción democrática de la ciudad y en la ciudad; el 
manejo sustentable y responsable de los bienes naturales, patrimoniales y energéticos de la ciudad y su entor- 
no; y el disfrute democrático y equitativo de la ciudad (ccmpc, 2010, pp. 13-14) 

3 Como ejemplos de este disfrute inequitativo de la ciudad, que contrasta con el derecho a la ciudad, el autor 
menciona los negocios que el gobierno concesiona a los particulares, como la construcción de autopistas urba- 
nas, el servicio de grúas, los parquímetros, las Ecobicis y las fotomultas por conducir a exceso de velocidad 
(Bátiz, 2017). 
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ciudad para ejercer una presión que pudiera haber logrado que la Constitución 
tomará en cuenta en mayor medida el derecho a la ciudad y sus ejes rectores. 

A pesar de ello es importante señalar que la idea del derecho a la ciudad, 
contenida en la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad —que 
la ve como el usufructo equitativo de la ciudad—, tiene implicaciones importan- 
tes ante las pretensiones del gobierno y de los grupos de poder económico, de 
quererse apropiar de la ciudad y de sus espacios públicos, además deja en claro 
que la ciudad es de todos, que es un bien común y colectivo y no un espacio 
privativo de unos cuantos. Y la idea de usufructo es importante porque implica 
que todos podemos disfrutar la ciudad sin necesidad de apropiarnos de los espa- 
cios en el sentido de propiedad, sino apropiarnos de ellos en el sentido de hacer- 
los apropiados y propicios para nuestras necesidades y deseos. Usufructuar equi- 
tativamente la ciudad quiere decir que es de todos, que todos tenemos derechos 
a sus espacios, bienes, infraestructura y servicios, que la ciudad es de todos y de 
nadie a la vez, la ciudad no tiene ni puede tener dueño, no puede ser un bien 
privado sino público por excelencia, no debe tener un valor de cambio sino 
esencialmente de uso, de uso equitativo. 

Al ser la participación ciudadana la base de la democracia debe ser, por tan- 
to, también la base para la definición, elaboración, ejecución y evaluación de las 
políticas públicas. Dicha participación requiere, sin embargo, de una sociedad 
informada y conciente de la importancia de su participación, para generar me- 
canismos de organización que le den capacidad de incidencia en la vida pública 
y en las decisiones colectivas. La sociedad civil se convierte, en este orden de 
ideas, en un actor central para el fortalecimiento de una ciudadanía democrática 
que, basada en la participación, ejerce y exige, en un primer momento, el respe- 
to a los derechos ya existentes y, en un segundo momento, permite la construc- 
ción de nuevos derechos como el derecho a la ciudad (Ramírez Zaragoza, 2017e). 

El derecho a la ciudad es, también, un proyecto político pues invita a la ac- 
ción política para la construcción de ciudadanía democrática como elemento 
fundamental en el intento de generar cambios, en los Estados, que hagan efecti- 
vos los derechos de los habitantes de la ciudad. En este sentido, el derecho a la 
ciudad —como proyecto político de ciudad— constituye un esfuerzo por recu- 
perar la capacidad deliberativa, de organización, de presión y de exigibilidad 
social y política que tienen los ciudadanos y las ciudadanas; especialmente, 
aquellos que se encuentran en situaciones de discriminación y violación de sus 
derechos económicos, sociales y culturales. El derecho a la ciudad: 


es un derecho individual y colectivo de todos los habitantes, donde se considera el 


territorio de las ciudades y su entorno como espacios de ejercicio y cumplimiento 
de los derechos a fin de asegurar la distribución y el disfrute equitativo, universal, 
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justo, democrático y sustentable de los recursos, riquezas, servicios, bienes y opor- 
tunidades que brindan las ciudades (cGLU, 2016). 


El derecho a la ciudad apunta al derecho que tienen los habitantes de perma- 
necer en la ciudad oponiéndose a los desalojos y a los procesos de exclusión y 
expulsión social; apela al derecho de todos a participar en la toma de decisiones 
sobre la ciudad y sus espacios; también hace referencia a la necesidad de que los 
habitantes se conviertan en sujetos activos, constructores de su ciudad y de sus 
relaciones sociales, que hagan de estos espacios del hábitat lugares para una con- 
vivencia humana armónica. Por último, el derecho a la ciudad contribuye a la 
cristalización de los sueños y aspiraciones de los habitantes de la ciudad, convir- 
tiéndose en una carta de navegación que les permite dirigir sus luchas, orientar 
sus acciones, defender sus derechos, satisfacer sus necesidades y aspirar a ciuda- 
des cada vez más justas, democráticas, incluyentes, igualitarias, equitativas, lúdi- 
cas, solidarias y sustentables. 

Es evidente que en las condiciones actuales existen diversos problemas para 
acceder al reconocimiento legal del derecho a la ciudad debido, sobre todo, al 
predominio del modelo económico neoliberal. La inminente revolución urbana 
que avasalla tanto al campo como a la ciudad misma, está mermando la posibi- 
lidad del ejercicio y reconocimiento del derecho a la ciudad, por lo que necesita- 
mos una revolución urbana impulsada desde los propios habitantes a través de 
sus procesos organizativos. Acontecimientos como el reconocimiento de facto 
del derecho a la ciudad, realizado en la Cumbre Hábitat III (tanto en las reunio- 
nes oficiales como en las paralelas o extra oficiales), pueden considerarse un 
avance importante para la discusión del tema y su consideración por parte de los 
gobiernos en sus diferentes niveles, pero cabe aquí también preguntarnos si esta 
especie de institucionalización del derecho a la ciudad, que se puede dar en el 
momento en que instancias como la ONU O la UNESCO se apropian del discurso 
del derecho a la ciudad sin llevarlo a la práctica realmente, quita la posibilidad 
de que los actores sociales reivindiquen legítimamente ese derecho; la pregunta 
sería: ¿La eventual institucionalización del derecho a la ciudad representa nece- 
sariamente un vacío de su contenido transformador y crítico, o puede convertir- 
se en una oportunidad para que los grupos organizados de la ciudad incidan en 
las políticas públicas y en la defensa de sus derechos, contribuyendo a que cada 
vez se conozca más el derecho a la ciudad, así como su potencial transformador, 
impulsando luchas que nos lleven a su reconocimiento? La pregunta queda 
abierta, lo cierto es que hoy en día el derecho a la ciudad debe ser tomado seria- 
mente en cuenta cuando los diversos actores interesados en intervenir en los 
procesos de transformación urbana definen sus medios e intereses para lograrlo. 
Por su marcado sentido antineoliberal, el derecho a la ciudad, como proyecto 
político, es potencialmente un concepto, una idea y una propuesta que se coloca 
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como alternativa y respuesta a la hegemonía neoliberal y al predominio de la 
democracia representativa permitiendo, en contraparte, una perspectiva social 
en la producción de ciudades y propiciando la instauración de formas directas 
de participación democrática. En este orden de ideas, la existencia del conflicto 
urbano —derivado, entre otros factores, de la implementación de megaproyec- 
tos de urbanización y de la mercantilización de los derechos, bienes, servicios y 
de la oposición ciudadana a través de la movilización— viene a significar una 
regularidad en la vida urbana contemporánea. La confrontación de ideas, con- 
ceptos y visiones de lo que deben ser las ciudades contemporáneas y los sujetos 
centrales de su producción y disfrute es resultado directo de las contradicciones 
propias de los efectos que el capitalismo genera en la ciudad. La necesidad de 
debatir sobre la existencia de alternativas, a la forma capitalista, de hacer ciudad 
permite a los habitantes tener esperanza de que las cosas pueden ser diferentes, 
cuestionando el discurso hegemónico que afirma que la modernidad y la globa- 
lización representan el estadio superior de la sociedad humana y la ciudad capi- 
talista neoliberal, su producto más acabado. 


El seminario que dio origen al libro 


El libro tuvo su origen en los trabajos del Seminario Derecho a la Ciudad y Re- 
volución Urbana en la Ciudad de México, celebrado en la Universidad Nacional 
Autónoma de México (UNAM) en el 2015. Tras un balance extremadamente 
positivo del seminario se pensó en la idea de lanzar una convocatoria para la 
realización de un libro colectivo que reuniera las ponencias —ahora en forma de 
artículo— debido a la calidad académica de las mismas; de ahí que, más que una 
memoria, el presente texto sea un libro colectivo que materializó un trabajo ri- 
guroso, creativo e innovador. El seminario fue muy intenso y productivo, abrió 
muchos debates y líneas de investigación sobre el tema emergente del derecho a 
la ciudad. A pesar de los avances en la discusión sobre el derecho a la ciudad, el 
evento produjo más dudas que certezas sobre el tema, lo que dejó abierta la ne- 
cesidad de seguir debatiendo sobre el mismo. En el evento referido se presenta- 
ron un total de 24 ponentes, 20 nacionales y cuatro internacionales (profesores e 
investigadores de Italia, Chile, Ecuador y Colombia).* El total de sesiones fue de 
16 (14 ordinarias y dos extraordinarias) comprendidas entre el 12 de febrero y el 
1 de junio de 2015. Se registraron en las diversas listas de asistencia un total de 
245 personas, asistieron en promedio 75 personas por sesión y se entregaron 83 
constancias de participación, con valor curricular (32 horas), a asistentes con 


1 La lista de ponentes se extiende a 31 si incluimos el Ciclo de Conferencias sobre el Derecho a la Ciudad lleva- 
do a cabo en el Museo Universitario de Ciencias y Arte de la Universidad Nacional Autónoma de México-Ro- 
ma (mUCA-Roma), entre el 8 de octubre y el 5 de noviembre de 2015, y que fungió como una extensión del 
seminario ante la necesidad de analizar temas que no pudieron ser tratados en el seminario. 


23 


MIGUEL ÁNGEL RAMÍREZ ZARAGOZA 


por lo menos 12 asistencias. Las sesiones se realizaron en el Instituto de Investi- 
gaciones Sociales y en la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales —ambas insti- 
tuciones pertenecientes a la UNAM— y fueron grabadas en los canales de YouTu- 
be de ambas instituciones, por lo que se pueden consultar y descargar 
libremente en la red. Asistieron estudiantes de licenciatura y de posgrado, profe- 
sores e investigadores de diversas carreras como sociología, ciencias políticas, 
comunicación, diseño, urbanismo, geografía, arquitectura, biología, antropolo- 
gía, trabajo social, entre otras, provenientes de diversas dependencias de la 
UNAM, de la Universidad Autónoma Metropolitana, de la Universidad Autóno- 
ma de la Ciudad de México, de la Escuela Nacional de Antropología e Historia, 
de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, entre otras instituciones 
académicas. Además asistieron miembros de diversas organizaciones que con- 
forman el movimiento urbano popular como la Unión Popular Emiliano Zapa- 
ta, el Barzón de la Ciudad de México y la Central Unitaria de Trabajadores, entre 
otras; miembros de organizaciones civiles como el Centro Operacional de Vi- 
vienda y Poblamiento (coPEv1I A.C.) y Casa y Ciudad A.C., así como funciona- 
rios del Programa Comunitario de Mejoramiento Barrial del Gobierno de la 
Ciudad de México y del Instituto de la Juventud del Distrito Federal.? 
Consideramos que si bien el seminario (y el ciclo de conferencias), por sí, 
sólo fue un excelente espacio de diálogo, debate y discusión sobre el derecho a la 
ciudad y su relación con fenómenos y problemas urbanos como la inseguridad, 
la defensa del espacio público ante su privatización, los procesos de gentrifica- 
ción, la participación ciudadana y sus limitaciones, los pueblos originarios y la 
defensa del territorio, el problema de la vivienda y del mejoramiento barrial, 
entre otros, es aún insuficiente, por lo que se propuso plasmar las aportaciones 
del seminario y del ciclo de conferencias en una publicación que aportara nue- 
vos elementos para el conocimiento de un tema colocado ya en la agenda de in- 
vestigación universitaria y en las demandas de la sociedad civil, pero que reque- 
ría, sin embargo, de un abordaje multidisciplinario para su mejor conocimiento, 
análisis, interpretación y comprensión. De esta manera, como una necesidad de 
contribuir al debate y al mayor conocimiento del tema emergente del derecho a 
la ciudad y debido al interés de alumnos, profesores e investigadores de diversas 
instituciones por tener estudios e interpretaciones sobre la teoría y la práctica del 
derecho a la ciudad es que se publica este libro, en el entendido de que sin duda 
dejará abiertas nuevas interrogantes a pesar del esfuerzo de sus autores por avan- 


“Todos estos datos se obtuvieron de las fichas de registró que elaboró el Comité Académico Organizador en- 
cabezado por Mijael Mendoza Matus y Oleg Castorena. Los datos sirvieron para mantener la comunicación 
permanente entre los asistentes y los organizadores del seminario. Cabe señalar que el seminario sigue vigente, 
cuenta con un correo electrónico y una página de Facebook a los cuales se pueden comunicar los interesados 
en los eventos académicos y en la difusión de artículos y noticias sobre el derecho a la ciudad. Correo: dere- 
choalaciudad.revurbanaOgmail.com. Facebook: https://www.facebook.com/derechoalaciudad.revurbana/. 
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zar en la comprensión de esa teoría y de la práctica del derecho a la ciudad, así 
como en la eventual solución de problemas que aquejan a nuestra ciudad y al 
conjunto de su población. 

Para unificar la obra se pensó que todos los textos deberían tener un conjun- 
to de elementos compartidos, por ejemplo, se sugirió desde la coordinación de 
la obra que los textos debieran incluir en su apartado teórico una recuperación, 
crítica y/o resignificación del concepto derecho a la ciudad, que sirviera como 
base para la interpretación de su objeto de estudio específico. Las referencias 
podían ser tanto a los autores clásicos del término, como el caso de Lefebvre 
(1969), así como a sus continuadores como Harvey (2013), Borja (2013), etc. Se 
trataría de recuperar, en la medida en que los temas y los casos lo permitieran, 
los documentos o instrumentos denominados Carta de la Ciudad de México por 
el Derecho a la Ciudad y Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad, bien para 
sustentar los derechos a que hace referencia su tema, bien para subrayar las im- 
plicaciones de dichos derechos y sus posibilidades de realización en un contexto 
determinado. También se podrían incluir referencias a otros instrumentos lega- 
les y políticos que incluyen el derecho a la ciudad como el Estatuto de la Ciudad 
de Brasil (2001), la Constitución Política de Ecuador (2008) o la Carta de Dere- 
chos y Responsabilidades de Montreal (Canadá); la Carta Europea de Salvaguar- 
da de los Derechos Humanos en la Ciudad (Saint Denis, Francia, 2000), entre 
otros. Al final de la convocatoria se agregaba una lista de textos y links sobre el 
derecho a la ciudad que podían ser de gran utilidad para los autores. Por supues- 
to que la bibliografía no era exhaustiva y quedaba abierta la posibilidad para el 
uso libre de estas u otras fuentes útiles para cada autor. Cada autor destacaría el 
uso que haría del concepto derecho a la ciudad y la forma de vincularlo con su 
tema específico, resaltando en los objetivos que se trataba de contribuir al deba- 
te y al análisis del derecho a la ciudad desde su disciplina y analizando temas o 
problemas que han sido objeto de sus últimas investigaciones. 

El trabajo colectivo desarrollado en el Seminario Derecho a la Ciudad y Re- 
volución Urbana en la Ciudad de México permitió discutir el tema del derecho 
a la ciudad como un tema emergente que requería ser analizado desde la inves- 
tigación multidisciplinaria para el mejor conocimiento de la realidad urbana 
contemporánea. El seminario permitió debatir sobre los planteamientos teóri- 
cos y metodológicos generales, en relación al estudio de los procesos urbanos 
que podían ser analizados a la luz del derecho a la ciudad. Sin embargo, a pesar 
de ese productivo trabajo colectivo desarrollado en el seminario, que incluyó la 
interlocución con el público asistente a través de preguntas y respuestas, así 
como el diálogo entre los ponentes, se propuso que, en la medida de las posibi- 
lidades de cada autor, se efectuarían reuniones de trabajo con el coordinador 
para discutir y analizar los avances de cada trabajo, con el fin de que se articula- 
ran los objetivos generales del libro con los de cada artículo. La mayoría de los 
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trabajos fueron leídos en sus primeras versiones por el coordinador y fueron 
regresados con observaciones a los autores para atender comentarios, críticas y 
sugerencias que enriquecieron el trabajo colectivo dándole al libro una visión de 
conjunto que rebasara la simple suma de artículos individuales. Sin embargo, 
cabe señalar que a pesar de ello cada capítulo puede leerse perfectamente de 
forma separada. 

Uno de los objetivos del libro es poder entender y analizar el eventual poten- 
cial que tiene el derecho a la ciudad —como concepto, derecho en construcción, 
bandera de lucha, categoría analítica y aspiración de los habitantes de la ciu- 
dad— para el estudio de los diferentes problemas que tiene la Ciudad de México, 
así como otras ciudades del mundo. De ahí que se propuso retomar la idea del 
derecho a la ciudad como: 


a) un concepto que, desde sus orígenes con Henri Lefebvre (1969) y sus continua- 
dores como David Harvey (2013) o Jordi Borja (2013), se presenta como una 
crítica al capitalismo en general y al modelo neoliberal en específico. Se sugiere 
analizar las contribuciones recientes al debate sobre el significado del concepto 
derecho a la ciudad en autores y activistas como Enrique Ortiz (2008), Fabio 
Velásquez (2008) y Charlotte Mathivet (2011), entre otros, para entender la tra- 
yectoria del concepto y analizar las formas concretas de su recuperación actual; 

b) un derecho reconocido haciendo alusión a los países donde el derecho a la ciudad 
se encuentra vigente en los marcos legales como es el caso de Brasil y Ecuador, 
analizando las implicaciones de dicho reconocimiento en cuestiones tales como 
elaboración de políticas públicas, exigibilidad de derechos, planeación urbana, 
entre otras. Además se sugiere tomar en cuenta el conjunto de instrumentos po- 
líticos que reivindican el derecho a la ciudad como la Carta Mundial por el De- 
recho a la Ciudad, la Carta de Salvaguarda de los derechos de la ciudad de Mon- 
treal o la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad para analizar 
la manera en que dichos instrumentos, aún sin tener reconocimiento legal, gene- 
ran procesos de exigibilidad política del derecho a la ciudad, así como procesos 
de apropiación legítima del derecho a la ciudad a partir de prácticas y proyectos 
ciudadanos; 

c) un marco interpretativo de la acción colectiva o bandera de lucha de los movi- 
mientos sociales urbanos. En este sentido, el derecho a la ciudad se presenta 
como una consigna política, como parte de un proyecto alternativo de ciudad 
enarbolado por las organizaciones de la sociedad civil y los movimientos sociales 
para criticar los efectos dañinos de la urbanización neoliberal. Esta dimensión 
representa el carácter más dinámico y movilizador del derecho a la ciudad, lo que 
para muchos le da un carácter utópico al mismo, pero de gran utilidad para ge- 
nerar procesos de organización y resistencia en los sectores populares de la ciu- 
dad. Aquí cabe señalar, siguiendo a Frank Molano (2015, p. 3), que 
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Es importante precisar que el continuo pero fortalecido llamado al derecho a la 
ciudad, a comienzos del siglo XXI y particularmente luego de la crisis económica 
de 2008 que se inició como burbuja inmobiliaria en Estados Unidos, está asocia- 
do a las movilizaciones sociales y a la exigencia de derechos ciudadanos que lla- 
mó la atención de los académicos, quienes asumieron el enfoque del derecho a la 
ciudad para buscar explicaciones sobre cómo estaban respondiendo los habitan- 
tes urbanos ante el proceso de urbanización del capitalismo financiero y las polí- 
ticas neoliberales y posneoliberales; 


d) una categoría analítica que permita reconocer la necesidad de contar con una 
ciencia analítica de la ciudad, que sólo puede tenerse entendiendo que la realidad 
urbana siempre se encuentra en formación, de ahí que cualquier elemento teóri- 
co que permita su análisis profundo debe tomar en cuenta “la praxis (práctica 
social) de la sociedad urbana” (Lefebvre, 1969, p. 124). El derecho a la ciudad en 
la forma en que lo planteó Lefebvre, pero también con las diversas formas en la 
que está siendo reivindicado por diversos sectores sociales y académicos, consti- 
tuye no solo un instrumento de lucha —léase de praxis social— sino un instru- 
mento de análisis que contribuye a analizar y comprender los fenómenos de la 
vida urbana desde una perspectiva integral, sistémica e interdisciplinaria que 
rebasa aquella ciencia de la ciudad que solo utiliza *métodos, procedimientos y 
conceptos tomados de las ciencias parcelarias” (Lefebvre, 1969, p. 124).* 


El derecho a la ciudad permite ver a la ciudad como una totalidad sumamente 
compleja y no como una suma de fragmentos; permite verla como parte de una 
dinámica global y no como meras cuestiones locales y aisladas; permite verla 
como una realidad urbana dinámica, como un proceso en constante transforma- 
ción y no como una cosa estática que puede adquirir un rango instrumental. El 
derecho a la ciudad emerge como un tema importante en el estudio de los pro- 
cesos urbanos contemporáneos. Analizar los fenómenos de la vida urbana a tra- 
vés del cristal del derecho a la ciudad nos permite verlos desde una perspectiva 
multicausal, interdependiente, compleja y relacional que requiere análisis y en- 
foques inter y multidisciplinarios. En esta perspectiva, el libro pretende respon- 
der a las siguientes preguntas: ¿Cómo se relaciona el derecho a la ciudad con los 
diversos problemas urbanos estudiados por los participantes al seminario, y 
cómo es recuperado el concepto por los profesores e investigadores respectivos? 
¿Cuál es la capacidad analítica del derecho a la ciudad para entender y reinter- 
pretar los principales problemas de las ciudades contemporáneas, específica- 
mente, de la Ciudad de México? ¿Cómo pueden contribuir las luchas por el de- 
recho a la ciudad a construir ciudades más justas, igualitarias, equitativas y 


* Un debate más amplio de estas acepciones puede verse en el capítulo 1 de este libro. 
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sustentables, y a ser un factor de oposición y alternativa al neoliberalismo impe- 
rante? ¿Cuáles son las posibilidades reales de reconocimiento e implementación 
del derecho a la ciudad en la Ciudad de México? ¿Cuáles han sido los mecanis- 
mos de exigibilidad política y jurídica que han utilizado los distintos actores 
urbanos para el cumplimiento del derecho a la ciudad, aún cuando este derecho 
sigue siendo una aspiración y no un derecho legalmente reconocido? ¿Cómo se 
ha exigido el cumplimiento de facto del derecho a la ciudad en la Ciudad de 
México y de qué manera algunos grupos de la sociedad civil se lo han apropiado 
legítimamente, reivindicándolo en la práctica sin esperar su eventual reconoci- 
miento legal? Se solicitó también que cada autor incluyera su pregunta o pregun- 
tas específicas. 

El libro es un intento de recuperar o reabrir primero y consolidar después 
una línea de investigación en los estudios urbanos, a partir de la reciente reivin- 
dicación y construcción social del derecho a la ciudad. Por lo que intenta llenar, 
en la medida de sus posibilidades y con sus limitaciones, un vacío en los estudios 
sobre este nuevo derecho humano en construcción, al cual sus promotores pre- 
tenden darle el carácter de colectivo. Además del esfuerzo hecho por el CIESAS 
D.F? y nuestro seminario,* no existe, hasta donde tengo conocimiento, otro es- 
pacio académico o esfuerzo colectivo permanente que tenga al derecho a la ciu- 
dad como tema eje de sus reflexiones,? por lo que tanto el seminario como el 
libro pretenden cubrir en parte ese vacío, contribuyendo al conocimiento de la 


7 Entre los años 2012 y 2013, el Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social 
(ciesas D.F) convocó a una serie de jornadas de trabajo tituladas Por el Derecho a la Ciudad. Diálogos entre 
Academia y Sociedad Civil, en donde se debatió sobre el tema del derecho a la ciudad, vinculando el trabajo 
académico y la acción de las organizaciones que apoyaban la construcción de la Carta de la Ciudad de México 
por el Derecho a la Ciudad. La fusión de teoría y práctica que se dio en las distintas sesiones de trabajo dio 
origen a la publicación del libro Por el derecho a la ciudad. Diálogos entre academia y organizaciones sociales de 
la Ciudad de México, coordinado por Carmen Icazuriaga Montes, Margarita Pérez Negrete, León Felipe Téllez 
Contreras y Claudia Zamorano Villareal, cresas D.F /Publicaciones de la Casa Chata, México, 2017. 


$ Al cierre de la edición del libro anunciábamos la realización de la segunda edición del Seminario Derecho a 
la Ciudad y Revolución Urbana en la Ciudad de México 2017, con sede en la FCPyS-UNAM. 


? Esto no quiere decir que no hayan existido eventos importantes que tuvieran como tema central el derecho 
a la ciudad, algunos con objetivos académicos y otros con fines políticos o propagandísticos, aunque no por 
ello menos importantes. Entre los primeros destacan: El seminario internacional, organizado por el Grupo de 
Trabajo 14: El derecho a la ciudad del cLacso y avalado por la Lacso-Ecuador y la UNAM, titulado El Derecho 
ala Ciudad en América Latina y realizado en febrero del 2014; el Foro Diálogo sobre Gentrificación y Derecho 
a la Ciudad, en el marco del Cuarto Seminario Internacional Ciudades en disputa, organizado por la asocia- 
ción Contested Cities (sede México) en abril del 2015; el Seminario Internacional Más allá del Derecho a la 
Ciudad: Dilemas y Debates hacía Hábitat II, organizado por IISUNAM/PAOT D.F./ANTEAS/Forópolis en no- 
viembre de 2015. Entre los segundos destacan: el Seminario internacional Gobiernos Locales por el Derecho a 
la Ciudad, celebrado en la Ciudad de México en abril del 2015 y organizado por la Red Mundial de Ciudades 
y Gobiernos Locales Unidos (cGLU); el Encuentro Internacional El Derecho a la Ciudad hacia Hábitat III, or- 
ganizado por el Centro Operacional de Vivienda y Poblamiento (coPEvI A.C.) en el marco de sus 50 años, el 
evento se realizó en la Ciudad de México en abril del 2015; el Foro Gasto Social de Gobiernos Locales: Justicia 
y Equidad Urbana, organizado por SEDESOL D.F. en marzo de 2016, dicho evento formó parte de los trabajos 
preparatorios para la reunión Hábitat III de la onu-Hábitat, celebrada en octubre de 2016, donde se discutiría 
el tema del derecho a la ciudad. 
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realidad urbana a partir de ver al derecho a la ciudad como una idea, como una 
concepto, como un derecho, como una utopía o aspiración y como un instru- 
mento analítico para las investigaciones multi e interdisciplinarias sobre las ciu- 
dades contemporáneas. 


Teoría y práctica del derecho a la ciudad. Estructura del libro 


Como apuntamos al principio de esta introducción, el libro se considera una 
obra colectiva, estructurada como una totalidad que tiene como objetivo discu- 
tir sobre la teoría y la práctica del derecho a la ciudad. Si bien se sugiere al lector 
la lectura completa del texto, también es importante mencionar que cada capítu- 
lo tiene su especificidad y puede leerse de manera separada, por supuesto se 
sugiere tomar en cuenta que si se ve a cada capítulo como parte de una totalidad, 
el lector podrá complementar la perspectiva de cada autor con las de otros cole- 
gas que escriben en el libro, logrando un panorama más amplio y enriquecedor. 
Varios de los artículos del libro entablan un diálogo directo con el concepto de- 
recho a la ciudad, acuñado por Lefebvre, reconociéndolo y sugiriéndolo como 
una fuente ineludible e imprescindible, sin embargo, lo que se busca en el texto 
es conocer la forma en que el término es utilizado y resignificado a inicios del 
siglo xx1 —tanto en la academia como en la acción política—, constituyéndose 
en un referente importante para analizar la problemática urbana e incentivar las 
prácticas ciudadanas que apuntan a otra ciudad posible. De ahí que cada autor 
da énfasis a su conceptualización del término de acuerdo a sus intereses, objeti- 
vos y problemática específica. El libro está compuesto por nueve artículos divi- 
didos en dos partes; la primera parte, titulada El derecho a la ciudad a debate, 
cuenta con tres capítulos que abordan el derecho a la ciudad desde el punto de 
vista teórico, mientras que la segunda parte consta de seis capítulos y se titula El 
derecho a la ciudad y la problemática urbana en la Ciudad de México; en ella se 
presentan investigaciones que abordan diversas problemáticas urbanas en la 
Ciudad de México, desde la perspectiva del derecho a la ciudad. 

En el capítulo 1, titulado El derecho a la ciudad. De sus orígenes a su recupe- 
ración actual, Miguel Ángel Ramírez Zaragoza pone a discusión la evidente po- 
lisemia del término derecho a la ciudad que provoca confusiones tanto en el 
medio académico como en el político y social. Para ir esclareciendo las diversas 
acepciones que tiene tal concepto, el autor propone discutirlo como derecho 
formal, como bandera de lucha y como categoría analítica. De esta manera, su- 
giere el autor, podemos utilizar el concepto de derecho a la ciudad como marco 
interpretativo de la acción colectiva, observando sus implicaciones en la confor- 
mación de una ciudadanía democrática basada en el conocimiento y el respeto 
de sus derechos, así como en las posibilidades de recuperarlo como una deman- 
da que permita la defensa del espacio público y la implementación de políticas 
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públicas con una visión integral de los problemas de la ciudad. Como categoría 
analítica, el concepto derecho a la ciudad permite a los estudiosos de diversas 
disciplinas analizar los procesos de transformación que viven actualmente las 
ciudades, tomando en cuenta su interrelación, diversidad, dinamismo y comple- 
jidad. Por su parte, como derecho formal, el derecho a la ciudad permite hacer 
justiciables e interdependientes los derechos de los habitantes de la ciudad. Para 
Ramírez Zaragoza, la incorporación del derecho a la ciudad, en los marcos lega- 
les, permite dar un estatus jurídico al derecho a la ciudad para ser garantizado 
mediante su incorporación en los diversos instrumentos de desarrollo urbano y 
en la implementación de políticas públicas a nivel nacional o local. El autor con- 
cluye que “A pesar de esa polisemia el derecho a la ciudad se presenta en los 
inicios del siglo xxI como un derecho emergente en busca de su reconocimiento 
legal que pretende contribuir a mejorar los niveles de vida de la población que 
hoy en día vive mayoritariamente en las ciudades. El derecho a la ciudad visibi- 
liza una serie de luchas a favor de nuevos derechos y por la ampliación de una 
ciudadanía democrática. El derecho a la ciudad se presenta como un proyecto de 
defensa y protección de los derechos humanos, así como la ampliación de los 
derechos colectivos. Las pretensiones de los actores de la sociedad civil que rei- 
vindican el derecho a la ciudad como derecho colectivo apelan a la integralidad 
de los derechos, así como a la visión integral de los problemas urbanos y a su 
solución también de manera integral y colectiva. El derecho a la ciudad se pre- 
senta también como base para una nueva generación de políticas urbanas y 
como mecanismo de defensa y recuperación del espacio público”. 

Marysol Rojas Pabón es la autora del segundo capítulo que lleva por nombre 
El concepto del derecho a la ciudad, una construcción histórica. En él, Rojas Pabón 
se pregunta ¿cuáles son los aportes que se han realizado a lo largo de la historia 
frente a la categoría de derecho a la ciudad para entender este concepto en dos 
dimensiones: como aporte teórico y como dinamizador social? La respuesta de 
la autora es presentar los aportes, que se han realizado en torno al concepto 
de derecho a la ciudad en términos teóricos, elaborados a lo largo de los últimos 
cincuenta años desde diversas disciplinas, así como mostrar la contribución del 
sustento político, social y filosófico que se ha consolidado a través de los años, en 
la lucha por el reconocimiento de este derecho. El texto aporta un recorrido 
histórico frente al trabajo desarrollado por las organizaciones sociales acerca de 
los elementos constitutivos del derecho a la ciudad en términos de principios 
rectores y fundamentos estratégicos. En el texto se afirma que cuando hablamos 
del derecho a la ciudad nos referimos a un derecho que se ha consolidado a par- 
tir de la lucha que, desde hace más de cuatro décadas, vienen realizando diferen- 
tes organizaciones sociales de diversos países del mundo y, en particular, de 
América Latina. El texto ve el derecho a la ciudad en dos dimensiones: en prime- 
ra, entendido como concepto teórico; en segunda, como narrativa social, como 
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la cristalización de un análisis crítico que pone en cuestión el funcionamiento 
social y económico de las ciudades. Para la autora, el derecho a la ciudad se ha 
venido construyendo de la mano del ejercicio de la ciudadanía y, por lo tanto, se 
encuentra atravesado por el sentido de participación y está constituido por tres 
elementos: la ciudad misma, la ciudadanía y el espacio público. La aportación de 
Rojas Pabón es importante en la media en que al rastrear la genealogía del con- 
cepto derecho a la ciudad, en sus autores clásicos (Lefebvre, Harvey y Borja) y 
contemporáneos (Velásquez y Fernándes), va encontrando elementos empíricos 
en las luchas que han reivindicado el derecho a la ciudad, colocándolo en las 
discusiones globales sobre el futuro de las ciudades en un contexto marcada- 
mente neoliberal, tal es el caso de la construcción de la Carta Mundial por el 
Derecho a la Ciudad. 

De sueños fragmentados a la utopía urbana: movimientos sociales, ciudada- 
nía y derecho a la ciudad es el título del tercer capítulo, escrito por Sergio "Tama- 
yo. El texto aborda la importancia de asociar utopías urbanas, movimientos so- 
ciales y ciudadanía, para poder dilucidar el concepto enmarcado en la sugerente 
noción del derecho a la ciudad. El autor se pregunta ¿cómo se construye esa 
posibilidad de alcanzar una vida digna en las ciudades, esa ciudad de derechos, 
esa ciudad de ciudadanos? Para dar respuesta, el autor se ubica en el contexto 
político que se ha dibujado, con el debate sobre la constitución de la nueva Ciu- 
dad de México, como estado de la federación impulsado por la Reforma Política 
de 2016, planteando pensar la ciudadanía como utopía y reconociendo a los mo- 
vimientos como productores de futuro. Ello nos puede ayudar a romper con 
definiciones “rígidas que asumen de la ciudadanía una serie de atributos perso- 
nales, disciplinados, reglamentarios, estáticos e inamovibles, que regulan el 
comportamiento político de los individuos y establecen un cierto orden en la 
relación mando-obediencia”. El problema es que la ciudadanía no es eso —dice 
el autor— de hecho, “la perspectiva liberal hegemónica, vigente en nuestros sis- 
temas políticos, sigue siendo en muchos sentidos una utopía, porque se funda- 
menta en la igualdad política y en la representación democrática del debate pú- 
blico, que en ninguno de los casos se ha podido lograr a cabalidad. De hecho, en 
las condiciones de desigualdad e injusticia social en la que vive la gran mayoría 
de las y los ciudadanos, no creo que sea posible alcanzarla”. La ciudad, por otra 
parte, —afirma el autor en el texto— es aquel espacio físico, social, económico y 
político donde una mayoría de habitantes en el mundo comparten actividades, 
prácticas, significados y anhelos. La ciudad, por tanto, es el lugar donde vivimos. 
Pero aquí no vivimos bien. Física y materialmente no tenemos resueltas las ne- 
cesidades elementales de refugio, de comunicación ni de traslado. Tampoco te- 
nemos resueltos problemas de tipo laboral, de recreación y asueto, de salud o 
educación. “Vivimos en medio de una creciente inseguridad personal y familiar, 
restringidas nuestras aspiraciones de libre asociación y desarrollo cultural e in- 
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dividual. Políticamente nuestras ciudades reflejan complejas formas de repre- 
sentación y de tomar decisiones que no corresponde con el papel que el ciudada- 
no debería tener en su comunidad”. Tamayo se pregunta si la Constitución de la 
Ciudad México puede ser la base para la construcción de una “utopía urbana, 
léase una “utopía ciudadana”. El autor es enfático al afirmar que “las utopías ur- 
banas tienen que ver con una visión de ciudad que debe integrar al menos dos 
aspectos: por un lado, se debe pensar a la ciudad como un objeto de reivindica- 
ción de distintos grupos sociales que demandan un espacio social, político y 
cultural; por otro lado, debemos pensar a la ciudad como contexto, donde se 
produce y reproduce la cultura política. Por eso, la ciudad es tanto campo de 
batalla como demanda de ciudadanía”. 

La segunda parte del libro inicia con el texto de Guadalupe Viridiana Nati- 
vitas Montoya, titulado Derecho a la ciudad, conflictos urbanos y justicia socioam- 
biental. En este texto, que corresponde al capítulo IV de la obra, la autora analiza 
la estrecha relación que existe entre el derecho a la ciudad y la justicia socioam- 
biental, “conceptos que han despertado un creciente interés en sus dimensiones 
teóricas y empíricas, debido a que ambas propuestas aportan nuevos elementos 
para analizar la complejidad de las ciudades contemporáneas”. El apartado dis- 
cute, a decir de la autora, el papel central que adquiere el Estado —como princi- 
pal impulsor de políticas neoliberales basadas en la mercantilización de los espa- 
cios urbanos—, y la respuesta que ha surgido por parte de diversos actores 
sociales que apelan a “nuevos derechos” para exigir inclusión y participación en 
la toma de decisiones, siendo el derecho a la ciudad uno de ellos. Los megapro- 
yectos son quizá la máxima expresión de la depredación capitalista de las ciuda- 
des, de ahí que el derecho a la ciudad —y la justicia socioambiental como uno de 
sus elementos— se convierten en reivindicaciones legítimas de los grupos que 
han tomado conciencia de que nuestro mundo es finito y tenemos que proteger- 
lo entre todos. Ante ello, afirma la autora, “el tema del medio ambiente se vuelve 
crucial para lograr una aplicación efectiva del derecho a la ciudad”. Sin embargo, 
advierte más adelante: “Si bien la justicia socioambiental es necesaria no es sufi- 
ciente para alcanzar el derecho a la ciudad”. Ante la voracidad del capital” que 
se ve reflejada en la mercantilización de los espacios urbanos, la cosificación de 
la naturaleza, la modificación espacial, así como la nueva configuración de la 
dinámica sociopolítica de las ciudades, el derecho a la ciudad se presenta como 
una alternativa que permite a la sociedad ejercer poder político y tener mayor 
interlocución con el Estado, exigiendo mayores espacios de participación. La 
autora concluye que “tanto la justicia socioambiental como el derecho a la ciu- 
dad son incompatibles con el modelo económico imperante, no obstante, en este 
contexto adverso han surgido resistencias que cuestionan la propia idea de desa- 
rrollo y crecimiento económico, base del neoliberalismo, y concentran sus es- 
fuerzos por plantear un modelo alternativo” basado en el derecho a la ciudad. 
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“La justicia socioambiental es necesaria para alcanzar la aplicación efectiva del 
derecho a la ciudad pues ambos se vinculan y se complementan, pero su conso- 
lidación, depende de la capacidad que tenga la sociedad para transformar y de- 
construir su entorno, aún a costa del propio Estado”. 

El quinto capítulo lleva por título Luchas por la vivienda y por el derecho a la 
ciudad de la autoría de Patricia Olivera, quien analiza las históricas luchas por la 
vivienda para las clases trabajadoras en México, centrando sus análisis en el con- 
texto de la neoliberalización de la ciudad que agudiza el embate contra los mo- 
vimientos sociales. Sin embargo, apunta la autora que los movimientos urbanos 
“han respondido con la propuesta de lucha por el Derecho a la Ciudad”, de ahí 
que el texto plantea esclarecer las relaciones entre políticas neoliberales de vi- 
vienda y movimientos sociales por el derecho a la ciudad, tensionadas, según 
Olivera, “por sectores poderosos que buscan desmantelar el capital político del 
Movimiento Urbano Popular y el control social con políticas excluyentes y que 
periferalizan los desarrollos populares”. Ante ello, las organizaciones populares 
están generando experiencias que inciden en la gestión social de la ciudad, rei- 
vindicando el derecho a la ciudad como algo que va más allá del derecho a la 
vivienda pero que también la incluye. El texto analiza la manera en que, con el 
planteamiento del derecho a la ciudad, los distintos movimientos populares en 
la Ciudad de México y la zona metropolitana en el Estado de México buscan una 
vía de organización, articulación y lucha frente a la política neoliberal de vivien- 
da y a los excluyentes proyectos inmobiliarios. Las políticas neoliberales son 
confrontadas, entre otras formas, a través de la lucha por la vivienda social con 
procesos autogestivos, defendiendo el derecho de arraigo y oponiéndose a los 
desplazamientos involuntarios que están afectando, principalmente, a segmen- 
tos populares. La autora se hace las siguientes preguntas: ¿Qué perspectivas de 
lucha para los movimientos urbanos se abren con el derecho a la ciudad, parti- 
cularmente, en el campo de la vivienda?, ¿cómo contribuye esta lucha para al- 
canzar una ciudad más justa, democrática y equitativa frente al neoliberalismo? 
El trabajo de Olivera presenta evidencias empíricas de “movilizaciones sociales 
urbanas organizadas que lucharon por la vivienda digna y por la ciudad equita- 
tiva, democrática y autogestiva, ganando espacios de inclusión, deliberación y 
permanencia”, estos principios son fundamentales para entender, de manera in- 
tegral, la reivindicación del derecho a la ciudad que subyace en dichas luchas. El 
derecho a la ciudad permite incluir el derecho a la vivienda, en un contexto más 
amplio, al relacionarlo con la idea de la producción social del hábitat. La autora 
concluye que “la demanda por el derecho a la ciudad está integrando a sectores 
populares y de clases medias en una plataforma de lucha colectiva ante la pro- 
fundización de la crisis social y económica provocada por el estado neoliberal. 
El período actual se caracteriza por movilizaciones sociales fragmentadas con 
importantes procesos de articulación en frentes para la negociación y lucha con- 
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tra actores gubernamentales y privados. Estas confrontaciones elevan la con- 
ciencia de la lucha por la ciudad a partir de vislumbrar otros espacios no priva- 
dos en los que surjan nuevas relaciones sociales con justicia, democracia y 
libertad”. 

María de Lourdes García Vázquez presenta el trabajo correspondiente al 
sexto capítulo, que lleva por título El Programa Comunitario de Mejoramiento 
Barrial desde la perspectiva del derecho a la ciudad. En él se analiza el derecho a 
la ciudad a través del Programa Comunitario de Mejoramiento Barrial (PCMB), 
que ubica al ciudadano como eje vertebrador de las políticas urbanas, lo que 
permite construir “una ciudad de los ciudadanos” y “para los ciudadanos”. En la 
primera parte se argumenta sobre por qué se considera que el PCMB sea un ejem- 
plo que concreta o materializa el derecho a la ciudad, mientras que la segunda 
parte da cuenta de cómo ha avanzado el pCcMB hacia la difuminación de sus 
rasgos originales, a saber, el carácter social de un proyecto urbano-arquitectóni- 
co y la participación ciudadana. El texto incluye un balance sobre los alcances y 
retos que enfrentan estas nuevas formas de gestión urbana local. El planteamien- 
to central de la autora consiste en afirmar que “El mejoramiento de barrios y 
colonias populares es el resultado de un proceso gradual y paulatino de transfor- 
mación del entorno urbano, donde la falta o el nivel de deterioro de la vivienda 
y los espacios públicos de las colonias populares fueron satisfechos en un princi- 
pio por la lucha organizada del Movimiento Urbano Popular, es hasta 1997 que 
el gobierno, muestra apertura política y se compromete a dar respuesta a las 
necesidades de la población para el rescate de la ciudad construida, por dignifi- 
car sus calles, sus barrios y colonias”. Surge así el PCMB en 2007, a cargo de la 
Subsecretaría de Participación Ciudadana de la Secretaría de Desarrollo Social 
del Gobierno de la cpDMx, una propuesta de la sociedad civil organizada para 
tratar de contribuir, con una visión social, a revertir el problema del deterioro de 
los barrios poniendo acento en la participación de la comunidad. Las luchas por 
el PCMB involucraron a muchas organizaciones sociales, lo que permitió impul- 
sar a su vez el reconocimiento del derecho a la ciudad, esto se logra, dice la auto- 
ra, a través de la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad firma- 
da el 13 de julio de 2010, por el entonces Jefe de Gobierno Marcelo Ebrard 
Casaubon (2006-2012) y organizaciones de la sociedad civil, principalmente, ad- 
heridas al Movimiento Urbano Popular. Para la autora “Una forma de ejercer el 
“derecho a la ciudad”, es la intervención de los ciudadanos en la toma de decisio- 
nes en asuntos puntuales relativos al territorio y a la vida barrial; como un ejer- 
cicio de participación activa a través del pCMB, los ciudadanos nos demuestran 
la capacidad que tienen para manejar procedimientos u obras específicas, en este 
caso, espacios públicos, decididos por ellos en asambleas vecinales, y edificarlas 
a través de la asignación de recursos económicos”. 

Desde la óptica de García Vázquez “El derecho a la ciudad es el derecho a la 
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realización física, social, política y simbólica del espacio, esto es, a la producción 
del espacio físico donde tienen lugar las prácticas sociales a través del autogo- 
bierno y de la autogestión. En donde, aquellos que ejecutan las prácticas discu- 
ten y diseñan las políticas, programas y proyectos, incluidos entre ellos, los refe- 
ridos al ordenamiento y la planificación del territorio en su condición espacial”. 

De ahí que el PCMB sea un instrumento efectivo que contribuye a hacer valer 
en los hechos el derecho a la ciudad. La autora hace también una crítica al fun- 
cionamiento del programa destacando en ella los errores cometidos, por diver- 
sos actores sociales y políticos, y los vacíos legales para su implementación ins- 
titucional y legal. La autora concluye que “En el PCMB existen experiencias muy 
diversas, condicionadas por los diversos actores sociales que en él intervienen, 
pero en general son procesos únicos de construcción de ciudadanía, que pueden 
ser promotores de nuevas formas de organización social y, sobre todo, de proce- 
sos de aprendizajes colectivos para el ejercicio pleno de los derechos ciudadanos 
y la corresponsabilidad entre el gobierno y la ciudadanía”. 

Iván Azuara Monter es el autor del séptimo capítulo titulado Interacción 
campo-ciudad en la dinámica de la sustentabilidad regional: hacia el derecho uni- 
versal al hábitat ¿o a la ciudad? el autor destaca en su texto el hecho de que 
la pérdida acelerada de la propiedad social y la propiedad pública, a través de la 
privatización del territorio y la privatización del agua, generan tensiones entre 
las antiguas formas de organización social y de producción sustentable de la 
vida, donde todavía la tierra y el agua se utilizan bajo la perspectiva de los bienes 
comunales y las formas de control territorial, desposesión y despojo en el Valle 
de México. Las tensiones entre el campo y la ciudad nos hacen repensar, según el 
autor, los orígenes y los objetivos de reivindicaciones recientes como el derecho 
a la ciudad toda vez que, por ejemplo, “la injusticia, la negación de derechos y la 
exclusión de los habitantes del campo en la cuenca se ha naturalizado por los 
pobladores urbanos, de tal forma que nadie salvo ellos mismos defiende sus de- 
rechos políticos”, creando contradicciones que se deben superar y que son resul- 
tado de diferenciar y separar lo rural de lo urbano, de ahí que el autor proponga 
el concepto de hábitat para referirse a un mismo espacio de convivencia humana 
que, sin negar las diferencias, se vea más bien como una totalidad. Campo y 
ciudad serían una especie de realidad indisoluble, independientemente de que 
ambas esferas tengan sus especificidades. La primera inquietud de Azuara, para 
reflexionar sobre el tema, tiene que ver con la forma en que se fue construyendo 
una diferencia social tan marcada, entre dos formas de organización social dife- 
rentes, que cohabitan el espacio de la superficie terrestre: las comunidades cam- 
pesinas y las sociedades urbanas de las grandes ciudades, cada una con sus me- 
canismos, sus temporalidades y sus espacialidades. La segunda inquietud del 
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autor tiene que ver con el “avasallamiento” de una forma de organización social 
sobre la otra, lo que produce una invisibilización de la violencia estructural que 
dicho proceso conlleva, desembocando en una megaurbanización como meca- 
nismo de expansión del capital y concentración del poder, ello ha generado, a 
decir de Azuara Monter, la pérdida violenta de derechos de las comunidades 
rurales, pero también de los habitantes de la ciudad. Para el autor “Es la com- 
prensión de esta relación campo-ciudad la que hace que se tambalee conceptual- 
mente el derecho a la ciudad, a la luz del análisis de otros fenómenos tanto socia- 
les como ambientales, que se abordan en este trabajo”. Los megaproyectos 
urbanos y la minería extractiva son las dos formas más acabadas de deterioro del 
hábitat humano, tanto rural como urbano, de ahí que el derecho a la ciudad se 
necesita concebir como la defensa del territorio en su conjunto, es decir, el espa- 
cio urbano y el espacio rural, dejando de lado las posiciones que privilegian lo 
urbano y subsumen lo rural. El autor contrasta sus fundamentos teóricos docu- 
mentando la construcción social de la desigualdad social entre el campo y la 
ciudad, así como los impactos que la producción del espacio social ha detonado 
a través del proceso de megaurbanización aportando elementos para el análisis 
del espacio y la sustentabilidad regional, con el objeto de fundamentar análisis 
espaciales en la zona metropolitana del Valle México. El autor concluye que *El 
derecho a un hábitat, va más allá del mismo derecho a la ciudad que es un con- 
junto de derechos los cuáles han sido plasmados incluso en una Carta de la Ciu- 
dad de México por el Derecho a la Ciudad”. Sin embargo, el proceso de produc- 
ción del espacio urbano lleva implícito la pérdida de un conjunto de derechos de 
sectores y regiones no capitalistas, la exclusión del sector rural —el cual queda 
subsumido en la trama urbana— y la destrucción ambiental del entorno regio- 
nal o bien la destrucción ambiental deslocalizada para proveer insumos a ese 
proceso fuera del país. El derecho al hábitat, por supuesto, no debe ser exclusivo 
de los habitantes de la ciudad, por el contrario, si deseamos que la tendencia 
cambie o se frene debemos, justamente, ampliar los derechos y mejorar las con- 
diciones de la gente del campo. “Más aún, el derecho a un hábitat medianamen- 
te equilibrado no debe ser exclusivo de la humanidad, sino del conjunto de espe- 
cies que cohabitan con nosotros la Tierra” (acota el autor). 

El trabajo que constituye el octavo y último capítulo del libro lleva por título 
Las Zodes. Planeación estratégica y el derecho a la ciudad, sus autores son Efty- 
chia D. Bournazou Marcou, Erika G. Angulo Martínez, Selene López Uribe y 
Luis Valadez Betancourt, en él se describe y analiza críticamente la forma en que 
se realiza o no una adecuada planeación estratégica en la ciudad, tomando como 
casos de estudio las recientemente creadas Zonas de Desarrollo Económico y 
Social (ZODES) por parte del Gobierno de la Ciudad de México. Los autores afir- 
man que como parte de la política urbana neoliberal, en la ciudad de México se 
han constituido estas ZODES como “emblema” de la planeación estratégica. El 
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texto se basa empíricamente en el estudio de dos de estos megaproyectos, “Ciu- 
dad de la Salud” y “Ciudad del Futuro”, lo hace desde el marco normativo que los 
sustenta y desde la percepción de dos organizaciones vecinales que, ante esta 
planeación unilateral y participación ciudadana excluyente, reivindicaron el de- 
recho a la ciudad, articulado como derecho a la proximidad y la participación 
efectiva y vinculante en la toma de decisiones para transformar sus espacios de 
vida. El acotar el derecho a la ciudad al derecho a la proximidad y a la participa- 
ción ciudadana les permite a los autores explicar la manera en que este derecho 
en construcción puede ser desagregado de diversas formas, para convertirse en 
un instrumento de defensa de derechos ante procesos que apuntan a su violación 
sistemática como los de gentrificación, tan presentes en la Ciudad de México en 
estos primeros años del siglo xx1. Para los autores, los proyectos de gran escala 
sobre zonas específicas se vuelven la base de la política urbana neoliberal sustitu- 
yendo al plan como herramienta integral y central en la planeación de la ciudad 
moderna. De esta manera, bajo el modelo de la llamada planeación estratégica se 
privilegia el protagonismo del sector privado, sustentado y avalado por el estado, 
lo que incluye el establecimiento de esquemas de financiamiento por asociacio- 
nes público-privadas, así como la concesión de bienes públicos por períodos 
considerables. Otra idea que acompaña la argumentación de los autores es el 
llamado por ellos *regreso de la urbanización hacia la ciudad central”, a través 
del reciclamiento y redensificación de zonas consolidadas y habitadas, que pone 
a flote nuevas disputas por el espacio, surgiendo con ello resistencias ciudadanas 
y demandas de arraigo por parte de los habitantes antiguos frente al peligro de 
un desplazamiento directo o indirecto, sea este forzado o no. Ante esta proble- 
mática el derecho a la ciudad, (en su concepción más amplia) recoge estas de- 
mandas del derecho a la permanencia y las proximidades, y aglutina las exigen- 
cias de diversos grupos sociales para responder a la vulnerabilidad social que les 
confiere esta nueva forma de desarrollo urbano. En el plano metodológico resal- 
ta la caracterización de las zODES, construida a través de los testimonios de los 
vecinos entrevistados, vistas por estos como proyectos que amenazan su perma- 
nencia y restringen la participación de los directamente afectados, exhibiendo a 
la vez un instrumento de planeación ajeno a la realidad socio urbanística del 
lugar y que ha sido concebido de forma unilateral. Todo lo anterior resume los 
rasgos centrales de la planeación estratégica en la actual Ciudad de México. Ante 
esta realidad, surgen resistencias de lucha preventiva —como los autores si- 
guiendo a los vecinos la definen— que reivindican el derecho a la ciudad como 
derecho de las mayorías, que se concretiza en el derecho a la proximidad, en la 
permanencia en el lugar y en la participación efectiva y vinculante en la toma de 
decisiones para “mejorar los espacios de vida de acuerdo a los anhelos de los que 
habitan en ellos”. 

Esperamos que el libro cumpla su objetivo y que sea el inicio de una serie de 
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investigaciones y publicaciones sobre el derecho a la ciudad, que contribuyan a 
entender de mejor manera los cambios en esta y propicien su transformación, de 
manera tal que todos sus habitantes podamos acceder a una vida mejor y más justa. 
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El derecho a la ciudad a debate 


EL DERECHO A LA CIUDAD: 
DE SUS ORÍGENES A SU RECUPERACIÓN ACTUAL* 


MIGUEL ÁNGEL RAMÍREZ ZARAGOZA** 
Introducción 


En los inicios del xx1 hemos asistido a un cambio vertiginoso en las ciudades; la 
vida urbana ha dado paso a una serie de transformaciones que la convierten, por 
un lado, en un espacio de oportunidades y, por otro lado, en espacios mercanti- 
lizados privilegiándose su valor de cambio por encima de su valor de uso. Tales 
transformaciones han dado paso, entre otras cuestiones, a que los habitantes de 
la ciudad exijan su derecho a vivir en una ciudad que satisfaga no solo sus nece- 
sidades materiales, sino que les permita una convivencia armónica con amplia 
dosis de cohesión social. En la exigencia por tener ciudades propicias para la 
vida digna, los habitantes que construyen cotidianamente la ciudad construyen 
imaginarios sobre lo que pueden y deben ser las ciudades. El derecho a la ciudad 
es una de esas ideas-motor que permiten poner a debate las aspiraciones de los 
ciudadanos con lo que existe realmente en la ciudad: el ser con el deber ser. De 
ahí que sea completamente justificado que a tres lustros de este siglo se esté dan- 
do una recuperación impresionante del término derecho a la ciudad, acuñado 
por Henri Lefebvre en 1968 (1969). El presente trabajo tiene el objetivo central 
de abrir un debate en torno a las implicaciones teóricas y prácticas que subyacen 
a la reciente recuperación, reivindicación y construcción social del derecho a la 
ciudad en la Ciudad de México, contribuyendo al debate académico interdisci- 
plinario en torno al estudio de los procesos urbanos que se producen en la ciu- 
dad y se despliegan en el espacio público, revelando formas distintas y desiguales 
de ciudadanía y conflictos por los derechos. Como demanda que permite a los 
sectores organizados de la sociedad civil tener incidencia en la toma de decisio- 


*Este trabajo se basa en un texto previo titulado “El derecho a la ciudad en la Ciudad de México: de la teoría 
a la realidad”, en Ramírez Kuri Patricia (Coord.) (2017), Ciudadanías en conflicto. La erosión del espacio 
público en la ciudad neoliberal, IIS-UNAM, México. El texto fue ampliado para la presente edición y se deci- 
dió incluirlo en la medida que su contenido aborda con profundidad los debates sobre los orígenes y la recu- 
peración actual del derecho a la ciudad, así como sus múltiples acepciones. Varios de los apartados del capí- 
tulo han sido abordados con mayor amplitud por el autor en otros trabajos, por lo que se remite al lector a 
consultar la bibliografía al final del capítulo. 

** Politólogo por la FCPyS-UNAM. Doctor en Sociología por la Universidad Autónoma Metropolitana-Az- 
capotzalco. Pertenece al Sistema Nacional de Investigadores Nivel 1. Es profesor en la FCPyS-UNAM y en la 
EDPA. Fue becario del Programa de Becas Posdoctorales de la UNAM en el Instituto de Investigaciones So- 
ciales. Coordina el Seminario Derecho a la Ciudad y Revolución Urbana en la Ciudad de México (UNAM). 
Es miembro del Comité Organizador del Seminario La Crisis, el Poder y los Movimientos Sociales en el 
Mundo Global en el TIIS-UNAM y de la Red Mexicana de Estudios de los Movimientos Sociales. 
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nes que les afecta como habitantes de la ciudad, y como concepto que permite a 
los estudiosos de diversas disciplinas analizar los procesos de transformación 
que viven actualmente las ciudades, el derecho a la ciudad se coloca como un 
tema y una demanda recurrente que requiere un debate que incluya preguntar- 
nos, por ejemplo, sobre su especificidad y significado en el contexto actual y 
sobre sus posibilidades de convertirse en bandera de lucha de actores y movi- 
mientos sociales, así como de ser un concepto que nos proporcione elementos 
analíticos para entender los recientes y vertiginosos procesos de transformación 
social en el espacio urbano. De esta manera, se propone discutir la ambigitedad 
del concepto derecho a la ciudad (como derecho formal, como bandera de lucha 
y como categoría analítica); así como su recuperación como marco interpretati- 
vo de la acción colectiva; y sus implicaciones en la conformación de una ciuda- 
danía democrática basada en el conocimiento y el respeto de sus derechos, y en 
las posibilidades de recuperarlo como una demanda que permita la defensa del 
espacio público y la implementación de políticas públicas, con una visión inte- 
gral de los problemas de la ciudad. 

La teoría y la práctica del derecho a la ciudad es hoy un tema que debe ser 
discutido, analizado y debatido en las universidades y demás centros de produc- 
ción de conocimiento, en la medida en que apunta al conocimiento y posible 
(quizá necesaria) transformación de las ciudades como espacios del hábitat y la 
convivencia humana. En la medida en que el tema se ha colocado rápidamente 
tanto en las discusiones académicas como en la agenda de los grupos de la socie- 
dad civil en la Ciudad de México, en los últimos 10 años, es menester analizar a 
qué nos estamos refiriendo cuando hablamos del derecho a la ciudad y cuáles 
son los referentes empíricos que nos ayuden a entender las razones de su recien- 
te recuperación, tanto en las luchas y conflictos sociales como en la academia. 
En este sentido necesitamos discutir el derecho a la ciudad como derecho for- 
mal; como marco interpretativo de la acción colectiva (bandera de lucha); y 
como concepto o herramienta analítica para interpretar los problemas urbanos 
contemporáneos desde una perspectiva integral, interdisciplinaria y compleja. 
Necesitamos también debatir el derecho a la ciudad desde la recuperación que 
hacen de él los mismos actores de la sociedad civil, su utilización en la defensa 
del espacio público, así como sus aportes como proyecto de ciudadanía y como 
eventual instrumento para la elaboración de políticas públicas. 

Las ciudades del mundo enfrentan hoy nuevos retos que les exigen una 
transformación constante. En América Latina, el acelerado crecimiento de la 
población urbana requiere adecuaciones de sus ciudades en lo económico, en lo 
político y en lo social para solucionar los problemas que impiden una vida digna 
de las mayorías. En la Ciudad de México se siguen enfrentando —en pleno siglo 
xxI— problemas de pobreza y segregación. La falta de vivienda adecuada para 
los sectores populares, los problemas de movilidad y transporte, la insuficiente 
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recolección y el manejo ineficiente de la basura —así como los demás residuos 
que genera la ciudad—, el desbasto y la mala calidad del agua, incluso el resurgi- 
miento del problema de la contaminación que se había controlado en las dos 
décadas pasadas son sólo algunos problemas que enfrenta la población de la 
ciudad más poblada del país. Si bien se han ampliado en términos formales y de 
reconocimiento legal los derechos de los habitantes de la Ciudad de México en 
los últimos 20 años, existen aún serias dificultades para su ejercicio pleno. En 
nuestra ciudad, pese a los avances logrados, prevalece la implementación de po- 
líticas sectoriales y focalizadas en detrimento de la universalización de derechos, 
se privilegian las políticas de corte neoliberal como la construcción de me- 
gaproyectos que solo benefician los intereses del mercado en detrimento de los 
derechos de la población. 

En nuestra ciudad se ha avanzado en materia de democracia y participación 
ciudadana, sin embargo, esta se acota a sus dimensiones institucionales o legales 
y no abre la posibilidad a nuevas formas de intervención e incidencia en la toma 
de decisiones a los grupos de la sociedad civil organizada, ni mucho menos a 
sectores de la sociedad con poca capacidad de participación política y social, 
debido generalmente a su condición de precariedad económica y social. En la 
Ciudad de México existen una serie de contradicciones que generan que diversos 
sectores sociales se sientan excluidos de los procesos políticos y de las decisiones 
que se toman en materia de desarrollo urbano y de transformación de la ciudad, 
generando formas de organización y de protesta que pugnan por un cambio que 
les dé mayores oportunidades, no solo de vivir dignamente en la ciudad sino de 
ser actores constructores de la misma. Condiciones estas últimas que están pre- 
sentes en la reivindicación y recuperación reciente del derecho a la ciudad. 

En un contexto político y económico marcado por la privatización de los 
servicios públicos y la mercantilización de los derechos, por el adelgazamiento 
del aparato estatal y por recortes al gasto social (medidas todas que siguen al pie 
de la letra los dictados de la política neoliberal), la necesidad de construir un 
nuevo orden urbano, redistributivo e incluyente es por demás urgente, de ahí 
que la reivindicación del derecho a la ciudad se legitime como proyecto que 
busca exactamente lograr los efectos contrarios exigiendo la obligación del Esta- 
do de garantizar los derechos, invertir en desarrollo social y abrir espacios de 
participación en la definición de la política urbana. 


El derecho a la ciudad ayer y hoy 

En los primeros tres lustros del siglo XXI, se ha dado una recuperación impre- 
sionante del término derecho a la ciudad, acuñado por Henri Lefebvre en 1968 
(1969), para hacer un llamado a la construcción de un programa político de 


reforma y revolución urbanas que construyera una nueva ciudad y una nueva 
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sociedad urbana. Lefebvre (1969, p. 138) afirmaba —a finales de la década de 
los sesenta— que “El derecho a la ciudad no puede concebirse como un simple 
derecho de visita o retorno a las ciudades tradicionales. Sólo puede formularse 
como derecho a la vida urbana, transformada, renovada”. En esta perspectiva, 
el derecho a la ciudad es una crítica a la ciudad capitalista existente y un llama- 
do a la acción para su transformación. Esta demanda sigue vigente en muchos 
sectores de la sociedad que han visto mermadas sus condiciones de vida por 
la continuación y exacerbación del capitalismo, a través de la implementación 
del modelo económico neoliberal, justificando la recuperación del derecho a la 
ciudad. Así, el derecho a la ciudad en sus orígenes es una proclama política que 
apunta a la necesidad de transformar la vida urbana y, con ello, el espacio que 
le da sentido y contenido: la ciudad. Es un llamado a la acción política y social 
derivado de un proceso de reflexión que el autor hace ante la vorágine capitalista 
que le roba esencia y sentido a la ciudad. En este orden de ideas, el derecho a la 
ciudad es ante todo una crítica a la ciudad capitalista existente en los tiempos 
de Lefebvre (y vigente, aunque con grandes transformaciones, al día de hoy); 
constituye un llamado urgente y necesario a la praxis para su transformación, 
entendiendo praxis como la dialéctica conjunción de teoría y práctica a favor de 
la ciudad. Esta idea del derecho a la ciudad tiene un marcado sentido antineoli- 
beral; el derecho a la ciudad sigue siendo una crítica al capitalismo vigente, par- 
ticularmente, a su modelo neoliberal que ha degradado la ciudad convirtiéndola 
de espacio esencialmente público (constructor de ciudadanía) a espacio privado 
(constructor de consumidores). El derecho a la ciudad implica un llamado de 
alerta ante el proceso de fragmentación de la ciudad, ante su cosificación. 

Para Lefebvre (1969, pp. 124-125), “La ciudad históricamente formada se 
deja de vivir, se deja de aprehender prácticamente, y queda sólo como objeto de 
consumo cultural para turistas y para el esteticismo, ávidos de espectáculos y de 
lo pintoresco”. Ante ello, el derecho a la ciudad se presenta como la oportunidad 
de liberar esa ciudad alienada que encierra una sociedad urbana también aliena- 
da. Por tal motivo, es necesaria “la construcción de una nueva ciudad, sobre nue- 
vas bases, a otra escala, en otras condiciones, en otra sociedad” (Lefebvre, 1969, p. 
125). Ello requiere la construcción de un nuevo hombre, de un animal urbano, de 
hombres y mujeres que con potencialidad creadora se conviertan en constructo- 
res de su propia ciudad, de una nueva vida, de una nueva sociedad urbana (Lefeb- 
vre, 1969, pp. 125-126). Se necesita la creación de hombres y mujeres que, con su 
praxis social y con el apoyo de fuerzas políticas, construyan un programa político 
de reforma urbana —así como proyectos urbanísticos lúcidamente utópicos— 
para la transformación de la ciudad, apropiándose del tiempo, del espacio y de la 
vida (urbanos), apropiándose de lo posible (Lefebvre, 1969, pp. 133-135). 

Para lograr esa transformación de la vida social urbana, necesitamos tam- 
bién —como bien afirmó Lefebvre (1969)— una ciencia analítica de la ciudad 
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que solo puede tenerse entendiendo que la realidad urbana siempre se encuentra 
en (trans) formación, de ahí que cualquier elemento teórico que permita su aná- 
lisis profundo debe tomar en cuenta “la praxis [práctica social] de la sociedad 
urbana” (Lefebvre, 1969, p. 124). El derecho a la ciudad, en la forma en que lo 
planteó Lefebvre (1969) pero también con las diversas formas en la que está sien- 
do reivindicado por diversos sectores sociales y académicos, constituye no solo 
un instrumento de lucha —léase de praxis social — sino un instrumento de aná- 
lisis que contribuye a interpretar y comprender los fenómenos de la vida urbana 
desde una perspectiva integral, sistémica e interdisciplinaria, que rebasa aquella 
ciencia de la ciudad que sólo utiliza “métodos, procedimientos y conceptos to- 
mados de las ciencias parcelarias” (Lefebvre, 1969, p. 124). El derecho a la ciudad 
permite ver a la ciudad como una totalidad sumamente compleja y no como una 
suma de fragmentos; permite verla como parte de una dinámica global y no 
como meras cuestiones locales o aisladas; permite verla como una realidad urba- 
na dinámica, como un proceso en constante transformación y no como una cosa 
estática que puede adquirir un rango instrumental; en fin, el derecho a la ciudad 
al que apela Lefebvre (1969) es perfectamente compatible, en sus elementos 
esenciales, con la realidad social urbana que sigue prevaleciendo en el siglo XXI 
con la existencia de un capitalismo depredador. Quizá en esta compatibilidad 
radica el resurgimiento y la recuperación del derecho a la ciudad y quizá también 
en ello radique su necesidad y urgencia, como un instrumento que contribuya al 
mejor análisis de la realidad urbana y a su posible transformación. 

En ese sentido, el derecho a la ciudad se presenta —siguiendo a Lefebvre 
(1969) — como un proyecto contra la sociedad burocrática de consumo dirigido 
y contra los efectos negativos de la fase de capitalismo postindustrial que vivían 
las sociedades europeas a finales de los sesenta y principios de los setenta del 
siglo xx. Frente a los derechos que surgen en las últimas décadas del siglo xx 
debido a la presión social de las masas, como el derecho a la educación, al traba- 
jo, a la cultura o al alojamiento —que son derechos concretos que vienen a con- 
cretar derechos abstractos del hombre y del ciudadano—, aparecen también 
pseudoderechos como el derecho a la naturaleza que, como efecto contrario a lo 
que supuestamente buscan, orilla a la naturaleza a entrar en el valor de cambio 
y en la mercancía. Ante estos derechos concretos y estos pseudoderechos el de- 
recho a la ciudad se anuncia como llamada, como exigencia, como derecho a la 
vida urbana transformada y renovada [que busca hacer del espacio urbano] lu- 
gar de encuentro, prioridad del valor de uso, [un] bien supremo entre los bienes 
(Lefebvre, 1969, pp. 137-138). De aquí se desprende la idea de que los derechos 
son un elemento esencial en la construcción de la ciudad en su conjunto, y la 
idea de una vida digna para sus habitantes, en particular, contenida en la mayo- 
ría de los instrumentos construidos en el siglo xx1 que reivindican el derecho a 
la ciudad (Ramírez Zaragoza, 2017a). 
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Esto quiere decir que si bien Lefebvre no concibió el derecho a la ciudad 
como un derecho formal que debía ser reconocido jurídicamente por los instru- 
mentos legales del Estado y lo concibió más bien como un instrumento político 
de transformación, esto no niega la posibilidad de que las actuales luchas y mo- 
vimientos urbanos no solo reivindiquen ese derecho a la ciudad como proyecto 
político y como llamado a la acción, sino que lo demanden también como un 
derecho formal, concreto, que debe ser también reconocido legalmente y pri- 
mordialmente garantizado por el Estado para lograr la transformación de la ciu- 
dad. Aquí podemos observar la manera en que el carácter polisémico del derecho 
a la ciudad no implica que sus diversas acepciones no tengan relaciones tanto en 
el plano teórico como en el plano de las luchas sociales, por el contrario, puede 
apreciarse que el derecho a la ciudad como llamado a la praxis social requiere 
entenderlo tanto como un derecho formal, que implica el ejercicio de otros dere- 
chos ya existentes en la conformación de ciudades justas, como un proyecto po- 
lítico que movilice a diversos actores sociales en un proceso más amplio de trans- 
formación, que incluya a los derechos formales pero que vaya más allá de ellos. 
De igual forma, si bien Lefebvre daba una importancia central a la clase obrera (al 
proletariado urbano) en la realización de esta transformación de la ciudad, eso 
no niega la posibilidad de que en las actuales condiciones en las que las ciudades 
y las sociedades urbanas se han también transformado —dando paso al surgi- 
miento de diversos grupos y estratos sociales que sufren la precarización de sus 
condiciones de vida—, sean un conjunto de grupos diversos y no sólo una clase 
social los que reivindican y recuperan a inicios del siglo xx1 el derecho a la ciu- 
dad. Recuperación que se da muchas de las veces en las condiciones y bajo los 
mismos supuestos dados por Lefebvre, pero en otras ocasiones los actores recu- 
peran el derecho a la ciudad dándole un nuevo significado con su práctica social, 
con su praxis política sin que ello deba representar necesariamente algo negativo. 
El derecho a la ciudad aparece hoy en día como una bandera de la izquierda que 
lucha contra los procesos de despojo, desigualdad y marginación en las ciudades, 
de tal forma que su reivindicación no solo define, sino que puede unir a diversos 
grupos sociales y políticos que se oponen desde diferentes trincheras, formas de 
lucha y objetivos, al predominio del capital sobre el trabajo y que buscan alter- 
nativas al capitalismo, hoy más que nunca, globalizado y voraz. 

Se debe entender que a inicios del siglo xx1 la reivindicación del derecho a la 
ciudad se da por un actor multiclasista, o mejor dicho, un conjunto de actores 
multiclasistas. ¿Es esto bueno o malo? ¿Niega la esencia del derecho a la ciudad 
planteado por Lefebvre? No lo sé. Lo cierto es que es una realidad insoslayable 
que nos obliga a hacer análisis de la forma en que se está recuperando la noción 
del derecho a la ciudad considerando la nueva realidad, el nuevo contexto y los 
nuevos actores o grupos sociales. Esta realidad ha sido criticada por quienes pien- 
san que la recuperación actual del derecho a la ciudad, tanto por los actores socia- 
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les como por la academia, desvirtúa el planteamiento original de Lefebvre quitán- 
dole una supuesta “pureza”, que desde mi punto de vista no tiene o no debe tener. 

En todo caso son estos planteamientos ortodoxos los que niegan el sentido 
original de Lefebvre, pues —como ya notamos— en su planteamiento original 
este autor apuntaba la necesidad de tener una ciencia analítica de la ciudad que 
solo puede tenerse entendiendo que la realidad urbana siempre se encuentra en 
(trans) formación, es decir, no está acabada, de ahí que cualquier elemento teó- 
rico que permita su análisis profundo debe tomar en cuenta “la praxis (práctica 
social) de la sociedad urbana” (Lefebvre, 1969, p. 124). Y esa realidad urbana 
sigue hoy en día en (trans) formación, ha cambiado. La praxis también ha cam- 
biado, por lo tanto, el mismo derecho a la ciudad ha cambiado, está en transfor- 
mación, así como sus formas de entenderlo, de reivindicarlo social y política- 
mente; han cambiado también sus formas de utilizarlo como categoría de esa 
ciencia analítica de la ciudad también en transformación. Evidentemente tam- 
bién hay que reconocer que el capitalismo voraz al que se enfrenta la sociedad 
actual —apoyada o basada, entre otros instrumentos, en el derecho a la ciudad 
(sea como derecho formal, como bandera de lucha o como categoría analítica) — 
sigue vigente, pero también ha cambiado. Han cambiado sus formas de acumu- 
lación y despojo, como lo apunta Harvey (2013), así como también han cambia- 
do las formas de enfrentarlo y los grupos que abiertamente plantean su 
superación como única posibilidad de un cambio radical. En esta dinámica se 
han transformado también los grupos sociales que plantean —basados en una 
resignificación del derecho a la ciudad— que la lucha contra el capitalismo en su 
fase neoliberal es paulatina y tiene que darse en varios frentes. Este cambio de 
estrategia —para algunos— otorga o le da al derecho a la ciudad, a lo mucho, 
sólo un carácter paliativo, por lo tanto, reformista, utopista. Sin embargo, sólo 
un análisis de los mecanismos de protesta, organización y movilización, así 
como de los instrumentos políticos y legales surgidos bajo la reivindicación del 
derecho a la ciudad, nos podrá dar una respuesta sobre los alcances y limitacio- 
nes que el derecho a la ciudad puede tener. Este es, por lo tanto, uno de los obje- 
tivos del presente capítulo. 


El derecho a la ciudad. Un concepto polisémico en deconstrucción 

“La revolución será urbana o no será”, escribía Lefebvre (1972) a finales de los 
años sesenta y principios de los setenta para alertar sobre la importancia que las 
grandes ciudades y sus habitantes —principalmente los trabajadores— tenían en 
el necesario e inminente cambio social. En esa transformación social, el derecho 
a la ciudad significaba la posibilidad de que sus habitantes recuperaran su papel 
protagónico en la construcción de su ciudad oponiéndose a su mercantilización 
—priorizada por el capitalismo postindustrial—; implicaba también la idea de 
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hacer de las ciudades espacios adecuados para la convivencia humana, espacios 
lúdicos y políticos donde la ciudad se usufructuara adecuadamente por los acto- 
res que le daban vida y la mantenían como espacio para sus relaciones cotidia- 
nas. Hoy en día esa revolución —o contrarrevolución si tomamos en cuenta que 
los cambios vertiginosos, que están teniendo las ciudades por efectos del capita- 
lismo neoliberal globalizado, pueden ser considerados la revolución urbana y la 
contrarrevolución la propuesta alternativa a esa crisis— implica la posibilidad y 
la necesidad de transformar radicalmente las ciudades para que dejen de ser 
vistas como mercancías al servicio de la acumulación del capital y se conviertan 
en el espacio idóneo de la convivencia, el respeto y la solidaridad. Para ello es 
necesario entender que el derecho a la ciudad presenta, de entrada, la idea de que 
otra ciudad puede ser posible, de que otras relaciones en la ciudad pueden esta- 
blecerse alejadas de la visión capitalista que privilegia la dominación, la explota- 
ción y la alienación, para dar paso a relaciones sociales más humanas basadas en 
la cooperación, la solidaridad y la ayuda mutua. 

En ese sentido, la intención de construir colectivamente la ciudad como es- 
pacio para el hábitat humano, a partir de los imaginarios sociales que los miem- 
bros que la habitan tienen y deconstruyen en su interactuar, parece estar en el 
origen y en el fondo de la reivindicación colectiva del derecho a la ciudad. La 
idea de un pleno desarrollo de los habitantes de las ciudades, que contemple el 
respeto de los derechos fundamentales para la realización de una vida digna, 
constituyó el motor principal para que a finales del siglo xx y principios del xx1 
se recuperara y reivindicara la discusión del derecho a la ciudad, poniendo énfa- 
sis en las principales problemáticas de las grandes ciudades y la necesidad de 
compromisos que deben ser asumidos por los gobiernos nacionales, locales, por 
los parlamentos, así como por las propias organizaciones de la sociedad civil en 
la construcción de ciudades más justas, democráticas y sustentables. Por su par- 
te David Harvey, continuador de la obra de Lefebvre, afirma que el derecho a la 
ciudad es “el derecho de toda persona a crear ciudades que respondan a las ne- 
cesidades humanas. Todo el mundo debería tener los mismos derechos para 
construir los diferentes tipos de ciudades que queremos. El derecho a la ciudad 
no es simplemente el derecho a lo que ya está en la ciudad, sino el derecho a 
transformar la ciudad en algo radicalmente distinto”. En tal definición es de re- 
saltar el llamado a la acción, tanto individual como colectiva, de los habitantes 
de la ciudad para apropiarse de ella transformándola en un espacio más propicio 
para la vida digna. Para Harvey (2013), el derecho a la ciudad es en última ins- 
tancia el derecho a actuar de manera decidida y legítima para cambiar el mundo, 
para cambiar la realidad actual destacando las potencialidades emancipadoras 
del espacio urbano. En este sentido, el derecho a la ciudad es un ideal político 
que permite cuestionar la relación existente en el sistema capitalista entre pro- 
ducción, urbanización y gestión del excedente. El autor afirma que sólo modifi- 
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cando esta relación se podrá lograr una revolución urbana que permita la repro- 
ducción de la vida urbana, con el disfrute de los bienes comunes urbanos y bajo 
relaciones sociales menos desiguales. Así, el derecho a la ciudad desde su apari- 
ción en la escena pública se convirtió en bandera de lucha de actores colectivos 
entre los que se encuentran movimientos sociales urbanos y organizaciones de 
la sociedad civil que tenían como objetivo no solo reivindicar los derechos ya 
existentes y el disfrute de los recursos también existentes sino, sobre todo, la 
exigencia de nuevos derechos y la reivindicación y creación de ciudades bajo 
otros principios y relaciones sociales (Harvey, 2013, p. 19). 

En esta lógica, el derecho a la ciudad —siguiendo a Harvey (2013, p. 20)—: 


... más que un derecho de acceso individual o colectivo a los recursos que esta al- 
macena o protege; es un derecho a cambiar y reinventar la ciudad de acuerdo con 
nuestro deseo. Es, además, un derecho más colectivo que individual, ya que la rein- 
vención de la ciudad depende inevitablemente del ejercicio de un poder colectivo 
sobre el proceso de urbanización. 


De esta manera, reclamar el derecho a la ciudad, desde el sentido que le da 
Harvey (2013, p. 21), “supone reivindicar algún tipo de poder configurador del 
proceso de urbanización, sobre la forma en que se hacen y rehacen nuestras ciu- 
dades, y hacerlo de un modo fundamental y radical”. Para Harvey (2013), el capi- 
talismo ha desposeído a las masas urbanas de su derecho a la ciudad, de ahí que 
una condición para la revolución urbana puede estar en la unidad de los movi- 
mientos y de las luchas sociales que pretenden definir un modo de vida urbana 
diferente al que les es impuesto por los promotores capitalistas y el estado. El 
surgimiento de movimientos y rebeliones autónomas que se observa en varias 
partes del mundo representan una esperanza, sin embargo, este autor alerta que 
dichos movimientos están poco articulados cuando no abiertamente desarticula- 
dos; el derecho a la ciudad viene a significar, en este sentido, la reivindicación 
capaz de articular las luchas, con el objetivo de generar un poder colectivo que dé 
mayor control democrático a las clases populares en el proceso de urbanización y 
el control del excedente de capital (Harvey, 2013, pp. 45-46). El problema es que 
mientras los movimientos y las luchas sociales van a un paso lento, los promoto- 
res inmobiliarios y el estado capitalista van a pasos acelerados apropiándose del 
excedente de capital en detrimento de la mayoría de la población, de esta manera, 
en los hechos: “El derecho a la ciudad va cayendo cada vez más, por desgracia, en 
manos de intereses privados o casi privados” (Harvey, 2013, p. 47). 

La multitud de luchas y movimientos sociales urbanos —que abundan en 
todo el mundo reivindicando su derecho a cambiar el mundo, a cambiar la vida 
y a reinventar la ciudad— deben converger en un derecho colectivo, en un ideal 
político, en un proyecto alternativo de ciudad, este derecho —ideal y proyecto— 


51 


MIGUEL ÁNGEL RAMÍREZ ZARAGOZA 


puede y debe ser el propio derecho a la ciudad. En su noción más radical, el de- 
recho a la ciudad no solo tiene un marcado antineoliberalismo sino que, en 
esencia, tiene un fuerte sentido anticapitalista; tiene un potencial para reorgani- 
zar y reconstruir las ciudades de una forma socialmente más justa y ecológica- 
mente más sana, [pudiéndose convertir en el centro de la resistencia anticapita- 
lista en la ciudad]. Quizá, después de todo, Lefebvre tenía razón, hace más de 
medio siglo, al insistir en que la revolución de nuestra época tiene que ser urba- 
na, o no será (Harvey, 2013; p. 49). En la actualidad —con sus matices y diferen- 
cias, así como con sus nuevos contenidos y circunstancias— el derecho a la ciu- 
dad sigue siendo una reivindicación legítima que empieza a retomar especial 
importancia en las luchas por construir un hábitat digno para las personas que 
viven en las grandes ciudades.' 

En la medida en que amplios sectores de la población que habitan las gran- 
des ciudades no se sienten satisfechas con su nivel de vida buscan revertir esa 
condición, a partir de su praxis colectiva, buscando transformar la ciudad bajo 
sus intereses, oponiéndose a los grupos que se benefician con las condiciones 
actuales de la ciudad. Así, bajo la idea de que las ciudades se transforman a par- 
tir de las contradicciones y conflictos derivados de las prácticas de dominación 
y resistencia que se desarrollan y disputan en su seno —generando cambios es- 
tructurales, políticos y culturales que dan paso a nuevas formas de concebir, 
apropiarse, habitar y construir dichos espacios de la vida humana— el derecho a 
la ciudad, según Jordi Borja (2013, p. 11), nos permite entender y tratar de supe- 
rar una contradicción básica que se da entre “los intereses de acumulación de 
capital y las demandas de producción social”, contradicción que se traslada evi- 
dentemente a los agentes que representan cada polo; por un lado, están los inver- 
sionistas, desarrolladores y algunos sectores de los gobiernos que impulsan me- 
didas de corte neoliberal, mercantilizado todo lo que sea rentable en las ciudades, 
por el otro lado, están los ciudadanos buscando defender sus derechos, satisfacer 
sus necesidades y hacer de las ciudades espacios para la vida digna. En esta pers- 
pectiva, para Borja (2013, p. 14), el derecho a la ciudad es tanto un concepto 
analítico y crítico de la urbanización capitalista neoliberal como un concepto 
integrador de las estrategias y acciones de resistencia de los ciudadanos. Esta 
resistencia apunta a la idea de priorizar las acciones y prácticas ciudadanas que 
permiten construir la ciudad desde lo ciudadano y lo social, oponiéndose a la 
destrucción mercantil que privilegia la especulación y la acumulación capitalis- 


! Cabe señalar que la aportación de Lefebvre sobre el derecho a la ciudad no consideraba aún su dimensión de 
derecho humano colectivo como va a ser retomada por los grupos sociales y políticos actuales para legitimar 
su discurso político. Aunque para algunos al hablar de clase proletaria como colectivo permitía hablar, en al- 
gún sentido, de derechos colectivos, lo cierto era que no existía el reconocimiento a ese sujeto colectivo y lo que 
se privilegiaba, en los hechos, era la reivindicación de derechos individuales como la vivienda y los servicios 
públicos. 
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ta. Cuando la ciudad se hace mercancía deja de ser ciudad, deja de ser el espacio 
de la convivencia para convertirse en el espacio de la especulación y la rentabili- 
dad económica. Bajo este supuesto, Jordi Borja (2015, p. 6) afirma que 


La urbanización es hoy una política perversa de los gobiernos y de los organismos 
internacionales al servicio de la economía capitalista-especulativa que reduce la 
economía productiva, aumenta la desocupación de trabajadores técnicos y profesio- 
nales y crece el empleo mal pagado, no calificado, precario, como lo son los servi- 
cios de limpieza, hostelería y turismo. Las redes construidas por los ciudadanos se 
rompen y aumenta la sensación de estar totalmente desprotegidos. 


Borja (2013) reflexiona sobre la revolución y contrarrevolución urbanas 
mencionando que en la actualidad otra de las contradicciones de las ciudades 
contemporáneas se centra en el debate entre las posiciones esperanzadoras y 
utópicas de la ciudad, versus las que avizoran un panorama desolador y catastró- 
fico. Por un lado, plantea el autor, “Nuestra época replantea la razón de ser de la 
ciudad, las dinámicas disgregadoras son muy fuertes y la incertidumbre sobre su 
futuro crecientes” (Borja, 2013, p. 26), por otro lado, existen “experiencias cons- 
tructivas o de planteamiento, propuestas y programas interesantes [que] mani- 
fiestan un cierto optimismo sobre el futuro de la ciudad” (Borja, 2013, p. 27). A 
la revolución urbana que produce la globalización en las ciudades, que degrada 
la vida y genera visiones catastróficas, hay que poner una contrarrevolución que 
dignifique la vida urbana y genere esperanzas. A un urbanismo globalizado hay 
que oponer un urbanismo ciudadano, a la urbanización capitalista hay que opo- 
ner el derecho a la ciudad. 

La nueva revolución urbana que necesitamos construir debe ser una revo- 
lución ciudadana. Una revolución que, sin negar los cambios políticos, tecnoló- 
gicos, económicos y culturales propios de la era global, ponga énfasis en la nece- 
sidad de generar nuevos valores colectivos que nos permitan construir sociedades 
y ciudades basadas en nuevas relaciones sociales como la solidaridad, la coope- 
ración, la interculturalidad y la ayuda mutua. Relaciones estas que se alejen de 
las propias del capitalismo, a saber, la dominación, la explotación y la aliena- 
ción-enajenación que son las que están generando el proceso de descomposición 
social y la degradación y destrucción de las ciudades. 

El neoliberalismo en la ciudad ha demostrado ser una eficiente fábrica de 
pobres, un excelente mecanismo de exclusión, segregación y desigualdad social. 
De continuar reinando este modelo se acentuará la posibilidad de arribar a una 
especie de fascismo social; ante ello, el derecho a la ciudad se erige como una 
esperanza —y por lo tanto como un proyecto político, de corte ciudadano, que 
tiene como principal objetivo contrarrestar el neoliberalismo como antesala de 
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una forma distinta de concebir, planificar, construir y soñar las ciudades—, por 
demás, posible y urgentemente necesaria. 

Por su parte, para Enrique Ortiz (2008, pp. 17-25), el derecho colectivo a la 
ciudad permite “construir una ciudad para la vida digna” a partir de: (1) una 
producción social del hábitat, del espacio físico; (2) una producción económica 
de la ciudad que sea sustentable; (3) una producción social de la ciudad para 
entenderla como el lugar de la sociabilidad, de las relaciones, de los vínculos, se 
debe entender a la ciudad como el principal espacio público sin perder de vista 
que también es el espacio del conflicto; (4) una producción cultural basada en la 
identidad de sus habitantes y en la construcción de símbolos que permitan la 
cohesión social; y (5) una producción política que fortalezca la democracia a 
través de una mayor participación de la sociedad en los asuntos públicos. Otra 
visión importante de lo que es el derecho a la ciudad es la propuesta por Fabio 
Velásquez, para quien 


el derecho colectivo a la ciudad es tanto una herramienta analítica como un proyec- 
to político. Como herramienta el concepto nos permite comprender, de una manera 
integral, los problemas de las ciudades y sus posibilidades de solución y como ac- 
ción política permite la creación de ciudadanía como elemento fundamental en el 
intento de generar cambios en los Estados que hagan efectivos los derechos de los 
habitantes de la ciudad (Velásquez, 2007), (CCMDC, 2011, p. 15). 


El derecho a la ciudad puede ser visto también como una respuesta política 
a la crisis que el modelo neoliberal crea tanto en las ciudades y sus habitantes 
como en los estados, es un derecho que pone a los ciudadanos como protagonis- 
tas y pone un marcado énfasis en los derechos humanos. 

En la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad (cmpc, 2005) y en la Carta 
de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad (ccmoc, 2010), se define el 
derecho a la ciudad como: 


el usufructo equitativo de las ciudades dentro de los principios de sustentabilidad, 
democracia, equidad y justicia social. Es un derecho colectivo de los habitantes de 
las ciudades, que les confiere legitimidad de acción y de organización, basado en el 
respeto a sus diferencias, expresiones y prácticas culturales, con el objetivo de alcan- 
zar el pleno ejercicio del derecho a la libre autodeterminación y a un nivel de vida 
adecuado. El Derecho a la Ciudad es interdependiente de todos los derechos huma- 
nos internacionalmente reconocidos, concebidos integralmente, e incluye, por tan- 
to, todos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambienta- 
les reglamentados en tratados internacionales de derechos humanos. 
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Para concluir este apartado me gustaría ejemplificar una resignificación del 
derecho a la ciudad realizada por un colectivo de organizaciones civiles y socia- 
les en la delegación Iztacalco en la Ciudad de México, que se ha dado a la tarea 
de recuperar y aterrizar el derecho a la ciudad a partir de la construcción de una 
Carta Iztacalquense por el Derecho a la Ciudad (Ramírez Zaragoza, 2014c). En 
un documento de reciente publicación, titulado El derecho a la ciudad construido 
desde abajo (vvaa, 2015), las organizaciones civiles y sociales, que han partici- 
pado en la construcción de la Carta Iztacalquense por el Derecho a la Ciudad, 
realizan un balance y una sistematización de sus acciones guiadas por el derecho 
ala ciudad. Resulta interesante leer la resignificación que ellos mismos hacen del 
derecho a la ciudad, de la siguiente manera: 


+ El derecho a la ciudad es una guía política sobre cómo construir y concebir la ciu- 
dad y la vida que en ella se suscita, por parte de sus habitantes, y que alimenta el 
actuar en los territorios. 

+. Se concibe como el derecho a construir y crear la ciudad según intereses de los 
sectores más excluidos que en ella habitan. 

+ Es un derecho que encierra ideas de autogestión porque implica el compromiso de 
las ciudadanías, con el funcionamiento —y desarrollo de los espacios donde estas 
habitan—, con sus propias vidas —que deben ser decididas por ellas—, así como, 
finalmente, con la ciudad en la que viven. 

+ Es concebido como un derecho colectivo; por lo tanto, hay que pensarlo desde una 
perspectiva centrada en la propiedad común del uso del suelo. 

+ El derecho a la ciudad en los territorios no puede ser impulsado y construido por 
unos pocos, sino que debe ser un movimiento amplio e inclusivo para mayor par- 
ticipación de la ciudadanía. 

+ Es una mirada utópica de la ciudad construida de valores antihegemónicos. 

» Implica un compromiso de participación activa por parte de la ciudadanía. 

+ Es un movimiento amplio que se da en las urbes y se relaciona, a su vez, con la 
construcción de redes sociales con el fin de gestionar la ciudad (VVAA, 2015, p. 15). 


Y por último afirman: “Planteamos el derecho a la ciudad como un marco ético 
que ayuda a delinear estrategias de lucha en las ciudades” (VVAA, 2015, p. 15). 
Como se puede observar el derecho a la ciudad está siendo resignificado, dando 
paso a nuevas formas de entenderlo. Las organizaciones civiles y sociales de Iz- 
tacalco se apropian de esta manera del derecho a la ciudad para adecuarlo a sus 
necesidades y a su contexto. Se lo apropian dándole un nuevo sentido que les 
permite adecuarlo a sus acciones y estrategias de organización. El derecho a la 
ciudad se convierte en parte fundamental de sus prácticas ciudadanas y de sus 
proyectos individuales (de cada organización) y colectivos (actuando como red). 
El derecho a la ciudad les da legitimidad de acción a dichas organizaciones que 
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lo recuperan también como marco interpretativo de su acción colectiva (Ra- 
mírez, 2014c). 

Como podemos observar, en la actualidad, el derecho a la ciudad presenta 
una ambigiedad en su significado, es un concepto polisémico y muchas veces 
comodín, que puede ser utilizado por diversos actores con intereses diversos y 
muchas veces contrapuestos. Es evidentemente un concepto en disputa. Sin em- 
bargo, me gustaría rescatar su dimensión crítica ante los procesos de la llamada 
urbanización capitalista neoliberal que los movimientos urbanos denominan 
urbanización salvaje. En ese sentido, el derecho a la ciudad como concepto 
adopta de entrada dos acepciones, por un lado, significaba el derecho a acceder 
a lo que ya existe en las ciudades como espacios, infraestructura, servicios, dere- 
chos, etc., pero también como derecho de modificar la ciudad según deseos y 
necesidades. Es decir, apunta no solo al pasado —en la medida en que las ciuda- 
des son resultado de un proceso histórico en donde los protagonistas han sido 
sus propios habitantes—, ni sólo al presente en cuanto a lo que existe hoy, sino 
que apunta necesariamente al futuro, a la posibilidad de que las cosas puede ser 
distintas, a la idea de que el futuro de las ciudades se construye hoy desde la 
cotidianidad y desde las acciones de sus habitantes (Alianza, 2010, p. 7). El futu- 
ro como construcción cotidiana del presente implica una posición crítica, pro- 
positiva y participativa de los habitantes de la ciudad para ir delineando la ciu- 
dad que queremos y que deseamos. 


Recuperación y crítica del derecho a la ciudad 


Después de revisar algunas interpretaciones de la concepción original del dere- 
cho a la ciudad, a continuación se presentan otras ideas que nos ayudan a enten- 
der la manera en que la concepción de Lefebvre y las nuevas acepciones del tér- 
mino se aproximan o se alejan, produciendo una interpretación distinta a la idea 
original construida y reivindicada desde la academia y desde los propios actores 
sociales. Por ejemplo, para Mathivet (2010), Lefebvre hace un rescate de la ciudad 
como espacio construido y perteneciente al hombre criticando una ciudad que se 
había mercantilizado. La autora analiza los problemas urbanos “tomando en 
cuenta el impacto negativo sufrido por las ciudades en los países de economía 
capitalista, con la conversión de la ciudad en una mercancía al servicio exclusivo 
de los intereses de la acumulación del capital” (Mathivet, 2010). Es así como Le- 
febvre construyó “una propuesta política que parte de la ciudad para reivindicar 
la posibilidad de que la gente volviera a ser dueña de la ciudad” (Mathivet, 2010). 
En su perspectiva, la ciudad había sido tomada por los intereses del capital y ha- 
bía dejado de pertenecer a la gente, es decir, a sus habitantes, por lo tanto, Lefeb- 
vre aboga a través del derecho a la ciudad por “rescatar al hombre como elemen- 
to principal, protagonista de la ciudad que él mismo ha construido”. El derecho a 
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la ciudad implica entonces restaurar el sentido de ciudad, instaurar la posibilidad 
del buen vivir para todos, y hacer de la ciudad “el escenario de encuentro para la 
construcción de la vida colectiva” (Mathivet, 2010). Para Marcuse (2010), el de- 
recho a la ciudad propuesto por Lefebvre tiene poco que ver con la idea que se 
tienen hoy en día de ese concepto, sobre todo, si hacemos la diferencia entre los 
derechos en las ciudades (en plural) y el derecho a la ciudad (en singular), así 
como la distinción entre derecho a la ciudad de forma unitaria o derechos en la 
ciudad de forma plural. En esta perspectiva, el derecho a la ciudad planteado por 
Lefebvre es un grito, una demanda, una reivindicación, es un slogan político que 
tiene como objetivo “ampliar el ámbito de las demandas de cambio social para 
englobar una visión de una sociedad diferente”, en el ámbito de lo urbano Mar- 
cuse (2010, p. 92) acota lo siguiente: “El derecho a la ciudad, en consecuencia, 
para Lefebvre significa el derecho de vivir en una sociedad en donde todas las 
personas tienen la misma libertad para satisfacer sus propios deseos y donde 
todos reciben apoyo para hacerlo”. Lefebvre está pensando —según (Marcuse, 
2010)— en una ciudad nueva, una ciudad por crearse y no en las ciudades en 
plural. Se trataba de un derecho a la ciudad en abstracto y no a las ciudades en 
concreto. Lefebvre daba al derecho a la ciudad un sentido unitario, un sentido de 
totalidad y no lo veía como algo fragmentado, parcelario (Marcuse, 2010, p. 92). 
Una de las diferencias entre el sentido que daba Lefebvre al derecho a la ciudad 
(unitario) y las interpretaciones actuales, se encuentra en el hecho de que la ma- 
yoría de documentos que reivindican y definen al derecho a la ciudad (cartas, 
manifiestos, plataformas, etc.) enumeran los derechos que exigen, pareciendo 
más una sumatoria de derechos (visión plural del derecho a la ciudad) que un 
derecho integral y unitario. Los derechos así exigidos parecieran parcializarse, 
aunque tengan cierta relación entre sí, se pierde su unicidad y se margina o des- 
deña el grado de complejidad que tiene la dinámica urbana. Esta crítica, sin 
embargo, es cuestionada por los promotores del derecho a la ciudad en la medi- 
da en que, desde su óptica, el derecho a la ciudad permite incluir e integrar los 
distintos derechos reconocidos y por reconocer para unir esfuerzos en su exi- 
gencia y defensa, así como para tener una visión más concreta de los problemas 
que afectan a los habitantes de la ciudad y crear soluciones integrales, incluyen- 
tes, multifactoriales y multiactorales a los mismos. 

Para entender mejor el potencial del derecho a la ciudad como categoría 
analítica es importante destacar, siguiendo a Marcuse (2010), que la visión uni- 
taria que tenía Lefebvre nos ayuda a tener un análisis del sistema en su totalidad, 
de la vida urbana en su conjunto, un enfoque sistémico que privilegia el todo por 
encima de las partes. Esta visión unitaria: da paso a un examen de lo que mueve 
al sistema, qué produce las dificultades y beneficios que logra, cuáles son sus 
debilidades y fortalezas, más allá de un simple análisis de las causas de los pro- 
blemas particulares y productos de los subsistemas (Marcuse, 2010, p. 93). 
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Esta visión permite ir a la raíz del problema para buscar soluciones integra- 
les y no perdernos en las ramas con salidas aisladas y separadas de los proble- 
mas. Por el contrario, la visión unitaria, integral o de totalidad del derecho a la 
ciudad permite entender la complejidad propia de la vida urbana (que tiene las 
características de ser dinámica, diversa, heterogénea, plural y conflictiva), ayuda 
a comprender analíticamente esa complejidad para el conocimiento de los pro- 
blemas, sin dejar de entender que la misma complejidad de la ciudad actual no 
puede ser reducida o fragmentada en términos reales. Con esta posición nos 
acercamos más a una visión radical del derecho a la ciudad, en la medida en que 
es una apuesta por un cambio radical en la forma de construir ciudades que 
tendría que estar sustentada, en primer lugar, en una crítica al sistema capitalista 
para pasar posteriormente a su superación. Esta posición implica incorporar la 
idea que Lefebvre tenía sobre la sociedad donde la urbanidad en general y las 
relaciones sociales, físicas y económicas en particular tenían que estar orienta- 
das a lo humano, sólo así podría surgir una nueva ciudad sobre la base de una 
sociedad también renovada. Una visión unitaria del sistema es útil para entender 
analíticamente que si bien la pluralidad de intereses puede oponer o dividir a los 
grupos que buscan conseguir sus intereses particulares, en el fondo se tiene un 
interés único o superior que consiste en “trabajar unidos para lograr una sola 
ciudad que satisfaga todas sus necesidades” (Marcuse, 2010, p. 92). La investiga- 
ción social, por tanto, debe poner énfasis en estudiar analíticamente las prácticas 
sociales que implementan los grupos sociales para tratar de lograr ese cometido. 

Nuevamente aludiendo a su distinción entre el sentido unitario del derecho 
a la ciudad —atribuido originalmente por Lefebvre— y entre su sentido plural 
—dado principalmente por los grupos que reivindican actualmente el derecho a 
la ciudad—, Marcuse (2010) destaca que el derecho a la ciudad en la actualidad 
tiene un fuerte sentido utópico en la medida en que “representa la esperanza de 
mayores beneficios y un futuro prometedor, que no se limite a evitar un proble- 
ma en particular sino que dé paso a un mundo completamente distinto y mejor” 
(Marcuse, 2010, p. 93). El derecho a la ciudad da sentido al eslogan —del Foro 
Social Mundial—: Otro mundo es posible, al mismo tiempo que enarbola la ban- 
dera de que otra ciudad puede ser posible, sobre otras bases. En esta perspectiva, 
el derecho a la ciudad: “Puede proporcionar una motivación, una inspiración y 
una justificación para un compromiso que se extienda más allá de reparar males 
individuales” (Marcuse, 2010, p. 93). Para ello se necesita dejar clara la distinción 
entre los documentos e instrumentos que buscan hacer valer el derecho a la ciu- 
dad en un sentido plural, como la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad o la 
Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad (derecho a la ciudad en 
sentido concreto), y la reivindicación o aspiración unitaria del derecho a la ciu- 
dad —en el sentido que le dio Lefebvre— que plantea la “naturaleza de la ciudad 
buscada en última instancia [derecho a la ciudad en sentido abstracto)” (Marcu- 
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se, 2010, p. 94). En este último objetivo el derecho a la ciudad como derecho in- 
tegral sería un medio para conseguir otra ciudad posible y no un fin en sí mismo. 
Cabe señalar que si bien Marcuse (2010) hace la distinción entre derecho a la 
ciudad en sentido unitario y derecho a la ciudad en sentido plural, el propio Le- 
febvre en realidad combina ambos términos, aunque considera que sin una nue- 
va sociedad no puede existir una nueva ciudad, sin una nueva sociedad y ciudad 
los derechos son letra muerta, sin embargo, en la construcción de una nueva 
ciudad los derechos formales deben tener un lugar privilegiado. A decir de Mar- 
cuse (2010, p. 94) Lefebvre combina ambas visiones del derecho a la ciudad “le 
interesan a la vez los derechos en la ciudad actual y la forma de una nueva ciudad 
alternativa [como se expresa en el eslogan “Otro mundo posible”]. 

Concluimos este apartado retomando algunas ideas como las de Borja 
(2013), para quien el derecho a la ciudad como un derecho integrador —surgido 
de la sociedad civil— se presenta como la posibilidad de renovar y exigir los 
derechos ciudadanos para construir ciudades justas, equitativas y democráticas. 
Por su parte, David Harvey (2013) afirma que el derecho a la ciudad es en última 
instancia el derecho a actuar de manera decidida y legítima para cambiar el 
mundo, para cambiar la realidad actual destacando las potencialidades emanci- 
padoras del espacio urbano. En este sentido, el derecho a la ciudad es un ideal 
político que permite cuestionar la relación existente en el sistema capitalista en- 
tre producción, urbanización y gestión del excedente. El autor afirma que sólo 
modificando esta relación se podrá lograr una revolución urbana que permita la 
reproducción de la vida urbana con el disfrute de los bienes comunes urbanos y 
bajo relaciones sociales menos desiguales. 

Para Harvey (2013), la idea del derecho a la ciudad de Lefebvre podía ser 
entendida 


al mismo tiempo como una queja y una reivindicación. La queja respondía al dolor 
existencial de una crisis agónica de la vida cotidiana en la ciudad. La reivindicación 
era en realidad una exigencia de mirar de frente aquella crisis y crear una vida urba- 
na alternativa menos alienada, más significativa y gozosa, aunque, como siempre en 
el pensamiento de Lefebvre, conflictiva y dialéctica, abierta al futuro y a los encuen- 
tros (tanto temibles como placenteros) y a la búsqueda perpetua de la novedad in- 
cognoscible” (Harvey, 2013, p. 6). 


Esta visión de Lefebvre nos permite ver el futuro como posibilidad, como alter- 
nativa, como algo que se construye cotidianamente. El derecho a la ciudad es, 
como hemos visto, un instrumento importante para lograr una revolución urba- 
na que permita construir ciudades alejadas de la visión capitalista neoliberal, 
privilegiando la acción de los ciudadanos en el proceso de transformación del 
espacio urbano como espacio de su convivencia, como lugar de la realización de 


59 


MIGUEL ÁNGEL RAMÍREZ ZARAGOZA 


los derechos humanos y, por último, como el lugar adecuado para construir una 
vida digna para sus habitantes logrando tener ciudades más justas, democráti- 
cas, incluyentes y sustentables. Como proyecto político otorga legitimidad de 
acción (individual y colectivamente) a los habitantes de la ciudad para construir 
la ciudad conforme a sus deseos y aspiraciones, priorizando la idea de ciudad 
como espacio de convivencia humana, de las relaciones sociales, de la cotidiani- 
dad, antes que como espacio rentable, comercializable y enajenado. 


Visión de las organizaciones de la sociedad civil sobre el derecho a la 
ciudad y la construcción de otra ciudad posible 


Una de las principales aportaciones del derecho a la ciudad y de sus instrumen- 
tos —como la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad y la Carta de la Ciudad 
de México por el Derecho a la Ciudad— es que nos permite poner a discusión 
los problemas existentes en las grandes ciudades y la posibilidad de solucio- 
narlos de manera colectiva, bajo el ideal de que otra ciudad puede ser posible; 
otra ciudad alejada de las políticas neoliberales y más próxima a la ciudadanía; otra 
ciudad alejada de su producción mercantil y más próxima a la producción social 
por sus propios habitantes. Para Enrique Ortiz (2011), el derecho a la ciudad 
encierra la idea de que otra ciudad y otra sociedad urbana pueden ser posibles. 
La forma en que se ha construido socialmente y los instrumentos a que ha dado 
lugar muestran que el derecho a la ciudad es un concepto que permite construir 
y poner a debate distintas formas de entender la ciudad, así como sus problemas y 
posibilidades de solución colectiva. Los instrumentos que han surgido a partir 
de la idea-concepto del derecho a la ciudad muestran que la ciudad y las formas de 
entenderla y vivirla están en disputa. Refiriéndose al caso concreto de instru- 
mentos elaborados en este proceso de recuperación de la ciudad como espacio 
construido por los seres humanos que la habitan —tales como la Carta de la 
Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad—, Enrique Ortiz (2011) afirma 
que dicho instrumento 


no es una utopía sino una carta de navegación que nos dice a dónde ir, siendo lu- 
gares que hemos recorrido en las luchas de México y América Latina. Se refiere a 
cosas realizables que incluso hemos experimentado como los proyectos de produc- 
ción y gestión social del hábitat y los proyectos de economía solidaria. En la carta 
hay un proyecto de la sociedad civil sobre una nueva idea de ciudad y de sociedad 
misma, es un proceso inacabado, pero es un gran comienzo; el derecho a la ciudad 
es un proyecto realizable, aunque no deja de tener elementos utópicos; promueve 
el buen vivir, la solidaridad, la autonomía y la autoorganización de la sociedad 
(Ortiz, 2011). 
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El derecho colectivo a la ciudad nos permite hacer una crítica a la visión 
neoliberal de la ciudad que se sustenta, según Ortiz (2011), “en la lógica del ca- 
pital que consiste en la idea de la producción y el crecimiento infinito en un 
mundo que, sin embargo, es finito”. Para este autor, el error de nuestros gober- 
nantes, que sólo se entienden por su abierta posición neoliberal, es 


la importación de modelos de desarrollo económico y de organización política en 
una época donde en México y América Latina se está viviendo un tiempo de mucha 
reflexión y creatividad en donde se abre la posibilidad de crear alternativas. Las lu- 
chas por el derecho al agua, la construcción social y colectiva del hábitat y las luchas 
por el derecho a la ciudad son un claro ejemplo de que América Latina es vanguar- 
dia en las luchas contra el neoliberalismo y en la construcción de otra ciudad posible 
(Ortiz, 2011). 


Esa potencialidad transformadora que subyace a la idea del derecho a la 
ciudad debe ser pensada de una manera crítica y reflexiva, pero también propo- 
sitiva con otros conceptos y realidades que están presentes, sobre todo en Amé- 
rica Latina, y que tienen que ver entre otros aspectos con las distintas formas de 
pensar y practicar la democracia; con la construcción de espacios ciudadanos 
que dan lugar a prácticas ciudadanas democráticas y que ponen en el centro del 
debate, la garantía de los derechos ciudadanos y la construcción de nuevos dere- 
chos; y con los nuevos mecanismos de participación ciudadana y las transforma- 
ciones del Estado para ser un instrumento que incentive la democracia y genere 
instrumentos de igualdad social y libertad política. 

Estos y otros conceptos, que refieren a realidades concretas y que nos permi- 
ten la interpretación de esa realidad sociopolítica, están en el fondo de la 
idea-concepto del derecho a la ciudad, lo convierten en una herramienta para el 
análisis y la interpretación de los fenómenos urbanos contemporáneos. Para el 
activista y líder social Jaime Rello (2013), el derecho a la ciudad “es algo más que 
los derechos humanos en la ciudad, pero también los incluye, implica una visión 
holística que incluye derechos reconocidos y por reconocer. Como utopía, el de- 
recho a la ciudad es una carta de navegación que implica la idea de que tenemos 
que tener claro a dónde llegar”. Además, con la visión del derecho a la ciudad 


el fenómeno de la ciudad está analizado y pensado a través de los conceptos de ciu- 
dadanía y espacio público con una visión integral e interdependiente de los dere- 
chos humanos para lograr la meta de recuperar la ciudad para todos sus habitantes. 
Sin embargo, es importante aclarar que el derecho a la ciudad no es un derecho más, 
es el derecho a hacer cumplir lo derechos que ya existen formalmente (Mathivet, 
2010, p. 24). 
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Es decir, el derecho a la ciudad no es un derecho que se sume solamente a los 
ya existentes, sino que es un nuevo derecho colectivo en construcción que al 
incluir a los demás derechos y verlos de manera interdependiente en su ejercicio, 
pretende hacerlos valer de una forma holística y no fragmentada, universal y no 
focalizada.? A pesar de ello se debe reconocer que, en principio, al ser un dere- 
cho en construcción: “El derecho a la ciudad contiene muchos derechos, lo que 
lo vuelve difícil de exigir e implementar; es entonces una bandera de lucha para 
los movimientos sociales. Para conquistar el derecho a la ciudad, es necesario 
primero difundir lo que es, activar los procesos de movilización e incidir en la 
formulación de políticas públicas” (Rello, 2013). El derecho a la ciudad se refiere 
también a la “búsqueda de soluciones contra los efectos negativos de la globali- 
zación, la privatización, la escasez de los recursos naturales, el aumento de la 
pobreza mundial, la fragilidad ambiental y sus consecuencias para la supervi- 
vencia de la humanidad y del planeta” (Mathivet, 2010, p. 24). 

Mediante un ejercicio que permite a la vez que los ciudadanos conozcan sus 
derechos para posteriormente exigirlos, hacerlos valer y en su caso hacerlos jus- 
ticiables, el derecho a la ciudad permite también la construcción y el ejercicio de 
una ciudadanía democrática. El derecho a la ciudad tiene el objetivo no solo 
de difundir y hacer valer los derechos existentes —así como de poner énfasis en 
su integralidad, universalidad, indivisibilidad, interdependencia, inalienabilidad 
y progresividad—, sino también los derechos en construcción y, por lo tanto, por 
reconocerse. En ese sentido, la construcción social del derecho colectivo a la 
ciudad se convierte también en un instrumento capaz de fortalecer e incentivar 
la cultura política democrática de los ciudadanos, a partir de la interiorización 
de valores como el respeto a la legalidad, la participación, el diálogo y la toleran- 
cia, lo que posibilita a su vez el fortalecimiento del Estado de derecho y reafirma 
la importancia de los derechos humanos como elemento imprescindible de la 
vida política y social de los habitantes de la ciudad (Ramírez Zaragoza, 2017e). 


El derecho a la ciudad como derecho formal 


El derecho a la ciudad se presenta como un derecho humano colectivo emergen- 
te, por lo tanto, hay que verlo como una necesidad y una reivindicación legítima 


? Para algunos promotores del derecho a la ciudad éste es visto como un nuevo derecho, sin embargo, en las 
discusiones recientes en torno a la especificidad del derecho a la ciudad desarrolladas a partir de la reunión 
Hábitat MI en la ciudad de Quito, Ecuador, la Plataforma Global por el Derecho a la Ciudad elaboró un docu- 
mento para tratar de aclarar las principales dudas o confusiones sobre el tema. A la pregunta ¿El derecho a la 
ciudad es un derecho nuevo?, dicha plataforma responde lo siguiente: “No es exactamente un derecho nuevo, 
dado que prevé el cumplimiento efectivo de todos los derechos humanos acordados internacionalmente, los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible y los compromisos de la Agenda Hábitat. Sin embargo, el derecho a la ciu- 
dad ofrece un marco para mejorar y ampliar la implementación de los derechos humanos en entornos urbanos 
y asentamientos humanos en sentido amplio insistiendo en su carácter universal, interdependiente, interrela- 
cionado e indivisible” (Plataforma, 2016: p. 25). 


62 


EL DERECHO A LA CIUDAD DE SUS ORÍGENES A SU RECUPERACIÓN ACTUAL 


de los habitantes de la ciudad para construirlo como un derecho de cuarta gene- 
ración que se suma e integra progresivamente a los derechos ya existentes. La 
construcción social del derecho a la ciudad, su reivindicación reciente y su apro- 
piación legítima tiene como uno de sus principales objetivos sentar las bases 
para una nueva forma de vida digna y justa en las ciudades. En dicho objetivo 
resulta central el papel protagónico que se da a los ciudadanos y a los sectores 
organizados de la sociedad, en su lucha por ampliar sus derechos y con ello su 
ciudadanía. 

La creación de una sociedad civil global, que ha dado paso a las luchas por 
una ciudadanía mundial, representa un fenómeno complejo, pero interesante, 
que refleja uno de los aspectos por los cuales el subcontinente latinoamericano 
se presenta hoy como un espacio importante de las luchas y movimientos políti- 
cos y sociales contra el neoliberalismo. Por lo tanto, en el análisis de las luchas 
por el derecho a la ciudad no se debe perder de vista este contexto en la medida 
en que el derecho a la ciudad se presenta, precisamente, como una crítica y una 
alternativa a la política neoliberal, implementada desde finales de los setenta, 
que mercantiliza las ciudades y los derechos acentuando los procesos de pobre- 
za, exclusión y marginación social. 

La recuperación del derecho a la ciudad, en las luchas globales de la última 
década del siglo xx y las primeras del xx1 ha dado lugar a instrumentos que fue- 
ron elaborados por los actores sociales en diversos contextos acompañados de 
movilización social. El primer documento que aborda el tema del derecho a la 
ciudad es el Tratado por Ciudades, Villas y Poblados Justos, Democráticos y Sus- 
tentables, que se elaboró en la Contra Cumbre (o Cumbre Alternativa) de Río de 
Janeiro en 1992. Posteriormente se recuperó la idea en el Foro Social Mundial a 
partir del 2001, lo que dio lugar a que entre los años de 2003 y 2005 se elaborará 
la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad (cmDc). Este proceso sociopolítico 
de recuperación del derecho a la ciudad ha estado acompañado por procesos 
donde el derecho a la ciudad ha logrado, en cierta medida, un reconocimiento 
jurídico, tal es el caso de la creación del Estatuto de la Ciudad en Brasil (2001) o 
de la inclusión del derecho a la ciudad en la Constitución Política de Ecuador de 
2008. El auge del derecho a la ciudad es tal hoy en día que incluso en la Confe- 
rencia sobre Vivienda y Desarrollo Urbano Sustentable (Hábitat III) de la onu, 
celebrado en el 2016 en la ciudad de Quito, Ecuador, el derecho a la ciudad fue 
uno de los temas centrales a discutirse. En ese sentido, el derecho a la ciudad es 
en algunos países una aspiración que da lugar a procesos de apropiación legíti- 
ma, mientras que en otros forma parte de un instrumental jurídico que permite 
su garantía o, en su defecto, su exigibilidad jurídica (Ramírez Zaragoza, 2014b). 

La incorporación del derecho a la ciudad en los marcos legales permite dar 
un estatus jurídico al derecho a la ciudad para ser garantizado mediante su in- 
corporación en los diversos instrumentos de desarrollo urbano y en la imple- 
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mentación de políticas públicas. Por razones de espacio sólo nos enfocaremos, a 
manera de ejemplo, al caso brasileño el cual lleva ya 16 años reconociendo e 
implementando el derecho a la ciudad. El Estatuto de la Ciudad de Brasil apro- 
bado en 2001 permite el ejercicio del derecho a la ciudad en la medida en que se 
basa en el control de la sociedad sobre el desarrollo urbano y reafirma la función 
social de la propiedad, el espacio público y la ciudad a través de una gestión de- 
mocrática de la misma, que implica amplios procesos de participación ciudada- 
na y que cuenta con instrumentos que van desde los planes y programas de de- 
sarrollo y los planes maestros, pasando por la creación de zonas especiales de 
interés social (Instituto Polis, 2002, p. 24). El Estatuto de la Ciudad brinda so- 
porte jurídico, instrumental y conceptual a los gobiernos federal y municipal 
para adoptar medidas que enfrenten los graves problemas urbanos, sociales y 
ambientales que afectan la vida de los brasileños que viven mayoritariamente en 
las ciudades (se estima que el 85% de brasileños viven hoy en zonas urbanas). 
El reconocimiento legal del derecho a la ciudad en Brasil con la promulga- 
ción del Estatuto de la Ciudad es importante, en primer lugar, porque permite 
tener instrumentos para implementar una política urbana de carácter social y no 
mercantil, abriendo espacios a los habitantes de la ciudad que son quienes en 
última instancia deben ser beneficiados con las acciones de gobierno. En segun- 
do lugar, el estatuto es importante porque permite que el derecho a la ciudad se 
haga valer a través de un conjunto de políticas públicas que deben ser adecuadas 
a los lineamientos establecidos en el propio derecho a la ciudad. En tercer lugar, 
el reconocimiento del derecho a la ciudad a través del estatuto permite a la socie- 
dad tener mecanismos de exigibilidad jurídica en la defensa del derecho a la ciu- 
dad, es decir, el derecho a la ciudad se convierte en un derecho justiciable sin que 
esto niegue la posibilidad de que los habitantes de la ciudad sigan reivindicando 
su cumplimiento a través de mecanismos de exigibilidad política, que incluyen la 
movilización y la presión social. De ahí que la lucha por el reconcomiendo legal 
del derecho a la ciudad en la Ciudad de México siga siendo una demanda de los 
grupos organizados de la sociedad civil, en la medida en que además de su apro- 
piación legítima se necesitan instrumentos y políticas públicas que hagan valer el 
derecho a la ciudad más allá de un reconocimiento y aplicación de facto.* 


“En febrero de 2017 se promulgó la Constitución Política de la Ciudad de México reconociéndose el derecho a 
la ciudad en su artículo 12 que forma parte del título segundo que se denomina Carta de Derechos. El derecho 
a la ciudad aparece como parte de un catálogo de “nobles aspiraciones y sentido social propio de una norma 
jurídica” (Bátiz, 2017), pero no se incluye como base de los demás derechos, como elemento central de las 
políticas públicas y como aspecto importante de la parte orgánica de la Constitución, que se refiere al funcio- 
namiento de las instituciones de la Ciudad de México. Si bien se puede considerar un avance significativo, el 
hecho de que se definiera en la nueva Constitución al derecho a la ciudad como el uso y el usufructo pleno y 
equitativo de la ciudad, enfatizando en que es un derecho colectivo y recuperando los fundamentos estratégi- 
cos de la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad, lo cierto es que resulta insuficiente. 
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El Estatuto de la Ciudad de Brasil: 


tiene cuatro dimensiones fundamentales: consolida un nuevo marco conceptual ju- 
rídico-político para el derecho urbanístico, aportando elementos para la interpreta- 
ción del principio constitucional de la función social de la ciudad y de la propiedad 
urbana; reglamenta y crea nuevos instrumentos para la construcción de un nuevo 
orden urbano por parte de las municipalidades; sugiere procesos para la gestión de- 
mocrática de las ciudades e identifica estrategias e instrumentos de regularización de 
asentamientos informales en áreas públicas y privadas (Instituto Polis, 2002, p. 27). 


En Brasil se ha dado un paso importante en el reconocimiento e implemen- 
tación del derecho a la ciudad con la aprobación del Estatuto de la Ciudad en 
2001, sin embargo, los brasileños son conscientes de que 


la aprobación de un marco legal no es sino un comienzo, jamás la conclusión de 
una trayectoria. Hacer que la ley se implemente, universalizando la aplicación de 
sus principios en la reconstrucción del territorio del país es el desafío que marcará 
los primeros años de vigencia del Estatuto de la Ciudad, con la perspectiva de 
construir el derecho a contar con ciudades más justas y bellas (Instituto Polis, 
2002, p. 36). 


Por ello, la conquista del derecho a la ciudad incluye también la organiza- 
ción y movilización de la sociedad, pues los derechos siempre se encuentran en 
disputa y en construcción. Ello permite entender que el derecho a la ciudad y su 
instrumento legal (Estatuto de la Ciudad) son un importante incentivo para la 
construcción de una ciudadanía democrática tan necesaria para la transforma- 
ción de las ciudades en espacios para el hábitat digno de los seres humanos. 

En el artículo 1* del Estatuto de la Ciudad de Brasil, se establece que “Para 
todos los efectos, esta Ley, denominada Estatuto de la Ciudad. Establece normas 
de orden público e interés social que regulan el uso de la propiedad urbana en 
pro del bien colectivo, de la seguridad y del bienestar de los ciudadanos, así 
como del equilibrio ambiental” (Instituto Polis, 2002, pp. 39-40). El reconoci- 
miento del derecho a la ciudad en Brasil ha dado paso a la concepción de la 
ciudad como el espacio de la simultaneidad y el encuentro, como un lugar con 
mayor valor de uso que de cambio. Sin negar que las ciudades son espacios de la 
convivencia y de la solidaridad —pero también del conflicto y de la domina- 
ción— y que son espacios también para la acumulación y concentración de capi- 
tal, el Estatuto de la Ciudad de Brasil también reconoce que la ciudad tiene un 
fin social y es un espacio que acumula capital humano y social que permite su 
construcción y deconstrucción continua, generando procesos de inclusión so- 
cial, igualdad económica y participación política. 
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Como se puede observar, el derecho a la ciudad como derecho formalmente 
reconocido permite integrar los diversos instrumentos de planeación urbana a 
partir de priorizar la función social de la ciudad y de la propiedad, de esta mane- 
ra, el derecho a la ciudad se coloca como elemento central en la definición de 
políticas públicas. Surgido de demandas y luchas sociales, el derecho a la ciudad 
en Brasil no solo es un derecho reconocido sino que sigue siendo una demanda 
central de las organizaciones de la sociedad civil para lograr mejores niveles de 
vida en las ciudades brasileñas. 


El derecho a la ciudad en la Ciudad de México 


En otro trabajo (Ramírez Zaragoza, 2013) hemos hecho un análisis y una des- 
cripción detallada del proceso sociopolítico que llevó a diversos actores de 
la sociedad civil a elaborar la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la 
Ciudad, entre los años 2007 y 2010. Dicho proceso —que implicó una acción 
colectiva importante que permitió a las organizaciones involucradas un ejercicio 
de fortalecimiento de la ciudadanía democrática— posicionó el tema del dere- 
cho a la ciudad en la agenda política y posteriormente en la académica, dando 
visibilidad a nuevas y viejas demandas ciudadanas, estableciendo a la vez las lí- 
neas generales de un proyecto alternativo de ciudad. 

La construcción social del derecho a la ciudad (Dc) —y particularmente de 
la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad (ccmpc)— consti- 
tuye una aportación de las organizaciones de la sociedad civil y de los movi- 
mientos sociales a la construcción de ciudades justas, democráticas, incluyentes 
y sustentables en contraposición a la visión neoliberal que ve a los derechos 
como mercancías. La red de organizaciones de la sociedad civil (Osc) así como 
de movimientos sociales (ms) que desde el 2007-2008 convergieron en la reivin- 
dicación y construcción del derecho colectivo a la ciudad y que a la postre dio 
origen a la firma de la ccmpc en el 2010, ha permitido el proceso de discusión, 
difusión, reconocimiento y apropiación de este nuevo derecho —que sus pro- 
motores asumen como humano y colectivo— colocándolo en el centro del deba- 
te sobre los nuevos rumbos que debe tomar la Ciudad de México (cm), ponien- 
do énfasis en una mayor incidencia de la ciudadanía en la toma de decisiones 
que impactan en la forma, características y funcionamiento de la ciudad. Como 
fenómeno emergente la reciente iniciativa político-social, denominada Carta de 
la Ciudad de México por el derecho a la Ciudad (ccmDc), generó rápidamente 
la aparición de una red de movilización social que aglutinó a diversos sectores 
del movimiento urbano popular y de organizaciones de la sociedad civil que 
convergían en la idea de una mejor ciudad para todos (Ramírez Zaragoza, 2013). 

En este contexto, el derecho a la ciudad se analiza como una respuesta al alto 
grado de conflictividad social que vive la Ciudad de México producto de la im- 
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plementación de políticas urbanas de corte neoliberal. De ahí que conflicto y 
derechos sea un binomio presente en las ciudades contemporáneas. A pesar de 
que paradójicamente el conflicto es inherente al orden social, en el caso de las 
ciudades, está generando cambios en su conformación y en su funcionamiento. 
El conflicto genera movilización social y, por lo tanto, la necesidad de creación 
de nuevos derechos para regular la convivencia social que es siempre compleja, 
dinámica y conflictiva. La Ciudad de México vive un escenario de alta conflicti- 
vidad social derivada, entre otros muchos factores, de proyectos de ciudad en 
disputa donde podemos identificar el proyecto neoliberal (consolidado, hege- 
mónico) y otro democrático y social basado, entre otros factores, en el derecho a 
la ciudad (en construcción, pero que es heredero de las luchas urbanas de, por lo 
menos, los últimos 30 años) (Ramírez Zaragoza, 2017c). 

En los actuales conflictos y luchas sociales, se apela al derecho a la ciudad 
para la solución de conflictos aunque aún no sea un derecho formalmente reco- 
nocido sino una bandera de lucha para los movimientos sociales y demás grupos 
de la sociedad civil. El derecho a la ciudad está generando, por ejemplo, meca- 
nismos de exigibilidad política de los derechos que lo hacen un recurso y un 
discurso legítimo para diversos grupos sociales, en la medida en que nos permi- 
te observar las contradicciones entre los derechos individuales y los colectivos. 
Independientemente de su reconocimiento legal, el derecho a la ciudad está dan- 
do paso a mecanismos para su apropiación legítima por parte de diversos secto- 
res de la sociedad civil (Ramírez Zaragoza, 2014a). 

En el actual gobierno de la Ciudad de México, contradictoriamente al pro- 
ceso de ampliación de derechos iniciado en 1997, no se están respetando los 
derechos de la población, sino los privilegios de quienes tienen dinero para in- 
vertir en desarrollos urbanos que generan despojo y acumulación del capital 
mismo. De ahí que demandas como el derecho a la ciudad se empiezan a colocar 
en el centro del debate sobre los problemas urbanos y en las acciones de la po- 
blación para lograr mejores condiciones de vida. Por lo tanto, conflicto y dere- 
cho a la ciudad es un binomio que hay que tomar en cuenta para el análisis de los 
fenómenos y problemas urbanos de nuestros días. 

Ante este escenario de conflictividad donde sobresale la violación de dere- 
chos a la población capitalina, el derecho a la ciudad —y la ccmDC particular- 
mente— se presenta como la posibilidad de contar con un instrumento discur- 
sivo y legitimador de la acción política de los diversos grupos que componen la 
sociedad urbana. Particularmente destaca, en el proyecto de la ccmDc, la inten- 
ción de sus promotores de convertirla en un instrumento que contribuya al for- 
talecimiento de una ciudadanía más democrática a partir de la ampliación de 
derechos y con base en amplios procesos institucionales de participación ciuda- 
dana, pero también con procesos no institucionales de participación como los 
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movimientos sociales y las demás formas organizativas de la sociedad civil (Ra- 
mírez Zaragoza, 2015a). 


El derecho a la ciudad como marco interpretativo de 
la acción colectiva (bandera de lucha)* 


En la actualidad, los movimientos sociales que se expresan principalmente en 
espacios urbanos por diversos reclamos nos permiten observar la manera en que 
los ciudadanos reclaman sus derechos y luchan por una vida digna, buscando 
recuperar su protagonismo en la construcción de su ciudad a partir, por ejemplo, 
de apropiarse del espacio público y convertirlo en un espacio de convivencia, 
pero también en un espacio de construcción política de alternativas. 


Los ciudadanos reclaman su espacio, el espacio de la ciudad ahora ocupado por los 
aparatos de poder sin que haya un control democrático de los usos de la ciudad. Por 
eso la fuerza del movimiento consiste en mostrar al país y al mundo de quién es ese 
espacio de vida. El derecho a la ciudad se convierte en afirmación de la dignidad 
mancillada (Castells, 2014, p. 62). 


De esta manera, mediante la acción colectiva los habitantes de una ciudad se 
asumen como actores políticos y como legítimos dueños de los espacios de su 
vida cotidiana. Por ello, en los movimientos sociales urbanos se puede afirmar, 
siguiendo a Castells (2014, p. 62), que: “La afirmación del espacio público se 
presenta como una nueva forma de convivencia en donde no hay aislamiento, se 
supera el miedo mediante la solidaridad y el peligro de la violencia que viene de 
las instituciones, no de los cohabitantes. Se revelan entonces las raíces de la do- 
minación, al tiempo que se verifica la posibilidad de convivencia comunitaria”. 

En la Ciudad de México, las exigencias y luchas por el reconocimiento legal 
y la apropiación del derecho a la ciudad están dando lugar a una serie de prácti- 
cas ciudadanas que contribuyen al fortalecimiento de una sociedad civil que as- 
pira a tener mayor presencia e incidencia en los asuntos públicos, en especial, en 
la reducción de las grandes desigualdades sociales. Como proyecto político que 
incentiva y legitima la acción y organización de los ciudadanos, el derecho a la 
ciudad permite que los grupos que lo promueven tengan un conjunto de ideas y 
reivindicaciones sobre lo que debería ser la ciudad y sobre las posibilidades de su 
participación política, convirtiéndose en un espacio en el que incluyen sus de- 
mandas. En este sentido, el derecho a la ciudad se convierte en un marco para la 
acción colectiva, toda vez que los marcos de referencia construyen identidades 


1 El derecho a la ciudad y su influencia en los movimientos sociales se analiza con mayor detalle en (Ramírez 
Zaragoza, 2015). 
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que posicionan (en el tiempo y el espacio) a sujetos sociales relevantes y les asig- 
nan atributos que implican relaciones y líneas de acción específicas con base en 
una problemática compartida (Hunt, Benford y Snow, 1998). El derecho a la 
ciudad como marco para la acción colectiva parte de la posibilidad de que un 
grupo de organizaciones de la sociedad civil y de movimientos sociales observa- 
ran el proceso de deterioro de la Ciudad de México como resultado, por ejemplo, 
de la aplicación de políticas urbanas de carácter neoliberal. Ello genera una toma 
de conciencia de la situación problemática y de la identificación de la necesidad 
de luchar contra ese proceso de descomposición. Así, se plantean alternativas 
con base en el respeto de los derechos contenidos en la CCMDC, aportando ele- 
mentos para la construcción de un eventual proyecto alternativo de ciudad. 

La recuperación y exigencia del derecho a la ciudad en la ciudad de México 
permitió, entre otras cosas, que los grupos sociales y civiles que han luchado 
desde hace muchos años en la ciudad por derechos y por mejores condiciones de 
vida se rearticularan en una demanda más amplia. Las organizaciones civiles y 
sociales que pertenecen al Comité Promotor de la Carta de la Ciudad de México 
por el derecho a la Ciudad son actores con amplia trayectoria de organización y 
lucha en el Distrito Federal (hoy Ciudad de México) por lo que el proceso de 
construcción social del derecho a la ciudad no ha generado la emergencia de 
nuevos actores sociales, sino más bien la reactivación de viejos actores con de- 
mandas nuevas. Lo que se espera es —parafraseando a Harvey (2013)— que el 
derecho a la ciudad pueda ser el elemento integrador de las luchas y, por lo tanto, 
de las alternativas. El derecho a la ciudad se presenta en el actual contexto polí- 
tico, económico, social y cultural de la Ciudad de México como un derecho que 
puede contribuir al disfrute de los derechos ya reconocidos, desde una perspec- 
tiva integral, logrando con ello la construcción de una ciudad más justa, inclu- 
yente, democrática y sustentable. 

La población urbana de la Ciudad de México, como gestora y constructora 
que ha sido históricamente de su ciudad, tiene en el derecho a la ciudad un ins- 
trumento que le permite dar legitimidad a esas acciones que ha venido realizan- 
do para contar con un hábitat digno, para tener vivienda, servicios, espacios 
públicos y hacer de la ciudad en su conjunto un espacio de convivencia y de vida 
digna. El derecho a la ciudad se opone no solo a la exclusión y desigualdad social 
prevaleciente en las ciudades, sino que es un llamado a evitar prácticas clientela- 
res en la producción de la ciudad y en el ejercicio de los derechos, apela a la in- 
corporación a la legalidad y a la formalidad de los sectores que, viviendo en el 
espacio urbano o semiurbano, en realidad, viven en la periferia y en los márge- 
nes de la ciudad. 

El derecho a la ciudad —además de un derecho emergente en construc- 
ción— es una demanda de los movimientos sociales y de las organizaciones de 
la sociedad civil que buscan incidir en la construcción de ciudades justas, demo- 
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cráticas, igualitarias, incluyentes y sostenibles. En su reciente recuperación, rei- 
vindicación y construcción social durante el presente siglo xx1, el derecho a la 
ciudad ha generado procesos organizativos que van de lo global a lo local; en 
algunos casos, el derecho a la ciudad ha sido reconocido legalmente como en 
Brasil y Ecuador a nivel latinoamericano. En otros casos si bien no ha sido reco- 
nocido legalmente, el derecho a la ciudad sí ha dado paso a procesos para su 
apropiación legítima, generando prácticas ciudadanas que constituyen una es- 
pecie de reconocimiento de facto como en los casos de la construcción de la 
Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad y de la Carta Iztacal- 
quense por el Derecho a la Ciudad (Ramírez Zaragoza, 2014c y 2017c). Como 
marco O bandera de lucha el derecho a la ciudad permite generar procesos orga- 
nizativos y de movilización social, en la defensa de derechos y la oposición a las 
políticas neoliberales. Para los actores sociales, civiles y para los movimientos 
sociales que lo han promovido y reivindicado, constituye la base de un proyecto 
alternativo de ciudad. 

Movimientos como el del Frente Amplio contra la Súper Vía Poniente (2010- 
2011), el de la Asamblea de Pueblos, Barrios y Colonias de Azcapotzalco 
(2010-2011) y el movimiento de la Asamblea de Vecinos del Pueblo de Xoco 
(2011-2012) contra el megaproyecto Ciudad Progresiva (Torre Mítika), reivindi- 
caron —sobre todo en la última parte de sus movilizaciones— el derecho a la 
ciudad no sin dejar de hacer una crítica a las organizaciones que elaboraron la 
CCMDC y al documento mismo (Ramírez Zaragoza, 2015a). Redes y movimien- 
tos sociales actuales como la Red Anáhuac por los Bienes Comunes (marzo de 
2015), la Plataforma Mexicana por el Derecho a la Ciudad y en Defensa del Te- 
rritorio (abril de 2015), el Frente Ciudadano Salvemos la Ciudad (agosto de 
2015), el movimiento contra la Autopista Urbana Oriente (2014-2015) y los ve- 
cinos organizados contra las zODES (2015) demandan al Gobierno del Distrito 
Federal (hoy Ciudad de México) una moratoria urbana como medida urgente 
que permita evaluar las obras de infraestructura que se realizan, a fin de garan- 
tizar la calidad de vida y el derecho a la ciudad de los ciudadanos y no las ganan- 
cias de los promotores inmobiliarios (Gónzalez, 2015, p. 33). Estas acciones co- 
lectivas han adoptado el lema Por la defensa del territorio y por el derecho a la 
ciudad como su principal consigna política (Ramírez Zaragoza, 2017c). 

Los grupos de la sociedad civil que reivindican el derecho a la ciudad han 
apelado también a los gobiernos y partidos políticos para que hagan suyo el de- 
recho a la ciudad y la ccmDc, incorporándolo a sus plataformas políticas y even- 
tuales programas de gobierno, sin embargo, ni el Gobierno de la Ciudad de Mé- 
xico, antes Distrito Federal, (tanto el encabezado por Marcelo Ebrard, 2006-2012, 
como el actual de Miguel Ángel Mancera, 2012-2018) ni los gobiernos delega- 
cionales, así como tampoco los partidos políticos han aceptado abanderar la 
causa del derecho a la ciudad. Ante esta situación cabe destacar que el 8 de agos- 
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to de 2015 los delegados, diputados locales y diputados federales electos del par- 
tido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA) firmaron, en un acto 
protocolario, la CCMDC, en la Plaza de la Solidaridad, frente a organizaciones 
sociales como el MUP-CND. En contraparte, el J6DF Miguel Ángel Mancera no ha 
querido ratificar la firma de la ccmpc y, por el contrario, profundiza su política 
inmobiliaria violando en los hechos el derecho a la ciudad. Si bien la firma de la 
CCMDC no garantiza su cumplimiento —quizá ni su eventual reconocimiento 
legal—, sí permite observar que se está consolidando como una demanda legíti- 
ma que se reivindica en los hechos y que necesita el apoyo de otros actores polí- 
ticos y un mayor proceso de difusión para que la ciudadanía lo conozca, lo pro- 
mueva y lo haga valer. 


Hacia una nueva forma de construir ciudad y civilidad 


El derecho a la ciudad permite analizar la forma de construir civilidad y ciudad 
a través de la asignación de valores a los espacios públicos que se estructuran 
mediante el conflicto, pero también mediante el consenso. Las ideas que estruc- 
turan y dan valor a los espacios han sido las de las élites dominantes, pero tam- 
bién se han desarrollado espacios de resistencia y de construcción de alternativas 
de los cuales se nutre la reivindicación del derecho a la ciudad. En la ciudad 
contemporánea existe un marcado proceso de fragmentación ocasionada por las 
determinantes económicas del neoliberalismo que asignan un valor de cambio a 
los espacios por encima de su valor de uso, ocasionando que la ciudad se estruc- 
ture a partir de los intereses del capital y no de las necesidades humanas ni del 
bienestar de la población, menos aún de los derechos ciudadanos. La ciudad deja 
de ser un bien común, un bien público, ya no se usufructúa colectivamente sino 
de forma individual y principalmente por las élites políticas y económicas, rele- 
gando a los ciudadanos a un segundo plano, convirtiéndolos en una especie de 
ciudadanos de segunda clase. Ante esta problemática generalizada, el derecho a 
la ciudad puede constituirse en un paradigma que genere una nueva civilidad, 
que permita construir futuros utópicos promoviendo el valor de uso de la ciudad 
y de sus espacios estructuradores. El derecho a la ciudad puede contribuir a salir 
de esa visión fragmentada y parcelaria de construcción del conocimiento. El de- 
recho a la ciudad apunta a lo colectivo, a lo colaborativo, de ahí que tanto el co- 
nocimiento como la propia ciudad deben construirse de esa manera (Salas, et al., 
2017). 

La función social de la ciudad y de la propiedad, así como la función lúdica, 
de convivencia y política del espacio público son elementos constitutivos del 
derecho a la ciudad. El derecho a la ciudad tiene una esencia antineoliberal y 
contrahegemónica , apunta a la necesidad de generar organización social cons- 
truyendo nuevos agentes de cambio entre los diversos actores de la sociedad ci- 
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vil. El derecho a la ciudad debe construirse, desde abajo, desde la organización 
de la sociedad, desde los movimientos sociales. Pero también desde la ciencia y 
la universidad críticas. El derecho a la ciudad apunta a una disputa por la ciudad 
dejando implícito que se debe construir socialmente y no a partir de los intereses 
políticos y económicos, en suma, el derecho a la ciudad apunta a la necesidad de 
transformar las ciudades a partir de la organización social convertida en poder 
transformador. 

La ciudad es el espacio de la simultaneidad y el encuentro, lugares con ma- 
yor valor de uso que de cambio. Las ciudades son espacios de la convivencia y del 
conflicto, de la solidaridad y de la dominación. Las ciudades son espacios para la 
acumulación y concentración de capital, pero también acumulan un gran capital 
humano y social que permite su construcción y deconstrucción continua. La 
ciudad se produce y se reproduce en sentido físico-material, en función de una 
determinada maquinaria y estructura económica-urbanística, que se traduce en 
planeación territorial, construcción, arquitectura y procesos de expansión, aun- 
que también y simultáneamente se articula en procesos de dominación y despo- 
jo, resistencias sociales y culturales, defensa de espacios comunes y territorios 
comunales (Cerda, et al., 2010). Dominación y resistencia coexisten en la ciudad 
generando tensiones y conflicto; en el fondo, esto lleva a la construcción de dife- 
rentes visiones, modelos o proyectos de ciudad (Cerda, et al., 2010). La ciudad, 
como espacio a la vez de disputa y de convivencia, es generadora de sentido y de 
relaciones de poder que se materializan en los espacios públicos. En este sentido, 
necesitamos comprender la ciudad como expresión de conflictos y contradiccio- 
nes gestadas en procesos cada vez más globalizados, aunque no necesariamente 
novedosos en su lógica e instrumentación (Cerda, et al., 2010). 


El derecho a la ciudad como proyecto de ciudadanía 


El derecho a la ciudad visibiliza una serie de luchas a favor de nuevos derechos y 
por la ampliación de una ciudadanía democrática, presentándose como un pro- 
yecto de defensa de los derechos humanos. Las pretensiones de los actores de la 
sociedad civil, que reivindican el derecho a la ciudad como derecho colectivo, 
apelan a la integralidad de los derechos, así como a la visión integral de los pro- 
blemas urbanos y a su solución, también, de manera integral y colectiva. El dere- 
cho a la ciudad se presenta también como base para una nueva generación de 
políticas urbanas y como parte de la Reforma Política del Distrito Federal, en la 
medida en que sus promotores y defensores afirmaban que debería ser la base de 
la Constitución de la Ciudad de México en su parte dogmática (es decir, en la 
parte de los derechos y garantías), pero también debía ser considerada en su par- 
te orgánica orientando el funcionamiento de la administración pública local. 

El derecho a la ciudad, en general, y la Carta de la Ciudad de México por el 
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Derecho a la Ciudad, en particular, son vistos como un instrumento para la 
construcción y fortalecimiento de una ciudadanía democrática, en la medida en 
que contribuye a tener una ciudadanía que conoce y ejerce sus derechos (Ra- 
mírez Zaragoza, 2017d). Una ciudadanía que aspira a convertirse en un actor 
central de la democracia, la cual debe estar basada en amplios procesos de par- 
ticipación ciudadana, considerándose una cuestión necesaria para generar una 
transformación profunda de la ciudad. Reivindicar el derecho a la ciudad impli- 
ca necesariamente la intervención del Estado, y si en la etapa actual tenemos 
Estados con déficits no solo fiscales sino de legitimidad y de capacidad de ac- 
ción, estamos ante una doble problemática pues necesariamente además de ejer- 
cer nuestro derecho a exigir y crear nuevos derechos como el derecho a la ciudad 
es necesario hacer válido también, siguiendo a O"Donnell (2008, p. 27), nuestro 
irrenunciable: “derecho al Estado enfatizando que debe ser un Estado de y para 
la democracia”. Sin embargo, tenemos que considerar también que en las actua- 
les condiciones internacionales el Estado —particularmente el Estado mexica- 
no— atraviesa una crisis estructural y de legitimidad, que pone en duda precisa- 
mente su capacidad de garantizar los derechos y de ser un amplio promotor de 
la democracia. 

Los tres elementos que explican la ciudadanía son: (a) la membrecía del ciu- 
dadano a una comunidad política y la consecuente relación entre sociedad civil 
y Estado-nación; (b) los derechos y obligaciones de los ciudadanos miembros de 
la comunidad política; y (c) la participación de los ciudadanos en la toma de 
decisiones de la colectividad. Esta postura formal y funcional de la ciudadanía 
debe ser complementada —para su justa comprensión y utilidad interpretativa 
de las prácticas ciudadanas en el México actual — con una definición crítica (Ta- 
mayo, 2010: p. 21). Tal planteamiento nos permitirá entenderla como un proce- 
so social en el que la forma en que se expanden, amplían y reconocen o reducen, 
restringen y violan los derechos y las obligaciones es producto de una dinámica 
social y política, derivada de la interacción entre los individuos y grupos que 
componen una comunidad política. El tipo de organización política (general- 
mente expresada en la forma Estado) y las relaciones que guarda con los grupos 
sociales que conforman una sociedad, lo cual genera inevitablemente conflictos 
y contradicciones, es otro elemento importante a tomar en cuenta en esta postu- 
ra crítica de la ciudadanía. 

Bajo esta lógica, la ciudadanía se construye con base en un conjunto de prác- 
ticas y experiencias sociales de los grupos que conforman una sociedad en un 
espacio y tiempo determinados. A decir de Sergio Tamayo (2010), esta perspec- 
tiva nos permite hablar de una ciudadanía sustantiva que sitúa el problema de la 
construcción de ciudadanía más allá de la cuestión formal-legal para ponerla en 
relación directa con la desigualdad social, la distribución diferencial del poder 
en una comunidad, la también distribución diferencial de los recursos en la so- 
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ciedad y la existencia de una diversidad en todos los sentidos (étnica, religiosa, 
sexual, etc.) al interior del Estado-nación. Mientras que al exterior del Esta- 
do-nación, la ciudadanía sustantiva explica, por ejemplo, el marcado desequili- 
brio entre los distintos Estados-nación que componen el sistema internacional y 
sus relaciones desiguales. “La ciudadanía sustantiva, por lo tanto, es una cons- 
trucción social. Es resultado de la oposición, conflicto y lucha entre individuos y 
grupos por el acceso y control de los recursos” (Tamayo, 2010, p. 22). 

Así, esta ciudadanía sustantiva se modifica con la práctica cotidiana de los 
distintos actores que luchan por sus intereses y por sus derechos —muchos de 
los cuales se contraponen en su reivindicación y en su práctica—, y se construye 
en relación directa con el tipo de gobierno por el contexto político, económico y 
social, por ejemplo, una situación de crisis económica e inestabilidad política y 
por la capacidad organizativa y de acción política de los sectores organizados de 
la sociedad civil. De esta manera, para conocer de qué manera la construcción 
social del derecho colectivo a la ciudad puede ser considerada una práctica de 
ciudadanía o un conjunto de prácticas ciudadanas específicas, que contribuyen 
al fortalecimiento de la cultura política democrática de los habitantes de la ciu- 
dad de México y a los cambios democráticos iniciados en la ciudad a finales del 
siglo xx y principios del xx1, necesitamos poner en contexto dicho proceso or- 
ganizativo destacando su contribución al fortalecimiento de la sociedad civil en 
su intento por tener mayor presencia e incidencia en los asuntos públicos. 

En la práctica concreta que representa la construcción social del derecho a 
la ciudad, permite entender al ciudadano —tal y como lo hace Tamayo (1999) — 
como construcción colectiva y como movimiento social, y a la ciudadanía como 
derechos y atributos de los individuos o de actores sociales que se modifican 
histórica y culturalmente por medio de conflictos de intereses en un territorio 
delimitado, en este caso, la Ciudad de México. “El hecho relevante es entender 
ciudadanía también como construcción social, por lo que el concepto preciso 
debiera ser práctica ciudadana, expresando los cambios históricos en el ejercicio 
de derechos y atributos o en su expansión y reducción, mediante la participación 
y la lucha social (Tamayo, 1999, p. 500). 

La participación viene a ser, entonces, el referente más político de la ciuda- 
danía, implica de inicio el ejercicio de un derecho político y se convierte en la 
base, tanto de las formas convencionales y no convencionales de acción colecti- 
va, como de los mecanismos a partir de los cuales la sociedad civil incide en la 
construcción de nuevos derechos y en la implementación de políticas públicas 
como resultados de la acción política, a través de las cuales se hacen valer los 
derechos de los habitantes de una ciudad (Ramírez Zaragoza, 2017b). Para Ta- 
mayo (1999), la participación —como derecho político del ciudadano que le 
permite formar parte de la colectividad e involucrarse en la toma de decisio- 
nes— es definida para entender la ciudadanía como una construcción social, 
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dinámica, conflictiva y contradictoria, que cambia históricamente a partir de las 
luchas y movimientos sociales. 

En la compleja, dinámica, diversa y conflictiva realidad social y política de 
las ciudades de hoy, 


los proyectos de ciudadanía son aspiraciones que generan a su vez acciones, ideas y 
utopías sobre el futuro de lo social. Y el espacio, sea este la ciudad o la nación, es un 
campo de batalla que se convierte en espacio de ciudadanía. Sin embargo, este cam- 
po de batalla no se expresa con regularidad, pues no es una institución en sí mismo, 
sino una situación de tensión y conflicto. Es, pues, un espacio efímero de transición 
y trasgresión (Tamayo, 2006, p. 33). 


A partir de ver al derecho a la ciudad como una alternativa a la globalización 
neoliberal, los grupos de la sociedad civil que se implicaron en la construcción 
de la ccmDc han luchado por hacer valer el derecho a la ciudad —y el conjunto 
de derechos que de manera integral incluye la carta— tanto en sus proyectos 
colectivos e independientes como en políticas públicas y programas de gobierno 
como el Proyecto Comunitario de Mejoramiento Barrial (PCMB)?. El cp-ccm- 
DC se involucró, en el 2007, en la construcción del PCMB al considerarlo un pro- 
grama de gobierno que hacía valer en los hechos el derecho a la ciudad. Luchó 
por su reconocimiento legal, en el 2012, a través de la iniciativa popular y fue 
factor clave para su elevación a rango de ley en febrero de 2015. 

De esta manera, el derecho a la ciudad y el conjunto de prácticas ciudadanas 
a que está dando lugar tienen como base y como objetivo la utopía de una ciudad 
más democrática, justa, incluyente y sustentable y, efectivamente, tiene también 
entre sus intenciones formar un espacio para la transición y para la transgresión 
política y social, a partir de la construcción de una ciudadanía plena en momen- 
tos donde las élites políticas y económicas presionan a los gobiernos de las ciu- 
dades a tomar decisiones que restringen o violan abiertamente los derechos ciu- 
dadanos y los propios espacios ciudadanos donde se defienden y crean. La 
construcción social del derecho a la ciudad, su reivindicación reciente y su apro- 
piación legítima tiene como uno de sus principales objetivos sentar las bases 
para una nueva forma de vida digna y justa en las ciudades. En dicho objetivo 
resulta central el papel protagónico que se da a los ciudadanos y a los sectores 
organizados de la sociedad, en su lucha por ampliar sus derechos y con ello su 
ciudadanía. 

El proceso de globalización —lo mismo que la implementación del modelo 
neoliberal en la ciudad de México y en todas las ciudades latinoamericanas— ha 


* El Programa Comunitario de Mejoramiento Barrial (PCMB) surgió en el 2007 y elevó a rango de ley en el 
2015 cambiando su nombre por el de Programa de Mejoramiento Barrial y Comunitario (PMBC). 
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generado, entre otros efectos, la pérdida de los derechos sociales y ha demediado 
la ciudadanía social. A pesar de los cambios y la defensa de los derechos civiles y 
políticos estamos ante la exclusión de varios sectores sociales de los beneficios 
económicos y de los sistemas de protección y seguridad social. El derecho a la 
ciudad trata de revertir esta situación, pero se enfrenta en los hechos a estructu- 
ras y relaciones antidemocráticas y desiguales en la forma de vida cotidiana de la 
ciudad, lo que muchas veces dificulta el ejercicio y la práctica de la ciudadanía 
(Ramírez, 2014c). 


El derecho a la ciudad, las políticas urbanas y el espacio público 


La política urbana neoliberal mercantiliza los derechos y la ciudad misma, sus 
servicios, su infraestructura, sus espacios públicos; genera procesos de exclusión 
social; focaliza políticas y programas sociales; no es sustentable, degrada el terri- 
torio y rompe con el tejido social; busca la creación de ciudades competitivas. 
Desde mi perspectiva, uno de los problemas centrales cuando hablamos de po- 
líticas urbanas lo constituye la forma en que se construyen y los actores que 
participan en el proceso, siendo los grupos de la sociedad civil un actor social. 
Sin embargo, en la actual política neoliberal se privilegia la acción del gobierno 
y del mercado relegando a la población que generalmente es la más afectada. Por 
lo tanto, en el análisis de las luchas por el derecho a la ciudad no se debe perder 
de vista este contexto en la medida en que el derecho a la ciudad se presenta, 
precisamente, como una crítica y una alternativa a la política neoliberal, imple- 
mentada desde finales de los setenta, que mercantiliza las ciudades y los dere- 
chos acentuando los procesos de pobreza, exclusión y marginación social. 

Cuando hablamos de políticas urbanas, nos estamos refiriendo a las accio- 
nes y decisiones políticas que sirven para mediar y solucionar conflictos deriva- 
dos de la complejidad propia de la vida urbana. Una política urbana es una pro- 
puesta de regulación pública de los múltiples problemas y contradicciones que 
afrontan las ciudades actuales; conlleva un mecanismo de asignación pública de 
recursos y oportunidades entre los diferentes grupos sociales, con intereses y 
preferencias siempre en conflicto. Lo que se pone en juego al hablar de políticas 
urbanas es el futuro mismo de las ciudades. La forma en cómo funcionan y la 
capacidad de satisfacer las necesidades de sus habitantes. 

En un documento titulado Reforma urbana. 100 ideas para las ciudades de 
México, elaborado por el Centro de Transporte Sustentable de México A.C. (crs, 
2013), se afirma que en las actuales ciudades —incluida la Ciudad de México— 
existe un modelo de desarrollo urbano que se puede denominar 3D, distante, 
disperso y desconectado: 


El modelo de desarrollo urbano en 3D —Distante, Disperso y Desconectado— es en 
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buena medida el resultado de una institucionalidad urbana débil y fragmentada, en 
la cual políticas y programas quedan dispersos en numerosas dependencias que no 
actúan de manera coordinada ni tienen la real capacidad para incidir de manera 
efectiva en la manera que nuestras ciudades se desarrollan. A ello ayuda la existencia 
de instrumentos de planeación que usualmente carecen de una visión integral del 
uso, programación, financiamiento y gestión del territorio, duplican esfuerzos, dejan 
áreas desatendidas o dificultan la coordinación interinstitucional (cTs, 2013, p. 25). 


Ante esta problemática, el derecho a la ciudad puede contribuir a tener políticas 
menos distantes, menos dispersas y menos desconectadas; al ver a la ciudad 
como un sistema complejo y al derecho a la ciudad como un derecho colectivo 
la ccmpe (2010, p. 7), apunta a la necesidad de superar la visión y la atención 
sectorial y desarticulada de los problemas en la ciudad, para enfrentar situacio- 
nes que afectan por igual a todos sus habitantes y visitantes, como la contamina- 
ción, el deterioro ambiental, la violencia, el tránsito vehicular y la segregación 
urbana”. “La carta enfatiza de esta forma las interrelaciones que se dan en la 
planeación, producción y gestión de la ciudad, evitándose con ello el abordaje 
sectorial de los problemas que impide visualizar la ciudad en su integralidad 
compleja” (ccmDC, p. 15) constituyéndose, por lo tanto, en un instrumento para 
la elaboración de políticas públicas. 

La actual política de desarrollo urbano en general y las políticas públicas 
particulares en la Ciudad de México están teniendo un marcado tinte neoliberal 
que beneficia ciertos grupos en detrimento de otros. En contraparte, el derecho 
ala ciudad permite planear y gestionar la ciudad con políticas públicas democrá- 
ticas y sustentables en cuya elaboración se pone énfasis en la participación ciu- 
dadana, por lo que se necesitan planes y programas de gobierno, políticas públi- 
cas y demás acciones gubernamentales con amplio consenso social. Con ello, se 
podría garantizar una gestión democrática en la ciudad, la cual —según la ccm- 
DC (2010, p. 17)— debe “Generar una política de participación ciudadana y abrir 
cauces y espacios institucionalizados para la participación amplia, directa, equi- 
tativa, democrática al más alto nivel posible de la ciudadanía en el proceso de 
planificación, elaboración, aprobación, gestión y evaluación de políticas urbanas 
y presupuestos públicos”. 

En este contexto, los promotores del derecho a la ciudad argumentan que la 
CCMDC puede contribuir a la creación de políticas urbanas regresando a la pla- 
neación humana y participativa con la intervención de diversos actores políti- 
cos-públicos, privados y sociales-civiles para intervenir en el territorio y en el 
tejido social. En la política neoliberal se habla de proyectos no de planes, el dere- 
cho a la ciudad plantea la recuperación de los instrumentos de planeación de los 
niveles macro a los niveles micro de la escala política y social, enfatizando la idea 
de que las políticas urbanas deben estar basadas en amplios procesos de partici- 
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pación ciudadana y organización de la sociedad. El derecho a la ciudad prioriza 
la interdependencia e integralidad de las políticas urbanas realizando diagnósti- 
cos integrales que relacionen los diferentes problemas urbanos y su necesidad de 
solución multiactorial y analizando la elaboración, implementación y evaluación 
de las políticas desde un enfoque participativo, crítico e incluyente. Ello permite 
orientar las políticas en una perspectiva de derechos, es decir, basada en los de- 
rechos humanos reconocidos y dirigidas al ejercicio pleno de los mismos. 

El tema de las políticas urbanas va de la mano con el tema de los derechos 
humanos, en la ccmpc (2010, p. 5); se expresa lo siguiente, “Se trata de un abor- 
daje complejo que exige articular los derechos humanos en su concepción inte- 
gral (derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales) 
con la democracia en sus diversas dimensiones (representativa, distributiva y 
participativa)” y con la construcción de políticas públicas que hagan posible esos 
derechos y esa democracia. “La construcción de la democracia, en su sentido 
más profundo, pasa por la superación de la pobreza, la desigualdad, la exclusión 
y la injusticia, ya que no hay ciudad ni democracia sin ciudadanos, ni ciudada- 
nos sin el pleno ejercicio de sus derechos, individuales y colectivos” (CcMDC, 
2010, p. 5). Para los actores de la sociedad civil, que promovieron la ccmpc, el 
derecho a la ciudad y el Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal 
deben convertirse en la base de una nueva generación de políticas urbanas en la 
Ciudad de México. Por tal motivo se ha exigido su reconocimiento legal y se 
buscó su inclusión en el proceso de Reforma Política del Distrito Federal para 
que la parte dogmática de la Constitución Política incluyera el derecho a la ciu- 
dad y los derechos humanos contenidos en el Programa de Derechos Humanos. 
Con esta base legal, el derecho a la ciudad puede contribuir a planear y gestionar 
la ciudad con políticas públicas democráticas y sustentables, cuya elaboración 
debe poner énfasis en la participación ciudadana; se necesita por ello planes y 
programas de gobierno, políticas públicas y demás acciones gubernamentales en 
manos de los ciudadanos organizados. 

A pesar de que en los objetivos de los actores, que han promovido el derecho 
a la ciudad y la ccmDC, se encuentra el incidir en la elaboración de políticas 
públicas con estos instrumentos, en los hechos ha habido una poca incidencia de 
los actores de la sociedad civil en la elaboración, implementación y evaluación 
de políticas públicas debido principalmente a dos factores: (1) Falta de voluntad 
política del gobierno y los partidos políticos (incluso autodenominados de iz- 
quierda o progresistas) de abrir espacios de gestión y participación ciudadana en 
la definición de programas de gobierno, políticas públicas y otras acciones gu- 
bernamentales que inciden en el territorio y en el propio tejido social. (2) Falta 
de fuerza y capacidad organizativa de los actores de la sociedad civil para orillar 
a los actores políticos a abrir espacios de participación y convertirse en interlo- 
cutores con capacidad de incidencia en la política gubernamental. De cualquier 
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forma, la idea de hacer del derecho a la ciudad y de la ccmpc la base de una 
nueva generación de políticas urbanas en la ciudad de México sigue en pie, re- 
presentando una oportunidad para dar una perspectiva integral e interdepen- 
diente a las políticas públicas en la Ciudad de México (Ramírez Zaragoza, 2015b) 

Además de las políticas públicas, otro tema central —que toca directamente 
la reivindicación y el eventual reconocimiento del derecho a la ciudad y que lo 
conviertan en un instrumento para generar ciudades más incluyentes e igualita- 
rias— es el referente al espacio público. En la medida en que la ciudad se cons- 
truye y se rehace en el espacio público, como lugar de la convivencia y del con- 
junto de relaciones sociales que establecen los habitantes de una ciudad, este 
espacio debe ser liberado de los intentos de su privatización reivindicándose 
como el espacio de la protesta y la construcción de alternativas (Ramírez Kuri, 
2017). En ese sentido, la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciu- 
dad (ccmDc) tiene, entre otros, el objetivo de rescatar y fortalecer la función 
cultural, lúdica, recreativa y política del espacio público (ccmpc, 2010, p. 25). 
De la misma manera, la carta reconoce “el Derecho a la manifestación y el deba- 
te en los espacios públicos” (ccmpc, 2010, p. 54). Así como “Generar espacios 
(públicos) y componentes urbanos que estimulen el encuentro, el intercambio, la 
comunicación y la expresión política de las personas y los colectivos” (ccmDc, 
2010, p. 57). El espacio público es multifuncional y es de todos, debe considerar- 
se el espacio por definición donde se materializa el derecho a la ciudad y donde 
se construyen las aspiraciones de los ciudadanos de tener una mejor ciudad. 

Entendiendo que, en última instancia, la ciudad en su conjunto es el espa- 
cio público por excelencia en la ccmpc (2010), se pretende “Generar instru- 
mentos y programas que apoyen el rescate del espacio público en sus aspectos 
funcionales (encuentro y conectividad), sociales (de cohesión comunitaria), 
culturales (simbólicos, patrimoniales, lúdicos de convivencia) y políticos (de 
expresión política, reuniones, asociaciones, manifestación)” (ccmpc, 2010, p. 
30). Con ello se estaría incluyendo una visión integral de la ciudad y de las fun- 
ciones y usos del espacio público con amplios procesos de participación ciuda- 
dana, propiciando que la ciudad sea vista como espacio del ejercicio y disfrute 
de los derechos humanos y no como una mercancía sujeta a las libres fuerzas 
del mercado. 

El caso del uso del espacio público como espacio político, es decir, como 
espacio de la protesta y la organización social —que tiene como finalidad que los 
ciudadanos tengan incidencia en la toma de decisiones colectivas— puede ser 
ilustrado por las mismas acciones del Comité Promotor de la ccmpc, el cual ha 
realizado diversas acciones en espacios públicos del centro de la Ciudad de Mé- 
xico para difundir, reivindicar y construir el derecho a la ciudad destacando los 
siguientes: en enero de 2008 se realizó el Foro El Derecho a la Ciudad y el Hábi- 
tat dentro de las actividades del Foro Social Mundial-Sección México, mientras 
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que en mayo de 2010 se llevó a cabo el Foro El Derecho a la Ciudad dentro de las 
actividades del Foro Social Mundial-Sección México, ambas actividades se rea- 
lizaron en la Plaza de la Constitución (zócalo). Por su parte, en junio de 2011, se 
realizó el acto político: Entrega de reconocimientos del pCmMB y el derecho a la 
ciudad en el Hemiciclo a Juárez, en la Alameda Central. Estos actos son los más 
relevantes, sin embargo, cabe señalar que desde finales del 2007 y hasta la fecha 
los promotores del derecho a la ciudad en la Ciudad de México han realizado 
diversas actividades en el espacio público, para difundir el derecho a la ciudad, 
rescatando la dimensión de asumir el espacio público como un derecho y no 
como una mercancía. 


El derecho a la ciudad y la función social de la ciudad 


En este capítulo se ha debatido sobre una serie de temas que tienen que ver con: 
el derecho a la ciudad y el espacio público; el derecho a la ciudad y la ciudadanía; 
los mecanismos de participación en la función social de la ciudad, de la propie- 
dad y de la tierra; y los instrumentos para cumplir con la Carta de la Ciudad de 
México por el Derecho a la Ciudad, entre otros. Ahora analizaremos brevemente 
una de las ideas centrales del derecho a la ciudad, a saber, la función social de la 
ciudad y de la propiedad. La ccmDC cuenta con seis ejes rectores o fundamentos 
estratégicos dentro de los cuales se encuentra la Función Social de la Ciudad, de 
la Tierra y de la Propiedad, que se refiere principalmente 


a la distribución y la regulación del uso del territorio y el usufructo equitativo de los 
bienes, servicios y oportunidades que la ciudad ofrece, priorizando el interés públi- 
co definido colectivamente. Su objetivo consiste en garantizar el derecho de todas 
las personas a un lugar seguro donde vivir en paz y con dignidad mediante la gene- 
ración de instrumentos para el abatimiento y espacios participativos para el control 
de la especulación, la segregación urbana, la exclusión y los desalojos y desplaza- 
mientos forzados (ccmpc, 2010, p. 23). 


En esta perspectiva, el derecho a la ciudad implica que los espacios públicos y 
privados de la ciudad y de los ciudadanos deben priorizar el interés social, cul- 
tural y ambiental, asimismo, “busca asegurar el derecho a participar en la formu- 
lación de política pública urbana y que los habitantes tengan el derecho a parti- 
cipar de las rentas extraordinarias generadas por el gasto público” (CGLU, 2016) 
y por las inversiones privadas. Necesitamos establecer políticas de regulación del 
mercado del suelo para controlar su valor elevado y priorizar el interés social, 
combatiendo procesos de expulsión de personas de menores recursos mediante 
los procesos de gentrificación. 

Sin bien es cierto que si hubiera condiciones para aplicar rígidamente el fun- 
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damento estratégico del derecho a la ciudad de privilegiar la función social de la 
ciudad, el territorio y de la propiedad, tendríamos más espacios públicos y más 
vivienda de interés social y menos megaproyectos y vivienda privada; lo cierto es 
que, en las actuales condiciones que viven las ciudades, los intereses privados 
son difíciles de controlar, por lo que una forma de regularlos para que las inver- 
siones privadas contribuyan a financiar el desarrollo urbano a través del gasto 
público es establecer mecanismos para la recuperación de plusvalía. Una vez 
obtenida la plusvalía se necesita garantizar que las ciudades desarrollen una ac- 
ción pública, con los recursos obtenidos, que sea acorde con los fundamentos 
estratégicos del derecho a la ciudad, esto es: con amplios procesos de participa- 
ción ciudadana; con transparencia en el uso de los recursos; con rendición de 
cuentas y con justicia y equidad social y territorial. Esta función social de la 
ciudad y de la propiedad debe ser la base para que junto al otro gran fundamen- 
to estratégico, denominado gestión democrática de la ciudad, la ciudadanía deci- 
da sobre cuestiones como qué hacer en espacios tan importantes para la vida de 
la ciudad como los terrenos del aeropuerto, los terrenos de la explanta de asfalto 
o los espacios públicos como los que se pretendían intervenir con el proyecto del 
corredor Chapultepec. 

A una escala menor, pero no menos importante, se deben seguir impulsan- 
do programas como el PCMB, ahora elevado a rango de ley a través de la Ley de 
Mejoramiento Barrial y Comunitario del D.F (ahora CDmx). El pPMBC debe se- 
guir contribuyendo al fortalecimiento y ejercicio pleno de la democracia, en el 
plano comunitario y/o barrial fortaleciendo el ejercicio, por ejemplo; del dere- 
cho a la participación (asamblea), para que los habitantes sean parte fundamen- 
tal de la construcción y transformación de su comunidad y, por tanto, de su 
ciudad; del derecho a la rendición de cuentas para saber cómo se gastan los re- 
cursos que vienen del pueblo contribuyente, no del gobierno (transparencia); (el 
PMBC debe contribuir a combatir la corrupción en todos sus niveles y demostrar 
que los ciudadanos pueden ser buenos gestores y ejecutores de proyectos que 
incidan en el mejoramiento de su calidad de vida, impulsando otros procesos 
organizativos en donde pueda haber recursos públicos o incluso autogenerados 
por la comunidad generando procesos de autogestión) del ejercicio del derecho 
a acceder a la información pública gubernamental; del derecho al espacio públi- 
co y con él a la seguridad, al esparcimiento, a la manifestación; del derecho al 
rescate y mejoramiento de la imagen urbana; y, por último, del ejercicio del de- 
recho a permanecer en sus lugares de residencia. Necesitamos reproducir pro- 
gramas como el de mejoramiento barrial a escalas más grandes que incluyan 
varios barrios, alcaldías (antes delegaciones políticas) o varias demarcaciones 
territoriales evitando y combatiendo la segregación socio-espacial. 
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Conclusiones 


A pesar de que en la actualidad cuenta con múltiples acepciones que generan 
una ambigiiedad y múltiples formas de entenderlo y ejercerlo, el derecho a la 
ciudad se presenta como un término que remite a la necesidad de debatir sobre 
el presente y el futuro de las ciudades. Se debe seguir trabajando en sus signifi- 
cados y en la capacidad que tiene (o puede tener) de ser visto como un derecho 
formal, como una bandera de lucha o como un concepto analítico que nos per- 
mite entender la complejidad de la vida urbana. A pesar de esa polisemia, el 
derecho a la ciudad se presenta en los inicios del siglo xx1 como un derecho 
emergente, en busca de su reconocimiento legal, que pretende contribuir a me- 
jorar los niveles de vida de la población que hoy en día vive mayoritariamente en 
las ciudades. El derecho a la ciudad visibiliza una serie de luchas a favor de nue- 
vos derechos y por la ampliación de una ciudadanía democrática. El derecho a la 
ciudad se presenta como un proyecto de defensa y protección de los derechos 
humanos, así como de ampliación de los derechos colectivos. Las pretensiones 
de los actores de la sociedad civil, que reivindican el derecho a la ciudad como 
derecho colectivo, apelan a la integralidad de los derechos y a la visión integral 
de los problemas urbanos y a su solución, también, de manera integral y colecti- 
va. El derecho a la ciudad se presenta también como base para una nueva gene- 
ración de políticas urbanas y como mecanismo de defensa y recuperación del 
espacio público. 

Así como el derecho a la ciudad puede ser entendido como una síntesis de 
múltiples aspiraciones, también puede considerarse una síntesis de múltiples pa- 
radojas y contradicciones, pero también de múltiples posibilidades de abordar 
los complejos fenómenos urbanos. La reivindicación actual del derecho a la ciu- 
dad abre una agenda de investigación con muchas vertientes, retos y oportuni- 
dades. Analizar los fenómenos de la vida urbana a través del cristal o el lente del 
derecho a la ciudad nos permite verlos desde una perspectiva multicausal, inter- 
dependiente, compleja y relacional que requiere, por tanto, análisis y enfoques 
inter y multidisciplinarios, asumiendo de entrada una posición que implica ver 
a la ciudad misma y a sus habitantes no solo como parte de los problemas sino 
como parte fundamental de su solución. 

Con sus imprecisiones y ambigiedades, el derecho a la ciudad se encuentra 
presente en el discurso y en la práctica de diversos actores civiles y sociales que 
han luchado históricamente y siguen luchando por ciudades más justas, equita- 
tivas, igualitarias, sustentables y democráticas para todos. El derecho a la ciudad 
coloca alos habitantes y ciudadanos como protagonistas en la construcción de la 
ciudad (espacios públicos, infraestructura, políticas públicas, relaciones socia- 
les). En suma, el derecho a la ciudad se encuentra, aquí, presente para el debate. 
Por su marcado sentido antineoliberal, el derecho a la ciudad como proyecto 
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político es potencialmente un concepto, una idea y una propuesta que se coloca 
como alternativa y respuesta a la hegemonía neoliberal y al predominio de la 
democracia representativa permitiendo, en contraparte, una perspectiva social 
en la producción de ciudades y propiciando la instauración de formas directas 
de participación democrática. En este orden de ideas, la existencia del conflicto 
urbano —derivado, entre otros factores, de la implementación de megaproyec- 
tos de urbanización y de la mercantilización de los derechos, bienes, servicios y 
de la oposición ciudadana a través de la movilización— viene a significar una 
regularidad en la vida urbana contemporánea. De ahí que la confrontación de 
ideas, conceptos y visiones de lo que deben ser las ciudades contemporáneas y 
los sujetos centrales de su producción y disfrute es resultado directo de las con- 
tradicciones propias de los efectos que el capitalismo genera en la ciudad. La 
necesidad de debatir sobre la existencia de alternativas a la forma capitalista de 
hacer ciudad permite a los habitantes tener esperanza de que las cosas pueden 
ser diferentes, cuestionando el discurso hegemónico que afirma que la moderni- 
dad y la globalización representan el estadio superior de la sociedad humana y la 
ciudad capitalista neoliberal, su producto más acabado. 

La construcción social del derecho a la ciudad, y particularmente de la Car- 
ta de la Ciudad de México por el derecho a la Ciudad (ccmDC), constituye una 
aportación de las organizaciones de la sociedad civil y de los movimientos socia- 
les a la construcción de ciudades justas, democráticas, incluyentes y sustentables 
en contraposición a la visión neoliberal que ve a los derechos como mercancías, 
privilegiando, por lo tanto, no la acción de los ciudadanos sino la intervención 
de los empresarios y grupos de poder en la definición del desarrollo urbano. Tal 
vez sea una aportación aún insuficiente, pues en realidad la acción colectiva de 
estos grupos ha incidido muy poco en las decisiones gubernamentales, pero lo 
que sí es un hecho es que el derecho a la ciudad se ha colocado ya como un de- 
recho imprescindible cuando se trata de analizar y construir el futuro de la ciu- 
dad más bella del mundo, la Ciudad de México; por lo tanto, el derecho a la 
ciudad y la carta constituyen una aspiración legítima y necesaria. 

Como propuesta ciudadana, el derecho a la ciudad nos permite observar la 
capacidad organizativa de la sociedad civil para generar acciones colectivas que 
intentan incidir en el rumbo que debe tomar la Ciudad de México, a partir de la 
construcción de políticas públicas democráticas e incluyentes y del respeto irres- 
tricto a los derechos que se incluyen precisamente en la ccmDc (2010) y que se 
sustentan tanto en las leyes mexicanas como en los tratados internacionales fir- 
mados por nuestro gobierno. Aún y cuando la carta no ha sido reconocida legal- 
mente —y, por lo tanto, no tiene carácter vinculante—, la construcción y difu- 
sión de ésta ha permitido a grupos importantes de la sociedad conocer sus 
derechos ya reconocidos legalmente y hacerlos valer mediante mecanismos de 
exigibilidad jurídica, mientras que en el caso de los derechos no reconocidos lo 
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que se ha generado es una apropiación legítima que ha sido incentivada, por la 
reivindicación del derecho a la ciudad y sus instrumentos, y que ha recurrido a 
mecanismos de exigibilidad política. 

En un contexto político y económico marcado por la privatización de los 
servicios públicos y la mercantilización de los derechos, por el adelgazamiento 
del aparato estatal y por recortes al gasto social (medidas todas que siguen al pie 
de la letra los dictados de la política neoliberal), la necesidad de construir un 
nuevo orden urbano, redistributivo e incluyente es por demás urgente, de ahí 
que la reivindicación del derecho a la ciudad se legitime como proyecto que 
busca exactamente lograr los efectos contrarios, exigiendo la obligación del Es- 
tado de garantizar los derechos, invertir en desarrollo social y abrir espacios de 
participación en la definición de la política urbana. 
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EL CONCEPTO DEL DERECHO A LA CIUDAD: 
UNA CONSTRUCCION HISTORICA* 


MARYSsoL Rojas PABÓN ** 
Introducción 


La idea central de este trabajo es presentar los aportes que se han realizado en 
torno al concepto de derecho a la ciudad, en términos teóricos, realizados a lo 
largo de los últimos cincuenta años desde diversas disciplinas, así como mostrar 
el sustento político, social y filosófico que se ha consolidado a través de los años 
en la lucha por el reconocimiento de este derecho. De igual forma, se aporta un 
recorrido histórico frente al trabajo desarrollado por las organizaciones sociales 
sobre los elementos constitutivos del derecho a la ciudad, en términos de prin- 
cipios rectores y fundamentos estratégicos. Para guiar el presente trabajo pro- 
pongo la siguiente pregunta: ¿Cuáles son los aportes que se han realizado a lo 
largo de la historia frente a la categoría derecho a la ciudad, para entender este 
concepto en dos dimensiones: como aporte teórico y como dinamizador social? 

Cuando hablamos del derecho a la ciudad nos referimos a un derecho que se 
ha consolidado a partir de la lucha que, desde hace más de cuatro décadas, vie- 
nen realizando diferentes organizaciones sociales de diversos países del mundo, 
en particular, de América Latina. Vemos el derecho a la ciudad en dos dimensio- 
nes: en la primera entendido como concepto teórico; en la segunda, como narra- 
tiva social, como la cristalización de un análisis crítico que pone en cuestión el 
funcionamiento social y económico de las ciudades. 

En la presente colaboración se revisan los aportes teóricos, desarrollados de 
manera interdisciplinaria por autores como: Henry Lefebvre, David Harvey, Jor- 
di Borja, Fabio Velásquez, Edésio Fernándes; elaboraciones que han aportado a 
la construcción y complejización del concepto mismo de derecho a la ciudad. El 
trabajo integra elementos centrales: la contextualización histórica, de dónde sur- 
ge el derecho a la ciudad, sus orígenes, las organizaciones que a través de su 
trabajo han proyectado este derecho al escenario internacional, y las reivindica- 


* El presente artículo es parte del primer capítulo, “El derecho a la ciudad en las ciudades globales. Una cons- 
trucción desde la sociedad civil”, de la tesis doctoral presentada en el posgrado de Estudios Latinoamericanos 
de la Universidad Nacional Autónoma de México, en el año 2013. El texto final fue titulado “La construcción 
del derecho a la ciudad. El aporte de las organizaciones sociales en Bogotá y Sao Paulo”. 

** Trabajadora social de la Universidad Nacional de Colombia, maestra y doctora en Estudios Latinoamerica- 
nos de la Universidad Nacional Autónoma de México. Docente-investigadora de la Universidad Externado de 
Colombia y docente ocasional de la Universidad Nacional de Colombia. Trabaja temas relacionados con tra- 
bajo social y participación comunitaria, derecho a la ciudad en Colombia y Brasil, sociedad civil y procesos 
organizativos. Correo electrónico: mrojaspaQunal.edu.co. 


89 


MARYSOL ROJAS PABÓN 


ciones que constituyen el derecho a la ciudad. Se presenta una revisión del cami- 
no recorrido en la construcción de este derecho, del contenido que se ha impre- 
so, así como del sustento político-social y filosófico que se ha llevado a través de 
los años en la lucha por su reconocimiento. Se presentan elementos constitutivos 
del derecho a la ciudad en términos de principios rectores y sus fundamentos 
estratégicos. Se denota el papel significativo de la función social de la propiedad 
y de la gestión democrática de la ciudad. 


Aportes iniciales frente al derecho a la ciudad. 
Lefebvre y el derecho a la ciudad 


El concepto de derecho a la ciudad ha empezado a ser parte de los referentes 
de la reivindicación social. Retomaremos el desarrollo realizado por Henry 
Lefebvre. A finales de los sesenta, en el marco de la crisis urbana caracterizada 
por la marginación y la hiperurbanización de Francia, Lefebvre desencadenó 
un profundo replanteamiento de las teorías acerca de la ciudad que, nutrida 
por la corriente marxista, se hizo presente en el urbanismo crítico. En su tex- 
to El derecho a la ciudad, publicado en 1969, aporta los elementos centrales de 
la discusión de los derechos básicos de los ciudadanos dentro de una sociedad 
de producción capitalista. 

Cuando Lefebvre habla de las características de la ciudad hace referencia a la 
crisis que atraviesa, mencionando que “Esta crisis a escala mundial hace apare- 
cer nuevos aspectos de la realidad urbana. Ilustra lo que fue poco o mal com- 
prendido; devela lo que había sido mal percibido. Obliga a reconsiderar no solo 
la historia de la ciudad y de los conocimientos sobre la ciudad, sino la historia de 
la filosofía y la del arte”. (Lefebvre, 1969, p. 63). Se entiende la ciudad como un 
producto de la creación humana, cómo el sujeto se ve y siente la ciudad de su 
representación, apropiación y reflexión en el espacio urbano. Lefebvre desarrolla 
la idea de la conjunción entre un orden de lo inmediato y otro, de lo lejano. El 
primero —inmediato— está ligado a las relaciones de las personas, los grupos, 
las familias. Esto construye un nivel de lo próximo, de lo inmediato-directo y se 
denomina orden próximo. Por otro lado, se encuentran las grandes instituciones 
(Estado, Iglesia), son órdenes institucionalizados con normas y dotados de po- 
deres que le dan un nivel superior de reconocimiento social, esto es el orden le- 
jano. Este orden está constituido por principios morales y jurídicos al relacionar- 
se con el orden próximo, se hacen evidentes y adquieren materialidad. La ciudad, 
plantea Lefebvre, es una mediación entre las mediaciones: 


Conteniendo el orden próximo, lo mantiene; mantiene asimismo las relaciones de 
producción y propiedad, y es el lugar de reproducción. Contenida en el orden lejano, 


lo sostiene, lo encarna, lo proyecta sobre un terreno (el término) y sobre un plano, 
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el de la vida inmediata; lo inscribe, lo prescribe, lo escribe, texto en un contexto más 
extenso e inaprehensible en sí salvo para la reflexión. (Lefebvre, 1969, p. 64). 


Lefebvre a lo largo de su obra desarrolla, de manera sostenida y con énfasis, 
el argumento de la construcción de la ciudad por parte de la sociedad. La ciudad 
capitalista es fruto de la industrialización y de la producción de bienes materia- 
les, pero también es un espacio de producción de relaciones sociales, producción 
de signos, símbolos, contenidos sociales, y para propiciar la reproducción social 
(espacios de ocio, de encuentro y de intercambio semántico). “Concebir la ciu- 
dad como un sistema semántico, semiótico o semiológico, a partir de la lingiís- 
tica, el lenguaje urbano o la realidad urbana considerada como conjunto de sig- 
nos”. (Lefebvre, 1969, p. 74). La construcción del espacio urbano implica 
necesariamente por un lado, la materialización de la lucha de clases y la contra- 
posición de intereses; y, por el otro, la construcción de contenidos simbólicos en 
el territorio. Así, la construcción misma de la ciudad es el escenario de las me- 
diaciones. 


Las ciudades fueron marcadas por actos y agentes locales, pero también por las 
relaciones interpersonales de producción y propiedad y, por consiguiente, de clases 
y luchas de clase; y, subsiguientemente, por las ideologías (religiosas, filosóficas, es 
decir, éticas y estéticas, jurídicas, etc.). La proyección de lo global sobre el terreno 
y sobre el plano específico de la ciudad sólo se efectuó a través de mediaciones 
(Lefebvre, 1969, p. 73). 


Lefebvre articula la relación entre la construcción de la ciudad y el sujeto 
mismo, cómo el sujeto es y cómo forma parte de la ciudad. Lo constituye, pero a 
la vez está contenido en ella. Incide en las formas y niveles de transformación de 
la misma. En un sentido dialéctico de construcción y apropiación de la ciudad, 
es el sujeto —entendido como sujeto social — quien construye la ciudad y, a la 
vez, es objeto de incidencia en la misma. 


Si aceptamos el término “producción” en un sentido amplio (producción de obras y 
producción de relaciones sociales), hubo en efecto, en la historia, producción de 
ciudades, al igual que hubo producción de conocimientos, cultura, obras de arte y 
civilización, y como hubo naturalmente producción de bienes materiales y de obje- 
tos práctico-sensibles (Lefebvre, 1969, p. 65). 


Lefebvre, en el texto Derecho a la ciudad, se opone a la deshumanización de 


las ciudades y trata de rescatar al hombre como elemento real y principal, como 
eje de una ciudad que él ha construido durante su historia. Además, intenta con- 
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cebir la ciudad como un espacio de interacción entre sujetos autónomos con 
derechos. 


... si hay producción en la ciudad y relaciones sociales en la ciudad, ello no es otra 
cosa que producción y reproducción de seres humanos por seres humanos, mejor 
aún que producción de objetos. La ciudad tiene una historia; es obra de una historia, 
es decir, de personas y grupos muy determinados que realizan esta obra en condi- 
ciones históricas. Las condiciones que simultáneamente permiten y delimitan las 
posibilidades no bastan nunca para explicar lo que nació de ellas, en ellas, por ellas 
(Lefebvre, 1969, p. 65). 


Destaca Lefebvre el problema de la segregación en la ciudad. Al desarrollarlo 
resalta cómo la urbanización es un reflejo de las leyes mismas del capitalismo, ya 
que es la evidencia de la inversión de los excedentes de capital. El proceso de in- 
dustrialización capitalista, a partir de la plusvalía, genera excedentes de capital 
que es necesario invertir. Esta inversión se realiza desde la urbanización y la in- 
versión inmobiliaria que activan nuevamente el ciclo del capital y, en consecuen- 
cia, generan más ganancia. Además, el urbanismo continúa con las lógicas del 
capital y responde a las leyes del valor de uso y del valor de cambio. El territorio 
como bien material adquiere su valor de acuerdo a la oferta y la demanda. Este 
valor es atravesado por variables como la ubicación, la accesibilidad, las condicio- 
nes presentes y futuras, los proyectos de expansión y la posición geoestratégica. 
La ciudad es el escenario de materialización de las luchas de clase por el posicio- 
namiento y de la configuración de los lugares donde tiene anclaje el capital y sus 
proyectos económicos e ideológicos. En ella —la ciudad— tiene lugar la repro- 
ducción material, pero también la construcción simbólica de esta y sus habitantes. 

Lefebvre afirma que junto al derecho de libertad, trabajo, salud y educación 
se debe incluir el derecho a la ciudad, es decir, el derecho de los ciudadanos a 
vivir en territorios propicios para la convivencia, ricos en usos diversos, donde el 
espacio y los equipamientos públicos sean factores de desarrollo colectivo e in- 
dividual; el derecho de todos a disfrutar de un entorno seguro, que favorezca el 
progreso personal, la cohesión social y la identidad cultural. Por otra parte, Le- 
febvre en otro de sus libros, Espacio y política (1976), hace una reflexión funda- 
mental sobre este tema del derecho a la ciudad. Cada uno de los procesos socia- 
les tiene un espacio, esto es, cuenta con una espacialidad. Se desarrolla en un 
lugar, con unos actores y unas acciones específicas, y corresponde a una dinámi- 
ca social que se materializa en el espacio mismo. Por lo tanto, las manifestaciones 
por el derecho a la ciudad se pueden leer como acciones políticas espacializadas. 

Analizar la dinámica urbana implica espacializar los procesos y ver las di- 
mensiones del capital en el espacio. No se trata de tener una cartografía del pro- 
ceso ni de localizar el fenómeno y ponerlo en el espacio, sino de espacializar el 
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fenómeno, es decir, ver sus características y analizarlo dentro de la lógica del 
capital. David Harvey, en su texto titulado El nuevo imperialismo (2007), nos 
muestra cómo en la actualidad el capitalismo, en su modo imperialista, continúa 
con las prácticas denominadas por Marx acumulación originaria. El recorrido 
por este sustento analítico lleva a Harvey a realizar un giro hacia lo que denomi- 
na acumulación por desposesión. 


El inconveniente de esta hipótesis es que relegan la acumulación basada en la depre- 
dación, el fraude y la violencia a una “etapa original” ya superada ... al capitalismo 
como sistema cerrado. ... Dado que no parece muy adecuado llamar “primitivo” u 
“original “a un proceso que se halla vigente y se está desarrollando en la actualidad, 
en lo que sigue sustituiré estos términos por el concepto de “acumulación por des- 
posesión (Harvey, 2007, p. 116). 


La privatización es el principal instrumento de la acumulación por despose- 
sión, este se agudiza, según el autor a partir de 1973, como mecanismo para in- 
tentar compensar los problemas crónicos sobre la acumulación surgida de la 
producción ampliada. Al ser “la transferencia de activos públicos productivos 
(agua, tierra, bosques, aire) a empresas privadas, al ser arrebatados a los usuarios 
se está dando un proceso de desposesión bárbaro, a una escala sin precedentes 
en la historia” (Harvey, 2007, p. 124). 

En América Latina, el proceso de privatización se dio de manera diferencia- 
da de acuerdo a cada país. Se sabe que el primer país en adoptar el modelo de 
privatización fue Chile, después siguieron los demás países del continente que, 
en menor o mayor escala, continuaron la pauta establecida por las políticas del 
Banco Mundial y del Banco Interamericano de Desarrollo (BID). Ante las altas 
tasas de inflación, que agobiaron a los países a lo largo de la década de los ochen- 
ta e inicios de los noventa, estas instituciones recomendaron implementar un 
ajuste fiscal. Cada uno de los países, según sus especificidades, ha transitado por 
la privatización con características propias. Sin embargo, un elemento común ha 
sido la venta de los activos nacionales, hoy en manos de inversionistas privados 
nacionales e internacionales. Esto ha llevado, después de estas décadas de neoli- 
beralismo, al desmantelamiento de los activos de las naciones, a fuertes crisis 
que han tenido diversas manifestaciones sociales de carácter nacional: la guerra 
del agua en Bolivia, el cacerolazo en Argentina, la dimisión de tres presidentes 
en Ecuador, el levantamiento zapatista en México, las movilizaciones campesi- 
nas e indígenas en Colombia. Por otro lado, un giro político hacia el centro y 
centro izquierda ha dado origen a gobiernos que en mayor o menor medida son 
muestra de un revisionismo presente en el continente: Ecuador con Correa, Ve- 
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nezuela con Chávez, la era Kirchner en Argentina, Evo en Bolivia, Lugo en Para- 
guay, Mujica en Uruguay y Bachelet en Chile” 

Harvey afirma que, aunque no cree que la acumulación por desposesión se 
dé exclusivamente en la periferia, es cierto que algunas de sus manifestaciones 
más atroces e inhumanas se producen en las regiones más vulnerables y degra- 
dadas del desarrollo geográfico desigual. Las luchas en torno a la desposesión se 
verifican, sin embargo, en escalas muy variadas, muchas son locales y algunas 
regionales. Para tener una idea basta ver los proyectos mineros que se encuen- 
tran de manera transversal en toda América Latina, en particular en América del 
Sur, que despojan a campesinos e indígenas de sus tierras”, y también los proyec- 
tos inmobiliarios que desalojan a poblaciones originarias, ancestrales o de varias 
generaciones para dar paso a unidades residenciales de alto padrón. Dice Har- 
vey que propender por el derecho a la ciudad es dar un paso adelante para uni- 
ficar estas luchas, además, supone adoptar el derecho a la ciudad como eslogan 
práctico e ideal político. 


La democratización de ese derecho y la construcción de un amplio movimiento 
social para hacerlo realidad son imprescindibles si los desposeídos han de recuperar 
el control sobre la ciudad del que durante tanto tiempo han estado privados, y de- 
sean instituir nuevos modos de urbanización (Harvey, 2008, p. 39). 


El derecho a la ciudad es un derecho colectivo. Como apunta Z. Bauman 
“está en la naturaleza de los derechos humanos el hecho de que, aunque se hayan 
formulado para ser disfrutados de forma individual, ... sea preciso luchar por 
ellos y conquistarlos de forma colectiva, y sólo puedan otorgarse de forma colec- 
tiva” (Bauman, 2006, p. 64). Esta dimensión colectiva del derecho es clave para 
la relación con los mecanismos de reivindicación y para evaluar la situación de 
este derecho en el conjunto de la ciudad y en los diferentes grupos sociales que 
la componen. El derecho a la ciudad es un derecho amplio que si bien incluye el 
derecho a la vivienda, lo sobrepasa; de igual forma, el derecho a la educación, 


* Por supuesto, cada una de las manifestaciones de estos países amerita un estudio profundo que no es el tema 
del presente texto, pero que indiscutiblemente nos sirve de referencia para dimensionar tanto los procesos de 
desposesión como los efectos a nivel político, social y económico que se han generado en nuestro continente. 


? De manera amplia se puede consultar el texto de Ceceña, Ana Esther, Aguilar, Paula y Motto Carlos (2007), 
en particular, el desarrollado sobre el proyecto Irsa —Integración de la Infraestructura Regional Sudamerica- 
na— en territorialidad de la dominación. A lo largo de este trabajo, los autores explican los proyectos que se 
encuentran en los diez ejes para el desarrollo de la infraestructura regional —eje Amazonas, Capricornio, hi- 
drovía Paraná-Paraguay, Mercosur-Chile, andino, interoceánico central, Perú-Brasil-Bolivia, del Sur, Escudo 
Guayanés y andino del Sur—, planteados en el plan de ordenamiento territorial americano como una estrate- 
gia para acceder a los recursos que se encuentran en Suramérica. Podemos ver la importancia de las vías flu- 
viales, los tramos carreteables, los proyectos pesqueros, las exploraciones, el acceso al conocimiento ancestral 
de la flora y fauna, el interés en el agua, los proyectos extractivos —gas, petróleo, carbón, metales (uranio, 
hierro, oro, cobalto) y piedras preciosas—, proyectos turísticos e hidroeléctricos. 
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pero es más que esta; el derecho a vivir en un ambiente sano, pero es más que el 
derecho al medio ambiente; en las mismas dimensiones, el derecho a la salud, al 
transporte, al trabajo digno. En nuestros contextos latinoamericanos, por lo ge- 
neral, son las poblaciones de bajos recursos aquellas que no tienen acceso a vi- 
viendas con esta infraestructura. 

La urbanización de las ciudades reserva espacios que tienen poco valor pre- 
sente y/o futuro. Así, de manera explícita o implícita, estos espacios están reser- 
vados para que los sectores de bajo o sin poder adquisitivo se ubiquen: zonas 
montañosas, de ladera, de alto riesgo, en las orillas o riberas de los ríos, espacios 
que en su mayoría la población de bajos recursos tiene a su disposición para la 
construcción de vivienda, y son estos mismos grupos los protagonistas de las 
formas organizativas que han generado avances en el derecho a la ciudad. 


La clase dominante y el Estado refuerzan la ciudad en tanto centro de poder y de 
decisión política, por otra, el dominio de una clase y de su Estado hace estallar la 
ciudad... No se trata de un derecho en la acepción jurídica del término, sino de un 
derecho análogo a los que quedan estipulados en la célebre Declaración de los 
Derechos del Hombre, base constitutiva de la democracia. Estos derechos no son 
jamás literalmente cumplidos, pero se refiere uno constantemente a ellos para de- 
finir la situación de la sociedad. En términos románticos, el derecho a la ciudad es 
el camino a la utopía. Se sabe que no se llegará a ella, pero sirve para caminar 
(Sánchez, s/f, p. 5). 


La mayor fuerza, como tema público del derecho a la ciudad, se ha dado por 
el trabajo continuo que desarrollan los movimientos sociales a nivel mundial. La 
presencia de diferentes tendencias y énfasis ha sido la fuerza del movimiento 
urbano, es el motor que ha puesto este tema en las cumbres mundiales, en los 
foros internacionales, nacionales y regionales de los diferentes continentes. Ha- 
blar hoy del derecho a la ciudad es hablar de una construcción social de varias 
décadas y que se ha cristalizado en el reconocimiento de un derecho colectivo, 
en algunos lugares con más fuerza que en otros. El derecho a la ciudad se ha 
venido construyendo de la mano del ejercicio de la ciudadanía. Han sido, sin 
lugar a dudas, los movimientos sociales y las organizaciones comunales de base 
los que han movido el tema del derecho a la ciudad desde el ámbito privado, para 
dar un paso hacia la opinión pública y, de ahí, hacia la esfera de la política pública. 

Los movimientos ciudadanos, siguiendo a Borja (2000), en los últimos trein- 
ta años, han hecho importantes contribuciones a la gestión de la ciudad y al ur- 
banismo de este principio de siglo. El primero es el relacionado con la revalori- 
zación de los lugares, del espacio público, de la calidad de vida, de la dialéctica 
barrio-ciudad, del policentrismo de la ciudad moderna; el segundo, con la exi- 
gencia de la democracia ciudadana, la concertación y la participación en los 
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planes y proyectos, los programas integrados, la gestión de proximidad y la recu- 
peración del protagonismo de los gobiernos locales en la política urbana. El ciu- 
dadano se recrea a partir del ejercicio de la ciudadanía, como sujeto de la políti- 
ca urbana, al intervenir en la construcción y gestión de la ciudad. Dice Borja 
(2000): el marginal se integra, el usuario pasivo conquista derechos, el residente 
modela su entorno. Estas ciudadanías adquieren autoestima y dignidad enfren- 
tándose a los desafíos que les plantean las dinámicas y las políticas urbanas. El 
ciudadano es el que tiene derecho al conflicto urbano y a la participación social, 
es uno de los caminos para ampliar la incidencia en la toma de decisiones. 


Elementos constitutivos del derecho a la ciudad 


La ciudad es el espacio público, que produce identificaciones y diferencias; es el 
lugar abierto y significante donde confluyen todo tipo de flujos: económicos, 
culturales, de información y de poder. La ciudad es el lugar del ejercicio de la 
ciudadanía desde la mirada clásica de las polis; es el lugar de la deliberación, de 
la participación y del disenso. Plantea Velásquez (2008) que el derecho a la ciu- 
dad está atravesado fundamentalmente por el sentido de la participación. 


Este sentido democratizador puede presentarse tanto como “aperturas” desde arri- 
ba, si es que las iniciativas quedan restringidas al ámbito de la institucionalidad, 
pero también como construcción de dinámicas de acción y organización social y 
de ciudadanía en sentido extenso. Esta forma de participación implica un proceso 
de resocialización de la política y de configuración de un espacio público delibera- 
tivo que abre oportunidades de ejercicio de nuevas formas de gestión, de mejora- 
miento de las capacidades propositivas de la sociedad local y, sobre todo, de ciuda- 
danización de las demandas y propuestas. (Font citado por Barrera, G. 2004, p. 35). 


Cuando hablamos de participación democrática hacemos énfasis en la cons- 
trucción de ciudadanías, no solo en el sentido de involucramiento real y efectivo 
en los asuntos públicos del escenario institucional y del ejercicio de derechos 
civiles, sino sobre todo en el ejercicio pleno de derechos civiles, políticos, socia- 
les y económicos. La forma de ejercer la ciudadanía es entre iguales. Así es como 
lo menciona E. Zuleta (1980), sólo se pueden ejercer los derechos entre iguales, 
de otra forma se manda o se obedece. Cuando se habla de igualdad es necesario 
referirnos a igualdad ante la vida misma. Es decir, gozar de las mismas posibili- 
dades para ser y estar en el mundo. 

La participación está relacionada con la construcción de un sentido de iden- 
tidad. Dice Borja que “la participación democrática entraña además el estableci- 
miento de dinámicas de apropiación social del territorio, coadyuva en la forma- 
ción de sentidos de pertenencia e identidad” (2000, p. 156), de esta forma, en los 
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escenarios locales y nacionales es necesario asumir como derrotero la recons- 
trucción de un sentido de unidad y totalidad a través de una dialéctica de plura- 
lismo y consenso. La ciudad ajena y amenazante provoca la percepción de un 
sentido de distanciamiento, desapropiación y desarraigo que, además, promueve 
la fragmentación social. El derecho a la ciudad se encuentra atravesado por el 
sentido de participación y está constituido por tres elementos: la ciudad misma, 
la ciudadanía y el espacio público. La ciudad en su aspecto político es el espacio 
del disenso, el espacio público de la confrontación de ideas y poder, y el espacio 
donde confluyen una serie disímil de flujos como los económicos, culturales, de 
información y poder. La ciudadanía, afirma Velásquez (2008), es históricamente 
el estatuto de la persona que habita la ciudad. Los valores vinculados a la ciudad 
—libertad, igualdad, cohesión social, protección y desarrollo de los derechos 
individuales y de expresión, y construcción de identidades colectivas— depen- 
den de que el estatuto de ciudadanía sea una realidad material y no solo formal, 
pero fundamentalmente de que la ciudad se convierta en un espacio público que 
promueva el disenso. El espacio público se puede entender desde varios puntos 
de vista. Uno, como espacio funcional, que ordena las relaciones entre los ele- 
mentos construidos y las múltiples formas de movilidad y permanencia de las 
personas, es decir, el espacio de la calle, el mobiliario y las vías de comunicación. 
Otro, como espacio cultural, que proporciona referentes simbólicos, hitos urba- 
nos en general, entornos significativos, como parques y actividades culturales. 
Uno tercero, como espacio social, instrumento de redistribución, de cohesión 
comunitaria, de autoestima colectiva, de visibilidad y de construcción de identi- 
dades sociales, nos referimos a festivales, iglesias, actividades comunitarias. Un 
cuarto, y es la que queremos resaltar, como espacio político, de formación, de 
expresión de voluntades colectivas, espacio de la representación y del conflicto, 
de consensos y disensos, es decir, de manifestaciones y acuerdos políticos. (Ve- 
lásquez, 2008) 

El espacio público, como espacio político propicio para el disenso, es nece- 
sario leerlo en clave de tensiones, de intereses contradictorios. Un espacio públi- 
co atravesado por tres elementos constitutivos: la dominación, el conflicto y la 
emancipación. En este sentido, Modonesi en una conferencia (2010)* expone 
que el espacio público es un permanente intento para construir propuestas de 
dominación que entran en conflicto con proyectos emancipatorios. Este espacio 
es un espacio politizado donde se hacen presentes la potencia plebeya (concepto 
desarrollado por García Linera) y los proyectos burgueses. Estos dos elementos 
coexisten y se mantienen en disputa de manera cotidiana y tienen puntos álgidos 
de confrontación. Entonces, cuando se habla del derecho a la ciudad también 


* Conferencia desarrollada en el Instituto de Investigaciones Económicas de la Universidad Nacional Autóno- 
ma de México. 
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estamos hablando de un derecho integral que involucra dimensiones políticas, 
sociales, económicas y culturales. 

En la construcción del derecho a la ciudad, desde las experiencias sociales, 
vemos como las organizaciones sociales ponen claramente en conflicto estos tres 
elementos. De manera preponderante encontramos los proyectos urbanísticos, 
la inversión financiera y buena parte de la política pública, como reflejo de un 
proyecto dominante. Proyecto que a lo largo de su construcción ha generado 
conflicto, fundamentalmente, por el acceso a la tierra. Sin embargo, hemos asis- 
tido en la historia contemporánea de las ciudades a conflictos por la ampliación 
de derechos civiles y sociales, abanderados por movimientos raciales, mujeres, 
jóvenes u organizaciones sociales que desde la movilización han logrado la am- 
pliación de derechos. Afirma Velásquez que: 


El derecho a la ciudad es un derecho complejo; es universal porque cualquier perso- 
na puede vivir en la ciudad; es integral porque tiene que ver con todas las condicio- 
nes de vida; es interdependiente con otros derechos humanos reconocidos interna- 
cionalmente. No es un derecho más, es el derecho a hacer cumplir los derechos que 
ya existen formalmente y a exigir nuevos derechos en un escenario de realización 
como la ciudad, por lo tanto, el derecho a la ciudad es, ante todo, un instrumento de 
reivindicación política y acción colectiva (Velásquez, 2008, p. 328). 


Como son un derecho complejo el desarrollo y la legitimación —complementa 
Borja (2003)—, se requiere de tres elementos. 


+ Un proceso cultural de hegemonía de los valores que están en la base de este dere- 
cho y de su explicación, es decir, es el momento de la apropiación. 

+ Un proceso social de movilización ciudadana, para conseguir la legalización y la 
creación de mecanismos y procedimientos que permitan su realización. 

+ Un procedimiento político-institucional para formalizarlo, consolidarlo e imple- 
mentar las políticas públicas que lo hagan efectivo. 


Cuando hablamos de proceso social podemos referirnos a la construcción 
del derecho a la ciudad, y entonces resulta muy clara la forma de articulación de 
los tres elementos. Podemos decir que las organizaciones, al momento de poner 
en cuestión los valores de cambio de la tierra urbana y la vivienda —antes que el 
valor de uso mismo de las zonas de las ciudades latinoamericanas—, en particu- 
lar, la disputa hacia el valor de las zonas céntricas, que en la actualidad están 
siendo objeto de las políticas de gentrificación. Ver así, que se vienen consoli- 
dando una serie de organizaciones que a partir de poner en cuestión el principio 
de la utilidad económica, del valor futuro, de la plusvalía de la tierra —antes que 
el valor de la tierra urbana por parte de sectores subalternos—, nos da muestra 
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de un proceso de apropiación sobre el sentido de la noción de derecho. Vemos, 
con la construcción del derecho a la ciudad, cómo la interacción entre sociedad 
civil y Estado ha propiciado la construcción de una forma de ejercer la política 
de forma alterna, donde el ejercicio de la participación y la ciudadanía resulta el 
eje de articulación. 


El derecho a la ciudad como referente político 


Para tener un primer referente histórico-político del derecho a la ciudad es ne- 
cesario que nos ubiquemos en la Primera Conferencia Hábitat, en Vancouver 
1976. En esta conferencia, las ciudades afloran como escenarios sociales, econó- 
micos, culturales y políticos de relevancia para analizar el cambio social. Como 
resultado de esta primera conferencia se crea el Programa de las Naciones Uni- 
das para los Asentamientos Humanos, UN-HABITAT, encargado de facilitar el in- 
tercambio de información sobre vivienda y desarrollo sostenible de asentamien- 
tos humanos, de colaborar en países mediante la asesoría técnica para enfrentar 
los desafíos de la urbanización desordenada en las ciudades, y de promover vi- 
vienda digna para todos. 

A pesar de la relevancia del tema, sólo hasta 1996 se realizó la Segunda 
Conferencia Hábitat. Sin embargo, durante estas dos décadas las organizacio- 
nes sociales continuaron el trabajo de articulación, intercambio y formación a 
partir de los trabajos de cada país y, en algunos casos, de la articulación en el 
Frente Continental de Organizaciones Comunales (Fcoc).* Organización po- 
pular e independiente, sin fines de lucro, que propuso una corriente y una ideo- 
logía política propias, encauzadas hacia la igualdad social y la defensa de los 
derechos sociales, y la identidad cultural de las comunidades tanto indígenas 
como urbanas. México es uno de los países fundadores de este frente. En este 
espacio se propuso el primer Encuentro Latinoamericano de Organizaciones 
Comunales, que se realizó en Managua, Nicaragua en 1987 con la participación 
de diversas asociaciones y organismos de lucha popular de México, Perú, Boli- 
via, Nicaragua y Brasil. Con este encuentro latinoamericano, las organizaciones 
consiguieron posicionar el tema urbano en lo que, posteriormente, sería la 
Cumbre de Río. 


+ El rcoc se constituye como un frente con fuerte influencia militante y política, en el marco de los procesos 
políticos de izquierda que se vivieron en Centroamérica y el Caribe durante los años ochenta. Fue una organi- 
zación interamericana que aglutinó asociaciones y organizaciones del movimiento urbano de América Latina, 
el Caribe y Norteamérica. En Norteamérica participaron organizaciones de: México, Canadá y Estados Uni- 
dos. En el Caribe, organizaciones de: Cuba, República Dominicana, Haití, Salvador, Guatemala, Honduras, 
Belice, Nicaragua, Panamá, Costa Rica, Salvador. De la región Andina participaron organizaciones de: Perú, 
Bolivia, Chile, Venezuela. De Suramérica participaron: Brasil, Argentina, Uruguay y Paraguay. Aunque conti- 
núa con actividades, su mayor incidencia, trabajo y articulación fue durante los años ochenta. El nivel de arti- 
culación y participación de los países en los eventos ha disminuido significativamente. 
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La Cumbre de Río, desarrollada en 1992, fue considerada por los principales 
especialistas en legislación ambiental y desarrollo sostenible como uno de los 
puntos de inflexión, a nivel histórico, que abordó las cuestiones ecológicas en el 
concierto internacional. La Cumbre de Río puso en la agenda mundial el tema 
del medio ambiente; el mérito de esta cumbre es el de posicionar la temática 
ambiental, en el concierto internacional, cuando aún no estaba instalada en la 
opinión pública. También cumplió un papel importante como antecedente his- 
tórico al conseguir promulgar el tratado sobre urbanización, propuesto por el 
Foro de ONGs, denominado Por Ciudades, Villas y Poblados Justos, Democráticos 
y Sustentables, documento que es considerado un primer antecedente de lo que, 
posteriormente será la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad. 

El tratado sobre la urbanización se desarrolla a partir de la articulación de 
esfuerzos del programa Hic (Hábitat International Coalition), el .coc (Frente 
Continental de Organizaciones Comunales), y el FBRU (Foro Brasileño por la Re- 
forma Urbana). Este documento se centró en el tema de la urbanización; planteó 
en la opinión pública la problemática de la urbanización, la carencia de soluciones 
en el marco del recorte de la inversión por parte de los Estados; enfatizó en los 
problemas de sostenibilidad y sustentabilidad de las condiciones en las ciudades; 
hizo un llamado a la participación de las organizaciones sociales para la toma de 
decisiones a nivel local, nacional e internacional, y para la construcción de regla- 
mentaciones comprometidas con la justicia social, con el derecho a la ciudadanía 
—entendida como la participación de los habitantes en la gestión de las ciudades 
y pueblos—; incluye el derecho a la tierra, a los medios de subsistencia, a la vivien- 
da, al saneamiento, a la salud, a la educación, al transporte público, a la alimenta- 
ción, al trabajo, al ocio y a la información; también integra el derecho a la libertad 
de organización, el respeto a las minorías y a la pluralidad étnica, sexual y cultural, 
el respeto a los inmigrantes y el reconocimiento de su plena ciudadanía, la preser- 
vación de la herencia histórica, cultural y el disfrute de un espacio culturalmente 
rico y diversificado, sin distinciones de género, nación, raza, lengua y creencia. 

El tratado plantea como elementos a resaltar la importancia de la gestión 
democrática de la ciudad entendida como la forma de planear, producir, operar 
y gobernar las ciudades y los pueblos de la mano del control y participación de 
la sociedad civil, destacando como prioritario el fortalecimiento y autonomía de 
los poderes públicos locales y la participación popular. Se considera en este, de 
igual forma, la función social de la ciudad y la propiedad entendida como la 
prevalencia del interés común sobre el derecho individual de propiedad. Es im- 
portante subrayar que dentro de los principios básicos del tratado tiene especial 
relevancia el derecho al ejercicio de la ciudadanía, a la administración democrá- 
tica a nivel local, a la función social de la ciudad y la propiedad. 

En 1995, en el marco del encuentro Hacia la Ciudad de la Solidaridad y la 
Ciudadanía convocado por la UNESCO, la discusión por los derechos urbanos 
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incursiona en el ámbito internacional. En ese mismo año, Brasil impulsó la Car- 
ta de los Derechos Humanos en la ciudad, primer antecedente de lo que poste- 
riormente seria el Estatuto de la Ciudad. La Segunda Conferencia de las Nacio- 
nes Unidas sobre los Asentamientos Humanos (Hábitat II), que finalmente se 
celebró en Estambul (Turquía) entre el 3 y el 14 de junio de 1996,* logró expedir 
el mandato específico del Programa de Naciones Unidas para los Asentamientos 
Humanos, UN-HABITAT. Dentro de la agenda del programa se ubicaron concep- 
tos y problemáticas claves como: hábitat, pobreza urbana, mejoramiento de los 
asentamientos precarios, éxodo interno, gobernabilidad participativa, medio 
ambiente, seguridad alimentaria, transporte, dimensión estética del habitar, pla- 
neamiento y sus escalas locales y regionales en materia de desarrollo económico, 
urbanístico y habitacional, arreglos institucionales para la gestión pública de 
entidades del sector, entre otras. 

En la conferencia se discutieron dos de los fenómenos más característicos de 
las sociedades de nuestra época: el problema de la vivienda y la sostenibilidad. 
Esto se dio en las temáticas tituladas: Vivienda digna para todos y Asentamientos 
humanos sostenibles en un mundo en creciente urbanización. Posterior a la crea- 
ción del Programa Hábitat, se acuerda constituir el Foro Iberoamericano y del 
Caribe sobre Mejores Prácticas. Asentamientos Humanos para un Futuro más 
Sostenible.* Por otra parte, para el año 2000 se realizó en la ciudad de México la 
Primera Asamblea Mundial de los Pobladores Repensar la Ciudad desde la Gente 
donde se dio inicio a discusiones relacionadas con la construcción de ciudades 
democráticas, incluyentes, educadoras, habitables, productivas y seguras. En 
2001, con el Primer Foro Social Mundial en la ciudad de Porto Alegre, se dio pie 
a la redacción de la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad. Iniciativa que fue 
progresivamente revisada en la reunión de Quito en 2004 y de Barcelona en 2005. 


La formulación y promoción de una Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad 
tiene el propósito último de construir un instrumento a la vez universal y compacto 
que pueda ser adoptado por el Sistema de Naciones Unidas y los gobiernos como un 
instrumento jurídico o al menos como un nuevo referente básico en la definición y 
adopción del derecho a la ciudad como un nuevo derecho humano. La carta se con- 
cibe, en consecuencia, como instrumento de derechos humanos (Ortiz, 2008, p. 20). 


* Hay que recordar que pasaron 20 años para que fuera realizada la Segunda Conferencia Mundial pues, a 
pesar de los esfuerzos de varias organizaciones de diversos países, la ONU no mostraba interés en convocar a la 
segunda Conferencia. 


$ Se concibe en su objetivo más general, “como un proceso continuo y un lugar de encuentro en el que los 
distintos agentes sociales, instituciones públicas y privadas a todos los niveles puedan debatir y beneficiarse de 
las experiencias de los demás, intercambiando conocimientos, metodologías, etc. y promoviendo métodos de 
trabajo colectivo para la mejora de la difusión de información adecuada para trabajar en red entre entidades y 
personas interesadas en la implantación del Programa Hábitat”. 


101 


MARYSOL ROJAS PABÓN 


En 2002, se desarrolló el encuentro en Johannesburgo (Sudáfrica), del 26 de 
agosto al 4 de septiembre de 2002, con el ánimo de dar continuidad a los elemen- 
tos planteados en Río 1992. Sin embargo, pocos fueron los avances de los que las 
organizaciones sociales reportaron se habían alcanzado; el tema del Derecho a la 
Ciudad se continuó fortaleciendo en las discusiones regionales. La Carta Mun- 
dial del derecho a la ciudad busca revertir el predominio de los valores económi- 
cos y monetarios sobre las funciones sociales de la ciudad. 


El derecho a la ciudad es interdependiente con todos los otros derechos humanos 
existentes, es concebido integralmente y reconocido internacionalmente e incluye 
los derechos cívicos, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales. Tam- 
bién incluye el derecho a la libertad de reunión y organización, el derecho al ejerci- 
cio pleno de la ciudadanía y a la participación en la planeación, construcción y 
gestión de la ciudad, el desarrollo socialmente consciente del hábitat, el respeto a las 
minorías y la pluralidad étnica, racial, sexual y cultural, el respeto a los inmigrantes, 
y garantiza la preservación de la herencia histórica y cultural (Ortiz, 2008, p. 165). 


Paralelo a la promulgación de la Carta Mundial, cada uno de los países ha 
venido desarrollando —al interior múltiples reflexiones y sesiones de trabajo 
que permiten avances diferenciados en cada continente—. Para el año 2005, en 
el marco del Foro Social Mundial de Porto Alegre, se realizó un taller sobre el 
derecho a la ciudad. Allí participaron más de setecientas personas 


este taller representó un momento especial en el que un diverso rango internacio- 
nal, regional, nacional y local de organizaciones, activistas y agentes sociales, líderes 
populares, profesionistas, académicos, autoridades públicas, jóvenes, mujeres, adul- 
tos mayores y afro-brasileños demostraron inequívocamente su interés por el tema. 
Se comprometieron a hacer todo lo posible para promover la creación de ciudades 
más equitativas, democráticas y sustentables (Marques Osorio, 2008, p. 164). 


Así, el gobierno brasileño se comprometió con el tema representado en el 
Ministerio de las Ciudades, se adhirió a la carta y al proceso de implementación 
de la misma. En el año 2012. Se realiza la Cumbre de los Pueblos Río+20 por 
Justicia Social y Ambiental. En Defensa de los Bienes Comunes, contra la Mer- 
cantilización de la Vida. El trabajo de las diversas organizaciones sociales de los 
distintos países se centró en trabajar el tema ambiental, la crisis por el impactodel 
agro—negocio, la explotación minera y las extremas condiciones de exclusión, 
resultado de las políticas neoliberales. Hizo parte también la temática de las ciu- 
dades: las condiciones de vida y la necesidad de refrendar los fundamentos es- 
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tratégicos. Principalmente, se hizo referencia a promover la gestión democrática 
de la ciudad y la función social de la propiedad. ” 

El recorrido histórico-organizativo deja entrever los elementos de articula- 
ción política, conceptual y organizativa de los diferentes actores de la sociedad 
civil integrados por organizaciones de base, ONGs, universidades y centros de 
investigación, así como entes internacionales que nos permiten identificar las 
magnitudes y alcances de la iniciativa, y la fuerza y resonancia que alcanza la 
cuestión urbana en un contexto económico caracterizado por la fase neoliberal. 
Incursionar en el ámbito internacional, además de hacer visible una demanda 
común con especificidades, generó la posibilidad del reconocimiento a nivel na- 
cional, el respaldo en los escenarios locales, y dinamizó los procesos nacionales 
como en el caso de Brasil. 


Carta mundial del derecho a la ciudad y principios generales. 
Una bitácora de viaje 


La Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad se elabora a partir del antecedente 
que formuló la Carta Europea de los Derechos Humanos en la Ciudad, elabora- 
da por el Foro de Autoridades Locales de Saint Dennis en mayo de 2000, pero 
posteriormente se dio un amplio espacio de debate entre 2004 y 2005. Se cuen- 
tan entre estos espacios de discusión el Foro de las Américas en Quito, el Foro 
Mundial Urbano de Barcelona, el Foro Social Mundial en Porto Alegre, y la re- 
visión previa a Barcelona en 2005, además de eventos de carácter local. Es decir, 
estamos ante una declaratoria que ha sido objeto de variadas discusiones. Una 
carta que es parte de un proceso vivo, cambiante y en continua retroalimenta- 
ción, por parte de las organizaciones sociales de varias latitudes que han em- 
prendido la construcción de una propuesta común, que sirva de ideario político 
para la reivindicación de la ciudad como derecho colectivo. Como lo hemos 
mencionado, la elaboración de la carta recoge una serie de encuentros y discu- 
siones por parte de organizaciones de diversas latitudes. Por tanto, se debe en- 
tender la construcción de este instrumento como un avance de acuerdo, concer- 


7 De acuerdo con el documento final se plantea que: Otro bloque de derechos está relacionado con el derecho 
a la ciudad como forma de acceder a los bienes comunes de la ciudad, tales como los espacios públicos y la 
cultura. La gestión democrática de los espacios públicos con amplia participación popular debe caminar en 
oposición a su mercantilización y en pro de la declaración de las ciudades como espacios y territorios libres. La 
lucha por el derecho a la ciudad también debe incluir la oposición al proceso de militarización que ocurre en 
las ciudades; el derecho a la habitación digna y la ocupación de viviendas vacías fruto de la especulación y, 
además, el desarrollo y fortalecimiento de iniciativas que busquen la transición hacia un nuevo modelo de 
ciudad en el que se incluyan, entre otras cuestiones, el consumo consciente para promover la economía solida- 
ria y feminista, las granjas urbanas , la agroecología urbana, la bioconstrucción y la permacultura. (Extracto 
del Documento Final de la Cumbre de los Pueblos en Río+20 por Justicia Social y Ambiental. En Defensa de 
los Bienes Comunes, contra la Mercantilización de la Vida, p. 11). 
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tación y discusión de las organizaciones participantes en los eventos 
internacionales de los que se nutrió la discusión. 

La Carta Mundial del Derecho a la Ciudad es, ante todo, un “instrumento 
dirigido a fortalecer los procesos, reivindicaciones y luchas urbanas, se concibe 
como una plataforma capaz de articular los esfuerzos de los diversos actores-so- 
ciales, públicos y privados, interesados en darle vigencia a este derecho humano 
mediante su reconocimiento legal, implementación, regulación y puesta en 
práctica” (Carta Mundial, 2008). A continuación se presentan algunos de los 
elementos centrales de la Carta Mundial. 


Parte I. Consideraciones Generales. 


Artículo I. Derecho a la ciudad 

1. Todas las personas tienen derecho a la ciudad, sin discriminaciones de género, 
edad, condiciones de salud, ingresos, nacionalidad, etnia, condiciones migrato- 
rias, orientación política, religiosa, sexual, así como a preservar la memoria y la 
identidad cultural en conformidad con los principios y normas que se establecen 
en esta carta. 

2. El derecho a la ciudad es definido como el usufructo equitativo de las ciudades 
dentro de los principios de sustentabilidad, democracia, equidad y justicia social. 
Es un derecho colectivo de los habitantes de las ciudades, en especial de los gru- 
pos vulnerables y desfavorecidos, que les confiere legitimidad de acción y de or- 
ganización [...] el derecho a la ciudad es interdependiente de todos los derechos 
humanos internacionalmente reconocidos, concebidos integralmente, e incluye, 
por lo tanto, todos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales 
y ambientales que ya están reglamentados en los tratados internacionales de de- 
rechos humanos. 
El territorio de las ciudades y su entorno rural son también espacio y lugar de 
ejercicio y cumplimiento de derechos colectivos como forma de asegurar la dis- 
tribución y el disfrute equitativo, universal, justo, democrático y sustentable de los 
recursos, riquezas, servicios, bienes y oportunidades que brindan las ciudades. 
Por eso, el derecho a la ciudad incluye también el derecho al desarrollo, a un me- 
dio ambiente sano, al disfrute y preservación de los recursos naturales, a la parti- 
cipación en la planificación y gestión urbana y a la herencia histórica y cultural. 

3. La ciudad es un espacio colectivo culturalmente rico y diversificado que pertene- 
ce a todos sus habitantes. 


Artículo IT. Principios y fundamentos estratégicos del derecho a la ciudad. 
1. Ejercicio pleno de la ciudad y gestión democrática de la ciudad. 
1. Función social de la ciudad y de la propiedad urbana. 
1. Igualdad no discriminación. 
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1. Protección especial de grupos y personas en situación de vulnerabilidad. 
1. Compromiso social del sector privado. 
1. Impulso de la economía solidaria y políticas impositivas progresivas.* 


En esta primera parte encontramos el marco general de lo que será la Carta 
Mundial, es de resaltar algunos de los elementos ejes; encontramos la visión de 
un derecho universalizado que promueve la identidad cultural y la memoria. De 
otra parte, plantea el principio del usufructo equitativo de las ciudades dentro 
del principio de justicia social y equidad. Reivindicaciones que resultan en con- 
travía con la tendencia mundial hacia la concentración y la desigualdad. Plan- 
tear, en el artículo II, los fundamentos estratégicos es la consolidación del carác- 
ter político de este derecho, así como pensar en reivindicar y alcanzar el 
reconocimiento internacional para poner como fundamentos un derecho que, 
de manera disruptiva, se opone a la lógica del capital al plantear la función social 
de la ciudad y de la propiedad urbana, y el compromiso social del sector privado, 
elementos contradictorios a la lógica del capital mismo. 

Esta primera parte de la Carta Mundial resulta una declaratoria a la cons- 
trucción de otro tipo de sociedad donde la participación efectiva se vea como 
una opción para administrar elementos recogidos en la gestión democrática de 
la ciudad, la función social de la ciudad y de la propiedad urbana, la protección 
especial de grupos y en situación de vulnerabilidad. 


Parte II. Derechos relativos al ejercicio de la ciudadanía y a la participación 
en la planificación, producción y gestión de la ciudad. 

En esta parte se mencionan los elementos de la planificación y gestión de la 
ciudad, con la producción social del hábitat, el desarrollo equitativo y sustenta- 
ble, el derecho a la información pública, libertad e integridad, participación po- 
lítica, derecho de asociación, reunión, manifestación y uso democrático del es- 
pacio público urbano, derecho a la justicia, derecho a la seguridad pública y a la 
convivencia pacífica, solidaria y multicultural. 

Parte III. Derechos al desarrollo económico, social, cultural y ambiental de 
la ciudad. En este acápite se mencionan elementos como el derecho al agua, al 
acceso y suministro de servicios públicos domiciliarios y urbanos, derecho al 
transporte público y a la movilidad urbana, derecho a la vivienda, derecho al 
trabajo, derecho a un medio ambiente sano y sostenible. 

Parte IV. Disposiciones generales. En este último apartado se desarrolla lo 
relacionado con las obligaciones y responsabilidades del estado en la promo- 
ción, protección e implementación del derecho a la ciudad; los modelos de im- 
plementación y supervisión del derecho a la ciudad, lesiones al derecho a la ciu- 


$ Tomado de la Carta Mundial revisada en Ortiz (2008). 
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dad, exigibilidad del derecho a la ciudad, compromisos con la carta por el 
derecho a la ciudad. Comenta Saulé que la Carta Mundial por el derecho a la 
ciudad, en sus planteamientos sobre los elementos constitutivos, tiene dos com- 
ponentes para la demarcación de un espacio como ciudad. El primero relaciona- 
do con su carácter físico y el segundo, a un nivel político. 


Por su carácter físico, la ciudad es toda metrópolis, urbe, villa o poblado que esté 
organizado institucionalmente como unidad local de gobierno de carácter municipal 
o metropolitano. Incluye tanto el espacio urbano como el entorno rural o semirural 
que forma parte de su territorio. Como espacio político, la carta entiende a la ciu- 
dad como el conjunto de instituciones y actores que intervienen en su gestión, como 
las autoridades gubernamentales, legislativas y judiciales, las instancias de partici- 
pación social institucionalizadas, los movimientos y organizaciones sociales y la 
comunidad en general (Saule, 2007, p. 173). 


A partir de 2002, el texto de la Carta Mundial se presenta y ha sido objeto de 
reflexiones por parte de las organizaciones sociales y comunitarias de diversos 
países de América Latina. En los foros de Quito 2004 y Barcelona 2005, se discu- 
tió incluir temas como la gobernanza urbana democrática. La participación po- 
pular en la gestión urbana y en la elaboración de presupuestos, el reconocimien- 
to y la implementación efectiva de los derechos económicos, sociales, culturales 
y ambientales. Es decir, además de ser fruto de discusiones colectivas previas, 
que arrojaron consensos —posterior a su promulgación a nivel regional—, se 
han alcanzado nuevas discusiones que han nutrido el texto originalmente apro- 
bado. 

La carta tiene como indicador la distribución justa de la riqueza y de la cul- 
tura entre los habitantes de la ciudad. La ciudad ejerce una función social cuan- 
do garantiza a todos sus habitantes el usufructo pleno de los recursos que la 
misma ofrece. Para esto, la ciudad debe realizar proyectos e inversiones en bene- 
ficio de la comunidad urbana en su conjunto, todo dentro de criterios de equi- 
dad de distribución, complementariedad económica, respeto de la cultura y sus- 
tentabilidad ecológica para garantizar el bienestar de todos los habitantes. Dice 
Marques Osorio Leticia (2008) que un instrumento de estas características pue- 
de tener varios propósitos: como referencia política, social, económica y am- 
biental en la creación de políticas; y como base de datos de principios que orien- 
ten el proceso de construcción, producción y gestión de las ciudades vinculadas 
al cumplimiento de los derechos humanos. La carta establece derechos, obliga- 
ciones y supervisión para orientar la acción de agentes públicos y privados invo- 
lucrados en las ciudades. En la estructura general de la carta, encontramos los 
siguientes elementos: significados y elementos del derecho a la ciudad, princi- 
pios, compromisos y firmantes. Frente a los significados y elementos constituti- 
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vos del derecho a la ciudad, establece Saulé (2007) que en la carta se encuentran 
las siguientes claridades: 


1. El derecho a la ciudad es un derecho interdependiente de todos los derechos hu- 
manos internacionalmente reconocidos, concebidos integralmente. 

2. Incluye el derecho a la tierra, a los medios de subsistencia, al trabajo, a la salud, a 
la educación, a la cultura, a la vivienda, a la protección social, a la seguridad so- 
cial, al medio ambiente sano, al saneamiento, al transporte público, al ocio y a la 
información, a la libertad de reunión y organización, el respeto a las minorías y 
la pluralidad étnica, racial, sexual y cultural, el respeto a los inmigrantes y la ga- 
rantía de la preservación de la herencia histórica y cultural. 

3. Hablar de derecho a la ciudad necesariamente implica hablar de cambios estruc- 
turales profundos en los patrones de producción y consumo y en las formas de 
apropiación del territorio y de los recursos naturales (Saulé, 2007, p. 182). 


Vemos en los desarrollos de la Carta Mundial la base crítica del derecho a la 
ciudad al plantear en estos tres elementos la fuerza del discurso para poner en 
cuestión el hacer de la ciudad neoliberal, como sustrato de la desigualdad misma 
y de las formas de construcción de la política desde el Estado. El planteamiento 
central rompe con el referente de la ciudad al servicio del capital y brinda los 
planteamientos base para pensar una nueva forma de relacionarse desde el prin- 
cipio de la igualdad, la diversidad, el respeto al otro y al entorno, promoviendo 
una perspectiva sostenible para el medio ambiente, en aras de garantizar los de- 
rechos humanos del conglomerado social. 


Reflexiones no conclusivas para continuar construyendo el 
derecho a la ciudad 


Pensar y construir, entonces, la viabilidad del derecho a la ciudad nos aboca a 
aportar en la construcción de nuevos tipos de relaciones, de apropiaciones y 
producciones en los espacios urbanos, que pasen por nuevas formas de pro- 
ducción desde el agro, la disminución de los niveles de concentración de la po- 
blación y del manejo de fuentes hídricas y de electricidad. 

La función entonces de la promoción, difusión y construcción progresiva 
del derecho a la ciudad implica una tarea en el ejercicio de la vivencia de la ciu- 
dad; implica la construcción de una sensibilidad de la ciudad remitida a la iden- 
tidad del sujeto que está en ella, al sujeto que hace parte del espacio urbano, su- 
jeto que tiene un inicio, un origen, inmerso en unas características identitarias 
que le permiten verse como sujeto de un territorio. Ese nivel identitario es un 
primer momento para pensar en la sensibilidad política que se puede construir 
en el espacio urbano. Una mirada del nosotros, del somos parte de, que conduz- 
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ca al interés de hacer parte de lo que se denomina desde los principios generales 
de la Carta Mundial como la gestión democrática de la ciudad. El sentido de 
participación y ciudadanía se encuentra íntimamente relacionado con el sentido 
identitario, al cual los ciudadanos de las metrópolis ven cada vez más pasado por 
sombras y opacidades. Nivel de apropiación e identidad que se enmarca en la 
capacidad de las organizaciones sociales, para fortalecer la idea del ciudadano en 
ejercicio que consolide progresivamente la noción de derecho a tener derechos. 
El goce de los derechos, que si bien tienen una manifestación individual, sólo se 
puede reivindicar si se encuentra en colectivo. Se encuentra en el derecho a la 
ciudad una potencia altamente movilizadora en dos vertientes. Por un lado, lo 
legislativo, jurídico, que como hemos visto ha venido avanzando significativa- 
mente, al reconocer derechos de carácter colectivo. Por otra parte, el carácter 
movilizador que con diversas intensidades vemos que ha logrado materializar 
disputas a nivel territorial entre los intereses del capital y las necesidades e inte- 
reses de los diversos grupos humanos históricamente excluidos. 

Encontramos hoy, en las ciudades globalizadas, la imperante necesidad de 
discutir el modelo mismo de ciudad en expansión. Modelo que presenta fisuras 
por las contradicciones mismas de las formas de producción, pero, por otra par- 
te, encontramos fisuras ante las formas y mecanismos de plasmar las responsa- 
bilidades del Estado en forma de derecho colectivo. Resulta fundamental aden- 
trar la discusión en los puntos de énfasis cuando hablamos de la propuesta de 
derecho a la ciudad. Este tema a nivel teórico, así como el de la praxis política de 
los movimientos, se abocará en los tiempos venideros a las reflexiones que de 
manera progresiva hoy impactan el ser y hacer de los grupos que habitamos los 
espacios urbanos. 
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MOVIMIENTOS SOCIALES, CIUDADANÍA 
Y DERECHO A LA CIUDAD 


SERGIO TAMAYO* 
Introducción 


En este capítulo hablaremos de la importancia de asociar utopías urbanas, movi- 
mientos sociales y ciudadanía, que puedan dilucidar de alguna manera ese con- 
cepto enmarcado en la sugerente noción del derecho a la ciudad. La discusión se 
ubicará en el contexto político que se ha dibujado con el debate sobre la consti- 
tución de la nueva Ciudad de México, como estado de la federación, impulsado 
por la Reforma Política de 2016. Pensar la ciudadanía como utopía y reconocer 
los movimientos como productores de futuro puede ayudar a romper con defi- 
niciones rígidas que asumen de la ciudadanía una serie de atributos personales, 
disciplinados, reglamentarios, estáticos e inamovibles, que regulan el comporta- 
miento político de los individuos y establecen un cierto orden en la relación 
mando-obediencia. El problema es que la ciudadanía no es eso. De hecho, la 
perspectiva liberal hegemónica, vigente en nuestros sistemas políticos, sigue 
siendo, en muchos sentidos, una utopía porque se fundamenta en la igualdad 
política y en la representación democrática del debate público que, en ninguno 
de los casos, se ha podido lograr a cabalidad; de hecho, en las condiciones de 
desigualdad e injusticia social en la que vive la gran mayoría de los ciudadanos, 
no creo que sea posible alcanzarla. 

La ciudad, por otra parte, es aquel espacio físico, social, económico y político 
donde una mayoría de habitantes en el mundo comparten actividades, prácticas, 
significados y anhelos. La ciudad es el lugar donde vivimos. Pero aquí no vivimos 
bien. Física y materialmente no tenemos resueltas las necesidades elementales de 
refugio, de comunicación ni de traslado. Tampoco tenemos resueltos problemas 
de tipo laboral, de recreación y asueto, de salud o educación. Vivimos en medio 
de una creciente inseguridad personal y familiar, restringidas nuestras aspiracio- 
nes de libre asociación y desarrollo cultural e individual. Políticamente, nuestras 
ciudades reflejan complejas formas de representación y de tomar decisiones que 
no corresponden con el papel que el ciudadano debería tener en su comunidad. 

Ahora bien, tenemos que reconocer que no todos vivimos ni concebimos la 
vida urbana de la misma manera. El significado de los problemas y de las pro- 
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puestas para resolverlas difieren mucho entre distintas visiones e intereses, así 
como de posiciones sociales. La manera en que buscamos una transformación 
real que beneficie a la colectividad, a nuestras familias, nuestro grupo, parte de 
un imaginario de ciudad y de la convivencia sobre lo que podría ser mejor para 
el ciudadano y su comunidad. Ese sueño incubado en el inconsciente de los in- 
dividuos puede convertirse en utopía, es decir, en la posibilidad de imaginarse 
un lugar que, aunque inexistente, supone el lugar de la felicidad para todos. Lo 
realmente importante con esa utopía es que les da a los individuos sentido a sus 
acciones del presente. Es en dicha utopía donde se mezcla la posibilidad de al- 
canzar la ciudadanía anhelada, dotada de derechos, que pueda desarrollarse en 
libertad y en igualdad, adscrita a una ciudad imaginada que cuente con todas las 
condiciones materiales y culturales para que sus pobladores puedan beneficiarse 
y constituirse en ciudadanos bien informados, responsables y empoderados. 

¿Cómo se construye esa posibilidad de alcanzar una vida digna en las ciuda- 
des, esa ciudad de derechos, esa ciudad de ciudadanos? Quisiera hablar en este 
sentido, redefiniendo algunas de las imágenes que pueden acercarnos al tema 
sobre el derecho a la ciudad, a través de las experiencias de algunos movimientos 
sociales, y de la manera como se han venido construyendo algunas de las utopías 
de ciudad y ciudadanía en esta azarosa trayectoria. Se trata, en fin, de hablar del 
derecho a la ciudad. 

Henri Lefebvre escribió en 1968 un libro así titulado: El derecho a la ciudad. 
Con gran visión de futuro, Lefebvre (1968) asoció desde entonces el vínculo 
contemporáneo entre ciudad y ciudadanía a partir no de una retórica liberal sino 
de su crítica, que evidenciaba las consecuencias perniciosas del capitalismo en 
las ciudades. La tendencia de los estudios de la ciudad durante la década de los 
setenta se basaba en reconstruir el funcionamiento capitalista de la ciudad. Des- 
de ese enfoque se pensaba en los movimientos sociales urbanos como variables 
dependientes del desarrollo capitalista, así podemos acordarnos de los primeros 
textos de Manuel Castells (1978, 1983), Jordi Borja (1975), de Lojkine (1977, 
1979) y Topalov (1979), autores de la llamada sociología urbana francesa. Henri 
Lefebvre fue el pionero que impactó muchos de estos estudios. En América La- 
tina fue decisivo por su crítica anticapitalista, pero no lo fue tanto, desgraciada- 
mente, por su previsión en la construcción de ciudadanía. 


El derecho a la ciudad, por una vida digna 


Fue hasta 2004, 36 años después de El derecho a la ciudad de Lefebvre, que el 
programa de Naciones Unidas para los asentamientos Humanos (onu-Hábitat) 
recuperó sus principales ideas para redactar la Carta Mundial por el Derecho a la 
Ciudad. Este documento fue resultado de las acciones y presiones del Foro Social 
Mundial de 2001, a través de la convergencia de movimientos y asociaciones de 
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la sociedad civil.' Se ha entendido a este impulso global, y en la jerga contempo- 
ránea, como un modo de situar el derecho a la ciudad en el sistema internacional 
de los derechos humanos. El derecho a la ciudad se precisa así como un derecho 
universal de todas las personas que habitan las urbes. De acuerdo con datos de la 
ONU- Hábitat, para 2050, el 65% de la población mundial estará viviendo en las 
ciudades. Según este testimonio, el derecho que debe guiar los principios univer- 
sales de ciudadanía es el de justicia social, a través del cual deben orientarse los 
esfuerzos hacia la creación de condiciones de vida digna. 

La Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad surgió por ini- 
ciativa de organizaciones del movimiento urbano popular en 2007 y fue, de al- 
guna manera, avalada por el Gobierno del Distrito Federal. Quisiera, brevemen- 
te, recordar aquí los objetivos de esta Carta de la Ciudad de México por el 
Derecho a la Ciudad, entre otros: (a) contribuir a la construcción de una ciudad 
incluyente, habitable, justa democrática, sustentable y disfrutable; (b) contribuir 
a impulsar procesos de organización social, fortalecimiento del tejido social y 
construcción de ciudadanía activa y responsable; (c) contribuir a la construcción 
de una economía urbana equitativa, incluyente y solidaria, que garantice la in- 
serción productiva y el fortalecimiento económico de los sectores populares. 

Por supuesto, estas declaraciones —con todo y que se detallan las definicio- 
nes de cada uno de los principios allí emanados— son muy generales y provo- 
can, por decir lo menos, incertidumbres y cuestionamientos. Algunos que se 
han expresado en el debate podemos enunciarlos aquí: ¿Por qué enfocar la Carta 
del Derecho a la Ciudad sólo al ámbito urbano? ¿Qué pasa con las comunidades 
campesinas e indígenas? ¿Cómo se entiende a la ciudadanía y a los grupos so- 
cialmente segregados que la componen? ¿Es esta una visión que busca la integra- 
ción política en el espacio de un mercado globalizado e integrador? ¿Cómo se 
explica la relación entre Estado y sociedad civil? ¿Cuáles son los equilibrios o 
desequilibrios que pueden surgir en el ejercicio de los derechos sociales, civiles 
y políticos? ¿Cómo pensamos la participación ciudadana cuando hablamos de 
inclusión social? 

El debate a partir de estos cuestionamientos y otros más que se pueden ge- 
nerar si se hace un análisis más detallado de la Carta de los Derechos a la Ciu- 
dad, tiene que ver, en mi opinión, con cómo entendemos a la ciudadanía, qué 
papel le damos a la necesidad de elaborar colectivamente proyectos políticos de 
ciudadanía que puedan, en un momento dado, constituirse precisamente en uto- 


! Las fuentes de información referidas en este apartado se consultaron de: Carta Mundial por el Derecho a la 
Ciudad, Foro Social de las Américas, Foro Social Urbano, Foro Social Mundial, en Revista Paz y Conflictos, 
número 5, año 2012, http://www.ugr.es/-revpaz/documentacion/rpc_n5_2012_docl.pdf . Última consulta, 
25 de abril de 2016; “Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad, Foro Social de las Américas-Quito-Julio 2004, 
Foro Mundial Urbano-Barcelona- Octubre 2004” en Onuhabitat.org. (2016). en: http://www.onuhabitat.org/ 
index.php?option=com_docmanéxtask=doc_detailsKgid=508Itemid=3 última consulta 25 de abril 2016. 
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pías de ciudadanía, que tocan por supuesto el ámbito de lo urbano pero, más 
aún, el ámbito más amplio del Estado-nación. 


La lucha histórica por utopías ciudadanas 


Para definir a la ciudadanía como utopía e incluso como un ideal de transforma- 
ción social, me gustaría tocar algunos antecedentes en México que, según mi 
perspectiva, se han venido constituyendo en fragmentos de proyectos alternati- 
vos de ciudadanía que poco a poco van moldeando y ajustando, como un rom- 
pecabezas, la utopía que todos necesitamos develar. Butler, Laclau y Zizek 
(2003), en su libro debaten sobre hegemonía, discuten un aspecto que me parece 
básico en la construcción de utopías. Parten de reconocer el carácter limitado y 
particular de los objetivos de los movimientos sociales, incluso el que se refiere 
específicamente a la lucha de clases. Coinciden con Agnes Heller en ese carácter 
local de las luchas que imposibilita a los individuos rebasar los límites parciali- 
zados de sus expectativas y anhelos. ¿Cómo, entonces —sería la pregunta— pue- 
de pasar una reivindicación particular (por ejemplo, regularización de la tenen- 
cia de la tierra) a convertirse en posibilidad universal que permita la identificación 
consciente de una mayoría para transformar el estado de cosas vigente? Una 
posibilidad se encuentra en el proceso por el cual se transforma una reivindica- 
ción de carácter social, específico, local y particular en una explicación política, 
amplia, global y universal. En relación al tema que nos ocupa sobre el derecho a 
la ciudad, el movimiento urbano popular ha tenido en este sentido varias expe- 
riencias importantes. 

Por razones de espacio sólo me ubicaré en algunos antecedentes y en la di- 
námica social y política de los movimientos sociales, con algunas propuestas y 
resistencias a las propias lógicas de las estrategias gubernamentales. Esta diná- 
mica ha constituido un esfuerzo importante para delinear proyectos universales 
de ciudadanía. 

Durante la década de los setenta, en lo que se denominó la etapa de la insur- 
gencia obrera, campesina y popular, las movilizaciones se destacaron entre otras 
cosas por su fragmentación y dispersión en múltiples luchas locales o regionales. 
No obstante, durante el segundo lustro de la década, el programa nacionalista de 
la Tendencia Democrática del surerm (Sindicato Único de Trabajadores Elec- 
tricistas de la República Mexicana), dirigida por Rafael Galván, significó un es- 
fuerzo notable de unificación de un movimiento interclasista que se coordinó en 
el Frente Nacional de Acción Popular (ENAP). Junto a esta importante experien- 
cia poco tiempo después se formaron coordinaciones sectoriales en el campo, en 
la lucha sindical independiente, en la incipiente movilización de mujeres y gru- 
pos lésbico-gay y en las colonias populares de las principales ciudades. El movi- 
miento urbano popular, en particular, pasó de un nivel de reivindicación parcial 
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por vivienda, por tierra urbanizada o por servicios en una sola colonia, a cons- 
truir frentes regionales y nacionales como lo fue la Coordinadora Nacional del 
Movimiento Urbano Popular. Otras redes sociales impulsaron programas urba- 
nos integrales como lo fueron la Unión de Colonias Populares (ucp), el Movi- 
miento Revolucionario del Pueblo (mrP) y el Bloque Popular Revolucionario 
(BPR), que luchaban por un objetivo común: una reforma urbana popular o ra- 
dical. Es necesario hacer notar que estas formas de organización no deben ser 
vistas únicamente como instrumentos técnicos de la movilización, sino como 
resultado de un proceso complejo y arduo de elaboración de discursos y estrate- 
gias de acción, producidos con orientaciones ideológicas y políticas propias. 

Hacia 1984, a partir de estos programas y visiones holistas de ciudad —ima- 
ginada por los movimientos populares—, se fue definiendo una noción más ge- 
neral, aunque aún incipiente, resultado de ese paso obstinado de lo particular a 
lo universal que se denominó Por una Vida Digna en las Ciudades. En ese enton- 
ces publiqué un libro con ese mismo título (Tamayo, 1989). No debería extrañar- 
nos, que aunque el programa no fue lo suficientemente persuasivo para impulsar 
una jornada o una campaña de movilizaciones importante a nivel nacional, por 
razones de estructura de oportunidad, el término Vida digna en las ciudades 
mostraba una concepción radical de ciudadanía, propuesta por el movimiento 
popular en ese momento. A partir precisamente de cómo se caracterizaba al 
Estado capitalista y sus repercusiones perniciosas en materia de vida urbana, así 
como de necesaria aplicación en contraparte de políticas que beneficiaran a la 
mayoría de las poblaciones urbanas y a sus aspiraciones de vivir dignamente, los 
movimientos identificaban el concepto de vida digna de manera tal que abarca- 
ba una noción integral de ciudadanía social, y proponían guías para el cambio a 
través de formas de lucha y participación. En mi opinión, este es uno de los 
mejores ejemplos de una visión amplia de ciudadanía, durante la década de los 
ochenta, que propugnaron los movimientos sociales sobre la ciudad y sus habi- 
tantes. De alguna manera, los movimientos expusieron con claridad un progra- 
ma de transición política que intentaba articular demandas locales, con valora- 
ciones generales de una ciudadanía social, civil y política. Esta visión de 
ciudadanía se sintetizó, precisamente, en el significado del término vida digna 
en las ciudades. 

Entre 1985 y 1988 surgió y se desarrolló el Movimiento de Damnificados 
debido a los efectos de los sismos que azotaron la ciudad de México; mostró un 
proceso que amplió la perspectiva de lucha de los damnificados, al pasar de rei- 
vindicar acciones específicas para la reconstrucción de viviendas a plantear una 
estrategia en el marco de una concepción amplia de ciudad para todos. Varias 
consignas del movimiento son sintomáticas de este crecimiento político. El libro 
de Leslíe Serna (1995), ¡Aquí nos quedaremos!, muestra precisamente la postura 
de los habitantes pobres de las zonas centrales que empezaron a imaginarse una 
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ciudad creada socialmente, confrontada con la visión elitista de hacer de los cen- 
tros históricos lugares selectivos y de convertir las ciudades en ciudades museos, 
como lo ha sido la idea posterior de los pueblos mágicos y la gentrificación de los 
centros históricos. El movimiento de damnificados se identificó sintomática- 
mente con la lucha por la democracia del ceu en 1986, quizá no en términos 
organizacionales, pero sí en el alineamiento de discursos que propugnaban por 
un cambio y una perspectiva humanista de la vida. Esto permitió que en 1988 se 
produjera un frente electoral amplio, de organizaciones populares, estudiantiles, 
campesinas, nacionalistas y de izquierda, que disputó la nación entera y, en par- 
ticular, la ciudad de México. Desde entonces podemos observar que los ciclos de 
protesta en México se han ligado fuertemente a los procesos y campañas electo- 
rales, debido a que se han abierto espacios de posibilidad para construir y con- 
frontar con mayor claridad proyectos de ciudadanía alternativos, basados en la 
definición de sus propias utopías. 

Otro antecedente importante, que permite precisar esta trayectoria de cons- 
trucción discursiva a través de la experiencia y la movilización, fue la propuesta 
de convertir el D.F. en el Estado de Anáhuac. Esta propuesta, que implicó efecti- 
vamente un reconocimiento —por los habitantes de la ciudad— de la importan- 
cia de constituir un espacio pleno de autonomía, se impulsó desde el movimien- 
to urbano popular. Las votaciones de 1988, que daban una victoria a Cárdenas 
en el D.F. de casi 3 a 1 sobre su contrincante Salinas de Gortari, motivaron a los 
diferentes grupos para pensar en la posibilidad de apropiarse social, simbólica y 
políticamente de una ciudad que no les había pertenecido históricamente. Era el 
momento de que los capitalinos se empoderaran de su ciudad, y había que con- 
vertirla para ello en el Estado de Anáhuac. 

El triunfo de la izquierda en el D.F. en 1997, fue resultado del esfuerzo de 
grupos, organizaciones y tendencias de diverso signo, unos articulados en torno 
al PRD, otros en alianza y coalición electoral. La ciudad fue tomada por primera 
vez por una ciudadanía de izquierda. Y su victoria debe ser entendida sobre la 
base de un proyecto de ciudadanía que se denominó: Una ciudad para todos, de 
Cuauhtémoc Cárdenas. Las resonancias históricas de este acontecimiento nos 
deben hacer reflexionar sobre el vínculo entre movimientos sociales, sociedad 
civil y gobierno para conocer mejor las posibilidades reales, en primera instan- 
cia, de construir un movimiento político que le dio la victoria a la izquierda 
partidista de ese momento. Así, como resultado del gobierno del PRD en la ciu- 
dad de México desde 1997, se fueron definiendo imaginarios de ciudad en tér- 
minos, por ejemplo, de la ciudad de la esperanza o, en 2001, de Andrés Manuel 
López Obrador (AMLO), que se sustentó en el lema de su campaña presidencial 
Por el bien de todos primero los pobres. En 2007, la visión fue aquella de construir 
La ciudad con equidad, de Marcelo Ebrard, y se desenvolvió en otras nociones y 


» < 


programas como el de “Ciudad verde”, “El rescate del espacio público” o el térmi- 
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no “Ciudad de derechos” (Alicia Zicardi* ha definido, de manera sugerente, la 
experiencia del gobierno de Ebrard, basado en el mejoramiento barrial y la es- 
trategia del rescate del espacio público). 

A finales del sexenio de Marcelo Ebrard, con la participación de movimien- 
tos sociales y organismos de la sociedad civil entre 2010 y 2012, se signó la Car- 
ta de los Derechos de la Ciudad. En términos históricos, este hecho tiene una 
importancia política y cultural de primer orden. Independientemente de las for- 
talezas y debilidades que pueda tener el proceso de negociación y acuerdo de la 
Carta de los Derechos, el efecto simbólico fue —sin duda alguna— la definición 
de una utopía urbana, resultado del consenso entre organizaciones sociales y 
ciudadanas que plasmaron en ella la experiencia, las demandas, los marcos mo- 
tivacionales y las estrategias políticas para transformar lo existente, de acuerdo a 
un dibujo imaginado de un mundo de bienestar distinto para todos. Esa carta 
muestra con detalle un proyecto de ciudadanía de una izquierda extensa y de- 
mocrática, no reducida al entonces Partido de la Revolución Democrática (PRD), 
sino a una experiencia vasta de la izquierda social. 

En los libros Los veinte octubres mexicanos y después en Crítica de la ciuda- 
danía, se reconstruye el proceso por el cual diferentes actores sociales y políticos 
fueron construyendo distintos proyectos de ciudadanía, los cuales se confronta- 
ron entre sí en una lucha tenaz por la hegemonía política (cf. Tamayo, 1999, 
2010). Fueron, por un lado, el Estado y su partido de gobierno además del PAN y 
los empresarios y, por el otro, el movimiento social de izquierda. En este escena- 
rio de transición, lo que vimos más arriba de manera sintética es la posibilidad 
de constatar la forma en que los movimientos sociales pueden pasar de un loca- 
lismo fragmentario, en la década de los setenta, a un proyecto más definido de 
ciudadanía, que se convirtió en el instrumento de disputa por la nación hacia 
1988. Mientras que empresarios y gobierno fueron dirigiendo sus estrategias ha- 
cia el libre mercado y al predominio de una ciudadanía civil con énfasis en la 
propiedad privada y el individualismo, el movimiento social de izquierda —con 
feministas, lésbico-gays, habitantes urbano populares, campesinos, estudiantes y 
trabajadores— fue ampliando y contextualizando sus demandas locales en una 
especie de proyecto de soberanía que reivindicó más la ciudadanía social, aun- 
que buscando equilibrar libertades democráticas y derechos políticos. Para mí, 
esa fue una opción de ciudadanía incluyente de la misma manera que hoy se 
habla, por ejemplo, de la necesidad de repensar una ciudad incluyente. 

Ya hacia 2012, el proyecto por el Derecho a la Ciudad se paró. La pro- 
puesta del nuevo jefe de Gobierno fue otra: CDMX: decidiendo juntos, un lema 
pragmático y un ejercicio de gobierno más subordinado al Pacto por México, 


?En la ponencia de Alicia Ziccardi ¿Cómo hacer efectivos los derechos ciudadanos? Las políticas de inclusión en 
la ciudad de México, en el Seminario Internacional Los Desafíos de la Ciudad del Siglo xx1, UNAM, del 4 al 8 de 
mayo de 2015. 
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impulsado por el también nuevo presidente de la República, el priista Enrique 
Peña Nieto. No debe sorprender, con base en esta evidencia, que el verdadero 
proyecto de ciudadanía para la ciudad se haya materializado con la Reforma 
Política y la nueva Constitución Política para la ciudad, por la vía de desplazar a 
actores sociales relevantes. De esto tratará el siguiente apartado. 


La Constitución de la ciudad: ¿una posible utopía ciudadana? 


Vivimos un momento histórico en la redefinición simbólica y social de nuestra 
ciudad. La Reforma Política de la ciudad se ha iniciado. El sueño del Estado de 
Anáhuac, aunque con muchas variantes, encontró una vía de materializarse. Al 
Distrito Federal se le ha dicho adiós, y se le da la bienvenida al nuevo nombre de 
Ciudad de México (cpmx). Mientras se escribe este capítulo, se está escribiendo 
también en los foros públicos la historia de la nueva Constitución de la ciudad. 
Aún no se realizan las elecciones extraordinarias para formar el nuevo congreso 
constituyente. Así que muchas cosas seguramente habrá que reflexionar des- 
pués. No obstante, lo importante de este proceso, por ahora, es retomar aquellos 
aspectos que nos permitan pensar cómo se forman las utopías y de qué manera 
se materializan en proyectos de ciudadanía y de ciudad.* 

De lo que sí debemos estar seguros es de que la Ciudad de México tendrá 
su propia Constitución, la cual entrará en vigor en el año 2018. Desaparecerá el 
actual artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
que rige actualmente el estatuto del Distrito Federal (véase caja 1). Algunos 
aseguran que, con esta reforma política, la capital del país gozará de mayor au- 
tonomía en materia presupuestal y de endeudamiento; que las delegaciones se- 
rán sustituidas por demarcaciones territoriales y contarán con un cabildo de 10 
miembros cada uno, que quizá aumenten de 16 a 20 o 21. Los integrantes del 
cabildo de cada alcaldía serán elegidos de manera democrática. El Jefe de Go- 
bierno nombrará al Jefe de la Policía y al Procurador de Justicia, puestos que 
antes eran designados directamente por el presidente de la República, aunque 
al parecer seguirá teniendo potestad sobre sus nombramientos. La Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal se transformará en Congreso Local. La Ciudad 
de México podrá participar en la aprobación de reformas constitucionales; ac- 
cederá a fondos federales reservados para los estados y municipios, además de 
que podrá recibir fondos para educación, salud y el llamado fondo de capitali- 
zación (un monto mayor de dinero por ser capital del país). El Senado de la 
República ya no tendrá la facultad para remover al Jefe de Gobierno. Se confor- 


* Las fuentes de información referidas a este apartado son: “8 claves de la reforma política del D.F: será Ciudad 
de México, habrá alcaldías y concejales” en Aristegui noticias, recuperado de: http://aristeguinoticias.com/2904/ 
mexico/8-claves-de-la-reforma-politica-del-df-sera-ciudad-de-mexico-habra-alcaldias-y-concejales, última 
consulta: 25 de abril 2016. 


118 


DE SUEÑOS FRAGMENTADOS A LA UTOPÍA URBANA 


mará una Asamblea Constituyente encargada de crear la Constitución Local. 
Esta Asamblea está compuesta por 100 integrantes, de los cuales: 60 son inte- 
grantes de partidos políticos o independientes elegidos por la ciudadanía; 14 
diputados federales; 14 senadores; 6 designados por el jefe de Gobierno Miguel 
Ángel Mancera; 6 designados por el presidente de la República Enrique Peña 
Nieto. El Jefe de Gobierno debe presentar una propuesta de Constitución Local 
que permita la discusión y redacción de la Carta Magna. La Constitución Políti- 
ca de la Ciudad de México, que entrará en vigor en el 2018, sustituirá al Estatuto 
de Gobierno del Distrito Federal. La constitución está siendo revisada por un 
cuerpo de 28 redactores.* 


Caja 1. Artículo 122 de la Constitución que rige actualmente el estatuto de la 
CDMX hasta 2016. 


Hasta hoy, la cpmx estuvo regida por el artículo 122 de la Constitución y por un 
estatuto que plantea: 


Título primero: de disposiciones generales. 

Título segundo: de los derechos y obligaciones de los ciudadanos [s1c]. 

Título tercero: de las atribuciones de los Poderes de la Unión sobre el GDE. 

Título cuatro: de las facultades de los órganos locales del GDF: Asamblea, Jefe de 
Gobierno, Coordinación Metropolitana, órganos judiciales. 

Título cinco: Organización de la administración pública, demarcaciones territoria- 
les (delegaciones), órganos desconcentrados. 

Título seis: de las autoridades electorales locales y los partidos políticos, el IEDF. 

Título siete: el régimen patrimonial. 


Los temas incluidos en el estatuto del Gobierno del D.F. coinciden, más o menos, 

con los apartados establecidos en la Constitución Política de los EE.UU.MM. 

+ Primero.- Se refiere a los derechos más importantes de todas las personas que se 
encuentren en México y que el Estado debe respetar. A estos derechos se les llama- 
ba Garantías Individuales, ahora se ha sustituido el término por Derechos Huma- 
nos. Además, se refiere a extranjeros y a la adquisición de la ciudadanía mexicana. 

* Segundo.- Lo relativo a la soberanía nacional, la forma de gobierno, así como a las 
partes que integran la Federación y el territorio nacional. 

» Tercero.- Sobre la división de poderes: Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 

» Cuarto.- Determina lo concerniente a la responsabilidad de los servidores públi- 
cos y al patrimonio del Estado. 


* Destaco aquí sólo a algunas personalidades que forman parte de este cuerpo de redactores: Alejandro Enci- 
nas, Cuauhtémoc Cárdenas, María Rojo, Juan Villoro, Alicia Zicardi, Miguel Concha Malo, Marta Lamas, 
Enrique Ortiz Flores, Ariel Rodríguez Kuri e, incluso, Ifigenia Martínez y Porfirio Muñoz Ledo. 
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+ Quinto.- La organización general de los estados y del Distrito Federal. 

* Sexto.- Disposiciones relativas al trabajo y a la previsión social. 

* Séptimo.- Las remuneraciones de los servidores públicos, la separación de la Igle- 
sia y el Estado, así como la Supremacía Constitucional. 

+ Octavo.- Establece la forma en que puede reformarse la Constitución. 

+ Noveno.- Sobre la inviolabilidad de la Constitución. 


Discusión, ciudadanía sustantiva y utopías ciudadanas. 
Ciudadanía sustantiva 


La lucha por las utopías de la ciudad ha reflejado procesos accidentados de ex- 
periencias y visiones de ciudadanía, generalmente, fragmentadas y muchas ve- 
ces poco coherentes, pero otras se han acercado a definiciones universalistas 
como los programas urbanos de organizaciones del mUP o la propia Carta de 
Derecho a la Ciudad, a las que nos referimos en los primeros apartados. Es per- 
tinente, en este sentido, preguntarse: ¿Cuáles son las posibilidades de transfor- 
mación que se han abierto, y cuáles son aquellas que aún pueden abrirse para 
cambiar política y socialmente a una ciudad que por tanto tiempo ha vivido y 
experimentado, así como ha sido estudiada, resignificada y pensada, como si 
imagináramos con todo ello nuevas utopías urbanas, sociales, y ciudadanas? 
Quisiera en este apartado, al retomar esta pregunta, puntear algunas ideas en 
torno a la relación entre ciudad, ciudadanía y la construcción de utopías. Un 
primeraspecto que se ha subrayado más arriba tiene que ver con la existencia de 
proyectos de ciudad y ciudadanía que definen posiciones contrastantes de acto- 
res sociales y políticos sobre diversos temas que constituyen la agenda pública de 
la ciudad (Tamayo, 2010). 

Un segundo aspecto, que es importante hacer notar, es cómo pensar un pro- 
yecto alternativo que pueda pasar de la utopía a la posibilidad de cambio real de 
una ciudad como la de México, que ciertamente se ha transformado desde al 
menos 1997 (hace 18 años) cuando la izquierda moderada fue elegida para go- 
bernarla. Y este no es un dato menor, porque con este se tocan las fibras más 
densas de la cultura política de los habitantes de la megalópolis más importante 
del país. 

Una Constitución es una especie de ordenanza, la norma que regula el com- 
portamiento y el ejercicio de la ciudadanía. En ella se concibe y define a la ciu- 
dadanía en sus atributos y garantías civiles, sociales y políticas fundamentales. 
La politología más tradicional considera que es la norma la que determina el 
comportamiento de los ciudadanos y, por tanto, la definición del tipo ideal de la 
norma explicaría la cultura política de la relación entre el ciudadano con la au- 
toridad. Si nos concentrásemos en la descripción de los derechos constituciona- 
les del país, asumiríamos el papel de los actores políticos en el ejercicio de go- 
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bierno y en la responsabilidad de la ciudadanía. Y al ciudadano, lo definimos 
como sujeto político, se define constitucionalmente en el acto supremo del voto 
libre, universal y secreto, y punto final. 

A diferencia de esta perspectiva formal de ciudadanía, concebida como una 
serie de atributos establecidos en la Constitución, rígidos, inamovibles, estancos 
y determinantes —a pesar de los principios valorativos que hoy por hoy buscan 
vincularlos con una idea más universal sobre los derechos humanos—, la ciuda- 
danía es resultado de prácticas sociales y políticas, y fuente de producción de 
discursos que constituyen sistémicamente espacios de confrontación política. La 
ciudadanía así es resultado de esa lucha. Lo que estamos viviendo ahora con la 
Reforma Política de la ciudad no es la idea iluminada de autonomía de la actual 
autoridad de Gobierno de la CDMX o de alguien más, sino es resultado de un 
gran proceso de luchas sociales y de la confrontación de proyectos diferenciados 
de ciudadanía que han venido surcando la historia de la ciudad. Lo que tenemos 
que tener claro sobre lo que se está dando hoy y lo que vendrá próximamente, en 
términos de la posibilidad de concretar utopías, será resultado de más luchas 
políticas y, por ello, la ciudadanía debe organizarse y alistarse para generar un 
proceso dinámico de debate y de contienda con el fin de hegemonizar su propio 
proyecto alternativo de ciudad. De eso se trata, a final de cuentas, cuando habla- 
mos de la experiencia vital de la ciudadanía sustantiva. 

En efecto, pensar las cosas así es definir con claridad dicha ciudadanía sus- 
tantiva, a diferencia de la ciudadanía formal. La ciudadanía sustantiva se expresa 
en la confrontación y lucha social entre diferentes nociones sobre la relación del 
Estado y la sociedad civil. Habría que concebir en ese proceso qué Estado es el 
que queremos construir que se relaciona horizontalmente con la sociedad, cuáles 
deberían ser sus funciones, en términos de su participación social en la econo- 
mía, en la defensa de una economía popular, no asistencialista, que transgreda la 
tradición del derecho a la acumulación y a la especulación inmobiliaria; un Esta- 
do que defienda los principios de soberanía y autonomía de la comunidad políti- 
ca a la que representaría legítimamente, propugnando por una distribución igua- 
litaria de la riqueza y los recursos; un Estado que asuma los problemas sociales de 
una ciudadanía que le exige soluciones en el marco de una gobernabilidad real- 
mente democrática. Esta visión del papel del Estado y del gobierno local es parte 
sustantiva de la que será una revelación de constitución autónoma de ciudad. 

Una segunda dimensión es la definición de los derechos. En el marco del 
respeto irrestricto al derecho de propiedad privada —que justifica la acumula- 
ción y la inequitativa distribución de los recursos—, es muy difícil equilibrar el 
ejercicio de los derechos ciudadanos, en tanto derechos humanos, como lo pre- 
tenden demostrar, en la retórica y en la concepción liberal de democracia los 
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valores liberales de ciudadanía.* La crítica de la ciudadanía demuestra que tal 
equilibrio en una sociedad desigual es imposible y revela, más bien, un conflicto 
irresoluble en el marco del capitalismo entre derechos colectivos e individuales 
y entre derechos civiles, como el de la propiedad privada y los derechos sociales 
(y económicos), como el del trabajo y por un salario digno. Una Constitución de 
la ciudad tiene que velar por los derechos individuales y de libertades democrá- 
ticas —pero sin menoscabo de los derechos sociales a la educación pública, gra- 
tuita, laica y de calidad—; por un sistema público de salud dignificado y sufi- 
ciente en todos sentidos; por la promoción de vivienda, urbanización y espacios 
públicos que dignifiquen el uso y disfrute de la ciudad, especialmente para los 
más del 70% de trabajadores y pobres de la urbe. ¿Que esto implica reducir el 
derecho a la propiedad privada, pensada como acumulación de capital y funda- 
mento de especulación inmobiliaria y financiera? Sí, pero es precisamente un 
tipo de proyecto de ciudadanía el que debería sustentar tal visión de una vida 
digna en la ciudad, que permita oponerse a la visión especulativa. 

Finalmente, la dimensión de la participación ciudadana es un aspecto es- 
tructural de la ciudadanía sustantiva. La participación no se reduce al derecho al 
voto, que sí es importante en la estructura de representación política. Pero este 
derecho ha justificado históricamente la conformación de una élite política de 
representantes en un sistema de partidos institucionalizados que se reparten el 
poder y los recursos. La crítica de la participación plantea que hay varias formas 
de involucrarse en la toma de decisiones institucionales, en comités, asambleas, 
consejos, pero estas formas no pueden estar maniatadas y controladas desde el 
Estado. Deben pensarse en la creación de formas directas como el plebiscito, el 
referéndum y la consulta popular, pero en términos en que puedan ser estas un 
instrumento cotidiano y natural de tomar decisiones de una ciudadanía activa. 
En este orden de ideas habría que pensar en la participación por fuera de los 
canales institucionales que son controlados por la autoridad, como es el activis- 
mo social, el activismo político, la participación de ONGs formales o informales, 
y los movimientos sociales. 


Utopías ciudadanas 
Antonio Gramsci dice que una utopía es un conjunto de fantasías concretas que 


actúan sobre gente dispersa y frustrada para despertar y organizar su voluntad 
colectiva. El problema es cómo una utopía puede convertirse en asidero de toda 


* Algunos de estos valores están redactados en la colección de documentos del Instituto Nacional Electoral 
(INE) en la colección: Instituto Nacional Electoral (2016), Cuadernos de divulgación de la Cultura Democrá- 
tica”, colección de cuadernos, en: http://www.ine.mx/archivos3/portal/historico/contenido/Cuadernos_de_di- 
vulgacion/. Última consulta 25 de abril 2016. 
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esa gente, en un momento en que la frustración permea a todos, sin que encuen- 
tren ninguna aparente solución. 

Tiene sentido discutir aquí la fractura que produjo el cambio de modelo 
económico y la construcción ideológica sustentada en la economía del libre mer- 
cado, destruyendo utopías de la modernidad y reduciendo los anhelos de la gen- 
te a casi nada. Se nos ha disipado la imaginación. Las grandes utopías de la mo- 
dernidad, el nacionalismo, el estado de bienestar y el socialismo se desmoronaron 
irreversiblemente. Ante esta situación dada, retomo algunas perspectivas de Ha- 
bermas, Agnes Héller y, precisamente, de nuestro autor Henri Lefebvre para 
comprender que las utopías, como la ciudadanía, se construyen en el calor de la 
contienda social. Veamos esto rápidamente. 

Habermas (1997, 1993, 1989) entiende a la utopía como una construcción 
imaginaria, dirigida al futuro. Pero para que realmente sean una utopía, esos 
imaginarios deben basarse en situaciones reales, en la reflexión y en la memoria 
histórica: incluso los ideales requieren de corroboración empírica o pierden su 
poder para orientar la acción, dice Habermas. Una práctica podrá provocarse a 
partir de ciertas necesidades sociales específicas, locales y particulares, pero 
para articularse globalmente debe justificarse siempre por una idea de justicia o 
injusticia de una meta a lograr que es vivir mejor, de la construcción de un futu- 
ro que precisamente por ser futuro debe negar la realidad que se vive aquí y 
ahora. Efectivamente, una utopía es la negación de nuestra existencia. Se justifi- 
ca a partir del contexto en que se construye y a partir de las prácticas culturales 
en las que está inmersa, de los valores, tradiciones y costumbres, pero es nuestra 
negación absoluta. 

Esta perspectiva histórica, que se basa en la conciencia histórica, es muy 
importante en la construcción de una utopía. Pero cuidado, es importante dife- 
renciar nuestra memoria histórica de un mero pensamiento historicista, que si 
prevalece en nosotros la idea del regreso nostálgico al pasado, se convierte en 
puro conservadurismo. Para evitar las visiones conservadoras, se requiere de 
proyectar la utopía hacia el futuro. 

Sin embargo, también debemos cuidar que el pensamiento puro—utópico, 
lejano de la realidad y de la historia, colmado de excesos y expectativas nos lleve 
directo al romanticismo y a la fantasía. Para evitar esta entelequia se requiere de 
la memoria histórica. De la misma manera que, para evitar aquel conservaduris- 
mo particularista, se requiere de una visión universal de futuro. Para evitar la 
fantasía, se requiere anclajes con el pasado; y para evitar la melancolía, se requie- 
re visión de futuro. 

Ágnes Heller (1994), por su parte, desarrolla un concepto interesante de 
utopía radical para explicar ese ideal construido a partir de intereses y necesida- 
des de hoy, que justifican una acción social que ve hacia el futuro. El futuro 
idealizado busca la transformación, una nueva estructura, institución o movi- 
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miento social, distintos de los hasta ahora experimentados. La utopía radical es 
el deber ser, porque una utopía “no (solo) habla de configurar una sociedad her- 
mosa y humana, no afirma que también resulta posible una sociedad de este 
tipo, sino que afirma que esta sociedad debe ser”. En forma similar a Habermas, 
para Heller la utopía radical, el deber ser, por sí sola es estéril. Debe complemen- 
tarse con la praxis que es el deber hacer. Juntas, el deber ser y el deber hacer, 
configuran la utopía posible. La utopía como el deber ser son los valores esencia- 
les que dan orientación; la praxis es el deber hacer, es la acción social del presen- 
te. Utopía y praxis son, así, ideas y movimientos. Para que una utopía sea reali- 
zable debe incluir ambos momentos. Si la utopía surge de la memoria histórica 
como en Habermas, debe surgir también de la experiencia de la lucha social, 
como dice Agnes Heller. 

Henri Lefebvre (1978), por su parte, establece —como Habermas y Heller— 
que la construcción a priori de un futuro idealizado (ese romanticismo, entelequia 
y esterilidad intelectual de la que hablamos) es una utopía abstracta que se ocupa 
de una ciudad ideal sin considerar las contradicciones, determinaciones y conflic- 
tos que se establecen en ella. Las propuestas ideales de urbanistas y planificadores, 
muchas, son construcciones a priori que cubren la jactancia y la ficción de su 
arrogancia profesional. Por lo tanto, las utopías urbanas tienen que ver con una 
visión de ciudad que debe integrar al menos dos aspectos: por un lado, se debe 
pensar a la ciudad como un objeto de reivindicación de distintos grupos sociales 
que demandan un espacio social, político y cultural; por otro lado, debemos pen- 
sar a la ciudad como contexto donde se produce y reproduce la cultura política. 
Por eso, la ciudad es tanto campo de batalla como demanda de ciudadanía. De tal 
manera que las utopías se construyen a partir de una ciudad ideal imaginada des- 
de intereses y necesidades sociales existentes y, por otro lado, tal construcción 
utópica es un proceso de práctica y acción social concretas que se expresan espa- 
cial y culturalmente. Ambas, intereses y prácticas, son impulsadas por grupos y 
corrientes de ciudadanos que se confrontan con otros grupos y otras corrientes de 
ciudadanos con otros intereses y prácticas. Por eso, las utopías o los proyectos de 
ciudadanía son resultado edificante de la lucha social y, al mismo tiempo, se en- 
frentan entre sí en un proceso desgarrador de lucha por la hegemonía. 

En mi opinión, la definición de proyectos de ciudadanía o de ciudad encaja 
perfectamente con la noción de utopía de ciudadanía o de ciudad. Por ese motivo 
rescato de Jiirgen Habermas (un constitucionalista y crítico liberal, a pesar de su 
herencia de la teoría crítica), de Agnes Heller (una filósofa, crítica implacable del 
totalitarismo de la burocracia estalinista) y de Henri Lefvbre (un filósofo francés 
de quien últimamente se ha retomado para sustentar la idea maravillosa de Carta 
de los Derechos de la Ciudad y del Derecho a la Ciudad) la concepción de utopía. 

Los proyectos de ciudadanía, como vimos más arriba, reivindican futuros 
alternativos. Las alternativas —haciendo síntesis de lo anterior— se sustentan en 
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al menos tres procesos combinados: (a) las experiencias históricas de los indivi- 
duos, (b) la acción de los movimientos sociales que propugnan cambios o resis- 
ten embates desde el poder y (c) el imaginario colectivo que se proyecta hacia la 
construcción de un futuro promisorio. 

Utopía es esta construcción imaginaria, dirigida al futuro, pero tiene que 
basarse en situaciones (o diagnósticos reales), en la reflexión crítica, y en la me- 
moria histórica. Una práctica específica podrá provocarse a partir de ciertas ne- 
cesidades sociales, pero se justificará siempre —por una idea de justicia o injus- 
ticia— de una meta a lograr que es vivir mejor y de la construcción de un futuro 
que forzosamente va a negar la realidad injusta en la que se vive. Esta acción de 
justicia a partir del contexto en que se construye y a partir de prácticas culturales 
en las que está inmersa —de los valores, tradiciones y costumbres en los que se 
fundamente— es una utopía. 

La Reforma Política de la cDMx y la redacción de la Constitución están sien- 
do una concretización de la pugna y la lucha de diferentes proyectos de ciudad y 
ciudadanía, concebidos como utopías en algún momento. Podríamos decir que 
el alcance probable de una utopía es la definición de los proyectos de ciudadanía. 

Al interior de un Estado y de una ciudad existen distintos proyectos de ciu- 
dadanía (aquí está uno representado por el PAN, y/o por el PRI; está el del PRD, el 
de MORENA, el de la OPT [Partido-Organización del Pueblo y los Trabajadores, 
aunque débil en su influencia y resonancia política] y está el del EzLN, también 
afectado por su aislamiento). Solo algunos de esos proyectos, al oponerse a los 
efectos perniciosos del capitalismo neoliberal, podrán identificarse como pro- 
yectos anticapitalistas de ciudadanía. Algunos otros podrán ubicarse, incluso, 
por fuera de la lógica del conflicto capital-trabajo, pero no por fuera de los efec- 
tos devastadores de la globalización, y se pueden definir como proyectos 
antineoliberales; otros en cambio son proyectos abiertamente proclives al neoli- 
beralismo. La cuestión central en este gran debate es comprender a los movi- 
mientos de ciudadanía en términos políticos, es decir: ¿Quién, en un momento 
histórico, como el que estamos viviendo hoy, encabeza la lucha ciudadana por la 
ciudad, bajo qué demandas, bajo qué objetivos y bajo qué programa de construc- 
ción ciudadana tanto social como política? 

Los proyectos de ciudadanía se aclaran, se difunden, se implantan en la so- 
ciedad cuando logran levantar una gran fuerza social. El reto es precisamente 
responder a ello: ¿Cuál es esa gran fuerza social? ¿Cómo se constituye? ¿Cómo 
esa gran fuerza social puede resistir y modificar los efectos perniciosos del neo- 
liberalismo? ¿Cómo sobrepasar los límites de nuestra fragmentación? Como dije 
al principio, el aspecto que tenemos que destacar, en este momento histórico de 
gran trascendencia para la ciudadanía y la ciudad, es: ¿De qué manera aprove- 
char el espacio de posibilidades que se ha abierto, resultado en mucho del propio 
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esfuerzo de sus habitantes? ¿Cómo abrir otras opciones para transformar políti- 
ca y socialmente a esta ciudad? Este es el verdadero dilema. 

La utopía significa un no-lugar. Pero también significa la posibilidad de 
construir ese no lugar como lugar ideal, imaginado colectivamente. La impor- 
tancia de la utopía no estriba en el detalle con el que se defina el futuro promiso- 
rio, sino la posibilidad de construir en el presente el sentido de la movilización y 
las acciones colectivas. Hoy, existen muchas experiencias que se esfuerzan por 
avanzar y constituir proyectos creíbles para forjar esos futuros. Sin embargo, no 
todos logran constituir utopías creíbles. Como vimos, no se trata sólo de creati- 
vidad o de que a algún iluminado de vanguardia de repente decida inventar un 
espejismo impresionable. Las utopías son un esfuerzo enorme de construcción 
colectiva y experiencia histórica. Por eso Gramsci tenía razón: son esas fantasías 
concretas que puedan actuar sobre gente dispersa y frustrada, que al menos les 
haga despertar y organizar su voluntad colectiva. 
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El derecho a la ciudad y la problemática urbana 
en la Ciudad de México 


DERECHO A LA CIUDAD, CONFLICTOS URBANOS Y 
JUSTICIA SOCIOAMBIENTAL* 


GUADALUPE VIRIDIANA NATIVITAS MONTOYA** 
Introducción 


El presente texto analiza la relación que existe entre el derecho a la ciudad y la 
justicia socioambiental, conceptos que han despertado un creciente interés en 
sus dimensiones teóricas y empíricas, debido a que ambas propuestas aportan 
nuevos elementos para analizar la complejidad de las ciudades contemporáneas. 
El apartado discute el papel central que adquiere el Estado, como principal im- 
pulsor de políticas neoliberales basadas en la mercantilización de los espacios 
urbanos, y la respuesta que ha surgido por parte de diversos actores sociales que 
apelan a estos nuevos derechos para exigir inclusión y participación en la toma 
de decisiones. 

El modelo económico actual ha evidenciado la voracidad del capital que se 
ve reflejada en la mercantilización de los espacios urbanos y en la cosificación de 
la naturaleza, modificando con ello, la configuración espacial y la dinámica so- 
ciopolítica de las ciudades. El neoliberalismo trajo consigo no solo transforma- 
ciones en la estructura económica de los distintos países, sino también profun- 
das reestructuraciones políticas que permitieran el despliegue irrestricto del 
libre mercado, el cual requirió una mayor colaboración por parte del Estado 
para crear las condiciones necesarias que permitieran la reproducción del capi- 
tal, por lo que algunas de sus funciones básicas cambiaron, permitiendo que el 
mercado se convirtiera en un actor decisivo en la conducción de los asuntos 
públicos, situación que ha dejado consecuencias sociales, económicas, políticas 
y ambientales muy severas. 

Las desigualdades sociales, inherentes al neoliberalismo, provocaron el in- 
cremento significativo de movimientos sociales que han incorporado diferentes 
demandas, entre ellas, la exigencia de nuevos derechos —como lo son el derecho 
a la ciudad y el derecho al medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado 
(base en la construcción de la justicia socioambiental) — como mecanismos que 
permitan mejorar sus condiciones de vida y la manera en la que se relacionan 


* El presente texto recoge los elementos expuestos en la ponencia presentada en el Seminario Derecho a la 
Ciudad y Revolución Urbana en la Ciudad de México e incorpora hallazgos de la investigación doctoral aún en 
proceso. 
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litana unidad Iztapalapa. Doctorante en Estudios Sociales UAM-1. Temas de especialización: justicia ambiental, 
megaproyectos y movimientos socioambientales. Correo electrónico: virinativitasegmail.com 
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con su entorno. Asimismo, han planteado una franca crítica a la manera en la 
que se ejerce el poder político por parte del Estado, exigiendo mayores espacios 
de participación. Por ello, analizaremos ambas perspectivas poniendo especial 
énfasis en la dimensión política que adquieren estos planteamientos, de manera 
que podamos dirimir cuáles son los alcances y obstáculos que enfrentan, así 
como la manera en la que ambos postulados pretenden contribuir en la cons- 
trucción de ciudades más justas. 


Ciudad, mercado y ambiente 


Desde la Revolución Industrial, la ciudad emergió como el centro del desarrollo 
del capitalismo a nivel mundial. El auge en el proceso de industrialización oca- 
sionó que las ciudades concentraran las principales actividades económicas, in- 
crementando el consumo de bienes naturales y fuerza de trabajo, lo que intensi- 
ficó los procesos de urbanización. El desarrollo económico ha estado vinculado 
con la urbanización de manera casi inseparable y ha fungido como elemento que 
puede caracterizar la estructura social. Durante el Estado fordista,' el severo 
endeudamiento del Estado tuvo como principal consecuencia la dependencia 
financiera de diversos países; esto provocó la transformación del rol estatal en la 
regulación de los procesos económicos. Bajo la premisa de que el Estado no 
mostró la capacidad para promover el desarrollo económico, se propició un re- 
ordenamiento en sus funciones. 

Esta reestructuración mundial tuvo como principales beneficiarias a las 
empresas transnacionales, las cuales pudieron penetrar en economías débiles 
que permitieron aminorar sus costos de producción mediante el abaratamiento 
de la mano de obra y la explotación irrestricta de los bienes naturales para, de 
esta manera, generar un mayor margen de ganancia. Asimismo, el modelo for- 
taleció aún más a los países industrializados que amplificaron su poder político 
y económico, lo que les permitió imponer condiciones al resto de los Estados, 
principalmente a los países del tercer mundo, mediante los organismos finan- 
cieros internacionales como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Interna- 
cional. El necesario ajuste en la dirección económica a nivel mundial, que su- 
puso la crisis del modelo desarrollista, se fundamentó en la sobreacumulación 
de mercancías por parte del capital, las cuales requirieron la expansión del mer- 
cado hacia otros territorios propiciando la creación de nuevos centros de acu- 
mulación, lo que Harvey (2001) llama spatial fix que es la adecuación geográfi- 
ca a las necesidades del capital. Derivado de estos procesos, las ciudades 


! Caracterizado por la fuerte presencia del estado en los diversos ámbitos de la vida pública, sobretodo en el 
desarrollo económico interno y en la política social. Cabe destacar que es durante este periodo que las admi- 
nistraciones estatales se robustecen, de igual forma las organizaciones sindicales y gremiales, pues se convier- 
ten en la única vía de negociación entre los actores estatales y la sociedad. Hirsch (2001) 
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experimentaron transformaciones en su conformación física que se tradujeron 
en la mercantilización del entorno urbano, particularmente, en América Lati- 
na, lo cual repercutió en el medio ambiente, en la estructura social y en la ges- 
tión política. 

Esta fase de reordenamiento del capital se caracterizó por la apertura de 
mercados, la desregulación —no solo financiera— y la privatización, permitien- 
do que los mercados adquieran relevancia, más allá del ámbito económico. Los 
actores privados se convirtieron en factores determinantes en procesos políticos 
y sociales imponiendo nuevas estrategias en la toma de decisiones. La instaura- 
ción del modelo neoliberal provocó que los espacios urbanos y los bienes natu- 
rales se convirtieran en mercancías, dejando de lado los valores sociales y cultu- 
rales que en sí mismos representan, ya que las ciudades también son espacios 
colectivos de convivencia social en donde tienen lugar actividades productivas, 
afectivas, culturales, entre otras. Asimismo, el modelo económico planteó una 
nueva lógica en la relación con los bienes naturales, lo cual ha impactado no solo 
en el medio ambiente, sino también en las estructuras sociales y comunitarias de 
diversos territorios. 

En las últimas décadas hemos presenciado una intensificación en los proce- 
sos de despojo y privatización de los bienes comunes, lo cual ha incrementado 
los conflictos urbano-ambientales en diversas zonas del planeta, particularmen- 
te en los países del sur, lo que —de acuerdo con Castree (2008)— se ha definido 
como neoliberalización de la naturaleza y que se relaciona estrechamente con el 
urbanismo salvaje. El despojo es parte de la lógica constitutiva del capital, ya que 
sin este el capital no puede reproducirse. La acumulación se realiza con base en 
los procesos modernos de transformación de la naturaleza. Esta acumulación se 
logra trasladando componentes del sistema natural, a partir de la creación de 
valores, a los procesos de la sociedad (Galafassi, 2004, p. 83). Esta nueva lógica 
de acumulación, que redefine lo público y lo privado, Harvey (2005) la denomi- 
na como acumulación por desposesión y tiene como eje rector la mercantilización 
y privatización de la tierra, la apropiación de los bienes naturales y la expulsión 
de las comunidades que se encuentran en territorios que son funcionales al ca- 
pital. Se prioriza la propiedad privada por encima de la propiedad común o co- 
lectiva, restringiendo el acceso a los bienes comunes, y propicia la pérdida de 
prácticas comunitarias autónomas. 

La mercantilización de la naturaleza y el cercamiento de los bienes comunes, 
que impone el modelo económico, no incorpora los costos ecológicos ni cultu- 
rales dentro de los procesos de producción y lleva aparejada la fragmentación 
territorial y la segregación socioespacial y socioambiental, situación que ha im- 
pedido la creación de ciudades sustentables y ha agudizado la desigualdad so- 
cial. Pues si bien es cierto que la ciudad es un ámbito de acumulación del capital, 
este no se distribuye equitativamente entre los distintos sectores sociales, lo que 
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genera una polarización económica que se traduce en conflictos de diversa índo- 
le, donde el derecho a la ciudad adquiere vital importancia (Borja, 2015). No 
debemos perder de vista que, en este proceso, el Estado adquiere un papel cen- 
tral como impulsor del modelo económico y de las políticas que trae consigo, 
mismas que repercuten directa e indirectamente en la construcción de la justicia 
socioambiental y del derecho a la ciudad. 


La transformación del Estado en el contexto neoliberal 


La adopción del neoliberalismo como eje económico llevó a la adecuación de los 
marcos legales y de los entramados institucionales, a fin de que el mercado tu- 
viera las condiciones necesarias que aseguraran su reproducción y su nueva for- 
ma de acumulación. El Estado genera un escenario atractivo para la inversión 
mediante la flexibilización legal e institucional, la creación de la infraestructura 
necesaria para permitir la movilización de mercancías y la privatización de áreas 
estratégicas. Lo cual nos sitúa ante un Estado que debe ser débil al exterior, es 
decir, que facilite que el mercado opere irrestrictamente en su territorio, pero 
que al interior sea capaz de contener cualquier agitación social o política que 
pudiera tornarse problemática para el capital, y que explique el incremento de la 
coacción estatal para controlar o eliminar las resistencias que encuentra el mer- 
cado (Thwaites, 2010). 

El reordenamiento político y económico trajo como resultado severas con- 
secuencias sociales y ecológicas, mismas que son inherentes al modo de produc- 
ción, pues el capitalismo en sus distintas fases conlleva la degradación progresi- 
va del planeta y el empobrecimiento de la mayor parte de la población (Harvey, 
2014). No obstante, para entender el papel central que juega el Estado es perti- 
nente analizarlo en sus dos dimensiones en el plano jurídico-administrativo y en 
su dimensión sociopolítica, ya que ambas se relacionan estrechamente con el 
derecho a la ciudad y con la justicia socioambiental, sobre todo si entendemos 
tanto bases teóricas —que nos permitan elaborar mecanismos efectivos de par- 
ticipación—, como una crítica al modelo de desarrollo y a las políticas imple- 
mentadas por los distintos niveles de gobierno. 

De acuerdo con Osorio (2004), el Estado visible comprende al conjunto de 
entramados institucionales, al marco jurídico y al personal que administra el 
poder político. Por su parte, el Estado invisible está relacionado con el poder 
político del Estado, es decir, con las relaciones de poder que se ejercen por un 
grupo dominante para imponer sus intereses. En su cara visible, el Estado se 
entiende como aquel que es el encargado de regular las relaciones sociales me- 
diante mecanismos legales e institucionales, procurando el bien común. Desde 
esta perspectiva, las instituciones se van a convertir en organismos esenciales 
para el ejercicio del poder estatal y para la creación de mecanismos legales que 
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establezcan las reglas del juego necesarias para mantener el orden social, es de- 
cir, un Estado de derecho. La producción de ordenamientos jurídicos va a jugar 
un papel de suma importancia, pues mediante ellos se obliga a todos los miem- 
bros del Estado a acatar las normas establecidas dentro de su territorio, convir- 
tiéndose este en el ámbito espacial de validez de dichas normas. 

La transición a un Estado de derecho conllevó la transformación de la prác- 
tica del poder político, mismo que se expresó por medio de los ordenamientos 
jurídicos, convirtiendo al Estado en el único con la capacidad para crear leyes por 
medio de las cuales se ejercería dicho poder. Si bien estos elementos responden al 
carácter procedimental del Estado, también son esenciales para el tema que nos 
ocupa, pues el Estado no solo es el encargado de diseñar los canales por medio de 
los cuales se regula la participación de los ciudadanos, sino también de que estos 
canales sean efectivos. Por esto, el tema de la legitimación jurídica de derechos 
por parte del Estado cobra vital importancia desde esta dimensión, pues implica 
que estos deben ser garantizados por el Estado y que pueden ser exigidos por los 
ciudadanos. No obstante, su inclusión en los marcos jurídicos no ha sido sufi- 
ciente para garantizar su aplicación efectiva para todos los ciudadanos. El logro 
de este objetivo está ligado invariablemente a la existencia de un sistema político 
eficaz, que garantice la participación democrática plena y efectiva no sólo en la 
implementación de políticas públicas, sino en la toma de decisiones. 

Vale la pena destacar que el reconocimiento jurídico de derechos por parte 
del Estado no ha sido una concesión, sino que ha respondido a diversas luchas 
sociales que han reivindicado distintas causas, ya sea la consecución de derechos 
civiles, sociales, ambientales, etc., en virtud de que todos ellos responden a nece- 
sidades sociales básicas. Sin embargo, no todos los derechos se sitúan en el mis- 
mo nivel de efectividad; la división que existe en torno a estos recae fundamen- 
talmente en su titularidad y en el grado de responsabilidad que tiene el Estado 
para atenderlos, lo cual va a definir la prioridad que tengan en la planeación 
administrativa de este, es decir, en la jerarquización de sus intereses pese a que, 
independientemente de la generación a la que pertenezcan, los derechos huma- 
nos tienen un principio de universalidad, interdependencia e indivisibilidad, su 
aplicación efectiva está ligada a las condiciones sociopolíticas de cada Estado. 

En esa misma línea, los derechos emergentes donde están incluidos los de- 
rechos ambientales, de autogobierno, de identidad cultural, entre otros, pertene- 
cen a grupos indeterminados con intereses comunes, lo cual quiere decir que no 
existe un único titular de este derecho, pues el Estado goza de su titularidad, 
pero también estos pueden ser reclamados por miembros o grupos al interior de 
este, lo que los convierte en derechos colectivos y aquí podemos insertar el dere- 
cho a la ciudad. La complejidad de estos derechos es que aún no se han logrado 
consolidar ni en las legislaciones nacionales ni en la práctica política, lo que ha 
representado un gran obstáculo para las comunidades que apelan a estos como 
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un mecanismo de defensa pues, en la práctica, la titularidad de estos derechos 
sigue aplicándose de manera individual, lo cual nos coloca frente a un escenario 
complejo, dado que se presume que su carácter colectivo los vuelve indetermi- 
nados, por lo que no se puede reclamar un interés jurídico.? Sin lugar a dudas, la 
efectividad en la aplicación de los derechos pasa por un ejercicio democrático 
pleno, no solo por parte de los ciudadanos sino del propio Estado. 

Este elemento nos sitúa ante la complejidad que encierra la otra dimensión 
del Estado, la relacionada con el poder político y con las relaciones de poder que 
se entretejen entre diversos actores, principalmente, políticos y económicos. Ha- 
ciendo uso de mecanismos formales y no formales, el Estado ha permitido que 
los intereses de los grupos hegemónicos se consoliden aun cuando estos atentan 
contra el bien común o van en oposición a los marcos legales establecidos y a los 
derechos ahí reconocidos, todo ello con el fin de garantizar la acumulación del 
capital. La adecuación legal e institucional que logran actores privados, persua- 
diendo por diversas vías a los actores políticos para imponer sus intereses, se 
define jurídicamente como desvío de poder (Martínez), entendiendo este como 
el proceso por el cual una autoridad administrativa hace uso de su poder o atri- 
buciones para incentivar intereses distintos a aquellos para los cuales fue confe- 
rido, provocando un vacío funcional. 

La privatización de los espacios urbanos, la mercantilización de la naturale- 
za y el vacío funcional del Estado son elementos que coadyuvan al debilitamien- 
to de los actores locales, pues los canales legales e institucionales se cierran im- 
pidiendo la resolución de conflictos (Ávila y Luna, 2013). La opacidad con la que 
actúa el Estado evidencia su fragilidad institucional, pues no existe un control 
real de los asuntos públicos, ya que estos se van adecuando a las necesidades del 
capital, lo cual impide la gobernabilidad democrática pues existe un incremento 
en la coacción ejercida por parte del Estado para imponer proyectos, lo que pro- 
picia ejercicios gubernamentales autoritarios. 


Privatización del espacio: megaproyectos 


La necesidad de los Estados por atraer inversiones hacia sus territorios ha pro- 
vocado que se busquen legitimar las exigencias del mercado apelando a la utili- 
dad pública, lo que Harvey (2014) ha denominado como greenwashing, que con- 
siste en hacer pasar proyectos con fines lucrativos (megaproyectos de 
infraestructura) por proyectos destinados a promover el desarrollo económico 
al interior de las comunidades. Los efectos derivados del proceso de expansión 
del capital en las ciudades se han materializado en la construcción de megapro- 


? Entendiendo interés jurídico como el derecho que tiene un particular para reclamar algún acto que violente 
sus garantías individuales. 
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yectos de infraestructura que tienen por objeto adecuar las urbes a las necesida- 
des del mercado y que traen consigo innumerables consecuencias no solo en la 
composición física de las ciudades, sino en las propias estructuras sociales y en 
el equilibrio ecológico urbano. Estos proyectos son fundamentales para la movi- 
lidad de mercancías y ocupan un lugar central dentro del paradigma de desarro- 
llo. En ese sentido, responden a dinámicas económicas globales que se confron- 
tan con los intereses de actores locales (Ramírez Zaragoza, 2017, p. 151)". 

Los megaproyectos se caracterizan por ser obras de gran envergadura (desa- 
rrollos inmobiliarios, obras de infraestructura, centros comerciales, etc.) que 
requieren la colaboración de agentes diversos, mismos que pueden provenir del 
sector público o de la iniciativa privada, nacional o extranjera. Si bien algunos de 
estos proyectos cuentan un financiamiento público importante, generalmente 
favorecen intereses de actores privados. Uno de los elementos más importantes 
para que un proyecto urbano pueda catalogarse como megaproyecto es el finan- 
ciamiento (Díaz, 2009), ya que estas construcciones tienen costos económicos 
muy elevados y, en su mayoría, tienden a exceder los costos proyectados. Estas 
obras exigen la revisión de las formas de planeación urbana tradicionales, pues 
innegablemente impactan en la conformación de la ciudad, en el medio ambien- 
te y en la distribución socioespacial. 

La construcción de grandes proyectos urbanos tiende a favorecer el desarro- 
llo desigual de los diferentes sectores sociales, pues incentiva la segregación y 
fragmentación de la población urbana, intensificando la gentrificación* y pro- 
vocando la revalorización del suelo urbano, en donde la población de menos 
recursos queda excluida de diversos procesos políticos y económicos. Aunado a 
ello, la instauración de estas obras genera que se privaticen las ganancias y se 
socialicen los costos no previstos por estos proyectos como son las expropiacio- 
nes, desplazamientos, el daño ecológico, la carencia en la dotación de servicios, 
entre otros. La desigual distribución de los recursos públicos y privados en el 
territorio es uno de los principales elementos que contribuye a la fragmentación 
de las ciudades (Bassols, 2011). Por otro lado, encontramos que, en su mayoría, 


* Por mega-proyecto de urbanización se entiende una obra o infraestructura de gran tamaño y dimensiones 
que se realiza dentro de las ciudades para “satisfacer” una demanda de la población, como la necesidad de 
circular a través de una autopista urbana o la necesidad de la vivienda a través de grandes conjuntos habitacio- 
nales, generalmente de forma vertical como los edificios inteligentes. Se puede realizar a través de inversiones 
públicas o privadas, así como mixtas con capital mayoritariamente privado, esto último genera que los servi- 
cios se vean como mercancías y no como derechos. Como grandes obras los mega-proyectos: afectan necesa- 
riamente los espacios urbanos en donde se realizan; causan un fuerte impacto negativo al medio ambiente; 
generalmente son impuestos sin la consulta ni la aprobación de los ciudadanos y vecinos afectados; y, por lo 
tanto, se convierten en medidas que afectan los derechos de los habitantes de la ciudad generando diversas 
reacciones de los ciudadanos (Ramírez Zaragoza, 2017, p. 151) 

*De manera general, podemos decir que es la reocupación de un espacio urbano por parte de una clase socioe- 
conómica en detrimento de otra. Esta última es expulsada y excluida por los mecanismos de mercado. (Che- 
ca-Artasu, 2010). Proceso por el cual zonas habitacionales de la clase trabajadora son rehabilitadas por cons- 
tructoras y desarrolladores inmobiliarios, y están enfocadas a un mercado de clase media (Lees, Loretta, 2008). 
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la construcción de este tipo de obras responde a decisiones unilaterales que im- 
piden la participación de los sectores afectados. La participación ciudadana se ve 
limitada por la inexistencia de canales adecuados que posibiliten que la pobla- 
ción pueda incidir en la toma de decisiones sobre cuestiones que directamente 
les afectan, dificultando el ejercicio democrático. Asimismo, hay que integrar la 
opacidad con la cual actúa el Estado ya que, al no dar a conocer la información 
de manera precisa y veraz a los ciudadanos, favorece que se cuestione la forma 
en la que se conducen los organismos públicos. 

La inequidad en la distribución de los costos de las obras, la falta de canales 
adecuados de participación y la opacidad con la que muchos gobiernos actúan al 
momento de construir un megaproyecto han llevado a que existan fuertes resis- 
tencias por parte de la ciudadanía. Las diversas movilizaciones varían en la for- 
ma de organización, acción y en los resultados obtenidos, sin embargo, compar- 
ten un abierto rechazo a la privatización de los espacios públicos de la ciudad y 
reaccionan ante estas formas de urbanización salvaje. Aunado a ello, pugnan por 
abrir canales efectivos de participación y por lograr una mayor transparencia 
por parte del gobierno, es decir, conformar una democracia participativa, ele- 
mento central en la discusión sobre el derecho a la ciudad y de la justicia so- 
cioambiental. 


La justicia socioambiental como elemento en la construcción del 
derecho a la ciudad 


La desprotección a la que se enfrenta el grueso de la sociedad, derivada de la 
ineficacia del sistema legal, ha provocado que surjan nuevas demandas que bus- 
can insertar en el debate público problemáticas que han sido desatendidas por el 
Estado. El modelo económico ha colocado a la ciudadanía en una situación de 
vulnerabilidad no solo en aspectos de distribución de la riqueza, sino en la pro- 
pia interacción entre sociedad y gobierno. En ese sentido, el surgimiento de nue- 
vos movimientos sociales, que buscan responder a problemáticas derivadas del 
proceso de mundialización capitalista, ha permitido generar expresiones de par- 
ticipación política estableciendo novedosas formas de interacción. Estos movi- 
mientos han adquirido una mayor relevancia en las sociedades contemporáneas, 
pues no solo cuestionan la gestión estatal sino que proponen nuevas formas de 
acción y lógicas de organización. 

El derecho a la ciudad y la justicia socioambiental son construcciones socia- 
les debido a que son productos concretos de demandas ciudadanas que, si bien 
en la actualidad han adquirido un mayor eco por parte de la sociedad, no son 
conceptos nuevos pues ya desde los años sesenta Lefebvre (1968) señalaba la 
importancia del derecho a la ciudad como elemento central en la construcción 
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democrática. De acuerdo con la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad 
(2004), este se define como: 


El usufructo equitativo de las ciudades dentro de los principios de sustentabilidad y 
justicia social. Es un derecho colectivo de los habitantes de las ciudades, en especial 
de los grupos vulnerables y desfavorecidos, que les confiere legitimidad de acción y 
de organización, basado en sus usos y costumbres, con el objetivo de alcanzar el 
pleno ejercicio del derecho a la libre autodeterminación y un nivel de vida adecua- 
do. (Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad, 2004). 


El derecho a la ciudad se constituye como un elemento integrador de derechos 
sociales, económicos, culturales, ambientales y políticos (Borja, 2015). Tiene 
como finalidad reinventar la ciudad, transformarla y construirla retomando los 
elementos básicos que garanticen el buen vivir de los ciudadanos. El tema del 
medio ambiente se vuelve crucial para lograr una aplicación efectiva del derecho 
a la ciudad, en virtud de que las urbes contemporáneas enfrentan problemas 
ecológicos muy severos (contaminación atmosférica, manejo de residuos, recar- 
ga del manto acuífero, ruido, etc.), que impactan la salud y la calidad de vida de 
la población. La complejidad que encierran los conflictos ambientales, debido a 
los diversos intereses que confrontan, ha provocado que los mecanismos de re- 
solución —implementados por los diferentes niveles de gobierno— resulten in- 
suficientes pues cada actor busca imponer su propia visión de ciudad, misma 
que va a depender del vínculo que cada uno tiene con su entorno y de los pro- 
pios valores culturales que represente. 

De aquí que el derecho al medio ambiente sano y ecológicamente equilibra- 
do adquiera particular importancia en la construcción del derecho a la ciudad 
como mecanismo para lograr ciudades sustentables, justas y democráticas. No 
obstante, no podemos detenernos solo en el nivel de los derechos reconocidos 
jurídicamente por el Estado, y es ahí donde insertamos el tema de la justicia so- 
cioambiental, pues si bien este derecho representa un elemento esencial en nues- 
tra propuesta teórica y empírica, esta encierra problematizaciones más comple- 
jas que trascienden la demanda posmaterialista de la ecología profunda, 
convirtiéndose en una demanda por crear mayores espacios de participación 
política, en donde los diversos actores involucrados en estas relaciones puedan 
participar en la toma de decisiones y en la puesta en marcha de políticas públi- 
cas, sobre todo porque los procesos de segregación y exclusión atentan contra su 
propia supervivencia. Asimismo, incorpora la demanda de justicia en su sentido 
más amplio, entendiéndola más allá de una cuestión netamente distributiva. 

Es por esto que afirmamos que tanto el derecho a la ciudad como la justicia 
socioambiental proponen una franca crítica al modelo de ciudad capitalista, 
(Harvey, 2012), por lo que no se pueden constreñir a un ámbito netamente jurí- 
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dico, sino que requieren de diversos elementos para su realización, los cuales 
pasan necesariamente por la democratización del propio Estado en su sentido 
más amplio. Si bien la justicia socioambiental es necesaria, no es suficiente para 
alcanzar el derecho a la ciudad, sin embargo, consideramos que ambas propues- 
tas ponen énfasis en elementos comunes que apuntan a la construcción de una 
democracia participativa, misma que sirva como medio para mejorar las condi- 
ciones de vida de la población. Por ello es pertinente analizar algunos elementos 
teóricos que nos permitan dilucidar cuál es la importancia de la justicia so- 
cioambiental como vía para lograr el derecho a la ciudad. 

El concepto de justicia ambiental se deriva del movimiento sociopolítico 
que tuvo lugar en Estados Unidos hacia finales de la década de los ochenta, y 
hace referencia a la inequitativa distribución de cargas y beneficios ambientales 
entre los distintos grupos sociales.? No obstante, esta noción se ha complejizado 
a medida que ha incorporado elementos sociales, políticos, jurídicos, ecológicos 
y económicos. Por ello, la dificultad que encierra la conceptualización de la jus- 
ticia ambiental ha generado una vasta producción conceptual desde distintas 
áreas de conocimiento que han permitido identificar distintas dimensiones, aquí 
destacamos la dimensión jurídica y la dimensión política, mismas que se com- 
plementan a fin de dar solución a la problemática principal de la que parte la 
justicia ambiental y que se centra en el reparto desigual y discriminatorio de las 
afectaciones ambientales, que se derivan de los procesos de explotación de la 
naturaleza y cercamiento de los bienes comunes, en donde la población más 
vulnerada es la de menores recursos económicos. 

Sostenemos que dichas dimensiones adquieren preponderancia debido a 
que por medio de ellas se construyen los mecanismos legales y políticos que 
garantizan el acceso e impartición de justica ambiental, aunado a ello son las que 
permiten explicar cómo se interrelacionan los distintos actores políticos que en- 
tran en juego en los movimientos ambientales y la manera en la que buscan im- 
poner sus intereses y los recursos que utilizan para lograrlo, ya sean formales o 
informales. La justicia ambiental surge con una discusión de carácter distributi- 
vo, pero a medida que ha ido madurando el concepto ha atraído problematiza- 
ciones más complejas que nos llevan al terreno político y que involucran a una 
gran diversidad de actores incluido el propio Estado. Asimismo, consideramos 


* A finales de la década de los ochenta, el Informe sobre Desechos Tóxicos y Racismo en los Estados Unidos 
reveló que la comunidad negra, latina y asiática estaba expuesta a un riesgo desproporcionado en la salud de 
sus familias debido a que existía por lo menos un vertedero de residuos tóxicos cercano a los lugares donde 
radicaban. Ante esta situación diversos grupos herederos del movimiento por los derechos civiles y de los 
United Framworkers de César Chávez se unieron en un reclamo por la desigualdad racial en materia ambien- 
tal, pues los severos daños que provocaba en su calidad de vida, entorno y salud ponían en riesgo su propia 
existencia. El movimiento por la justicia ambiental planteó cambios estructurales en la dinámica sociopolítica 
partiendo de un agravio ambiental. Logró articular sus demandas por justicia social, económica y racial con la 
problemática ambiental, generando una movilización de mayor complejidad que reconfiguró el análisis de la 
problemática ecológica. 
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que el alcance que tiene la justicia ambiental, si bien parte de lo local, se inserta 
en dinámicas sociopolíticas globales que hacen evidente la necesidad de abrir 
canales de comunicación efectivos entre sociedad y gobierno, de manera que se 
puedan construir espacios de negociación que propongan soluciones a diversos 
conflictos. 

Debido al origen del cual emerge la justicia ambiental es entendible que los 
primeros esfuerzos por conceptualizarla estén fuertemente vinculados con la 
cuestión del racismo ambiental,* sin embargo, a medida que se fue expandiendo 
a Otras partes del mundo, más que hablar de una discriminación racial en la 
distribución de beneficios y cargas ambientales se asocia a una cuestión socioe- 
conómica. A continuación, señalaremos los elementos que consideramos son los 
que nos permiten ofrecer una definición más articulada de la justicia socioam- 
biental para, de esta manera, poder establecer un vínculo entre esta y el derecho 
a la ciudad. 

Desde la perspectiva jurídica encontramos que la discusión central está vin- 
culada a contar con un acceso equitativo de toda la población a los mecanismos 
creados por el Estado para resolver los problemas ambientales; situación que 
permitiría eficientar la gestión ambiental en sus distintas áreas (Walsh, 2001), 
por lo que la creación de una legislación ambiental efectiva —que permita crear 
condiciones de equidad que medien en la relación hombre-naturaleza, asumien- 
do al hombre como aquel que ejecuta los procesos de producción y a la natura- 
leza como bien jurídico que tiene procesos ecosistémicos propios— adquiere 
centralidad (Herrera, 2001). Sin embargo, consideramos que al referirnos única- 
mente a la existencia y suficiencia de los marcos legales y entramados institucio- 
nales estamos haciendo referencia exclusivamente a la equidad ambiental, la cual 
se centra en la protección igualitaria por leyes y reglamentos para todos los 
miembros de la población, pero no trasciende el carácter distributivo. 

El elemento procedimental de la justicia ambiental se entiende como los 
mecanismos por medio de los cuales se accede a ella y que garantizan que los 
diversos actores participen en la toma de decisiones para reducir los riesgos am- 
bientales (Moreno, 2010). Para esto es fundamental contar con un sistema polí- 
tico eficaz que garantice la participación democrática de los ciudadanos y, con 
ello, el ejercicio de las libertades políticas básicas (acceso a la información, aso- 
ciación y expresión). La justicia ambiental toma en cuenta la existencia de dispo- 
sitivos que permitan la participación de las comunidades en la toma de decisio- 
nes sobre cuestiones que directamente les afectan (Hervé, 2010), por lo que se 
incorpora el elemento político que involucra diversos actores. Finalmente debe- 
mos señalar que estos elementos adquieren significado cuando se toma en cuen- 


6 El racismo ambiental hace referencia a una decisión deliberada de poner en situación de riesgo ambiental a 
un determinado grupo social (Bunyan, 1995). 
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ta la pluralidad de actores que participan en este tipo de movimientos. De ahí 
que equidad, pluralismo y participación se deben colocar en el mismo nivel de 
importancia cuando se habla de justicia ambiental, pues para que un actor pueda 
acceder a los mecanismos jurídicos y pueda participar en la toma de decisiones 
es preciso que se reconozca su pertenencia a cierta comunidad política. Aunado 
a ello es importante tener presente la diversidad cultural de las sociedades con- 
temporáneas, pues no todas las culturas se relacionan de la misma forma con el 
entorno natural, y esto va a determinar la manera en la que reaccionan ante un 
agravio y los recursos que utilicen para imponer sus intereses ante otro actor 
(Schlosberg, 2003). 

El reconocimiento de esta diversidad de actores también implica fijar la mi- 
rada en sus propias formas de organización sociopolítica y en el pluralismo jurí- 
dico bajo el cual se rigen, que no necesariamente concuerdan con los lineamien- 
tos formales establecidos por los grupos mayoritarios sino que son formas 
particulares de entender el mundo y la manera en que se relacionan con su en- 
torno. Este punto adquiere relevancia cuando analizamos la composición cada 
vez más plural de las ciudades contemporáneas, en donde los distintos grupos 
sociales tienen distintas formas de relacionarse con el medio natural y con el 
espacio urbano. 

Incorporando los diversos elementos que hemos señalado, consideramos 
más adecuado hablar de justicia socioambiental pues, como podemos observar, 
la justicia ambiental constriñe su debate a la distribución de impactos ambienta- 
les, poniendo especial énfasis en los mecanismos jurídicos para su acceso e im- 
partición, pero deja de lado que un agravio ambiental no solo tiene repercusio- 
nes distributivas sino que puede transformar las propias dinámicas sociales 
afectando la interacción de cierta comunidad con su entorno y, en ocasiones, la 
propia estructura familiar. Por ello, proponemos que el referirnos a la justicia 
socioambiental nos permite incorporar elementos más complejos a la discusión 
y que son relevantes al analizar distintos movimientos. 

Tomando como base los elementos que hemos planteado, definimos como 
justicia socioambiental a que ningún miembro de la sociedad se encuentre ex- 
puesto a mayores riesgos ambientales por su condición económica o social, si- 
tuación que debe estar garantizada con la aplicación equitativa de leyes y regla- 
mentos (equidad ambiental), mismos que reconozcan la diversidad cultural y el 
pluralismo jurídico bajo el cual se rigen diversos grupos sociales y que estén 
respaldados en un sistema político capaz de asegurar la inclusión en la toma de 
decisiones y en la implementación de políticas públicas, es decir, partir de una 
gestión ambiental eficaz, accesible e incluyente. Esta definición nos permite ar- 
ticular los diversos elementos que coadyuvan en la construcción de la justicia 
socioambiental y donde destacamos: (1) La justicia distributiva que cobra senti- 
do en la medida en que la finitud de la naturaleza y la escasez de bienes naturales 
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exigen que exista una distribución equitativa entre todos los miembros de la 
sociedad, de manera que los problemas ecológicos no afecten en mayor medida 
a la población con menos recursos económicos; (2) La participación, aspecto 
que nos obliga a voltear a ver el sistema político y su capacidad para crear meca- 
nismos legales e institucionales que garanticen la participación de todos los sec- 
tores de la población y que permitan la inclusión y aplicación efectiva de los 
derechos colectivos, priorizando la comunidad por encima del individuo; (3) La 
diversidad cultural y el pluralismo jurídico, que implica una revalorización de 
los bienes naturales, la cual se centra en que la naturaleza no se catalogue como 
un bien material que se puede mercantilizar. Argumento que se vincula estre- 
chamente con la ética ambiental que invita a reflexionar sobre un necesario 
cambio en la valoración cultural de la naturaleza; a replantear el dominio de una 
sociedad de consumo, y a voltear la mirada a la importancia que tiene el medio 
natural en sí mismo y como garante de la propia subsistencia humana. 

Como podemos observar, los elementos que dan cuerpo a la justicia so- 
cioambiental son terrenos comunes con las demandas señaladas en las diversas 
Cartas por el Derecho a la Ciudad pues, de fondo, ambos planteamientos reco- 
gen la centralidad que adquiere la democracia participativa y el acceso a la justi- 
cia en sus distintos ámbitos, para poder contar con sociedades equitativas y sus- 
tentables. Las ciudades se han convertido en escenario de profundas 
desigualdades de distintos tipos, a las que sumamos la injusticia ambiental, la 
cual ha sido promovida por el propio Estado en el momento en que prioriza los 
intereses de ciertos grupos en detrimento de otros que generalmente son los 
sectores más desprotegidos. La flexibilización de las normas ambientales o in- 
cluso su transgresión, para imponer proyectos funcionales al capital, ha deriva- 
do en que los ciudadanos se encuentren en total desprotección frente al embate 
de los intereses económicos de grupos hegemónicos que buscan atentar contra 
los bienes naturales que aún subsisten dentro de las ciudades, pues cuando es el 
propio Estado el que incumple las normas que el mismo impone, el margen de 
acción de los actores locales se acota. Aunado a ello, encontramos que las comu- 
nidades que están asentadas en territorios estratégicos son frecuentemente des- 
pojadas de sus tierras, desplazadas de sus lugares de origen y limitadas en su 
acceso a los bienes naturales. 

Bajo este contexto de inequidad es que el derecho a la ciudad cobra sentido, 
más allá de la formalización legal e institucional que requiere, pues este se legiti- 
ma socialmente. La construcción del derecho a la ciudad ha implicado la movi- 
lización de los actores sociales que, en medio de este ambiente de despojo y 
mercantilización del espacio urbano, reclaman su derecho no solo a acceder a la 
ciudad existente sino a recrear su ciudad, apartándose de la lógica mercantilista 
impuesta por la gestión neoliberal en sus distintos niveles de gobierno, para lo 
cual exigen mecanismos de inclusión y participación que les permitan reapro- 
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piarse de su entorno, así como pensar que se puede construir una ciudad distin- 
ta que permita la convivencia armónica y solidaria. 

En ese sentido, el derecho a la ciudad se presenta como una revulsión nece- 
saria si tomamos en cuenta la relevancia que hoy en día tienen las ciudades a 
nivel mundial, pues concentran a más de la mitad de la población, de ahí que el 
papel que jueguen sus habitantes es protagónico para construir un mundo más 
justo. Resulta paradójico que en este contexto de fragmentación y ruptura los 
lazos comunes se estrechen, pues si bien es cierto que las prácticas de acumula- 
ción del capital han despojado a muchos sectores sociales, también es cierto que 
han permitido que estos se unan para reivindicar distintas causas, entre ellas, la 
dignificación de la propia persona y la naturaleza, es por ello que el derecho a la 
ciudad y la justicia socioambiental se han convertido en la bandera de muchos 
movimientos sociales urbanos y de diversas organizaciones, ya que ambos ins- 
trumentos fungen como herramientas analíticas y como proyectos políticos que 
requieren de la participación social en la construcción de sociedades más de- 
mocráticas. 


Justicia, democracia y participación 


La justicia aparece como uno de los principales ejes en la construcción de ambas 
propuestas, por ello resulta necesario entender que no solo nos referimos a una 
cuestión distributiva, como en su momento se planteó desde la teoría clásica. El 
contractualismo decía que la justicia era un medio para la organización social, 
en tanto que se fundamenta en la equidad, es decir, que todas las personas im- 
portan de forma igualitaria por lo que tienen derecho a un trato equitativo y que 
se vincula con que cada persona tenga lo que le corresponde en igualdad de 
circunstancias. No obstante, consideramos que el problema de la justicia no solo 
se relaciona con la distribución desigual y que si partimos de la definición clási- 
ca de justicia propuesta por la tradición liberal, estaríamos poniendo especial 
énfasis en la distribución material dejando de lado las causas que originan esa 
desigualdad. 

Si tomamos en cuenta que la noción de justicia está fuertemente vinculada 
con el Estado de derecho que, de acuerdo con O“Donnell (2004), se refiere a un 
sistema legal, un entramado de reglas legales que penetra y codetermina nume- 
rosas relaciones sociales. El acceso a la justicia va a estar determinado por los 
ordenamientos jurídicos de cada Estado, sin embargo, Fraser (1999, 2008) plan- 
tea que la justicia no solo está relacionada con la existencia de marcos legales, 
sino que está en función de que los diferentes sectores de la población tengan 
una participación en condiciones de igualdad sobre la toma de decisiones. Por 
ello, uno de los principales elementos que dificultan el acceso a la justicia tiene 
que ver con las marcadas desigualdades económicas que prevalecen en las socie- 
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dades capitalistas actuales y que están vinculadas a la propia estructura clasista 
de la sociedad. Por esto, más que analizar a la justicia como un ideal, es preciso 
que se determinen cuáles son los elementos que impiden que existan condicio- 
nes de participación equitativas (Young, 1990). 

Uno de los obstáculos principales en la aplicación de justicia tiene que ver 
con que no hay un reconocimiento de la diversidad social y cultural que existe en 
los diferentes Estados y que es la base para que exista un problema de distribu- 
ción. En esa misma línea, la discusión debe centrarse en cómo se dan las relacio- 
nes de poder que producen que cierto grupo se encuentre en desventaja frente a 
otro, ya que al analizar la aplicación de justicia únicamente de forma procedi- 
mental nos sitúa ante un escenario complejo, en donde aquel que tenga un mejor 
manejo de los recursos legales tiene mayores posibilidades de acceder a la pro- 
tección legal, aun cuando esto no sea necesariamente justo, además de que nos 
desvía de la discusión de fondo sobre la capacidad del Estado para incorporar los 
preceptos democráticos básicos como la representación y la participación. 

Al hablar de justicia no se puede partir de supuestos, como argumentaba 
Rawls, pues es preciso que se garanticen precondiciones básicas para que esta 
tenga efecto, por lo que los tres elementos están ligados entre sí: la participa- 
ción, el reconocimiento y la distribución, y ninguno debe adquirir mayor im- 
portancia debido a que no se trata de una lucha entre ellos, sino que estos se 
interrelacionan y se complementan. Por lo anterior, es necesario hacer una re- 
visión de cuáles son los mecanismos con los que cuenta el Estado para garanti- 
zar no solo el acceso a la justicia distributiva, sino al derecho a la participación 
que provenga del reconocimiento de la diversidad de todos los miembros de la 
sociedad, es decir, analizar la justicia en sentido extenso y su relación con la 
democracia que es, hoy por hoy, la forma de gobierno más empleada a nivel 
internacional. 

Por democracia nos estamos refiriendo a cómo se ejerce el poder por parte 
del Estado, es decir, a los criterios que van a regir la organización estatal. La 
democracia no es un espacio libre de intereses, convirtiéndose en una expresión 
de las relaciones de poder .” El proyecto democrático liberal es por naturaleza 
excluyente, no tiene la capacidad de atender las demandas de todos los sectores 
sociales por lo que las relaciones conflictuales son inherentes a él y son el motor 
de la transformación social, de ahí que la búsqueda por la expansión de dere- 
chos —civiles, políticos y sociales— haya marcado las exigencias de diversas 
protestas a nivel mundial, ante la incapacidad del Estado por incorporar sus 
demandas. 


7 De acuerdo con Robert Dahl (1963), el poder es “una relación entre actores, en la que uno de ellos induce a 
los otros a actuar de un modo en el que no lo harían de otra manera” (citado en Bobbio, Norberto 1989, p. 104). 
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La creciente insatisfacción con la democracia representativa? ha provocado 
la exigencia de mayores canales de participación debido a que los ciudadanos ya 
no ven representados sus intereses por los gobernantes, situación que acrecienta 
el distanciamiento entre representante y representado. Ante esta crisis, los deba- 
tes actuales sobre la teoría de la democracia han centrado la atención en la par- 
ticipación ciudadana y sobre la ampliación de la agenda. La participación ciuda- 
dana es la base de lo que se conoce como democracia participativa, y lograr esta 
transición constituye el proyecto más ambicioso de la sociedad en su conjunto, 
por ello, instrumentos como el derecho a la ciudad y la justicia socioambiental 
se hacen necesarios para lograr dicho objetivo. 

El ejercicio democrático demanda que el Estado garantice el acceso a la 
información, asociación y expresión, es decir, a las libertades políticas para que 
el ciudadano cuente con herramientas funcionales que le permitan tener una 
participación racional, responsable y autónoma (O “Donnell, 2004). Si bien es- 
tos elementos son necesarios, no son suficientes para que exista una democra- 
cia efectiva, pues la desigualdad económica y social que caracteriza a las socie- 
dades capitalistas contemporáneas, impide que todos los ciudadanos se 
encuentren en condiciones de equidad y permite que los grupos fácticos obten- 
gan mayores beneficios; situación que impacta en la capacidad institucional y 
normativa del Estado, pues este no es capaz de garantizar el respeto de los dere- 
chos básicos. 

La adopción de regímenes democráticos modificó los mecanismos de legiti- 
mación del Estado concentrando sus esfuerzos en dispositivos electorales. No 
obstante, los Estados no se han democratizado pues siguen reproduciendo me- 
canismos autoritarios que han imposibilitado no solo la inclusión de un mayor 
número de actores en los procesos de toma de decisiones, sino que han impedi- 
do crear contextos de equidad económica y social, precondiciones necesarias 
para que el juego democrático adquiera sentido (Tedesco, 2007). Por lo anterior, 
sostenemos que si bien la democracia es la forma de gobierno más aceptada a 
nivel mundial, los preceptos de los que esta se desprende no han sido interiori- 
zados por los estados, lo cual se ha reflejado en su fragilidad institucional y en la 
ineficacia de sus marcos legales. Esta situación hace necesario construir una de- 
mocracia radical y plural (Mouffe, 2007), de manera que se pueda establecer una 
nueva frontera política, es decir, la creación de una nueva hegemonía? en donde 
se replantee la relación de fuerzas existente ya que las relaciones sociales, en el 


$ De acuerdo con Sartori (2003), la democracia representativa es “una democracia indirecta, en donde el de- 
mos no se gobierna, sino que elige representantes que lo gobiernan. La democracia representativa comprende, 
necesariamente, la democracia electoral, pero la supera con el agregado de elementos propios” (Sartori, 2003, 
p. 74). 
? Entendida como la capacidad de control del orden ideológico y cultural para imponer intereses (Gramsci, 
1980). 
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contexto neoliberal, están construidas por formas asimétricas de poder que ero- 
sionan el ya frágil sistema democrático. 


La productividad social de los conflictos urbanos 


Pese a la adversidad que enfrentan tanto el derecho a la ciudad como la justicia 
socioambiental, los movimientos sociales que se abanderan bajo estas premisas 
tienen una productividad social que se expresa en diferentes ámbitos. Estas re- 
sistencias surgen de un conflicto local o territorial y trascienden para convertir- 
se en procesos políticos más complejos. El conflicto va a ser relevante depen- 
diendo de la medida en la que logre insertarse en el debate público, lo cual per- 
mitirá ver los diferentes elementos que constituyen dicho conflicto y cómo estos 
se transforman en movimientos sociales complejos. 

No hay que perder de vista que si bien todo movimiento social proviene de un 
conflicto, no todo conflicto logra trascender y convertirse en un movimiento so- 
cial. Por ello, los planteamientos que aquí recogemos hacen referencia a aquellos 
conflictos que tienen trascendencia. Los conflictos urbanos también pueden ser 
entendidos como conflictos territoriales, en función de que se llevan a cabo en un 
territorio específico, y por ello redefinen el territorio y las relaciones sociales que 
en él se desarrollan. El control del territorio se va a convertir en uno de los princi- 
pales ejes de análisis de los también denominados como conflictos de proximidad 
(Melé, 2013), ya que los residentes de un territorio específico se movilizan para 
lograr controlar su espacio cercano y con ello frenar las afectaciones a su entorno. 

Esto nos ayuda a explicar que la imposición de proyectos o políticas públicas 
focalizadas lleve implícito un cierto grado de conflictividad y que, ante la ausen- 
cia de canales de negociación, se encuentre latente durante las distintas etapas de 
su implementación. Estas relaciones conflictuales se convierten en los espacios 
en los que se pone de manifiesto la confrontación de intereses de los diversos 
actores, y permiten analizar cuál su vínculo con el territorio. Por esto, es relevan- 
te definir qué es lo que se pone en juego en este tipo de conflictos y cuál es la 
construcción social que se tiene del territorio, la ciudad y el medio ambiente. Los 
conflictos de proximidad tienen el reto de colocar una demanda local en el espa- 
cio público, de manera que se permita su discusión y análisis en el ámbito polí- 
tico, en ese sentido se convierten en herramientas de análisis para el orden jurí- 
dico e institucional y son de utilidad para evaluar la efectividad de la planeación 
e implementación de las acciones gubernamentales en el ámbito local. Si bien 
estos conflictos surgen localmente, tienen la facultad de trascender a ámbitos 
mucho más amplios, pues las demandas que representan pueden repercutir de 
manera regional. 

La productividad del conflicto está ligada a la perspectiva de entenderlo 
como un agente de cambio, pues la irrupción de estas expresiones en el espacio 
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público va a generar transformaciones en el territorio (Azuela y Cosacov, 2013). 
La territorialización o transformación territorial hace referencia al incremento 
de interacciones en un espacio determinado; esta situación produce que se den 
cambios en las dinámicas locales por lo que se hace necesario contar con marcos 
legales que regulen estas nuevas interacciones. En este punto es necesario aclarar 
que existe un vínculo sociocultural entre los habitantes y su territorio, por ende, 
cuando existe un agente que intenta modificar estas relaciones, los actores se 
movilizan para resguardar su entorno. La funcionalidad de estos conflictos, te- 
rritorialmente, tendrá que ver con la capacidad que tienen los grupos locales 
para construir solidaridades y articularse mediante acciones colectivas con mi- 
ras a defender sus intereses, en este caso, la apropiación o reapropiación del te- 
rritorio. El elemento central de la territorialización se encuentra estrechamente 
vinculado con las formas concretas de control territorial, las cuales dependen no 
sólo de la propiedad de un determinado espacio, sino de los actores que están 
involucrados en la toma de decisiones que repercuten al interior. 

Los conflictos urbanos también contribuyen a la actualización local del de- 
recho que hace referencia a los marcos legales que se producen a raíz del conflic- 
to, es decir, a modificaciones a la legislación local e incluso —si la movilización 
trasciende este nivel de acción— nacional (Bassols y Melé, 2001). Asimismo, 
estas disputas apelan al uso de recursos legales para resolver conflictos aun 
cuando estos mecanismos estén, en muchos casos, al servicio del Estado. En ese 
sentido tanto los movimientos por la justicia ambiental o de ecologismo popular, 
como las reivindicaciones del derecho a la ciudad, van encaminadas a incidir y 
transformar los marcos legales. La posibilidad que dan estos conflictos es la 
de construir un espacio público intermedio (Melé, 2013), es decir, un espacio de 
negociación política que permita construir las condiciones para proponer solu- 
ciones efectivas.” De ahí que estos conflictos tengan el potencial para incidir en 
la elaboración de políticas públicas. 

Por lo anterior, decimos que tanto el derecho a la ciudad como la justicia 
socioambiental, en su faceta de movilización social, han buscado contribuir a la 
profundización democrática y han permitido evidenciar los mecanismos infor- 
males que utiliza el Estado cuando no puede imponer sus intereses por vías le- 
gales. La crítica a las posturas de la teoría clásica que ofrecen ambas propuestas 
nos permite repensar conceptos como el Estado, la justicia y la propia democra- 
cia y la manera en que se relacionan con diversos procesos económicos, sociales 
y culturales pues, como pudimos dar cuenta, los fenómenos sociales contempo- 


10 La idea del espacio público intermedio se retoma de la propuesta de Melucci (1999), quien en su Teoría de la 
acción colectiva planteó la necesidad de crear un nuevo espacio político que sea capaz de hacer escuchar las 
demandas sociales y que estas se traduzcan en decisiones políticas, lo cual permitiría que los reclamos de los 
movimientos sociales se atendieran sin restarles autonomía, institucionalizandolos o transformandolos en 
partidos políticos. 
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ráneos encierran una gran complejidad por la diversidad de elementos que se 
ponen en juego, lo que exige un trabajo conjunto entre las diversas disciplinas, 
de manera que podamos ofrecer explicaciones mejor articuladas sobre estas di- 
námicas sociales. 


Reflexiones finales 


Tanto la justicia socioambiental como el derecho a la ciudad son incompatibles 
con el modelo económico imperante, no obstante, en este contexto adverso han 
surgido resistencias que cuestionan la propia idea de desarrollo y crecimiento 
económico, base del neoliberalismo, y concentran sus esfuerzos por plantear 
un modelo alternativo. De aquí que surjan proyectos como el decrecimiento,'”* 
que cuestiona la mercantilización y cosificación de los bienes naturales y de los 
espacios urbanos, por lo que propone la puesta en práctica de economías soli- 
darias que parten de una lógica de organización comunitaria y beneficio colec- 
tivo (D'Alisa, Demaria y Kallis, 2015). Los actuales patrones de consumo que 
caracterizan a las sociedades contemporáneas se encuentran basados en la 
creación de necesidades artificiales, por ello, un elemento necesario para alcan- 
zar la justicia socioambiental y, posteriormente, el derecho a la ciudad es modi- 
ficar los hábitos de consumo, es decir, que se consuma cada vez menos, pues 
esta es la única vía para que se puedan alcanzar ciudades realmente sustentables. 

Bajo este contexto, ¿cuál es entonces el margen de acción de los movimien- 
tos urbanos que apelan al derecho a la ciudad y a la justicia socioambiental para 
la defensa de su territorio? Consideramos que estas luchas no han sido estériles, 
pues gracias a las reivindicaciones de estos movimientos es que se han logrado 
incluir en el debate político estas temáticas y, aunque aún son insuficientes los 
mecanismos que crea el Estado, desde la sociedad se han gestado esfuerzos por 
articular propuestas políticas que involucran elementos diversos y complejos. Si 
bien es cierto que la actual forma de acumulación por desposesión, apoyada por 
la opacidad con la que opera el Estado, cerca los recursos legales e instituciona- 
les con los que cuentan los actores sociales para defender su entorno, también 
es cierto que aun con las adversidades que plantea el sistema, estas resistencias 
han reivindicado su derecho de pertenencia a la ciudad y a su capacidad de 
transformarla. Aunado a ello, han recogido demandas que exigen la revaloriza- 
ción de la ciudad y la naturaleza, de acuerdo a su utilidad social y cultural. 

Aun cuando estamos frente a un escenario complejo, es necesario tomarlo 
como punto de partida para crear estrategias que nos permitan reconstruir 
nuestras ciudades y reapropiarnos de los espacios que el capital ha ocupado. Los 


! El término se planteó por primera vez por André Gorz en la década de los setenta, pero actualmente existe 
una intensa producción académica al respecto. 
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movimientos de ecologismo popular y por el derecho a la ciudad han logrado 
incorporar al debate no solo cuestiones ambientales sino también elementos po- 
líticos, jurídicos, culturales y económicos que se entrelazan para dar cuerpo a 
ambas propuestas y que han sido el motor para generar acciones colectivas bien 
articuladas, que han puesto de manifiesto la capacidad social para organizarse e 
incidir en la construcción de la ciudad. Finalmente podemos decir que la justicia 
socioambiental es necesaria para alcanzar la aplicación efectiva del derecho a la 
ciudad pues ambos se vinculan y se complementan, pero su consolidación de- 
pende de la capacidad que tenga la sociedad para transformar y deconstruir su 
entorno, aun a costa del propio Estado. 
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LUCHAS POR LA VIVIENDA 
Y POR EL DERECHO A LA CIUDAD 


PATRICIA OLIVERA* 
Introducción 


Las luchas por la vivienda para las clases trabajadoras en México tienen una 
larga trayectoria. La neoliberalización de la ciudad agudiza el embate contra los 
movimientos sociales; estos han respondido con la propuesta de lucha por el 
derecho a la ciudad. Se plantea esclarecer las relaciones entre políticas neolibera- 
les de vivienda y movimientos sociales por el derecho a la ciudad, tensionadas 
por sectores poderosos que buscan desmantelar el capital político del mur y el 
control social con políticas excluyentes, y que periferalizan los desarrollos popu- 
lares. Las organizaciones populares están generando experiencias que inciden en 
la gestión social de la ciudad. 

Los movimientos organizados para el acceso a la vivienda popular en Méxi- 
co, sustentados con reivindicaciones sociales y políticas de largo alcance en la 
ciudad, tienen una larga trayectoria. Se perfilan luchas por la ciudad para garan- 
tizar el espacio de reproducción social en tres períodos, a lo largo de un siglo en 
el que se agudizó la negación de la vivienda social y otros satisfactores sociales 
de los trabajadores. Los movimientos se han expresado en distintas formas fren- 
te a la problemática estructural de la vivienda, desde las huelgas inquilinarias 
entre 1922 y 1925: el movimiento urbano popular de las décadas de los setenta y 
los ochenta y las movilizaciones populares a partir de la década de los noventa, 
simultáneamente al movimiento zapatista de liberación nacional en 1994 y la 
alternancia política en 1997 en el entonces Distrito Federal. Todos ellos se carac- 
terizan por principios autogestivos que han aportado estrategias más justas, de- 
mocráticas e incluyentes para transformar las relaciones sociales en la ciudad. 

Con el planteamiento del derecho a la ciudad, los distintos movimientos 
populares en la Ciudad de México y la zona metropolitana en el Estado de Mé- 
xico buscan una vía de organización, articulación y lucha frente a la política 
neoliberal de vivienda y los excluyentes proyectos inmobiliarios. Estas políticas 
se confrontan a través de la lucha por la vivienda social con formas autogestivas, 
con el derecho de arraigo y con aquellos que han surgido contra los desplaza- 
mientos involuntarios que están afectando principalmente a segmentos popula- 


* Profesora investigadora del Departamento de Geografía, Facultad de Filosofía y Letras, Sistema Universidad 
Abierta, Universidad Nacional Autónoma de México. Líneas de investigación: luchas por la vivienda y gentri- 
ficación urbana, oliverapGunam.mx 
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res. Estas movilizaciones están creciendo numéricamente y están impulsando 
relaciones sociales incluyentes con la articulación de propuestas como las coo- 
perativas de vivienda, inspiradas en experiencias previas y en la Carta de la Ciu- 
dad de México por el Derecho a la Ciudad. 

En el contexto del autoritarismo que ha acompañado a los movimientos ur- 
banos sobresalientes en la Ciudad de México, se plantea que las instancias gu- 
bernamentales federales y locales más conservadoras han tratado de desmante- 
lar el capital político que alcanzó el Movimiento Urbano Popular precedente, 
con el control social y los espacios de gestión de la ciudad. Para esclarecer lo 
anterior, surgen los cuestionamientos: ¿Qué acuerdos y tensiones emanaron en- 
tre los actores históricos, clases populares, los gobiernos federal y local, promo- 
tores y desarrolladores inmobiliarios frente a la demanda de vivienda popular? 
¿Qué perspectivas de lucha se abren con el derecho a la ciudad? ¿Cómo contri- 
buye esta lucha para alcanzar una ciudad más justa, democrática y equitativa 
frente al neoliberalismo? 

El trabajo se inicia con la discusión de las acciones del Estado, en torno a las 
políticas de vivienda social y su relación con las movilizaciones populares antes 
y después de la neoliberalización en la Ciudad de México. En segundo lugar, se 
destaca la política de las nuevas formas de financiamiento y la periferalización 
de la vivienda pública, lo que culmina con la confrontación entre la exclusión 
social y la interpelación de la perspectiva del derecho a la ciudad frente a la ciu- 
dad neoliberal. La tercera parte presenta ejemplos significativos de movilizacio- 
nes sociales urbanas organizadas que lucharon por la vivienda digna y por la 
ciudad equitativa, democrática y autogestiva ganando espacios de inclusión, de- 
liberación y permanencia. 


El Estado, los trabajadores y el problema de la vivienda 


El antecedente del papel del estado en la gestión de vivienda pública para los 
trabajadores mexicanos se estipuló en la Constitución de 1917, artículo 1230, 
donde se establecía la obligación de los patronos de cualquier actividad —cuyos 
trabajadores sobrepasaran los 100 empleados— a edificarles vivienda, así como 
servicios educativos y de salud. Sin embargo, la vivienda social para los trabaja- 
dores no se implementó totalmente por evasión de los patrones, despidos o por 
ausencia de la presión del Estado para el cumplimiento de esa ley. 

Los movimientos organizados para el acceso a la vivienda popular, asocia- 
dos con luchas por reivindicaciones sociales y políticas, implicaron transforma- 
ciones de largo alcance en la ciudad como espacio de reproducción social. A lo 
largo de un siglo, estos movimientos son expresiones de distintas condiciones de 
la negación de la vivienda y otros satisfactores sociales para los trabajadores. El 
interés en el análisis de estas movilizaciones sociales se refiere a los cuestiona- 


154 


LUCHAS POR LA VIVIENDA Y POR EL DERECHO A LA CIUDAD 


mientos que externaron contra el desarrollo del capitalismo para extenderse so- 
cial y espacialmente. Los antecedentes pueden situarse en los movimientos in- 
quilinarios de principios del siglo xx en América Latina, principalmente, en 
Argentina y México, están influidos por las huelgas inquilinarias en Glasgow 
(Durand, 1989, p. 64); originados en el contexto de la profunda pobreza deriva- 
da de la explotación del trabajo industrial; y analizados por Engels en las ciuda- 
des inglesas en la década de 1800 y en otras posteriores (Engels, 1845). A princi- 
pios del siglo xx en México, las condiciones de vida de la clase trabajadora eran 
de gran pobreza y hacinamiento de la vivienda en las vecindades de áreas centra- 
les. La presencia de las organizaciones sociales procedentes de diferentes secto- 
res de la izquierda socialista, comunista y anarcosindicalista confluyeron para 
generar un potencial insurreccional con el apoyo de sindicatos, detonado a par- 
tir de las luchas en contra de los incrementos desproporcionados de alquileres, 
de las condiciones ruinosas de las edificaciones y los desalojos. En el marco de 
las condiciones materiales y políticas, estas fuerzas organizaron huelgas inquili- 
narias entre 1922 y 1925, en más de una docena de ciudades mexicanas (Taibo 
II, 1983:114). A pesar de que fueron reprimidas, siguen enarbolándose como 
luchas por la justicia social en las ciudades mexicanas, para atender las condicio- 
nes aceptables de la oferta de vivienda en alquiler y por el derecho a organizarse. 

El segundo período destacado del movimiento urbano popular, entre las 
décadas de los setenta y los ochenta, se caracterizó por la gestión de una gran 
fuerza social organizada, independiente del poder y muy combativa. Existe una 
amplia literatura acerca de cómo se gestaron y articularon organizaciones socia- 
les y las manifestaciones de descontento debido a la crisis de la vivienda y la vida 
democrática en todo el país (Ramírez Zaragoza, 2017). El Estado orientó el gasto 
público para crear las condiciones de producción para la industria local y ex- 
tranjera en conjunción con políticas autoritarias y represivas (Conamup, 1983; 
Ramírez Saiz, 1983; Tamayo, 1999; Moctezuma, 2010). 

Frente a esta problemática social, la política de vivienda pública en la Ciu- 
dad de México, entre 1940 y 1964, promovió la construcción de unidades habi- 
tacionales para segmentos de trabajadores asalariados privados y del gobierno 
federal, lo que favoreció principalmente a las clases medias. También ocurrieron 
las intervenciones del estado en aquellos fraccionamientos privados con vivien- 
da de interés social que se declararon en quiebra, por ejemplo: Jardines de Mo- 
relos en Ecatepec, desarrollado por Incobusa.' Las importantes pero insuficien- 
tes acciones del estado fueron atacadas por propietarios de inmuebles y 
empresarios; estos últimos se negaron a proporcionar fondos para la vivienda de 


! La Secretaría de Hacienda y Crédito Público de la federación realizó en la década de los sesenta contratos de 
fideicomiso con entidades bancarias, con objeto de otorgar créditos a las empresas inmobiliarias, entre ellas 
Incobusa, para cubrir diversos adeudos y continuar las obras de urbanización necesarias para la terminación 
de los fraccionamientos autorizados en construcción (Olivera, 1994). 
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sus trabajadores y comenzaron a despedirlos para evitar obligaciones contrac- 
tuales (Ramírez Braulio, 1983, p. 116). La oferta de vivienda pública cubrió un 
bajo porcentaje de la demanda real si consideramos que en la Ciudad de México, 
en 1970, el 30% de las promociones habitacionales eran informales, sobre terre- 
nos ejidales y comunales, incrementándose hasta el 60% incluyendo todas las 
formas de propiedad en la zona metropolitana (Torres, 2006). Esto implica que 
el estado decidió apoyar la iniciativa privada creando las condiciones generales 
para la producción, junto con el control del salario y la orientación de los recur- 
sos hacia la infraestructura e industria en la Zona Metropolitana de la Ciudad de 
México (Olivera, 1994). 

Hasta 1970, las formas de acceso a la vivienda social fueron las derivadas de 
las promociones estatales en arrendamiento y privadas. La mayoría en Unidades 
Habitacionales, desde 1941, fueron iniciadas por el IMSS hasta 1964 con las pro- 
mociones de Banobras y Fovissste (véase cuadro 1). Sin embargo, fueron insufi- 
cientes pues se entregaban a sectores medios y sectores de la burocracia, por lo 
que prevalecieron las colonias proletarias dirigidas por y para los trabajadores 
(Ramírez, Braulio, 1983). Esta fue la principal vía de acceso a la vivienda para los 
trabajadores; vía que enfrentó una política de desalojos negociados y violentos; 
la mayoría de los violentos ocurrieron en el entonces Distrito Federal, de los 
cuales una gran parte se relocalizaron en el Estado de México, en peores condi- 
ciones de habitabilidad, en las colonias: El Sol, en Nezahualcoyotl; La Media 
Luna, en Ecatepec y El Chamizal, en Naucalpan, entre otras (trabajo en campo 
realizado en la zona, véase Olivera, 1994). 

En el Estado de México, a fines de los setentas e inicio de los ochenta, el 
gobierno creó instancias para la producción de vivienda, para segmentos de tra- 
bajadores con ingresos menores a 1.5 veces el salario mínimo, y para la regulari- 
zación de la tenencia de suelo y vivienda.? La promoción de vivienda social 
terminada entre 1972 y 1991 se dirigió al personal asalariado del sector público 
y privado. Durante esta década de los ochenta hubo fuertes cortes de subsidios, 
se incrementaron los desalojos, se fomentó la atención clientelar a la demanda 
de vivienda popular, (mur, 1982). El gobierno adoptó la política de reconoci- 
miento de la autoproducción de vivienda como parte de las estrategias menos 
costosas para reducir el problema de la vivienda y legitimar al Estado. La estra- 
tegia se centró en tres ejes: (1) La tolerancia a las ocupaciones populares y su 
posterior desincorporación del régimen ejidal y comunal, asimismo, la expro- 
piación en propiedad privada. (2) El estado estimuló la promoción de la auto- 
construcción de la vivienda como solución para el acceso a la vivienda, con aho- 
rro en el gasto público. (3) Se aprovechó, doblemente, para incrementar 


? Instituto de Acción Urbana e Integración Social (AURIS), Comisión de Regularización del Suelo del Estado 
de México (CRESEM). 
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impuestos y como forma para controlar al movimiento urbano popular. Algunos 
de los programas de autoconstrucción tuvieron una función clientelar y/o junto 
con la regularización del suelo y vivienda intentaron legitimar al Estado frente al 
descontento popular ante los procesos de subempleo, control del salario, desalo- 
jos y el constante encarecimiento de la vida. La población conurbada a la ciudad 
del Estado de México se concentró rápidamente: en 1950 alcanzó 58.8 mil habi- 
tantes; en 1970, 1,782.7 millón habitantes y en 1995 había 7,898.1 millones habi- 
tantes (Conapo, 1998). Se calcula que en 2000, en el Estado de México, había 
5,412 millones habitantes en colonias populares (ocim, 2005). 

Numerosos trabajos dan cuenta de los movimientos populares que siguie- 
ron al movimiento estudiantil de 1968 como consecuencia de la remoción de 
conciencias, la elevación de demandas de jóvenes y de sectores de la izquierda 
que comenzaron a organizarse y a configurar numerosas estrategias de oposi- 
ción, resistencia y autogestión, ante el contexto opresivo de falta de libertades 
civiles elementales (Guevara, 1978; Ramírez Zaragoza, 2017). 

El movimiento urbano popular se gestó al inicio de la década de los setenta 
con al menos dos características de identidad; se reconocían como pobladores 
urbanos solicitantes, inquilinos, invasores y colonos en torno a la demanda de 
vivienda (Ramírez Zaragoza, 2017). El término popular fue el distintivo de la 
exigencia de las mayorías enfrentadas y desvinculadas del gobierno, caracteriza- 
do como clientelar y corrupto. Asimismo, se integró la autogestión como estra- 
tegia de lucha frente a las condiciones adversas. “Movimiento es voluntad, orga- 
nización, acción y lucha” (Teresa Reyes, 1995). Los nombres de las organizaciones 
expresaron la ideología y la memoria histórica que las orienta, la formación de 
cuadros, la ruptura con el PRI retomando los ideales revolucionarios: Tierra y 
Libertad en Monterrey; Frente Francisco Villa; Asamblea de Barrios; Frente Po- 
pular Independiente; Unión Popular Revolucionaria Emiliano Zapata; entre 
otras organizaciones en la Zona Metropolitana de la Ciudad de México. 

Desde esta perspectiva, los movimientos sociales se concibieron dentro de 
las contradicciones urbanas —como parte de la confrontación capital y labo- 
ral— problematizando el sujeto político colono-trabajador en la conciencia re- 
volucionaria (Navarro y Moctezuma, 1989), y reconociendo la vivienda como 
un bien necesario para la reproducción social y no una mercancía que genera 
ganancias. El período de mayor influencia derivada de las movilizaciones masi- 
vas ocurrió entre 1980 y 1987 con la formación de la Coordinadora Nacional del 
Movimiento Urbano Popular (Conamup) reunida por primera vez en 1980 en 
Monterrey con representantes de organizaciones sociales, articuladas por la 
Unión de Colonias Populares de la Ciudad de México, Frente Popular Tierra y 
Libertad de Monterrey y el Comité de Defensa Popular de Durango. Las distin- 
tas fuerzas políticas de izquierda se integraron en los siguientes encuentros y 
luchas por reivindicaciones de clase, vivienda, suelo, educación, participación 
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política y a través de la Conamup se establecieron nexos profundos con organi- 
zaciones sindicales y con algunas universidades (Conamup, 1983). 

La crisis del petróleo en 1982 y la deuda externa (ligado esto a la dependen- 
cia de las políticas nacionales a los poderes hegemónicos del capital avanzado) 
repercutieron en la ausencia de obras sociales, además de la caída del poder ad- 
quisitivo y el desempleo. Esto desviaba en momentos críticos la lucha revolucio- 
naria contra la carestía y seguía elevándose la conciencia de clase. Como señala 
Ramírez Saiz, en el Primero y Segundo Encuentros Nacionales de la Conamup 
se definió el movimiento popular como “un aliado de la clase obrera y del cam- 
pesinado y de apoyo a la lucha del pueblo en general” (Ramírez Saiz, 1983, p. 27). 
En posteriores encuentros se concibió al MUP no solo como grupo de apoyo, sino 
como integrante de las fuerzas sociales revolucionarias (Ramírez Saiz, 1983, p. 
31). En el IV Encuentro de la Conamup, se discutió la raíz del problema en la 
explotación capitalista y la manera de enfrentarlo a través de las luchas de masas 
en unión con todo el pueblo. El Foro Nacional de Suelo y Vivienda, en 1983, 
planteó el derecho a la vivienda y a los créditos en contra de la reducción del fi- 
nanciamiento público, y el respeto al acceso al suelo y vivienda del pueblo: “fuer- 
za revolucionaria en estrecha relación con el movimiento obrero y campesino y 
todos los oprimidos del mundo” (Conamup, 1984, p. 116). Se reivindicó la lucha 
—por mejores condiciones de vida— contra la represión y las políticas del esta- 
do, las libertades democráticas, el carácter de clase y la construcción de organi- 
zaciones de masa, independientes del estado y la burguesía. Las reuniones loca- 
les y nacionales llevaban las discusiones y propuestas a escala nacional. 

El tercer período de las luchas por la vivienda popular, después del período 
de confrontación con el estado y los intentos de controlar el movimiento urbano 
popular en el país y la disolución de la Conamup, puede inscribirse —a partir de 
la reforma y la alternancia política en la Ciudad de México en 1987— con López 
Portillo y, en 1997, con el triunfo de Cárdenas, * respectivamente. El debilita- 
miento del movimiento obrero (por la profunda influencia de la globalización y 
neoliberalización de la ciudad, el fortalecimiento del sector privado y diversifica- 
do en asociación con el estado) implicó la transformación de las alianzas políti- 
cas. Dos acontecimientos profundos pueden considerarse referenciales en el pre- 
sente rumbo de los movimientos urbanos populares, por una parte, el 
levantamiento zapatista en 1994 y, por otro, las reuniones del Foro Social Mun- 
dial desde 1992. En la definición política indígena zapatista, se plantea la cons- 
trucción del poder desde abajo; se propuso transformar las relaciones sociales 
internas con el estado, y acumular fuerzas con los apoyos de la sociedad civil. 
Claramente esta definición dejó estipulado que tampoco les interesa transfor- 


* Con las elecciones en el entonces Distrito Federal después de 70 años de designación del jefe de gobierno por 
el presidente de la república, y con el triunfo del entonces partido opositor PRD después de casi 90 años de 
gobierno del PRI. 
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marse en partido político, sino en un movimiento; pasó de la fase de las 10 de- 
mandas originarias, entre ellas vivienda, a cambios logrados que van desde la 
creación de gobiernos autónomos con base en el reconocimiento de los pueblos 
indígenas; a la transformación de estructuras arcaicas de relaciones de género; a 
las nuevas formas de sustento material a partir de la producción y el comercio 
nacional e internacional y a la redistribución comunitaria de los ingresos. La vi- 
vienda se concibe como un bien de uso para la reproducción social; no existe la 
propiedad privada, sino el usufructo familiar de la vivienda, las tierras y recursos 
que la integran. Desde el inicio del levantamiento, se planteó que los pueblos al- 
zados no optaban por convertirse en urbanos, ni en trabajadores asalariados ni 
en vendedores de las calles. La difusión de la lucha y organización autonómica 
fue exitosa en términos de su difusión y apoyos obtenidos a partir de la Marcha 
del Color de la Tierra, entre febrero y marzo de 2001, cuando los indígenas zapa- 
tistas hicieron llamados presenciales a la sociedad civil del país, entendida por 
ellos como aquella formada por los sujetos sociales fuera del estado, violentados 
por el neoliberalismo, llamándoles a manifestarse, organizarse, vincularse y ac- 
tuar, en consecuencia, en la esfera política. Con la VI Declaración de la Selva 
Lacandona, proclamada en julio de 2005 y con La otra campaña en 2006, el mo- 
vimiento se perfiló antineoliberal, pero también antisistémico (González Casa- 
nova, 2002; Aguirre Rojas, 2008; Ramírez Zaragoza, 2010). 

En los movimientos urbanos populares aparecen demandas comunes, gesta- 
das en su propio seno, comparten en particular la inclusión —en la esfera de los 
derechos humanos— la igualdad, la decisión de los programas políticos, socia- 
les, económicos, culturales y la construcción de la democracia, justicia y libertad 
con el poder de los pueblos y las clases trabajadoras, con la autogestión y con la 
lucha contra el neoliberalismo expresado con las políticas de privatización de la 
ciudad. 

Tras la formación de la Corriente Democrática y del Partido de la Revolu- 
ción Democrática, las demandas de vivienda se transformaron con nuevos pro- 
gramas. El Proyecto Comunitario de Producción y Gestión Social del Hábitat 
surgió como alternativa de acceso a la vivienda social —sea por autoconstruc- 
ción individual, colectiva o por encargo— o también vivienda terminada. Este 
proyecto —inspirado en la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la 
Ciudad— es producto del Movimiento Urbano Popular conformado por 21 or- 
ganizaciones sociales que, en 2010, establecieron un convenio con el gobierno 
del entonces Distrito Federal. El Instituto de Vivienda (INv1I) apoyaba en la iden- 
tificación de predios susceptibles de ser adquiridos por los integrantes del mup 
(actualmente, no lo hace); recibe las propuestas arquitectónicas de uso habita- 
cional con las especificaciones normativas de los programas de Desarrollo Urba- 
no, y designa a los beneficiarios. Las características centrales de la producción 
social del hábitat se refieren a todos aquellos procesos generadores de espacios 
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habitables, componentes urbanos y viviendas que se realizan bajo el control de 
los autoproductores y otros agentes sociales que operan sin fines de lucro, y que 
pueden organizarse en empresas sociales como cooperativas, asociaciones de 
vivienda o en ONG y gremios profesionales. Las variantes autogestionarias inclu- 
yen desde la autoproducción individual de vivienda, hasta la colectiva que impli- 
ca un alto nivel organizativo. La gestión social tiene un valor social y un signifi- 
cado estratégico y político, ya que permite la creación de tareas que reconocen y 
alientan el trabajo individual, colectivo y participativo, lo que acrecienta la capa- 
cidad de gestión y control de procesos de producción del hábitat (Ortiz, 2012, p. 
75). 


El embate del neoliberalismo, la financiarización y la 
periferalización de la vivienda popular 


La vivienda es un valor de uso indispensable para la reproducción social de la 
clase trabajadora en cualquier sociedad. La producción de la vivienda en las con- 
diciones generales del capitalismo pasa por las relaciones de intercambio mer- 
cantil e incluye la apropiación de la renta de la tierra por el propietario de acuer- 
do con la ubicación, la inversión de capital y la adición de trabajo cualificado en 
el bien edificado, por lo cual su realización en el mercado se destina al consumo 
del uso o actividad más rentable. El monto que el trabajador debe pagar por 
consumir la vivienda debe estar incluido en el salario que recibe, el cual se fija de 
acuerdo con las condiciones generales de la actividad.* Pero este salario es cada 
vez más bajo y aun inexistente. Incluso en estas condiciones de crisis profundi- 
zadas con el neoliberalismo, la producción de vivienda social se dirige —en su 
mayoría— a la demanda efectiva, y el estado neoliberal fomenta esta racionali- 
dad mercantil. 

La estrategia actual del gobierno local se construye dentro de la lógica del 
capital internacional permitiendo la participación privada en la producción de 
la vivienda social. Así, la magnitud del precio de vivienda incluye no solo el valor 
de la construcción sino la ganancia de cada uno de los agentes: propietarios, 
promotores, contratistas, financieros, comercializadores. La demanda de vivien- 
da obliga a quienes quieran ubicarse en los lugares mejor situados, a incrementar 
la suma a favor del propietario o del capitalista arrendador. El propietario jurídi- 
co de la tierra hace valer su dominio sobre la reproducción de la fuerza de traba- 
jo y exige al trabajador un valor excedente, producto de la diferencia entre el 
valor de la vivienda en el área central y el correspondiente a los lotes más aleja- 
dos (Jaramillo, 2009, p. 168). El precio total de la casa o el alquiler pagado por el 


+ El salario del trabajador debe incluir las retribuciones directas en dinero o en especie para su reproducción: 
vivienda, educación, manutención, servicios de salud, siempre que se obtengan por razón del trabajo o servicio 
prestado. 
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usuario tienden a aumentar por la demanda y por todas aquellas edificaciones 
en la ciudad que revalorizan el suelo. Harvey (2012:40) apunta que el capitalista 
obtiene un excedente en forma de ganancia: el propietario con la renta del suelo, 
el banco o institución de crédito con el interés financiero. Así, el pago por con- 
sumir la vivienda excede su precio y, de la misma forma, la hipoteca supera el 
precio de la vivienda (Jaramillo, 2009). Estas relaciones son históricas: Engels 
incluye en el pago de la vivienda los intereses del incremento del valor de la tie- 
rra, junto con los intereses de los costos de construcción de la vivienda, las repa- 
raciones, la deuda y la pérdida durante la etapa vacante, y la amortización anual 
del capital invertido en la construcción (Engels, 1981, p. 329). 

En la producción de vivienda pública se presentan dos problemas para el 
trabajador, por un lado, la ganancia privada disminuye con el financiamiento 
público, pero al incorporarse parte del costo con la propia fuerza de trabajo para 
su reproducción, disminuye el salario (Pradilla, 1987). Con lo cual, por una parte, 
el estado redistribuye la riqueza creada socialmente a través de la vivienda para 
los trabajadores de la ciudad y, por otro, desvaloriza el trabajo. Hidalgo, (1999, p. 
6) señala que “durante el gobierno del presidente Allende en Chile se prohibió la 
autoproducción de la vivienda de los trabajadores, pues se consideraba social- 
mente injusta porque quitaba al trabajador sus horas de descanso; contribuía a 
aumentar la cesantía o paro; y era técnicamente ineficiente y antieconómica”. Por 
otra parte, Ortiz (2012) indica que la vivienda terminada —producida por el es- 
tado en asociación con el sector privado— implica grandes montos; se focaliza a 
partir de la capacidad de pago; se oferta a muy largos plazos y/o con altos subsi- 
dios; es cada vez más pequeña; con habitaciones insuficientes para las familias; 
falta flexibilidad para adaptarse a nuevas necesidades, y “La vivienda que produ- 
ce la gente en condiciones de pobreza y sin apoyos suele generar, una vez conso- 
lidada, un nivel más alto de satisfacción para sus usuarios” (Ortiz, 2012, p. 31). 

Esto plantea un debate sobre el papel del estado en la reproducción de la 
fuerza de trabajo. Con antelación, la política económica de 1940 a 1970 concen- 
tró la inversión productiva en la Ciudad de México y en la zona metropolitana, 
pero no tuvo correspondencia con una política de inversión social de vivienda, 
para las clases trabajadoras que estaban en proceso de formación con el desarro- 
llo de la industrialización. Esto, en conjunción con la ausencia de políticas de 
apoyo al campo, creó las condiciones estructurales en México que apuntaron a la 
producción de vivienda social por autoconstrucción. Por otra parte, con el neo- 
liberalismo —desde la década de 1980— el gobierno volcó la economía hacia el 
mercado externo y el mercado interno privilegió el interés privado de grupos 
dominantes. Esto generó concentración del ingreso, reestructuración industrial 
dependiente del mercado externo estadounidense, informalización del trabajo, 
reducción de salarios, pérdida de la seguridad social y el debilitamiento de la 
inversión en vivienda social para las clases trabajadoras más pobres. 
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Si bien en la década de 1970 se fortaleció a los organismos federales Fonha- 
po, Indeco, Fideurbe y Auris en el Estado de México, y más tarde Invi en la Ciu- 
dad de México para producir vivienda de muy bajo costo con subsidios, estos 
esfuerzos fueron insuficientes para la demanda existente, por lo que financiaron 
la autoconstrucción. Estos financiamientos públicos procedían del Banco Mun- 
dial (Bm) y fueron objeto de presión en 1976, a través de la política neoliberal de 
ajuste estructural. El Bm otorgó créditos al gobierno federal? a cambio del petró- 
leo barato y exigió evitar el subsidio para la producción de vivienda y servicios 
urbanos (Boils, 2004). 

Con la abierta neoliberalización del estado, las promociones privadas incre- 
mentaron su participación en la vivienda social (INEGI, 2015), sin embargo, se 
reorientaron hacia sectores medios, derechohabientes del Infonavit. En la déca- 
da de 1990, el estado implementó una nueva política de vivienda que privilegió 
al sector financiero, la oferta privada se elevó a más de 60% del total de las pro- 
mociones de vivienda social (véase el cuadro 2). 


Cuadro 2. Incremento de vivienda por promotor en México, 1971-2000. 


Promotores 1971-2000 Porcentaje 
Infonavit 2,122,950 15,5 
Fovissste 471,661 3.5 
Fovi 1,191,903 8.7 
Otros organismos públicos 1,153,781 8.4 
Privados 8,281,513 60.5 
Banca 459,115 3,4 
Total 1970-2000 13,668,364 100 


Fuente: Beatriz García, 2010:47. 


Disminuyó en 40% la producción de vivienda social, y se apoyó la produc- 
ción privada sin garantía de un manejo pulcro y eficiente de los recursos del 
sector público (García, 2010, p. 43). Esta forma privada de producción de la vi- 
vienda social en el mercado inmobiliario trató de legitimarse con la aplicación 
de las normas 26, 30 y 31,* para encubrir la producción de vivienda residencial 


* El manejo de estos recursos, dentro de los llamados programas de desarrollo del Bm en las condiciones de 
subordinación y corrupción, propició el período de endeudamiento externo y la crisis de 1982-1986. 

* La norma 26 estipula la promoción de vivienda social y sustentable con un precio no mayor a 15 veces el 
salario mínimo anualizado, con posibilidad de intensificar la edificación de acuerdo con la zona. Sin embargo, 
se entregaba sin terminar. Con acabados, su valor se incrementaba y solo era accesible para clases medias y 
medias altas. Fue suspendida en 2013, pero sigue ocurriendo su aplicación. 
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más cara con el fin de intensificar la edificación y valorizar el suelo en la ciudad, 
convertido en objeto de especulación y en forma segura y rápida de enriqueci- 
miento. Las protestas de las organizaciones del MUP están frenando estas estra- 
tegias empresarialistas que expulsan población residente, provocando procesos 
gentrificadores en barrios de la Ciudad de México (Olivera, 2013). 

La falta de acciones del estado, para la producción de vivienda terminada 
para los trabajadores, muestra una tendencia —tal vez no preconcebida pero 
rápidamente aprovechada— de “ahorrarse” el gasto social y, al mismo tiempo, de 
incrementar la renta del suelo en la ciudad. En contraste, aplica gasto público en 
la ampliación y construcción de nuevas vialidades controladas y obras de in- 
fraestructura para los grandes proyectos inmobiliarios en la Ciudad de México, 
contribuyendo a la formación de nuevas centralidades que ofrecen servicios y 
comercio minorista no tradicional sino de conveniencia, generalmente de capi- 
tal externo o mixto; lo que incrementan los precios del suelo.” 

Esto implica una serie de subsidios del Estado al capital, derivados de la vi- 
vienda terminada que se oferta por organismos públicos —a través de las inmo- 
biliarias constructoras— a cada vez menos derechohabientes, mientras que se 
propicia la autoproducción de vivienda de los trabajadores informales y precari- 
zados, cuyos empleadores no ofrecen seguridad social. Y, por otro lado, el Estado 
neoliberal también ha aprovechado esta condición utilizando a los trabajadores 
como clientela política ofreciendo programas de materiales, regularización de la 
tenencia de la vivienda y la propiedad para legitimarse en una situación social 
muy expuesta a la crisis económica. La vivienda social ha sido un mecanismo 
para controlar al movimiento urbano popular, ya que la clase política temía una 
explosión social violenta desde la década de 1980. La política neoliberal busca la 
disminución del valor de la fuerza de trabajo para atraer capital externo, se apro- 
pia de la centralidad urbana con megaproyectos comerciales, corporativos y de 
vivienda especulativa, y con esto frena el acceso a la ciudad como valor de uso y 
como espacio público. 

Dos de las consecuencias derivadas de la nueva edificación o remodelación 
detectadas en la Ciudad de México, en trabajo de campo, son los desplazamien- 
tos sociales involuntarios señalados por Marcuse: directos, en cadena, y exclu- 
sionarios. Este último, derivado de la elevación de los precios del suelo y las 
edificaciones cuya consecuencia es la exclusión social (Marcuse, 2010, p. 156). 
En la Ciudad de México, los desplazamientos generan la periferalización de la 
vivienda social. La anterior relatora especial de la onu-Habitat, Raquel Rolnik, 


7 Ejemplos detectados de estos incrementos se encuentran en el norte de Polanco: en la colonia Granada cos- 
taba alrededor de 4,000 pesos el metro cuadrado en 2003, pasó a 20 000 pesos en 2010, y el metro cuadrado 
edificado a 45 000 pesos en 2015, encarecimiento avalado en la zona de Actuación que comprende 12 colonias, 
donde se permite vivienda residencial plus, pero esto ejerce influencia en toda la zona de vivienda obrera y 
talleres, industrias pequeñas y medianas de ese distrito. 


164 


LUCHAS POR LA VIVIENDA Y POR EL DERECHO A LA CIUDAD 


en 2009 recomendó al gobierno mexicano: *se reoriente la política nacional de 
vivienda para atender las necesidades de los pobres, que constituyen la mayoría 
de la población, haciendo más hincapié en los aspectos sociales de la vivienda y 
considerando menos a la vivienda como un sector económico”. 

La periferalización, caracterizada por la fijación de las tasas de interés de los 
préstamos hipotecarios por debajo de los comerciales, gestó los grandes conjun- 
tos habitacionales producidos desde 1995 en los municipios metropolitanos so- 
bre ejidos, áreas de labor, zonas ambientalmente protegidas, recarga de acuífe- 
ros, corredores ecológicos. Ejemplos, San José, los Héroes y San Buenaventura al 
oriente de la zona metropolitana, cada uno entre 18 000 y 23 000 viviendas uni- 
familiares con superficies entre 50 y 75 metros cuadrados, edificadas sin equipa- 
mientos para el comercio y servicios, con requerimientos de ingreso cada vez 
mayores para el acceso a los créditos. En 2013 se otorgaron créditos a sectores de 
ingresos promedio de 5.5 veces el salario mínimo, con tasas fijas altas y 30 años 
de plazo con fondos manejados por la banca comercial (Infonavit, 2014:109). La 
crisis de 2008 les afectó con la caída del 50% de la demanda de vivienda nueva 
terminada, cartera vencida y litigios contra los acreedores. 

Infonavit financió cerca del 65% de la vivienda social terminada a escala 
nacional entre 1972 y 2012, esto es, 6 992339; el 63% de esas promociones fue 
otorgada a trabajadores de ingresos menores a cuatro salarios mínimos (Infona- 
vit, 2012). En este rango se halla el 62.5% de la población metropolitana (INEGI, 
Censo de población, 2010), cuyo perfil sociodemográfico se encuentra dentro 
de la condición de pobreza (Boltvinik y Damián, 2001). No obstante, a partir de 
1992 Infonavit liberalizó el financiamiento para la vivienda, con el llamado 
cofinanciamiento privado. En 2012, el 43% de los créditos en conjunto tuvo un 
financiamiento procedente de diversas fuentes privadas (Infonavit, 2012). 

En 2001, la Comisión Nacional de la Vivienda (Conavi) fue responsable de 
la formulación de la política nacional de vivienda, de la concertación de progra- 
mas con el sector social y privado, de la ejecución de programas de financia- 
miento y, junto con Fonhapo, promocionó el subsidio federal. Entre 2007 y 2014, 
Conavi autorizó 1332 150 créditos con subsidios para tres programas: Adquisi- 
ción de vivienda (66.5%); Mejoramiento de la vivienda (32.3%), y Vivienda ini- 
cial (autoconstrucción y lotes con servicios), (1.22%, entre 2007-2014). El requi- 
sito para el otorgamiento de subsidios se define de acuerdo con la localización 
de predio dentro de los llamados perímetros de contención urbana, establecidos 
por Conavi de acuerdo con la política de Ciudad Compacta, la cual justifica la 
aceleración de la actividad inmobiliaria privada (Boltvinik y Damián, 2001). Es- 
tos organismos públicos otorgan garantías y subsidios a los agentes privados, 
para el financiamiento de procesos de construcción de desarrollos habitaciona- 
les y para la bursatilización de la cartera crediticia, además de otras entidades 
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financieras privadas, microfinancieras no bancarias y formas tradicionales de 
ahorro y préstamo. 

A partir de 1992, la estrategia habitacional del gobierno mexicano es la fi- 
nanciarización de la vivienda; esto implica la creación de instrumentos financie- 
ros a partir de la fusión de las funciones pública y privada en cuanto a los prés- 
tamos hipotecarios, otorgados con criterios de mercado y orientados a clases 
medias y medias altas, en la ciudad interior, y clases medias bajas en las perife- 
rias. Desde 1995, los financiamientos se dirigieron a los estratos mayores de tres 
salarios mínimos. En 2005, el Bm otorgó un préstamo de asistencia técnica para 
el sector de vivienda y desarrollo urbano al gobierno federal mexicano, el que se 
convino la creación del grupo de trabajo conformado por los institutos de vi- 
vienda Infonavit, Fovissste, Fonhapo, sHcP, coordinados por Conafovi, para 
acordar una política de vivienda para personas de bajos recursos mediante el 
fomento de ahorro familiar y el financiamiento privado. Se reintrodujeron los 
subsidios, pero estos se destinaron a los beneficiarios para que pudieran acceder 
a los créditos hipotecarios. En 2006, la estrategia financiera inmobiliaria del go- 
bierno federal en México, con los créditos del Bm, permitió la desregulación de 
la cartera de crédito hipotecaria a través de la Sociedad Hipotecaria Financiera 
(SHE, creada en 2001 a partir de un préstamo del Bm), en sustitución del Fondo 
de Operación y Financiamiento Bancario a la Vivienda (Fovi), para modernizar 
el sistema financiero y canalizar recursos adicionales al mercado hipotecario 
proveniente del sector privado mediante las Sociedades Financieras de Objeto 
Limitado (Sofoles) y la banca (Comercio Exterior, 2007), Comercio Exterior es la 
Institución autora del resumen. La sHF ha sido la principal promotora de la par- 
ticipación privada en el financiamiento de la vivienda, del seguro de crédito hi- 
potecario y de la garantía por incumplimiento, esto tiene como propósito am- 
pliar el mercado hipotecario y el desarrollo de la bursatilización en México. 

El Bm calculó la potencialidad del negocio de la vivienda social en México; 
en 2004 ascendió a 700 000 viviendas anuales en el país, con un déficit acumula- 
do de 4000 000. Estimó que el 40% de los mexicanos viven en viviendas infor- 
males, con materiales de construcción temporal, carentes de servicios, con inse- 
guridad en la tenencia del inmueble, en áreas de riesgo. Este organismo encontró 
que sólo el 20% de los residentes urbanos tiene acceso a servicios hipotecarios; 
la deuda de la vivienda financiada por el sector privado representa “sólo el 3.1% 
del p1” a diferencia de Colombia, Chile y EE.UU. con el 12%, 15% y 68% respec- 
tivamente (Bm, 2004). Las promociones de vivienda terminada, entre 2001 y 
2006, representaron el 60% del total de financiamientos en el país que, en con- 
junto, alcanzó 4.6 millones de créditos. Y a pesar de que entre 2007 y 2011 des- 
cendió la opción de vivienda nueva completa, los créditos se incrementaron a 8.2 
millones incluyendo rehabilitación y mejoramiento de la vivienda. México es un 
laboratorio financiero de organismos internacionales, el gobierno federal fue 
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responsable de la elaboración del documento base Finanzas para el Desarrollo 
Urbano para su Discusión en Habitat III. 

Ante esta crisis de vivienda —una parte con altas proporciones de cartera 
vencida, abandonada; otra parte hacinada, edificada en extensos territorios sin 
transporte, con escasas fuentes de empleo—, el gobierno federal a través de Co- 
navi optó por otras formas de promoción, entre ellas, la producción inicial de la 
vivienda con recursos muy limitados; no obstante, es la forma más demandada 
por sectores sociales del movimiento urbano popular. Por otra parte, el Invi 
constituye la opción más asequible para promociones dignas de vivienda con 
bajos recursos. Cuenta con créditos de remodelación y realización de obras de 
infraestructura. En conjunto hay 118 proyectos realizados en áreas interiores de 
la ciudad, frente a más de 250 organizaciones demandantes. Adicionalmente a la 
Producción Social de Vivienda se impulsaron dos programas muy solicitados: 
Mejoramiento Barrial y Conjuntos Habitacionales (Enrique Ortiz, 2012), los que 
se aplican en aquellos barrios de la ciudad con viviendas de más de 30 años de 
antigúedad. 


El derecho a la ciudad frente a la ciudad neoliberal 
privatizadora y excluyente 


El espacio urbano adquiere una expresión política ahí donde se dirimen los con- 
flictos por el uso, las luchas por la dominación, la resistencia, el control y la libe- 
ración de la ciudad para sus múltiples fines, y son los movimientos sociales ac- 
tores principales de las luchas por la construcción de democracias. Desde la 
perspectiva de la teoría de las identidades, son las confrontaciones con los ene- 
migos de clase, las relaciones sociales y el poder, los momentos que fundamen- 
tan la identidad del movimiento social en lugares específicos que se conocen, se 
nombran, se viven, representan, y son encarnados en sus particularidades (Os- 
lender, 2002). En ese sentido, el movimiento urbano popular se construye con 
las luchas en lugares específicos donde se han gestado acciones colectivas, y se 
plasman las experiencias y propuestas reforzando las identidades colectivas en el 
espacio y el lugar. En esos espacios se comparte, comunica e influye en la vida 
diaria; son constitutivos de la memoria, acción, valores por los cuales se lucha, 
ganados en el desarrollo de los conflictos mismos y, por tanto, donde se forma la 
conciencia de clase y la agencia social. 

Los movimientos sociales generan esas heterotopías; esos otros espacios que 
menciona Lefebvre, espacios liberados de la enajenación capitalista para hacer- 
los habitables por ciudadanos activos, participantes. Habitar es apropiarse de la 
ciudad, modelarla, recrearla, es la ciudad el espacio que siempre ha sido político 
y estratégico (Lefebvre, 1969). Frente a la pobreza, destrucción ambiental, priva- 
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tización, despojo y sus consecuencias para la supervivencia de la humanidad y 
del planeta, surge la demanda por el derecho a la ciudad (Mathivet, 2010, p. 28). 

La importancia que adquirió el derecho a la ciudad, como enunciado políti- 
co de numerosas organizaciones populares latinoamericanas y ONG, se inició en 
la 11 Reunión Internacional de la ONU sobre Ambiente y Desarrollo, conocida 
como la Cumbre de Río de Janeiro en 1992. Varias redes y organizaciones emi- 
tieron el pronunciamiento Por las Ciudades, Villas y Pueblos Justos, Democráti- 
cos y Sustentables; posteriormente, se celebraron reuniones en Túnez, Quito, 
Barcelona, donde las organizaciones participantes debatieron problemas y polí- 
ticas comunes, entre ellas: la privatización de la vivienda social, segregación, 
desplazamientos violentos, especulación, exclusión. Se propuso luchar contra las 
causas de esta problemática en lo económico, cultural, político y territorial, esta- 
bleciendo que la ciudad es una expresión de la vida colectiva, y se articuló la idea 
de trascender los derechos formales asociados a la democracia en la ciudad, para 
garantizar el usufructo y el derecho a la ciudad bajo los principios de sustentabi- 
lidad, equidad y justicia, plasmándose en la Carta Mundial por el Derecho a la 
Ciudad (Ortiz, 2006: p. 3). El debate se trasladó a la Ciudad de México en el Foro 
Social Mundial Capítulo México y después de la realización de consultas con 
organizaciones, intelectuales, gobierno, ciudadanía, con la Coalición Internacio- 
nal para el Hábitat América Latina y con la Comisión de Derechos Humanos del 
Distrito Federal, se publicó en 2010 la Carta de la Ciudad de México por el De- 
recho a la Ciudad. El jefe de gobierno Marcelo Ebrard aseguró, al firmar la ver- 
sión final que esta Carta sustentaría la base de la Constitución de la Ciudad de 
México (consta en el video Palabras de Ebrard en la firma de la Carta por el 
Derecho a la Ciudad, 13 de julio 2010, disponible en YouTube). Esta carta se ha 
convertido en un espacio público de debate por la inclusión de las demandas 
actuales del movimiento urbano popular, por el fortalecimiento de las identida- 
des colectivas y por las líneas de acción de las organizaciones existentes que 
comparten el derecho colectivo a la ciudad. En los postulados de la Carta por el 
Derecho a la Ciudad, las organizaciones sociales del MUP encuentran una plata- 
forma de lucha (Ramírez Zaragoza, 2013 y 2014). 

En este sentido, la lucha por la vivienda desde el derecho a la ciudad apunta 
a fincar responsabilidades colectivas para garantizar el suministro de vivienda 
para las clases populares sin explotación del trabajo por el capital. El rechazo a la 
política de financiamiento para el lucro y la periferalización de la vivienda públi- 
ca, con la propuesta de lucha desde la perspectiva del derecho a la ciudad, parte 
de la memoria histórica de los movimientos sociales que desembocaron en la 
gestión de alternativas de transformación de sus condiciones de vida, derivadas 
de las políticas de austeridad, bajos salarios, vivienda, autoritarismo y clientelis- 
mo como instrumentos para subordinar a los movimientos populares. Aquellas 
luchas se acercaron a las heterotopías de Lefebvre, entre ellas, la gestión de la 
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Coordinadora Única de Damnificados después de los sismos de 1985, la cual lo- 
gró —tras largas negociaciones— protestas, marchas, apoyos de otros movimien- 
tos, la construcción de 40000 viviendas con fondos públicos y donaciones exter- 
nas en predios expropiados, donde residían como inquilinos en las delegaciones 
centrales de la Ciudad de México, evitando la expulsión de los inquilinos, así 
como también consiguió la renovación de la zona con actividades rentables. El 
Movimiento de Solicitantes de Vivienda Benito Juárez UPREZ, el cual en un acto 
de justicia social tomó en 1990 las edificaciones en Cabeza de Juárez luego de 
largas negociaciones con el gobierno local que intentaba utilizar la asignación de 
vivienda como control clientelar, logró internamente y con los apoyos de otras 
organizaciones hacer cumplir el compromiso adquirido con Fividesu y Fonhapo 
(Moctezuma, 2010). Otra activa organización es el Colectivo de Organizaciones 
Sociales y Civiles por la Democracia Participativa en Iztacalco, del cual Ramírez 
Zaragoza (2014) da cuenta de la participación durante 10 años para convertir 
Iztacalco en un espacio habitable y contestatario, desde la integración del mapa 
inclusión-exclusión con el diagnóstico de necesidades y carencias, del observato- 
rio local de Iztacalco para el seguimiento de las políticas públicas, de la red de 
poder local como mecanismo de acumulación de fuerzas para la interlocución 
ante las instancias políticas, de su participación en la creación del Programa Co- 
munitario de Mejoramiento Barrial y en proyectos de mejoramiento barrial, de la 
recuperación de la memoria histórica iztacalquense plasmando la identidad co- 
lectiva, de la creación de la Escuela de Construcción de Ciudadanía en Iztacalco 
para la defensa de sus derechos y de su capacidad organizativa y su participación 
en la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad y en la Carta Izta- 
calquense por el Derecho a la Ciudad (Ramírez Zaragoza, 2014, p. 232) 

Estas y muchas otras movilizaciones sociales urbanas organizadas para lu- 
char por la vivienda digna —orientadas por valores y derechos colectivos centra- 
dos en la lucha por la ciudad equitativa, democrática y autogestiva frente a la 
ciudad neoliberal privatizadora y excluyente— han logrado mantener la organi- 
zación y la resistencia frente a los desarrollos inmobiliarios privados e insertados 
en el gobierno local y federal que presionan para la expulsión social. La emble- 
mática Cooperativa de Vivienda Palo Alto, cuyos habitantes emergieron de con- 
diciones muy adversas para formar una organización fuerte, basada en la propie- 
dad cooperativa, en la autogestión, confianza y en la participación colectiva en 
la toma de decisiones, nos invita a reflexionar en torno a las perspectivas de lu- 
cha que se abren con el derecho a la ciudad para alcanzar valores de justicia, 
democracia y equidad frente al neoliberalismo. 

Es emblemático el proceso autogestivo de la Cooperativa de Vivienda Palo 
Alto, en la Delegación Cuajimalpa. Tiene particular importancia la lucha social 
por tres motivos fundamentales, en principio: perspectiva colectiva y solidaria 
permanentes por el derecho a la vivienda popular sin fines de lucro, y el hábitat. 
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También es relevante la resistencia frente a desalojos, intimidaciones, presiones 
monetarias antes y durante el desarrollo inmobiliario de lujo en Santa Fe, basada 
en la participación horizontal de los miembros de la cooperativa y la propiedad 
colectiva del suelo; asimismo, el papel de las mujeres que impulsaron acciones a 
lo largo de 40 años para lograr la permanencia, lo cual generó procesos de desa- 
rrollo interno, formas organizativas, educación política y participación igualita- 
ria. 

El trabajo solidario creó una profunda transformación de los mineros y sus 
familias, en sujetos políticos dispuestos a luchar de manera frontal ante políticas 
adversas y la especulación inmobiliaria. Al inicio del movimiento, en 1973, in- 
mobiliarias trataron de aislarlos, una vez que otros asentamientos fueron despla- 
zados al oriente de la ciudad de México. Sin embargo, lucharon de manera inde- 
pendiente, con fines colectivos basados en una vida digna, y establecieron lazos 
de solidaridad con otras organizaciones sociales, a las que apoyaban con los me- 
dios disponibles en momentos difíciles. Los cooperativistas desarrollaron expec- 
tativas que trascendieron la demanda de vivienda, abarcando la gestión del há- 
bitat y, más tarde, luchando por una ciudad incluyente (Lombera y Páez, 1987; 
Olivera, 2013). 

Se pueden destacar tres momentos centrales de las luchas. El primero, rela- 
tivo a la concepción del proyecto propio, desde la toma de conciencia, la formu- 
lación, los medios y acciones para llevar a cabo el proyecto. El segundo, las ac- 
ciones colectivas —impulsadas por una sólida organización interna frente a la 
estructura de poder en conflicto con sus intereses— que tuvieron que negociar 
ante las instancias gubernamentales que los reprimían y ante las inmobiliarias 
que los desalojaban, como lo hicieron con otras colonias como Cruz Manca 
(Olivera, P. y Martínez 1. G., 2011, Video). El tercer momento crucial fue el con- 
junto de acciones para establecer relaciones solidarias con otros movimientos 
sociales, en relación con la vivienda popular dentro y fuera de la ciudad de Mé- 
xico. Esta organización experimentó una apropiación cultural del espacio habi- 
tado, con un sentido de pertenencia, arraigo y valoración de su lucha. El día de 
su levantamiento, julio de 1973, colocaron la pancarta: “Aquí se construye la 
cooperativa de vivienda Unión Palo Alto”, rodeados de policía amenazante. Se 
gestó una fuerte identidad de lucha basada en una postura de clase, solidaria, de 
valoración colectiva de la propiedad cooperativa y autogestiva (Lombera y Paez, 
1987; Olivera, 2013). * Actualmente, siguen apoyando otras experiencias resuel- 
tas a cambiar las condiciones sociales, convencidas de la importancia de fortale- 
cer las luchas por la vivienda como medio para el bienestar social. Los apoyos 


$ Existen contradicciones derivadas de la situación que sembraron inmobiliarias entre algunos cooperativistas 
que decidieron vender sus viviendas y dividieron la cooperativa; no obstante, la unión de la mayoría ha perdu- 
rado y se encuentran en un proceso de recomposición. 
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externos de organizaciones y luchadores sociales se sumaron para lograr el éxito, 
considerado un modelo de las luchas por la vivienda y la ciudad. 

La falta de credibilidad en los poderes formales durante los períodos presi- 
denciales de Salinas (1988-1994) y Zedillo (1994-2000) se transformó en protes- 
tas y movilizaciones. Estos regímenes políticos atacaron directamente las orga- 
nizaciones sindicales independientes que estaban surgiendo, y habían creado 
algunas alianzas con el mup. ? Entre 2000 y 2016, durante el período de alter- 
nancia del gobierno conservador de derecha y el retorno del Pri, se han profun- 
dizado las problemáticas debido a las mismas orientaciones ideológicas neolibe- 
rales. Sin embargo, un rasgo distintivo del período reciente es la alianza no 
formal entre sectores populares y clases medias afectadas por estas políticas neo- 
liberales. Estas han coincidido en las protestas y discursos contrarios a la exclu- 
sión social, por ejemplo, el Frente Amplio contra la supervía poniente que afectó 
principalmente colonias populares; el proyecto ciudad progresiva Mitikah, en el 
pueblo de Xoco, que también generó desplazamientos de vivienda popular, entre 
otras movilizaciones interclasistas y populares. Además de los triunfos parciales 
para detener megaproyectos como el del Corredor Cultural Chapultepec, el cual 
contó con una intensiva participación y solidaridad de los colonos organizados 
(Ramírez Zaragoza, 2015). 

En este último período nacen y se consolidan organizaciones de lucha por la 
vivienda y el derecho a la ciudad como alternativa contra las posturas neolibera- 
les de desmantelamiento de las organizaciones civiles, aglutinadas tanto en el 
Movimiento Urbano Popular como en sindicatos, organizaciones de colonos, 
articulando entre sus demandas políticas las de la Plataforma Mexicana por el 
Derecho a la Ciudad y la Defensa del Territorio: (1) Espacios públicos para la 
participación social, (2) Defensa y Ejercicio Pleno del Derecho a la Ciudad y del 
Territorio, (3) Producción Social del Hábitat y (4) Campaña Cero Desalojos. 
Todos ellos, planteamientos centrales que se presentarán en la conferencia Hábi- 
tat 111 en Quito, Ecuador, octubre de 2016, para debatir y construir espacios de- 
mocráticos y justos. 


Conclusiones 


La forma predominante de acceso al suelo y la vivienda para las clases trabajado- 
ras en la Ciudad de México, desde la década de 1960, ha sido la informalidad y 
la autoproducción de la vivienda y los servicios asociados. Esto conlleva varios 
problemas centrales, la autoconstrucción reduce el valor de compra de la fuerza 
de trabajo, en tanto que la ocupación informal de suelos ejidales, comunales o de 


? Entre ellos, el Sindicato Mexicano de Electricistas (caracterizado por su combatividad) fue liquidado y la 
empresa, privatizada por el gobierno panista de Calderón. La noche del 10 de octubre de 2009, policías federa- 
les y elementos del ejército tomaron las instalaciones, 44 000 electricistas se quedaron sin empleo. 
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propiedad privada genera una rápida desposesión de tierras agrícolas e incorpo- 
ra amplios sectores sociales a la ciudad, con bajas expectativas de desarrollo. 
Esto se ha traducido en una espiral sin límite de expansión territorial y de repro- 
ducción de condiciones precarias de los pobladores, con estas formas de produc- 
ción de la vivienda que llevan más de 60 años reproduciéndose. Las estrategias 
que empleó el estado beneficiaron a grupos políticos, desarrolladores y a nuevos 
sectores financieros. En las condiciones del mercado inmobiliario privado, esta 
forma de producción de la vivienda, en vez de evitarse para garantizar una urba- 
nización con calidad de vida, se ha normado legalmente y los organismos públi- 
cos otorgan créditos privados para desarrollarla. 

Las luchas del movimiento urbano popular, apoyado por organizaciones so- 
ciales como la Coalición Internacional del Hábitat, han presionado a los gobier- 
nos para transformar esa “solución” de vivienda, como la define Conavi, con la 
gestión social del hábitat como forma digna para el uso y goce de la ciudad. Esta 
forma de promoción tiene dos características: involucra el control de la gestión 
por los demandantes organizados y otros agentes involucrados, y su desarrollo 
no tiene fines de lucro. La política pública conservadora mantiene un alto rezago 
acumulado; existen más de doscientas organizaciones demandantes en turno. 

Los movimientos sociales urbanos han sido muy activos y creativos desde la 
década de 1960. La Conamup actuó como eje articulador de decenas de organi- 
zaciones que lucharon por condiciones de vida dignas; estas movilizaciones so- 
ciales urbanas lograron a lo largo de su existencia procesos de aprendizaje polí- 
tico y alcanzaron un desarrollo organizacional y acciones colectivas de gran 
importancia. Los gobiernos neoliberales y la participación partidista ocasiona- 
ron rupturas y un reflujo en los movimientos. Sin embargo, el embate de la neo- 
liberalización de la Ciudad de México con reformas urbanas, entre ellas la finan- 
ciarización de la vivienda social, ha elevado el descontento popular y de las 
clases medias, afectadas por los megaproyectos y la densificación de la ciudad, 
propiciando nuevas movilizaciones; abre una nueva etapa en la cual se requiere 
articular la fuerza alcanzada para impulsar las modalidades de producción de la 
ciudad para todos. La demanda por el derecho a la ciudad está integrando a 
sectores populares y de clases medias en una plataforma de lucha colectiva, ante 
la profundización de la crisis social y económica provocada por el estado neoli- 
beral. El período actual se caracteriza por movilizaciones sociales fragmentadas, 
con importantes procesos de articulación en frentes para la negociación y lucha 
contra actores gubernamentales y privados. Estas confrontaciones elevan la 
conciencia de la lucha por la ciudad a partir de vislumbrar otros espacios no 


privados en los que surjan nuevas relaciones sociales con justicia, democracia y 
libertad. 
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DE MEJORAMIENTO BARRIAL DESDE 
LA PERSPECTIVA DEL DERECHO A LA CIUDAD 


MARÍA DE LOURDES GARCÍA VÁZQUEZ*X 


El derecho a tener derechos por parte de la ciudadanía 
y sus luchas sociales 


El texto analiza el derecho a la ciudad a través del Programa Comunitario de 
Mejoramiento Barrial (PcCmB) que ubica al ciudadano como eje vertebrador 
de las políticas urbanas, lo que constituye una ciudad de los ciudadanos. En la 
primera parte, se argumenta sobre por qué es un ejemplo que concreta ese dere- 
cho; la segunda da cuenta de cómo ha venido avanzado hacia la difuminación de 
sus rasgos originales: el carácter social de un proyecto urbano-arquitectónico y 
la participación ciudadana. Finalmente, se realiza un balance inicial sobre los 
alcances y retos que enfrentan estas nuevas formas de gestión urbana local. 

La Ciudad de México (cpDmx) ha sido, en su mayor parte, el resultado de la 
generación de una enorme cantidad de asentamientos'* producidos por sus ha- 
bitantes, localizados principalmente en los bordes urbanos, faltos de equipa- 
miento urbano y espacios públicos adecuados a sus necesidades y requerimien- 
tos. Los pobladores pobres fueron construyendo sus viviendas y sus colonias a 
partir de prolongados y complicados procesos de lucha; al inicio, por la regula- 
rización de la tenencia de la tierra, posteriormente, por la instalación de los ser- 
vicios básicos que en numerosas ocasiones ellos mismos construyeron. Al com- 
prar sus lotes a fraccionadores ilegales, estos buscaban obtener un máximo de 
ganancias económicas y no dejaron terrenos para el espacio público, así que para 
su posterior desarrollo se han tenido que ocupar terrenos con problemas para la 
edificación, y cuyo acondicionamiento ha sido realizado por los vecinos intere- 
sados en solucionar esta deficiencia. 

El mejoramiento de barrios y colonias populares es el resultado de un pro- 
ceso gradual y paulatino de transformación del entorno urbano, donde la falta o 
el nivel de deterioro de la vivienda y los espacios públicos de las colonias popu- 
lares fueron satisfechos, en un principio, por la lucha organizada del Movimien- 


* Arquitecta egresada de la Facultad de Arquitectura de la UNAM. Coordinadora del Laboratorio: Hábitat, Parti- 
cipación y Género (LAHAS) de la Facultad de Arquitectura UNAM. Temas de especialización: hábitat popular, 
género, mejoramiento barrial y vivienda. Correo electrónico: lahasunamOgmail.com 


! En 2003, del 100% de viviendas, el 62.9% correspondían a la producción social, es decir, autoproducidas con 
los recursos económicos y técnicos de sus propietarios sin otra ayuda, en Rino Torres (2006). 
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to Urbano Popular, * y es hasta 1997? que el gobierno muestra apertura política y 
se compromete a dar respuesta a las necesidades de la población para el rescate 
de la ciudad construida, para dignificar sus calles, sus barrios y colonias. Y lo 
hizo a través de la formulación de dos programas; ambos, propuestos por la so- 
ciedad organizada: el de Mejoramiento de Vivienda (Ppmv)* en 1998, a cargo del 
Instituto de Vivienda del Distrito Federal, y el Comunitario de Mejoramiento 
Barrial (PpcmB),? en 2007, a cargo de la Subsecretaría de Participación Ciudada- 
na de la Secretaría de Desarrollo Social del G¿DCmx. Ambos programas muestran 
características particulares, pero no son ajenos a las luchas que se desarrollan en 
los diferentes países latinoamericanos y a las opciones que fundamentan las ac- 
ciones públicas que se instrumentan. 

Raúl Fernández Wagner (s.f., pp. 5-20) señala que la evolución de los asen- 
tamientos, a partir de su inició hasta su consolidación, ha tenido diversas res- 
puestas por parte de las Políticas Habitacionales Oficiales en Latinoamérica, 
desde 1950 hasta la aparición de Programas de Mejoramiento Barriales (PmBs) 
en la década de los noventa. 


2 Movimiento Urbano popular (muP) está integrado por pobladores que luchan por decidir democráticamen- 
te sobre los diferentes aspectos de la vida comunitaria; hacerse representar por miembros que respondan a sus 
intereses; participar en la gestión de los medios de consumo colectivo y desarrollar una cultura propia, a partir 
de sus experiencias de lucha, identificada con sus intereses de clase. Sus inicios están entre 1968 y 1972 (Ra- 
mírez Zaragoza, 2017). 

* Con la llegada del primer Jefe de Gobierno de elección popular en la historia de la Ciudad de México: el in- 
geniero Cuauhtémoc Cárdenas Solórzano. El que Cárdenas haya asumido el poder tenía que ver con una 
propuesta política diferente a la del anterior gobierno del Partido Revolucionario Institucional (PRI). 

1 Programa de Mejoramiento de Vivienda, promovido por el Movimiento Urbano Popular, el Hábitat Interna- 
tional Coalition-América Latina (hic-al, por sus siglas en inglés) y algunos de sus integrantes como, el Centro 
Operacional de Vivienda y Poblamiento (COPEVI), Casa y Ciudad y Fomento Solidario de la Vivienda A.C. 
(FOSOVI), este último junto con la Unión Popular Emiliano Zapata (Uprez) cofinanciaron el proyecto piloto 
que demostraría la viabilidad del programa. 

* Impulsado por la Unión Popular Revolucionaria Emiliano Zapata (Uprez), Frente Popular Francisco Villa, 
por la Asociación Sindical de Trabajadores del Invi, Colectivo Emiliano Zapata, Tepito Arte Acá A. C., El Bar- 
zón, Coordinadora el Molino, Comisiones de Vivienda de Azcapotzalco, Gustavo A. Madero, Iztapalapa, las 
ONG hábitat México (Copevi, Casa y Ciudad, Fosovi) los Talleres de Habitabilidad, y algunos profesores de la 
Facultad de Arquitectura UNAM, entre otros. 
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Cuadro 1. Síntesis de las Políticas Habitacionales Oficiales en América Latina 


Década de 50-60 


Década de 70 


Década de 80 


Década de 90 ss. 


Primera generación 
de políticas 


Segunda generación 
de políticas 


Superposición de ambas 
generaciones de políticas 


Nueva generación 
de Políticas 


Erradicación de 
asentamientos 
informales (técnica 
buldozar) soluciones 
masivas de “llave en 
mano” desarrolladas 
por empresas 
inmoviliarias. 


Promoción de 
soluciones 
“alternativas” como 
consolidación de los 
asentamientos 
informales, lotes con 
servicios, vivienda 
progresiva, etc. 
Realizadas por 
ONG's con la 
participación de los 
pobladores. 


Construcción de 
conjuntos 
habitacionales de 
gran escala y 
acciones 
habitacionales 
“alternativas” con 
mayor participación 
de gobiernos locales y 
organizaciones de 
base. 


Propiciadas por 
organismos 
internacionales de 
crédito y desarrollo 
en el marco de los 
Programas de Ajuste 
Estructural orientados 
a contrarrestar los 
problemas físicos del 
hábitat con un 
abordaje integral de la 
pobreza. Programa 


de Mejoramiento 
Barrial. 


Elaboración propia (2016) en base a la propiedad con Raúl Fernández Wagner. 


Los nuevos PMBs plantean una intervención urbana en los asentamientos infor- 
males, teniendo como objetivo general atender a la pobreza extrema desde una 
perspectiva integral del problema (en muchos casos, en articulación con otros 
programas), y que esta acción tenga como resultado final su incorporación so- 
cial y espacial a la ciudad formal; pretenden de esta manera compensar los pro- 
blemas sociales, económicos, ambientales, culturales, etcétera, que determinan 
la precaria situación de sus habitantes. 

Las especificidades del PCMB* respecto a los programas de mejoramiento ba- 
rrial, propuestos por los organismos internacionales como el Banco Interameri- 
cano de Desarrollo (BID) e instrumentados por los gobiernos nacionales o lo- 
cales, son: (a) su diseño no fue de arriba hacia abajo sino, por el contrario, surge 
de una propuesta que la sociedad organizada hace al gobierno, el cual en su 
momento mostró apertura política para aceptarla; (b) dada la fragmentación 
existente y la falta de coordinación entre las diferentes Secretarías de Gobierno 
de la Ciudad de México (cpmx), aun cuando existe como planteamiento, el pro- 
grama se redujo a la construcción y recuperación del espacio público, no fue 
posible lograr la participación de otras instancias, por ejemplo, de la Secretaría 
de Obras y Servicios (Sobse), Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda (Sedu- 
vi), Secretaría del Medio Ambiente (Sedema), que complementaran las acciones 


* En 2016, a partir de decretarse la Ley de Mejoramiento Barrial y Comunitario, cambia su denominación a 
Programa de Mejoramiento Barrial y Comunitario (PMBC) 


7 El Programa Hábitat, promovido por el gobierno federal a través de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Te- 
rritorial y Urbano (Sedatu), corresponde a este tipo. 
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propuestas y que fuesen un mejoramiento de barrio integral e intersectorial; sólo 
se ha logrado la intervención continua de la Secretaría de Cultura* y, en ocasio- 
nes excepcionales, de los gobiernos delegacionales; (c) la participación de la ciu- 
dadanía se da a lo largo de todo el proceso que consta de: la construcción de la 
demanda, su diseño, gestión, contratación de los asesores técnicos, administra- 
ción de los recursos, la rendición de cuentas a la comunidad y a la autoridad y, 
concluida la edificación, de uso y mantenimiento; (d) las diferentes organizacio- 
nes que impulsaron el pPCMB le han dado constante seguimiento, buscando que 
constituya un avance hacia una política social alternativa de reducción de la po- 
breza, centrada en el hábitat, y que no continúe sólo siendo parte de los progra- 
mas que apuntan a la contención de la pobreza urbana más que a la transforma- 
ción social del problema. 

Estas características son las que hacen del pCMB una experiencia propositiva 
para el logro del derecho a la ciudad, considerando que este significa esencial- 
mente un nuevo paradigma de diseño y planificación urbana, cuya implementa- 
ción requiere de nuevos instrumentos de gestión —aún en proceso de forma- 
ción— y de la revalorización del sentido de ciudadanía como sujeto de la política 
urbana, en donde la comunidad necesitada de la acción transformadora debe 
mantener el control sobre la situación de participación y desarrollar sus recursos 
y empoderamiento. 


De la ciudad de derechos a la materialización 
del derecho a la ciudad 


Estas luchas dieron marco para que la mayoría de las organizaciones involucra- 
das en la promoción del pMvV y el PCMB trabajasen en impulsar el reconocimiento 
del derecho a la ciudad? lo cual logran a través de La Carta de la Ciudad de Mé- 
xico por el Derecho a la Ciudad (Comité Promotor, 2010, p. 4), firmada el 13 de 
julio de 2010 por el entonces Jefe de Gobierno Marcelo Ebrard Casaubon (2006- 
2012). Este hecho fue resultado de un proceso de negociaciones que dieron inicio 
en 2007 entre el entonces Gobierno del Distrito Federal (GDF) y diferentes movi- 
mientos, organizaciones de la sociedad civil y algunos académicos de la UNAM y 


$ A través del apoyo financiero para la realización de proyectos culturales, presentados a la convocatoria a 
concurso abierto que realiza la Coordinación de Vinculación Cultural Comunitaria 

? Se tenía como experiencia previa la lucha por el derecho a la vivienda, lo que se logró y se encuentra consig- 
nado en el artículo 4? de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sin embargo, se vio que no 
bastaba, por lo que se emprende la lucha por acceder a un derecho a la ciudad. 
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la vaM, encabezando dichos debates el Movimiento Urbano Popular (mur) *” y la 
Coalición Hábitat América Latina (HIC-AL, por sus siglas en inglés) *. 

En la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad, '? se concibe 
el derecho a la ciudad con una mirada territorial integral que nos permite pro- 
fundizar en la democracia y, al mismo tiempo, inquirir en la aplicación de los 
derechos humanos. Por un lado, supone retomar la planeación como una fun- 
ción pública inalienable que debe procurar espacios para la participación hasta 
el más alto nivel a través de elementos de democracia directa, participativa, para 
la toma de decisiones sobre los asuntos que afectan nuestra vida, nuestro territo- 
rio y los bienes comunes. Asimismo, reconocer los derechos humanos y las li- 
bertades fundamentales de los diversos grupos de población que habitan en el 
territorio (que va más allá de los límites político-administrativos). 

Considerando el derecho a la ciudad como uno de los derechos fundamen- 
tales de las personas, un derecho que determina el involucramiento de la ciuda- 
danía para construir la ciudad de manera colectiva como parte de un proyecto 
común y que, como señala David Harvey (2008, p. 23), significa: 


...mucho más que la libertad individual de acceder a los recursos urbanos: se 
trata del derecho a cambiarnos a nosotros mismos cambiando la ciudad. Es, ade- 
más, un derecho común antes que individual, ya que esta transformación depen- 
de inevitablemente del ejercicio de un poder colectivo para remodelar los proce- 
sos de urbanización. La libertad de hacer y rehacer nuestras ciudades y a nosotros 
mismos es, como quiero demostrar, uno de nuestros derechos humanos más 
preciosos, pero también uno de los más descuidados... 


Una forma de ejercer el derecho a la ciudad es la intervención de los ciudadanos 
en la toma de decisiones, en asuntos puntuales relativos al territorio y a la vida 
barrial; como un ejercicio de participación activa a través del pcmB, los ciuda- 
danos nos demuestran la capacidad que tienen para manejar procedimientos u 
obras específicas, en este caso, espacios públicos decididos por ellos en asam- 


19 El Movimiento Urbano Popular (mMuP) es un movimiento integrado por múltiples organizaciones urbanas, 
caracterizadas por pertenecer a diferentes corrientes de izquierda que actúan de manera coordinada a partir de 
los años setenta por las reivindicaciones urbanas, de vivienda, condiciones laborales y, en general, por una vida 
digna. La característica del MUP, a partir de 2010, es de división ya que unos siguen articulados al PRD y otros, 
debido a la traición de los principios programáticos por los dirigentes actuales de ese partido, se han vinculado 
al Partido Movimiento de Regeneración Nacional, Morena. 

' HIC-AL reúne a más de un centenar de organizaciones de 19 países: Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, 
Costa Rica, Cuba, Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, 
Perú, República Dominicana, Uruguay, Venezuela entre otras. Desde el inicio de sus actividades, HIC-AL ha 
animado diversos procesos y actividades regionales e internacionales. 

2 Si bien se menciona reiteradamente en los discursos políticos, en la realidad, los gobiernos tanto locales 
como el de la cDMX poco han hecho por llevarlo a la práctica. Sobre todo, en la administración de Dr. Miguel 
Ángel Mancera Espinosa (2013-2018), en la que cada vez más se va hacia el modelo de la ciudad-marca, carac- 
terizándose por una práctica urbanística del mercado inmobiliario. 
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bleas vecinales y que se edifican a través de la asignación de recursos económi- 
cos. Interpretando a Borja y Muxi (Borja, 2000, pp. 8-12) acerca de que “el es- 
pacio público es la ciudad”, los autores reconocen que es en este terreno en 
donde se forjan un conjunto de interrelaciones diversas y con gran intensidad, 
así como la confrontación permanente entre diversas expresiones de poder y 
ciudadanía. 


...€l espacio público tiende fundamentalmente a la mezcla social, hace de su uso 
un derecho ciudadano de primer orden, así el espacio público debe garantizar en 
términos de igualdad la apropiación por parte de diferentes colectivos sociales y 
culturales, de género y de edad. El derecho al espacio público es, en última ins- 
tancia, el derecho a ejercer como ciudadano que tienen todos los que viven y que 
quieren vivir en las ciudades... el espacio público supone, pues, dominio públi- 
co, uso social colectivo y multifuncionalidad. 


En este marco, el concepto de derecho a la ciudad a partir del espacio público 
hace referencia a: (1) la dimensión espacial de la vivencia, que emerge en el coti- 
diano habitar la ciudad de las personas; (2) el proceso de urbanización, la rela- 
ción de los habitantes de la ciudad con el espacio público físico que la ordena no 
es sólo de consumidor o usuario, sino de ciudadanos activos y sujetos de derecho 
que discuten valores e impulsan derechos que utilizan en el diseño, formulación, 
ejecución y en el ser sujeto, en el caso de pertenecer a colectivos vulnerables, de 
las políticas públicas relativas a su regulación y evolución; (3) las dificultades 
que una proporción considerable de población urbana enfrenta hace referencia 
a que el espacio público físico no solo significa solucionar el problema de su 
abastecimiento, mantenimiento y sostenimiento —ni siquiera el de la gestión de 
sus diversos usos— promoviendo su complementariedad, sino también adquirir 
derechos y el abordaje de etapas y procesos que expresándose en él consignan, 
más allá de su aspecto material en el espacio público físico, un carácter político; 
y (4) el deseo de una sociedad urbana más justa, socialmente democrática, par- 
ticipativa políticamente y sostenible económica y ambientalmente, es decir, más 
cercana al paradigma del desarrollo humano. 


El Programa Comunitario de Mejoramiento Barrial (PcmB) 
y el derecho a la ciudad 


Desde la óptica del derecho a la ciudad, la gestión del espacio público a través del 
PCMB se visualiza desde los ámbitos siguientes: (1) Físico, contiene tres líneas de 
actuación relacionadas sobre todo con: (a) la dotación y con su distribución en 
el territorio; (b) con su gestión económica, social, institucional y cultural; y (c) 
con su calidad, vinculada, entre otras, con su estética, identidad cultural y segu- 
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ridad para todos. (2) Al desarrollo humano aplicado al habitar urbano, en este 
sentido se identifican dos supuestos: (a) garantizar —respeto, protección y pro- 
moción— el cumplimiento efectivo de los derechos humanos de todos los ciuda- 
danos; (b) al ejercicio de la autonomía y la libertad individual y colectiva en el 
logro del primer ámbito. Es decir, no solo mejorar las condiciones de vida sino 
lograr elevar la calidad de vida en un sentido amplio. Y (3) político, precisando, 
vincular la ciudad física, la urbs, la civitas y la polis. '* El derecho a la ciudad es, 
desde este punto de vista, el derecho a la realización física, social, política y sim- 
bólica del espacio, esto es, la producción del espacio físico donde tienen lugar las 
prácticas sociales a través del autogobierno y de la autogestión. En donde aque- 
llos que ejecutan las prácticas discuten y diseñan las políticas, programas y pro- 
yectos, incluidos, entre ellos, los referidos al ordenamiento y la planificación del 
territorio en su condición espacial. 

Sin dejar de lado que es más sencillo construir ciudades físicas que vida ur- 
bana. Ciudad y vida urbana no son lo mismo; esta última implica diálogos, inte- 
racciones, encuentros, confrontaciones de acuerdos y diferencias, reconoci- 
mientos mutuos a través del debate ideológico y político, en una palabra, mane- 
ras de vivir dialógicamente, considerando y respetando al otro, al diferente. 
(Giraldo, 2008, p. 16). 

En términos de diseño, el PCMB ha significado una manera de entender la 
ordenación del hábitat popular como parte de un proceso de producción social, 
cuya complejidad exige pensar en diferentes aspectos como: la diversidad de sus 
componentes que van más allá de lo material (la edificación de los espacios pú- 
blicos urbanos). Se plantea que la participación de los habitantes durante todo el 
proceso de producción social de un espacio público urbano los haría experimen- 
tar la construcción de identidad, sentido de pertenencia e integración social; 
percibir las múltiples escalas de su expresión (la unidad o conjunto habitacional, 
el entorno inmediato, el barrio, la colonia, el pueblo); considerar la diversidad de 
actores sociales que inciden en su producción (el público, el privado con y sin 
fines de lucro, los profesionales, los habitantes); y reconocer la diversidad de 
procesos que la determinan y se relacionan con ella (la multiplicación de la vida, 
del capital y del poder político). Esto llevó a que la coordinación del programa se 
ubicara en la Sedeso'* y no en la Sobse o en la Seduvi; desde sus orígenes a la 
fecha es la estructura que prevalece. 


1% La ciudad es urbs (concentración de población), civitas (cultura, comunidad, cohesión) y polis (lugar de 
poder, política, representación de la sociedad donde se expresan los conflictos). 


M4 Secretaría de Desarrollo Social de la Ciudad de México y, específicamente, en la Subsecretaría de Participa- 
ción Ciudadana. 
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Figura 1. Estructura socioadministrativa del PCMB 


Subsecretaria de Participación 
Ciudadana 


Operación técnica del Comité Técnico 
Programa Comunitario 
de Mejoramiento Mixto 


Barrial PCMB 


Asesores Técnicos 


(Arquitectos, 
Urbanistas, Ingenieros, 
Ingenieros-arquitectos) 


CONSEJO ASESOR DEL PMBC 


SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL DE LA CCDMX 


Comité de Comité de Desarrollo 
Administración Comunitario 


poder arameo 


Asamblea Vecinal 


La Secretaría de Desarrollo Social, a través de la Subdirección de Participación 
Ciudadana y la Operación Técnica del pCmB, diseñan y lanzan la Convocatoria 
para el Concurso Público de Selección de Proyectos de Mejoramiento Barrial y 
Comunitario, y los resultados se dan a conocer a través de la Gaceta Oficial de la 
Ciudad de México y de los portales de Internet de la Secretaría y su Subsecreta- 
ría. Esta última imparte capacitación a través de talleres en donde se proporcio- 
na toda la información relativa al programa; asimismo, orienta a los interesados 
en la preparación de los proyectos que van a presentar a concurso. 

La Subsecretaría de Participación Ciudadana coordina y avala la realización 
de las asambleas vecinales que aprueban o rechazan el proyecto y la elección de 
los Comités de Administración, Supervisión y Desarrollo Comunitario. Esta 
área debería tener un mayor involucramiento, a lo largo del proceso, no solo en 
el momento de la elección y aprobación de los proyectos, sino en la promoción 
del uso adecuado de los espacios, del mantenimiento de los mismos, así como en 
ir conformando una cultura ciudadana. Sin embargo, su función la limitan a los 
trámites administrativos. 
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El Comité Técnico Mixto (CTM) está integrado por un representante de cada 
una de las siguientes instituciones: Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda; 
Secretaría de Obras y Servicios; Secretaría de Medio Ambiente; Secretaría de 
Cultura;'* Instituto para la Integración al Desarrollo de las Personas con Disca- 
pacidad de la cDmx, el Sistema de Aguas de la Ciudad de México; la Secretaría de 
Desarrollo Social presidirá el Comité Técnico Mixto, y la Subsecretaría de Parti- 
cipación Ciudadana fungirá como Secretario Técnico. Todas las instituciones 
enunciadas contarán con derecho a voz y voto, así como con integrantes de la 
sociedad civil, en total, ocho especialistas en los temas del desarrollo social, desa- 
rrollo sustentable y del desarrollo urbano participativo,'* invitados(as) por la Se- 
cretaría de Desarrollo Social. Esta última, en el caso de que así lo amerite, podrá 
invitar a especialistas de otras áreas del conocimiento si así fuera necesario, en 
razón al tipo de proyecto vecinal presentado, y estos contarán con voz, pero no 
con voto. En las reglas de operación de 2016 señalan que, con el objetivo de trans- 
parentar el proceso de selección de proyectos a las sesiones del Comité Técnico 
Mixto en las que se dictaminan los proyectos, serán invitados los contralores 
ciudadanos, quienes podrán observar el proceso. (Gaceta Oficial, 2016, p. 21). 

Los criterios para realizar la elección de proyectos viables para otorgar fi- 
nanciamiento son asegurar el cumplimiento de los requisitos establecidos en las 
Reglas de Operación; en todo momento el Crm tendrá capacidad autónoma so- 
bre la forma en que habrán de llevarse a cabo sus sesiones, así como de resolver 
aquellos asuntos de su competencia que no estuvieran considerados en las Re- 
glas de Operación. Las decisiones que tomen serán inapelables e inatacables. 
(Gaceta Oficial, 2016, p. 21). 

Lo anterior muestra una innovación en las políticas públicas. Al hacer posi- 
ble una mayor proximidad entre el gobierno y la ciudadanía, se da un primer 
paso para transitar hacia la arquitectura de una nueva institucionalidad que pro- 
mueva una gestión democrática basada en el reconocimiento del derecho de la 
ciudadanía a participar, de modo directo y representativo, tanto en políticas pú- 
blicas como en procesos decisivos, ligados directamente con su calidad de vida. 

Con este tipo de actuación pública se intenta cambiar una complicada y va- 
riada realidad social y espacial, para lo cual se propone desarrollar acciones cua- 


15 Esto, en la propuesta original, tenía como objetivo buscar que los proyectos arquitectónicos se convirtieran 
en programas de mejoramiento barrial integrales e intersectoriales, a través de incorporar los programas sec- 
toriales de cada secretaría, para complementar y ampliar las acciones teniendo como inició los espacios públi- 
cos y así lograr un impacto social mayor. Sin embargo, solo se ha logrado la articulación continua con la Secre- 
taría de Cultura. Las demás secretarias no manifiestan un compromiso fehaciente de cumplir con dicho 
objetivo. Ni tampoco se ha buscado por parte de la Sedeso una forma de que se haga realidad este objetivo. 

16 Esta es una falta de conocimiento o de cuidado con el que se redactan las reglas de operación. Los proyectos 
que se presentan a concurso son mayoritariamente arquitectónicos, y los profesionales que participan como 
asesores técnicos son arquitectos; si bien pueden ser conocedores del tema, esto tiene una relativa aplicación 
sobre los proyectos que desarrollan. Los requisitos sobre el proyecto, que solicitan que el asesor técnico cum- 
pla, son propios de profesionales de la arquitectura, no del urbanismo. 
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litativamente diferentes a las que han estado sujetos, de forma histórica, los sec- 
tores populares para tener acceso alos recursos públicos: las prácticas clientelares. 
Se busca sustituirlas a partir de valorar la autonomía de los diferentes liderazgos 
vecinales y la participación de otros actores sociales que, con sus conocimientos 
técnicos y compromiso social, pueden apoyar a esta necesaria transformación 
democratizadora de la gestión urbana (organizaciones civiles, académicos, ase- 
sores sociotécnicos). El programa delega, en la ciudadanía, la responsabilidad de 
la ejecución de una obra pública y el manejo de los recursos; un elemento que 
apuesta a vigorizar la capacidad organizativa de la comunidad y genera condi- 
ciones de empoderamiento de los grupos populares. 

La escala del PCMB es el barrio, la colonia o el pueblo en los que se presentan 
—muy alto, alto o medio— grados de marginación. Sin embargo, el programa 
tiende a asignar cada vez mayores recursos a las colonias más pobres de la ciu- 
dad, aunque también se atienden de manera excepcional propuestas de barrios 
populares que ofrecen mejores condiciones de vida. 

Con esta gestión se pretende crear una plataforma material, para promover 
o fortalecer la organización de la vida comunitaria y para desarrollar una activi- 
dad social que permita contrarrestar los efectos de la segregación urbana y la 
exclusión social de que son objeto las clases populares. 

Uno de los componentes más innovadores del PCMB es que el GCDMX com- 
parte la responsabilidad de la ejecución de la obra pública al trasladar recursos 
económicos a los ciudadanos, siendo ellos mismos quienes decidan la prioridad 
de una obra ” y adjudiquen o administren su construcción. Los proyectos deben 
ser aprobados en el barrio o colonia en una asamblea vecinal, la cual se verifica 
con el apoyo de los representantes de la Subsecretaría de Participación Ciudada- 
na, y deben ser registrados previamente en la convocatoria de concurso público 
que la Secretaría de Desarrollo Social publica en los periódicos y en su página 
web. La meta no solo es originar una intervención pública para producir una 
mejora material de beneficio social que favorezca la calidad de vida de una colo- 
nia popular, sino que de manera simultánea pretenda originar o fortalecer una 
identidad comunitaria y avanzar en la construcción de una cultura democrática 
en los procesos de gestión urbana. En este sentido, uno de los puntos centrales 
es que el territorio de actuación es definido por la propia comunidad con base en 
los componentes que fundan su identidad local, no lo determinan los límites 
político-administrativos. 

Los asesores técnicos son los arquitectos, urbanistas o ingenieros encarga- 
dos de garantizar soluciones técnicas, adecuadas a las solicitudes de espacio pú- 


17 Determinación que no toma como base la normatividad para los equipamientos urbanos que, de manera 
formal, utilizan arquitectos o urbanistas para proponer un espacio público, sino que la definición la hacen de 
acuerdo a las condiciones actuales y a las necesidades de los habitantes del barrio, colonia o pueblo, conside- 
rando que dicha normatividad no está actualizada ni responde a la escasez de suelo para su edificación. 
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blico planteadas por la comunidad. Dan seguimiento a la ejecución de la obra, 
apoyan al comité de administración en la contratación de la mano de obra o en 
la compra de materiales de construcción y en la elaboración del reporte final de 
los proyectos. Son contratados directamente por la comunidad. Actualmente 
hay arquitectos, pequeñas empresas constructoras, ingenieros y, de manera ex- 
cepcional, urbanistas y arquitectos paisajistas; todos ellos independientes y se 
contratan según el proyecto. Tienen que estar registrados en un padrón de ase- 
sores y estar reconocidos por la eficiencia y eficacia en su actividad, porque tam- 
bién son evaluados por la comunidad contratante. 

El Consejo Asesor tiene las siguientes funciones: (a) asesorar al titular de la 
Secretaría de Desarrollo Social en el marco del Programa Mejoramiento Barrial 
y Comunitario; (b) analizar y proponer las acciones necesarias para el mejor 
desarrollo del programa, procurando la integralidad de estas acciones; (c) fo- 
mentar la participación ciudadana en la difusión del programa; (d) promover y 
coordinar la colaboración de organismos públicos, privados, académicos y de 
especialistas en la materia para avanzar en la integralidad y coordinación inte- 
rinstitucional del programa; (e) proponer las investigaciones que sustenten el 
diagnóstico, la instrumentación y evaluación de políticas sociales en el marco 
del programa; (f) promover mecanismos de consulta con los distintos actores 
sociales, sobre propuestas que perfeccionen y generen mayor eficiencia en la 
ejecución del programa; (g) conocer y formular propuestas sobre diseño de las 
normas y especificaciones técnicas que deben cumplir los proyectos, conside- 
rando sus diferentes tipos para elevar la calidad de las propuestas en la perspec- 
tiva de avanzar en el profesionalismo técnico; (h) informar a la Secretaría de 
Desarrollo Social aquellos problemas sociales y comunitarios de los que tenga 
conocimiento para que la Dependencia, en el ámbito de sus atribuciones y en el 
marco del programa, genere acciones concretas para su prevención y atención; 
(1) promover el intercambio de experiencias a nivel nacional e internacional que 
contribuyan al enriquecimiento del programa; (j) conocer el desarrollo del pro- 
grama y formular propuestas para su mejoramiento; (k) analizar e investigar los 
temas referentes a la desigualdad, pobreza, marginación o exclusión social en el 
Distrito Federal, reflejados en las comunidades, con la finalidad de encontrar 
alternativas en los proyectos que respondan y enfrenten esta problemática; y (1) 
promover y difundir actividades entre la ciudadanía que permitan conocer el 
objetivo y alcances del programa. El consejo sesionará, en forma ordinaria, 
cuando menos dos veces al año y, en forma extraordinaria, cuando la importan- 
cia de algún asunto lo requiera. (Gaceta Oficial, 2016, p. 22). 

La Reglas de Operación de 2016 atribuyen al Consejo Asesor varias de las 
actividades que, de manera informal, ya desarrollaban académicos —que han 
trabajado cercanos al PCMB desde sus inicios— o las mismas organizaciones so- 
ciales o civiles, por ejemplo del inciso (b) al (e), siempre se ha luchado porque los 
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proyectos sean integrales e intersectoriales, solo que la estructura rígida de la 
administración, que actúa sectorialmente no lo ha permitido. Por lo que una de 
las medidas tomadas ha sido hacerlo por la vía de los hechos, buscando financia- 
mientos en otras secretarías que apoyen las actividades proyectadas en los espa- 
cios construidos, como acceder a recursos a través de la participación en la con- 
vocatoria que realiza la Coordinación de Vinculación Cultural Comunitaria 
perteneciente a la Secretaría de Cultura del GCDMx, y de la que se puede obtener 
el pago para talleristas, equipo de sonido para grupos musicales, equipo para 
cine club, etc., esto para dar vida a foros culturales. En el caso de haber edificado 
espacios para bibliotecas, solicitar apoyo para equipo y mobiliario a la Secretaría 
de Educación del GCDMX, o buscar financiamientos privados en organismos in- 
ternacionales como el Banco Alemán o las Agencias de Cooperación Internacio- 
nal.' Del (e) al (g), también hemos hecho recomendaciones técnicas no solo en 
términos constructivos, sino también ambientales y sociales, aspectos que for- 
maron parte de las evaluaciones que se realizaron al término de casi todos los 
programas. Pero que o no se incluyeron en la Reglas de Operación o no se les dio 
seguimiento quedando como letra muerta. Respecto a los puntos (i), (k) y (1) se 
han realizado investigaciones con nuestros propios recursos y lo importante es 
que se tomaran en cuenta por la Sedeso, de otra manera, no veo para que seguir 
insistiendo en algo que seguirá desvinculado. 

El intercambio de experiencias también se ha realizado; varios de nosotros 
somos integrantes de la Red Internacional de Investigación y Acción en Mejora- 
miento Barrial y Urbano. Por último, nos hemos encargado de promover el 
PCMB, y como resultado este ha recibido cinco premios internacionales, los cua- 
les son: Observatorio Internacional de la Democracia Participativa en Barcelona 
(2009); Urban Age 2010, auspiciado por el Deutsche Bank por la activa partici- 
pación comunitaria y las sinergias generadas en torno al Programa Comunitario 
de Mejoramiento Barrial; World Habitat Awards (2011) en acompañamiento de 
la Building and Social Housing Foundation, fundación londinense que premia 
las mejores prácticas a nivel mundial en términos de la construcción social del 
hábitat y la vivienda; II Reconocimiento de Buenas Prácticas Subnacionales en 
Políticas Públicas de Desarrollo Social en América Latina (2014), realizado por 
el Centro Regional para el Aprendizaje en Evaluación y Resultados (CLEAR por 
sus siglas en inglés) para América Latina, el Centro de Investigación y Docencia 
Económicas (CIDE), por el gobierno del estado de Guanajuato y por la Organi- 
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); y el Premio In- 
ternacional de Dubái a las Buenas Prácticas (2014), organizado por los Emiratos 
Árabes Unidos y la Organización de Naciones Unidas (HABITAT-ONU). Así que 


! Como la Fundación Friedrich Ebert; la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional (Auc1); la Agencia 
Mexicana Internacional para el Desarrollo (AMEXID), entre otras. 
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nos preguntamos: ¿por qué burocratizar unas actividades que ya se realizaban? 
No sería mejor sistematizar lo que ya se ha hecho y ver cómo se incorporan o 
promueven, antes de duplicar actividades o tratar de controlar lo que hasta el día 
de hoy se realiza de manera voluntaria, pero con un compromiso social. Lo úni- 
co novedoso es el punto (a) asesorar al titular de la Secretaría de Desarrollo So- 
cial en el Marco del Programa Mejoramiento Barrial y Comunitario, que espero 
no solo las escuche sino que las ponga en práctica. 

Los proyectos que se presenten a concurso deberán apegarse a las Reglas de 
Operación de la Convocatoria y pueden ser de dos tipos: nuevos o de continui- 
dad. Serán presentados en una Asamblea Vecinal después de ser aprobados por 
el crm; se solicitará fecha y horario para su realización; tendrá una difusión 
amplia y la asamblea deberá integrarse de un quorum mínimo del 5% de perso- 
nas que habiten en las secciones electorales que comprenden la zona de impacto 
del proyecto. El personal de apoyo del programa deberá verificar que se cumpla 
con este punto. Con respecto a esto, se pretende dirimir una discusión histórica, 
como es la representatividad para que en un evento de esta naturaleza la partici- 
pación se considere suficientemente tipificada, y se plantea de manera cuantita- 
tiva. Cuando en la práctica sabemos que muchas veces no se asiste por la falta de 
difusión, hay que tomar en cuenta que las personas que promueven el proyecto 
lo hacen de manera voluntaria y solo dedican parte de su tiempo libre y de sus 
propios recursos, y no tienen a su disposición los medios para realizar una am- 
plia difusión como se solicita: los días u horarios que coincidan con el trabajo o 
la atención a los niños, el lugar en donde realizar las reuniones y hasta el clima. 
Los proyectos tendrán que ser avalados por la Asamblea Vecinal para poder ac- 
ceder al financiamiento. 

Los tres comités que administrarán, vigilarán y promoverán el proyecto de 
Administración, Supervisión y Desarrollo Comunitario serán electos durante 
una Asamblea Vecinal. Las decisiones de los Comités se tomarán por consenso. 
En caso de no existir este, las decisiones se tomarán por mayoría simple y el 
acuerdo quedará debidamente asentado en el acta. Los cargos son voluntarios y 
no reciben retribución económica. 

La Reglas de Operación de 2016 plantean las modalidades de participación 
ciudadana en función a las etapas de desarrollo de los proyectos y, por el carácter 
que asumen, incluyen a dos nuevos actores: los contralores ciudadanos, que po- 
drán vigilar durante todas las etapas del proyecto, y los mediadores que inter- 
vendrán para resolver los conflictos no previstos. Actualmente, estos conflictos 
han surgido por el uso de un espacio por ciudadanos diferentes a los que los 
promovieron y construyeron. En la mayor parte de los casos, se da en los cam- 
bios de gobierno delegacional, ya que si un Jefe Delegacional pertenece a otro 
partido o al mismo, pero es de una corriente diferente, pretende apoderarse de 
los equipamientos para cambiarle el uso por uno de su conveniencia o para que 
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los utilice algún grupo que le sea leal. Esto solo complica el uso de los espacios, 
ya que lleva a resolver los conflictos de manera particular; debería más bien li- 
mitarse la discrecionalidad de los jefes delegacionales en el uso de los distintos 
espacios públicos de los que no son dueños, y señalarles el respeto que deben a 
los derechos ciudadanos. 

El pPCMB ha tenido cambios desde sus inicios, unos como resultado de las 
evaluaciones realizadas por los diferentes actores sociales, otros por las modifi- 
caciones en los enfoques sociales como consecuencia de acomodos políticos, 
por la estructura burocrática que tiene miedo a la participación ciudadana y la 
ve no como un derecho sino como una pérdida de poder, a esto se suma la carga 
de trabajo que implica dar seguimiento a un gran número de proyectos diferen- 
tes y distribuidos en todas las delegaciones, siendo poco el personal para tales 
tareas y, como otro factor relevante, por la falta de asesores técnicos capacitados 
en diseño participativo. Sin embargo, siempre las organizaciones de base, de la 
sociedad civil, de académicos integrados y el colectivo del pcmB han luchado 
por conservar los principios que le dieron origen y han avanzado respecto a las 
nuevas condiciones que se plantean. Como es característico, los programas so- 
ciales no tienen continuidad, cada jefe de gobierno quiere generar una imagen 
diferente a la anterior modificando o sustituyéndolas por nuevas propuestas. 
Ante esto, durante esta administración se propuso el avanzar en una ley que 
permitiera el dar continuidad al programa, darle formalmente la connotación de 
política pública y asegurar el presupuesto para su ejercicio. Se trabajó en una 
propuesta y se gestionó ante las diferentes instancias de gobierno. Esto fue, pos- 
teriormente, retomado por el GCDMX. 

El 19 de febrero de 2015 se aprobó la Ley de Mejoramiento Barrial y Comu- 
nitario y fue publicada el 29 de septiembre en la Gaceta Oficial del Distrito Fe- 
deral, dicha ley es producto de un proceso participativo donde el Gobierno de la 
Ciudad de México convocó a 21 Foros Temáticos y Mesas de Trabajo, en los que 
participaron funcionarios públicos, diputados locales, organizaciones de la so- 
ciedad civil, académicos y promoventes de Proyectos de Mejoramiento Barrial y 
Comunitario; quienes en conjunto, después de un largo debate, construyeron 
esta ley, la cual garantiza entre otras cosas que el programa sea un derecho uni- 
versal, la progresividad en el presupuesto y su permanencia como política públi- 
ca en la ciudad. (Gaceta Oficial 2016, p. 9). 


Tareas pendientes del PCMB hacia el derecho a la ciudad 

Debemos reconocer que el pcmB ha permitido la participación de los habitantes 
del barrio o colonia como sujetos que construyen y se hacen dueños de su ciuda- 
danía a fuerza de trabajo, voluntad y toma de decisiones, al elaborar proyectos 


comunitarios. Las expectativas de participación mantienen una relación directa 
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con la rapidez de visualizar lo concreto, en este caso, el programa en corto tiem- 
po, logra la edificación de un espacio público. Sin embargo, aunque los habitan- 
tes se han puesto en el escenario de que el PCMB no llene todos sus objetivos, 
valoran firmemente el compromiso social que se ha logrado en términos del 
restablecimiento de los vínculos y del fortalecimiento de las organizaciones ve- 
cinales. Esto es algo que no debe perderse, sin embargo, la Ley de Mejoramiento 
Barrial y Comunitario, en su texto, borra la fundamentación social que le dio 
origen y lo reduce a su condición técnica, de obra urbana o arquitectónica a 
construir. El mismo título da énfasis al mejoramiento barrial y menciona, de 
manera marginal o sumatoria, lo comunitario, será porque después a semejanza 
del llamado presupuesto participativo? lo realizará una constructora, y decidirá 
su uso presente y futuro el jefe delegacional en turno. La participación ciudada- 
na que el pcmB logra es a lo largo de las diferentes etapas del proceso y no solo 
en una de ellas. No existía una razón objetiva para cambiar el nombre de progra- 
ma de comunitario de mejoramiento barrial a mejoramiento barrial y comuni- 
tario, más que mostrar que el cambio en la denominación lo convertía en otro 
programa que sustituía al anterior hecho por otra administración y por esa ra- 
zón modificarlo para caracterizar el enfoque de ciudad del actual gobierno de la 
ciudad. 

Hay que garantizar el uso colectivo y democrático de esos espacios públicos or- 
ganizando y estableciendo profesionalmente las actividades recreativas, cultura- 
les o deportivas, incorporando una perspectiva que garantice la no discrimina- 
ción por género, así como por lugar residencia, origen étnico, capacidades 
diferentes, etc. En las Reglas de Operación y en la propuesta de ley, se planteaba 
que el diseño debería considerar a todas las personas por categoría etaria, condi- 
ción cultural, género, raza, etc., y considerar la seguridad en el uso de esos espa- 
cios. Requisito que actualmente no se contempla en ambos instrumentos y que 
reduciría drásticamente el uso. 

Actualmente, el gran desafío que enfrentan los nuevos espacios creados o 
mejorados es la administración, el uso adecuado y el mantenimiento de los mis- 
mos. Así como el pago de servicios como energía eléctrica, agua, teléfono, etc. 
No hay financiamiento por parte del programa o de otra entidad para ello. Esto 
es una responsabilidad gubernamental aun cuando en los procesos participati- 


? El Presupuesto Participativo como se desarrolla en la Ciudad de México tiene una participación ciudadana 
mínima, se proponen proyectos arquitectónicos o urbanos por parte de los pobladores de manera individual, 
a través de internet, no hay un previo debate colectivo entre los habitantes de una colonia que unifique la 
prioridad sobre la demanda urbana a solicitar, se propone lo que cada uno desea y posteriormente los que 
deciden que demanda se va a satisfacer son los Delegados, las más de las veces en función de compromisos 
previos con determinados lideres uorganizacionesurbanas o lo que los funcionarios administrativos creen ne- 
cesario o factible de realizar. Para la edificación se contrata a constructoras por parte de la dependencia. La 
participación ciudadana solo se ejerce en la primera etapa, que corresponde la solicitud de un espacio público 
urbano. 
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vos como los generados por este programa se cuenta, la mayoría de las veces, con 
la participación de la comunidad. Sin embargo, se tiene como requisito el que 
haya un reglamento que señale la gratuidad del uso del espacio por la comuni- 
dad. Por lo tanto, debe introducirse una normatividad que garantice el manteni- 
miento de las obras producidas y nuevas fórmulas jurídicas que promuevan la 
corresponsabilidad gobierno delegacional -ciudadanía. 

Se deben evaluar las diferentes experiencias de participación ciudadana, des- 
de una perspectiva sobre el impacto social que genera, a fin de garantizar que se 
ejerzan plenamente los derechos ciudadanos y se eliminen las prácticas discrimi- 
natorias que persisten en los procesos de apropiación y uso de los espacios públi- 
cos. El programa se evalúa aplicando la metodología del Marco Lógico, diseñada 
por el BID, para conocer cómo se ejercen los recursos económicos invertidos en 
el programa; pero no hay referencia a las transformaciones sociales que la ejecu- 
ción de dicho programa logra en una comunidad. Asimismo, es importante que 
el ego de las diferentes autoridades no prevalezca para quitar, modificar o susti- 
tuir un programa, sino que esto se haga con base a una evaluación sistemática y 
objetiva, que dé los argumentos necesarios para realizar cualquier cambio. 


A manera de conclusión 


En el PCMB existen experiencias muy diversas, condicionadas por los diversos 
actores sociales que en él intervienen, pero en general son procesos únicos de 
construcción de ciudadanía, que pueden ser promotores de nuevas formas de 
organización social y, sobre todo, de procesos de aprendizajes colectivos para el 
ejercicio pleno de los derechos ciudadanos y para la corresponsabilidad entre el 
gobierno y la ciudadanía. Dando pautas a la generación de nuevos instrumentos 
de gestión urbana. Tiene que modificarse la condición sectorial de cada secreta- 
ría, que los funcionarios no tengan que estarse cuidando de invadir terrenos que 
corresponden a otras áreas el hábitat es uno y tiene que haber una convergencia 
de programas de diversas secretarías si realmente queremos transformar una 
situación y no solo dar paliativos. Ello exige la capacitación de los funcionarios, 
sobre todo, del ámbito delegacional. 

Los mejores resultados obtenidos en el PCMB se han logrado en aquellos 
espacios en los que previamente existía una democracia y una consistente orga- 
nización social. La realización de estas obras contribuyó a fortalecer el sentido 
de identidad y la coexistencia comunitaria; mientras que donde solo había lide- 
razgos fuertes pero baja capacidad de organización y de generación de consen- 
sos, la transformación física del espacio no solo no cambio las estructuras orga- 
nizativas, algunas veces introdujo condiciones nuevas de conflictividad. Tenemos 
que plantearnos que la participación no se da por decreto; es necesario formar a 
los grupos vecinales para que puedan tener el nivel de consolidación de esas 
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organizaciones sociales democráticas, propositivas y autogestivas; reduciéndoles 
el tiempo lucha y esfuerzo que les ha tomado a la mayoría de organizaciones que 
se han formado de manera empírica a tener ese nivel de consolidación. Está bien 
que hubo un tiempo en que las organizaciones sociales solidificadas aprendie- 
ron a partir de sus múltiples experiencias de lucha por lograr la habitabilidad de 
su pueblo o colonia y que hoy pueden disfrutar y compartir grandes aportes, 
pero ¿cómo hacer que las demás organizaciones alcancen ese desarrollo en un 
tiempo más corto? En este sentido, habría que plantearse también que los pro- 
yectos no solo sean integrales e intersectoriales sino también interdisciplinarios, 
de tal manera que los promoventes reciban un apoyo técnico para la edificación 
pero también para lo organizativo, social, económico y legal. 

Por último, conviene crear entidades de largo plazo que permitan un segui- 
miento de la evolución de los proyectos y de la situación de las poblaciones; que 
incluyan espacios de discusión entre los técnicos, los habitantes y los políticos. 
Una de las principales dificultades, una vez decidida una inversión social, es la 
continuidad y la progresión de la actividad que suele dañarse con el paso del 
tiempo y hundirse, progresivamente, en un cuadro de deterioro generalizado. 
Son actividades que se realizan de manera solidaria, no reciben un pago y se 
suman a la carga de trabajo que se realiza para la sobrevivencia, por lo que es 
necesario que se capaciten a nuevos miembros de la organización que reempla- 
cen o ayuden a los iniciadores, así como generar nuevos programas o proyectos 
que revitalicen el espacio, buscar de manera conjunta nuevos financiamientos, 
etc. Todo debe ser enmarcado en una concepción de las políticas sociales que 
supere la idea del reparto de cosas o dadivas. Tienen que generarse procesos 
institucionales sostenidos que apunten a transformarse en lazos de integración 
social, entre los cuales, los proyectos culturales y educativos se han manifestado 
como valiosos. 
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La región del Anáhuac constituye el reflejo histórico de una tensa relación de 
poder entre las antiguas formas de organización social y de producción susten- 
table de la vida, donde todavía la tierra y el agua se utilizan bajo la perspectiva de 
los bienes comunales. Y, por otra parte, están las formas de control territorial, 
desposesión, despojo, transformación radical y acelerada de los paisajes terres- 
tres y lacustres que la modernidad —como discurso hegemónico del capital — 
ha impuesto sobre esta milenaria región (donde se asientan los poderes de la 
nación), que hoy pretende constituirse en un Estado soberano de nuestra lasti- 
mada y violentada República Mexicana. 

En esta histórica relación de poder, la mayor tensión territorial ocurre por la 
pérdida acelerada de la propiedad social y la propiedad pública, a través de 
la privatización del territorio y la privatización del agua, por medio del artilugio 
de un conjunto de reformas legislativas tanto locales como federales. La urbani- 
zación en la Ciudad de México ha avanzado aceleradamente transformando su 
paisaje lacustre, sus canales y ríos, devorando a sus comunidades rurales y pue- 
blos, para conformar colonias y fraccionamientos. Sin embargo, todavía hoy los 
bosques del sur y poniente de la cuenca donde se asienta la metrópoli son pro- 
piedad social y ocupan más del 50 % del territorio que fue el Distrito Federal 
(D.F). Esos bosques y paisajes agropecuarios, las chinampas y lagos en Xochi- 
milco y Tláhuac se mantienen a contrapelo por el trabajo productivo y por el 
cuidado de los comuneros y ejidatarios, a quienes —a pesar de su organización 
social histórica— como propietarios sociales de la tierra, de entrada, se les negó 
el derecho a tener una representación independiente en la conformación del 
Constituyente del nuevo Estado. 

La injusticia, la negación de derechos y la exclusión de los del campo en la 
cuenca se ha naturalizado por los pobladores urbanos de tal forma que nadie, 
salvo ellos mismos, defiende sus derechos políticos. Ningún partido de izquier- 
da abanderó su representación política independiente, a pesar de ser dueños del 


* Profesor investigador del Doctorado en Estudios de la Ciudad, en el campo de las Ciencias Ambientales, 
Universidad Autónoma de la Ciudad de México. 
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59% del territorio.' Según el Registro Agrario Nacional, en el D.F. se han consti- 
tuido legalmente 83 ejidos y siete comunidades, a los que se les otorgaron 54 400 
hectáreas. De esta superficie, solo les restan 33 938 hectáreas (11 934 ejidales y 
22 comunales). Esto implica una disminución de 20 462 hectáreas que han sido 
afectadas por la expansión urbana e industrial, y que 38 de los 88 núcleos agra- 
rios que actualmente existen ya no cuenten con tierras. Un proceso similar ocu- 
rre en la parte norte de la metrópoli, correspondiente al Estado de México, así 
como en la corona de ciudades de la Región Central de México. Hasta el mes de 
agosto del año 2000, cuando se decretó el Programa General de Ordenamiento 
Ecológico del Distrito Federal (PGOE), el 59% del territorio del D.F. estaba con- 
formado por ecosistemas naturales, zonas de cultivo y pastizales, categorizado 
como Suelo de Conservación, y el 41% restante lo ocupaba el Suelo Urbano 
(Azuara, Ramírez y Ávila, 2002). 

La primera inquietud de la que nace esta contribución tiene que ver con 
cómo se fue construyendo una diferencia social tan marcada entre dos formas 
de organización social diferentes, que cohabitan el espacio de la superficie te- 
rrestre: las comunidades campesinas y las sociedades urbanas de las grandes 
ciudades; cuáles son sus mecanismos, sus temporalidades y sus espacialidades. 
La segunda inquietud tiene que ver justamente con el avasallamiento de una 
forma de organización social sobre la otra; con la invisibilización de la violencia 
estructural que el proceso conlleva y que ha desembocado en la megaurbaniza- 
ción como mecanismo de expansión del capital y concentración del poder, 
arrastrando la pérdida violenta de los derechos de las comunidades rurales, pero 
también de los habitantes de la ciudad. 

Es la comprensión de esta relación campo-ciudad la que hace que se tamba- 
lee conceptualmente el derecho a la ciudad, a la luz del análisis de otros fenóme- 
nos tanto sociales como ambientales que se abordan en este trabajo. Los conglo- 
merados urbanos no solo avanzan espacialmente sobre los paisajes agrícolas, 
pecuarios y agroforestales (definidos como áreas rurales), sino que se pierden 
grandes extensiones de bosques y selvas, cuerpos de agua y escurrimientos su- 
perficiales que son perturbados, de forma severa, para cubrir las demandas que 
el proceso de urbanización genera como mecanismo de la acumulación del capi- 
tal. Es frente a este avasallamiento de la producción del espacio urbano capitalis- 
ta que Lefrebvre (1968) propone inicialmente el derecho a la ciudad. La ciudad, 
que era considerada como una obra que unificaba lenguaje, códigos y tejidos 


! La representación comunal de nueve pueblos de Milpa Alta interpuso un recurso legal contra el decreto 
presidencial el 29 de febrero del 2016, que reforma la Constitución Política de México, para supuestamente 
ampliar la autonomía de la capital del país, así como también introdujo un conjunto de atribuciones que le 
otorgarían a la Jefatura de Gobierno mayores facultades, en un ámbito, y menores en otros. Dicho decreto 
dicta las reglas de representación independiente para conformar el Constituyente. En este proceso fueron ex- 
cluidos y despojados de sus derechos los comuneros y ejidatarios propietarios de bosques y campos de cultivo, 
en el territorio perteneciente al hoy inexistente D.F. 
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sociales comunes, se convierte en un producto: “la comunidad se desvanece, el 
barrio se desmorona” (Lefebvre 1972: 85 Citado en Costes 2011). 

Lefebvre propone la posibilidad de que la gente vuelva a ser dueña de la ciu- 
dad. Es, esencialmente, el rescate del hombre y su memoria como elemento prin- 
cipal y protagonista del espacio social que ha construido él mismo. Sin embargo, 
en un país megabiodiverso como México no solo se pierden espacios y se extin- 
guen velozmente las especies que habitan en los ecosistemas terrestres, acuáticos 
y en los campos de cultivo, sino que también se extermina a quienes representan 
y reproducen el conocimiento milenario que implica trabajar la tierra y mante- 
ner esos lugares naturales,? porque el bosque, el matorral y la selva también se 
cultivan y se cuidan para mantener sus procesos naturales. 

Ese avasallamiento sobre el campo se agudiza por el incremento en la ejecu- 
ción de expropiaciones de ejidos y bienes comunales de las comunidades para 
megaproyectos de diferente índole, y por el despojo violento y directo de tierras 
para minería extractiva, para vías de comunicación, presas y para la especula- 
ción inmobiliaria, dentro y fuera de los principales centros urbanos. El primer 
paso siempre es el desmonte de la cobertura vegetal que incrementa la entropía 
sistémica, aumentando automáticamente la temperatura. En México, hoy no se 
respeta ningún instrumento de protección ambiental y planeación territorial; 
simplemente, se actúa desregulando los mecanismos de protección de la propie- 
dad social, de los bienes comunes y del medio natural. 

El territorio del D.F. se había venido perdiendo y deteriorando por la falta de 
instrumentación y aplicación de las políticas de usos del suelo y normas ahí pro- 
puestas, a pesar incluso de otros instrumentos de contención urbana, como fue 
en su momento el Bando 2 (Tamayo, 2007), que se incorporó como parte del 
Programa General de Desarrollo Urbano del D.F. El hecho es que la ocupación 
irregular y la presión inmobiliaria han deteriorado la calidad de vida de los ha- 
bitantes de la Ciudad de México. 

Para hacer el análisis de esta ocupación territorial privada transnacional y 
nacional, en la que ha devenido la deteriorada relación campo-ciudad en el siglo 
XXI en México, utilizo como marco la profunda y bien documentada reflexión 
de Henrri Lefebvre (1968), sobre las relaciones de poder y la producción del es- 
pacio social. En su investigación sobre la producción del espacio, el autor anuncia 
la desaparición simultánea de lo rural y lo urbano por la mecánica dual del pro- 
ceso de urbanización que, por un lado, avanza sobre el campo extendiéndose 
sobre el límite de las áreas suburbanas en forma de grandes conjuntos de vivien- 


? Victor M. Toledo (2015) Además de elaborar una tipología y numerología de conflictos socio-ambientales 
en México, documenta los asesinatos de 42 defensores ambientales, la mayoría miembros de la comunidad o 
el ejido, consejos de pueblos, Organización de Campesinos Ecologistas, Guerreros Verdes, A.C., Frente de 
Defensa del Agua y funcionarios del sector ambiental federal. Ello sin contar la violenta embestida contra las 
normales rurales, que garantizan la permanencia de estas experiencias y saberes del campo. 
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da colectiva y, por el otro, refuerza la centralización del poder y la acumulación 
del capital. Este proceso, que impone una lógica de beneficio económico y pro- 
ductividad, abarca todos los aspectos de la sociedad moderna entre los que des- 
tacan la representación, las relaciones sociales, el poder, la cultura y el arte, des- 
truyendo la creatividad y la espontaneidad a través de la hegemonía del plus 
valor. La propia cotidianidad queda alienada y marcada por la desintegración de 
la vida social y por la destrucción de la vida mental (Costes, 2011). 

Esta lógica de producción del espacio o, más bien, de ocupación y apropia- 
ción privada del territorio tiene formas diferenciadas tanto en el ámbito urbano 
como en el ámbito rural (Restrepo, 1980; Nolasco 1980). No obstante, ambas 
operan en detrimento del espacio ocupado por los ecosistemas y la tierra culti- 
vada, que otorgan cierto nivel de estabilidad a la biosfera y que dieron por mile- 
nios sustentabilidad a diversas poblaciones humanas. Esta producción del espa- 
cio social opera contra las formas de habitar y los medios de producción del 
campesino y, en consecuencia, contra una concepción de vida comunitaria. Esta 
lógica está atravesada por un andamiaje jurídico que normaliza ilegalidad, des- 
pojo y corrupción. 

Las predicciones apuntan a que en 2050, con una población de 9,000 millo- 
nes, el 75% de la humanidad habitará en conglomerados urbanos o megaurbani- 
zaciones bajo la homogeneidad espacial y cultural construida por la hegemonía 
del plus valor, incrementando por supuesto la desigualdad y la polarización so- 
cial dentro de las metrópolis, así como la pérdida de ecosistemas que soportan el 
proceso de expansión. Es posible que esta predicción tendencial no llegue a ocu- 
rrir a la mitad de este siglo, debido a un anticipado colapso civilizatorio por los 
procesos de polarización social extrema y la desaparición de algunos de los esta- 
dos nacionales, por el desbordamiento de los poderes fácticos supranacionales” 
del capitalismo criminal, a través de la violencia estructural sistémica que vivi- 
mos. O bien el colapso vendrá por la velocidad y la extensión de la destrucción 
de ecosistemas que provoca este patrón expansivo del capital, en este nuevo rea- 
comodo mundial y en sus efectos sobre la biósfera, particularmente, el calenta- 
miento extremo de la atmósfera. 

En cualquiera de los dos casos, el riesgo social y el riesgo ambiental son muy 
elevados. Será factible realmente nuestra sobrevivencia bajo esas elevadas tem- 
peraturas y desastres extremos antropogénicos, con el Ártico prácticamente de- 


* Autores como Hirts y Thompson (1996) y Manuel Castell (1999) señalan que el gobierno de los mercados 
internacionales incluye a los gobiernos nacionales, pero en un nuevo papel: los estados funcionan menos como 
entidades soberanas y más como componentes de un sistema de gobierno internacional; las funciones centra- 
les del Estado-nación serán proporcionar legitimidad y asegurar que los mecanismos de gobierno supranacio- 
nales y subnacionales operen. El Estado-nación cada vez está más sometido a fuentes de poder que no están 
definidas o son indefinibles. Es así que en el plano supranacional operan: redes de capital, producción, comu- 
nicación, crimen organizado, instituciones internacionales, aparatos militares supranacionales, religiones 
transnacionales, organizaciones no gubernamentales y movimientos de opinión pública. 
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rretido y su fauna extinguiéndose ante nuestros ojos. Cuantos sobreviviremos en 
México al incremento de la sismicidad, producto de la fractura hidráulica, o al 
envenenamiento masivo por cianuro de nuestros ríos y aguas subterráneas, pro- 
ducto de la impunidad ambiental y social con la que opera la minería y la extrac- 
ción concesionada de hidrocarburos en nuestro país. Cuantas defunciones más 
cobrará la contaminación del aire en la Zona Metropolitana de Valle de México 
(ZMVM). 

Parece cada vez más certero que hay un patrón de extinción selectiva de la 
población humana en este nuevo reacomodo del poder hegemónico mundial, 
donde algunos territorios y poblaciones son más impactados que otros.* El pro- 
ceso de megaurbanización, como mecanismo de expansión del capital, implica 
entonces el desplazamiento de ciertos sectores poblacionales urbanos y la extin- 
ción de las comunidades rurales, de nuestra tradición histórica cultural, de nues- 
tro espacio público y de los bienes comunes. 

Parte de esta extinción selectiva está dirigida al campo, a los descendientes 
de los habitantes de las antiguas poblaciones mexicanas. Comienza por sustituir 
sus saberes, sus creencias y su cosmovisión por la ilusión de progreso de la vida 
urbana. Ilusión que, a pesar de la violencia, del deterioro ambiental y de la salud, 
prevalece. Hasta 2015 éramos 7,000 millones de seres humanos. La mitad vive en 
la ciudad, cualquiera que sea su tamaño. Esta forma de habitar está más o menos 
homogenizada en estilo de vida, independientemente del origen cultural de la 
población urbana. Sin embargo, un nuevo reacomodo del poder hegemónico, el 
impacto de la trasformación del espacio físico y la destrucción del paisaje, pro- 
ducto de la megaurbanización, han rebasado los umbrales ambientales que han 
permitido la evolución y la permanencia de la vida en el planeta, no sabemos 
todavía si de manera irreversible. 

La maquinaria económica urbana, que se detonó después de la Segunda 
Guerra para la reconstrucción, se aceleró a partir de 1989 después del derribo 
del Muro de Berlín. Esta maquinaria produce espacios sociales bajo un mismo 
molde y modus operandi. La mecánica de la expansión material es aceitada por 
el capital financiero internacional. El Estado mexicano, por su parte, utiliza 
como estrategia de convencimiento social y ocultamiento de la destrucción am- 
biental la fragmentación de los megaproyectos urbanos y la invisibilización de los 
nodos y flujos que demanda la producción de ese tipo de espacio; de esta mane- 
ra, permite al poder privado eludir normatividades e invisibilizar los impactos 
ambientales acumulativos de mediano y largo plazo, así como los diversos im- 


1 Saskia Sassen, con base en el análisis de las grandes concentraciones de capital, ha identificado un nuevo 
fenómeno de compra territorial directa articulada al crimen organizado internacional, donde se arrasa con 
todo lo que hay sobre la superficie, incluyendo población urbana o rural, para dar paso a inversiones extracti- 
vas o inmobiliarias, generando fenómenos de muerte violenta, desplazados y migrantes. Nadie tiene donde 
regresar. Este fenómeno se denomina pérdida masiva de hábitat. 
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pactos urbanos de corto plazo y las sinergias negativas que se detonan sobre el 
sistema regional metropolitano y la región centro del país. 

En una reciente contribución (Azuara, 2017), he analizado la mecánica de la 
megaurbanización de la Ciudad de México y su impacto sobre la dinámica natu- 
ral de la Cuenca de México, con el objeto de dimensionar el derecho a la ciudad 
en términos de la propia viabilidad metropolitana. He pretendido definir escalas 
analíticas manejables y medibles a la sustentabilidad. En esta ocasión, me con- 
centrare en las implicaciones que este tipo de evidencia, producto del análisis 
espacial, arrojan sobre la tensa relación campo-ciudad y el tipo de estrategias 
que permitirían reducir, al menos, la velocidad actual de la transformación terri- 
torial en la Cuenca de México y las sierras que la conforman. 

Comenzaré por documentar, dentro de lo posible, la construcción social de 
la desigualdad social entre el campo y la ciudad, así como los impactos que la 
producción del espacio social ha detonado a través del proceso de megaurbani- 
zación. En segundo término, aportaré algunos elementos teóricos sobre el análi- 
sis del espacio y la sustentabilidad regional, con el objeto de fundamentar el 
avance de resultados de análisis espaciales en la zmvm, y la dinámica hidrológica 
de la cuenca. Dentro del análisis espacial se incluyen un conjunto de megapro- 
yectos que evidencian el modus operandi del Estado y los riesgos regionales que 
conlleva. Asimismo, se destaca el papel que las comunidades y pueblos del sur de 
la cuenca juegan en el mantenimiento del precario equilibro que sostiene aún la 
región del Anáhuac, donde se avanza en un conjunto de propuestas prácticas, 
teóricas y metodológicas encaminadas a la sustentabilidad regional y a la defen- 
sa de nuestro hábitat. 


I. Construcción social de la desigualdad a través del espacio urbano 


La construcción de la diferencia social, entre la gente del campo y la gente de la 
ciudad, no necesariamente ocurre de manera similar en todas las naciones ni en 
todas las relaciones campo-ciudad que se dan al interior de ellas. Las diferencias 
dentro de las naciones, en ocasiones, son mayores que entre las naciones. Esto 
nos lleva a que la diferencia es más reducida, en términos económicos y sociales, 
entre los campesinos europeos y los granjeros norteamericanos con respecto a 
los habitantes urbanos de esas naciones. La magnitud de esa diferencia en los 
países de América Latina y, particularmente, en México es muy elevada. Lo mis- 
mo ocurre con la polarización social, la segregación socioespacial y la exclusión 
social al interior de sus ciudades, en términos relativos. 

De entrada, la conformación de estados nacionales y de sus límites geográ- 
ficos fue radicalmente diferente en América que en Europa. Por supuesto, cada 
proceso de producción de alimentos (cereales, granos y estabulación de anima- 
les) que propició el asentamiento humano, produjo culturas diferentes como 
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respuesta también a la heterogeneidad espacial y diversidad de biomas de la su- 
perficie terrestre. Sin embargo, las relaciones de poder y los procesos de acumu- 
lación han propiciado, además de alteraciones paisajísticas muy significativas, 
una prolongada dominación europea sobre las primeras naciones: los habitantes 
de lo que fuera la Nueva España. De hecho, la estadística es bastante dramática 
si pensamos que el deceso de los habitantes originarios de México fue de 20 mi- 
llones entre 1500 y 1600 (González-Abraham, 2015); tres veces el número de 
víctimas del Holocausto. 

Muchos de los países donde se presentan las mayores desigualdades son an- 
tiguas colonias y tienen ahora que enfrentar distorsiones coloniales, tales como 
la dependencia, el desprecio hacia el trabajo manual y, absolutamente, ninguna 
preferencia por lo nativo o indígena por parte de las élites locales; orientación de 
la economía de esos países en provecho de la antigua potencia imperial o de la 
potencia que le haya arrebatado la hegemonía. No hay que olvidar que las colo- 
nias sirvieron para apuntalar la potencia imperial, y los recursos fueron desarro- 
llados y dirigidos para ese objetivo. Las prioridades en la agricultura fueron ba- 
sadas no en las necesidades locales, sino en las de la metrópoli. Prácticamente, 
en todo territorio colonial, la acción de la metrópoli se basó en la explotación de 
los recursos humanos y desencadenó cambios en la estructura social e institu- 
cional de los grupos locales. La estratificación de la sociedad rural y su proleta- 
rización, basada en el control de la tierra y el agua, generó y mantuvo un clima 
que constituye exactamente la antítesis de un programa de desarrollo exitoso. La 
situación es aún más aguda en ciertos países de Asia que en África y América 
Latina, por lo que respecta a esta adversa relación (Restrepo, 1980, p. 27). 

La enorme diversidad cultural que sobrevive en nuestro continente, expre- 
sada en la gran cantidad de lenguas originarias todavía vivas, y que gira signifi- 
cativamente alrededor de la milpa, del maíz, del chile y del cacao se concentra 
hoy en el campesinado mexicano. El abismo social y cultural entre los citadinos 
y los del campo, que son los millones, es mucho más profundo de lo que imagi- 
namos, precisamente, por su diversidad cultural y de lenguas, por el grado de 
aislamiento y marginación de algunas poblaciones, pero también por cómo se ha 
negado la historia de los habitantes de este continente, subsumiéndola en la his- 
toria del vencedor y la narración de sus virtudes (Wolf, 1987). 

Aunque las comunidades rurales preceden en el tiempo y en la construcción 
de una organización social a las sociedades urbanas, la población del campo en 
México ha permanecido por largo tiempo suspendida en un archipiélago lin- 
gúístico, marginada, sin recibir ningún beneficio de la urbanización y del su- 
puesto “progreso”, tan sólo el espejismo mediático que provoca el deseo de esa 
forma de vida y la inducción a cierto tipo de consumo. Por el contrario, la ame- 
naza sobre sus lenguas, sobre sus tierras, su forma de producción y organización, 
y sobre su cosmovisión ha sido la constante histórica. 
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Es así que la construcción milenaria de esta diferencia social tiene sus raíces 
en el proceso de ocupación territorial, en el exterminio, en el despojo y en el 
desplazamiento de las poblaciones originarias. Las diferentes colonizaciones y 
ocupaciones territoriales, los arreglos geopolíticos mundiales, desde la monar- 
quía feudal hasta el neoliberalismo global, han impactado ambiental y cultural- 
mente los territorios desde hace muchos siglos; lo que va cambiando es el dis- 
curso civilizatorio que justifica el dominio y la transformación de cada territorio 
(Wallerstain, 1974; Wolf, 1987).? Estos procesos también tienen un mecanismo 
profundo de control que es y ha sido borrar la memoria; destruir y transformar 
los espacios que la evocan y construir otros que la distorsionan; borrar la huella 
de los etnocidios, omitir la comprensión total del fenómeno en el tiempo y en el 
espacio; alterar su escala, fragmentar el conocimiento, borrar el saber. 

La dinámica de los centros y periferias ha estado presente en Europa desde 
el Medioevo, y el primer proceso de mundialización marcó el desarrollo de sus 
ciudades. 


La ciudad medieval, frágil organización que levanta sus murallas para resguardarse 
del bandidaje y al mismo tiempo intenta bajarlas para huir de la peste. Centros de 
poder que controlan las rutas de comercio, vulnerables por el control ejercido sobre 
ellas, por el tránsito de mercancías y bienes de consumo. La ciudad inquieta, ame- 
naza, pero protege. No tardarán en salir las ordenanzas, las proscripciones y pres- 
cripciones, así como la histórica resistencia de los no favorecidos por estas ordenan- 
zas urbanas (Reguillo, 1992, pp. 143-144). 


Hay que hacer énfasis en que, en el caso de las ciudades latinoamericanas, 
los asentamientos humanos? han sido colonias de imperios europeos, nunca 
perfectamente emancipadas y siempre en transición de una forma de domina- 
ción a otra. 

Por el contrario, cuando rastreamos con el ojo curioso de la historia, la 
fundación de ciudades europeas importantes como Londres, hoy ciudad global 
alfa,” nos encontramos con el hecho de que lo que precedió su fundación en 


* El discurso civilizatorio instalado después de la caída del Muro de Berlín, como símbolo del fin del mundo 
bipolar y de la amenaza nuclear como imagen de la destrucción masiva en el mundo, es el de la globalización. 
No obstante, el primer ciclo de mundialización del capital se dio a través de las Colonias en América. Recorde- 
mos que pasaron sólo 38 años de emancipación del dominio español cuando México perdió más del 50% del 
territorio nacional, quedando bajo el dominio norteamericano (el nuevo centro que arrebataba a Inglaterra la 
hegemonía mercantil). La pérdida territorial incluyó ciudades coloniales importantes y recursos estratégicos 
para nuestra milenaria y ya maltrecha nación. 


6 En el caso de México, el Altepetl y su gobernante el Tlatoani se tradujo al español como pueblo, y su forma 
de gobierno se pervirtió a través de la encomienda. 

7 El estudioso de la geopolítica Peter Taylor, en una tipología basada en la interconectividad de flujos de infor- 
mación, flujos materiales (mercancías) y flujos de capital, identifica como nodos principales en el mundo a 
Nueva York, Londres y Tokio, clasificándolas como ciudades alfa en el contexto de la primacía acumulativa en 
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1100 d.C. fue precisamente un fuerte militar. Las trazas urbanas en los archivos 
de las Indias son los cuarteles de las capitanías militares, fortificaciones y amu- 
rallamientos. Antigua Guatemala, la Vieja Panamá; Granada, Nicaragua o Ante- 
quera, hoy Oaxaca, son evidencias claras de cómo se transitó de la instalación 
militar, de la ocupación territorial a la Ciudad. El Estado totalitario era uno en 
los albores de la Europa renacentista; los constructores de templos católicos en 
el nuevo continente eran ingenieros militares, urbanizadores por excelencia. 

La traza, no de la ciudad, sino del conjunto de ciudades fundadas durante 
los tres siglos de ocupación española, es la misma traza militar romana que 
aprendieron bien aquellos españoles. En Tierra Firme, Honduras, es muy evi- 
dente la traza. Nos cuesta mucho trabajo pensar, como máquinas de guerra me- 
dioevales, esas trazas sobre el territorio, justamente, divisiones políticas o repar- 
tos, o esas plazas centrales con catedrales y edificios coloniales que hoy ocupan 
los gobiernos locales o nacionales, y la Iglesia Católica en la mayor parte de los 
centros históricos de las ciudades de América Latina y el Caribe. Mucho más 
trabajo nos costará pensar, parafraseando la concepción de espacio social de 
Lefebvre, que somos una sociedad secretada por el espacio físico de esa máquina 
de guerra y ocupación, de sus aparatos de dominio que aún prevalecen o se rein- 
ventan, prisiones, aparatos de etnocidio, esclavitud y expansión territorial, de la 
interiorización cultural de la historia de los vencedores. Estamos domesticados 
y controlados a fin de cuentas por ese espacio producido. Sin embargo, a contra- 
pelo del mismo proceso histórico de dominación territorial, la producción social 
de ese espacio también ha sido parte no solo de nuestra resistencia, sino de nues- 
tros más elevados deseos, sueños de libertad y disfrute de nuestras vidas. 


IT. El impacto del espacio producido por la 
maquinaria económica-urbana 


Pensemos, por un momento, en un sólo rascacielos: cuántas toneladas de acero 
y cemento requiere; cuántos cerros o montañas desaparecieron para obtener ese 
acero y ese cemento; cuántos millones de litros de agua demanda la extracción 
minera de diversos y valiosos metales. Imaginemos, ahora, la huella humana que 
en el paisaje natural deja la explotación minera de los millones de toneladas de 
cemento y acero que demandan hoy la reconfiguración urbana de China, que se 


una amplia red mundial de ciudades. También se han desarrollado un conjunto de estudios geopolíticos ana- 
lizando los flujos materiales (mercancía) y los flujos de capital. El más conocido en flujo de salida de Nueva 
York y todas las ciudades hacia la Costa Este de Estados Unidos rumbo a Asia por el Pacífico, estudiado por 
Andrés Barreda, es precisamente el Istmo de Tehuantepec como flujo estratégico. Lo que se llamó desde la 
época de Juárez El Canal Transistmico, posteriormente corredor y finalmente Plan Puebla-Panamá. El primer 
flujo hacia Asia fue la ruta inaugurada por Hernán Cortés, con la construcción del puerto de Acapulco, menos 
complicado para los colonos de la América Inglesa, que bajar latitudinalmente hasta Panamá o atravesar las 
Montañas Rocallosas. 
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estima en 50% de la producción mundial de cemento (Harvey, 2010), así como 
cientos de toneladas de acero que se embarcan desde el puerto Lazaro Cárdenas, 
en Michoacán. 

Lo importante en términos geopolíticos es que los impactos negativos am- 
bientales y sociales del acelerado desarrollo urbano de China están geográfica- 
mente localizados en México. Por ello, se habla en esta etapa de la globalización 
neoliberal, de la deslocalización de impactos ambientales, urbanos y sociales. 
Los impactos socioambientales de la acelerada urbanización en China están des- 
localizados, están en México, justamente, un territorio sin restricciones ambien- 
tales para este tipo de explotaciones a cielo abierto. Hoy, los decretos de Área 
Natural Protegida (ANP) y sus elaborados programas de manejo de nada sirven 
frente a la impunidad del sector extractivo minero en México, mucho más inde- 
fensas se encuentran las zonas de cultivo propiedad de nuestros campesinos. 

La producción del espacio social materializado en megaurbanizaciones es el 
resultado de los mecanismos de sobreacumulación de capital, a través de proce- 
sos especulativos inmobiliarios y megaproyectos urbanos asociados al cambio 
de uso del suelo (Singler 1978; Harvey 2006, 2010; Pérez Negrete, 2009, 2013; 
Ramírez, 2010) que, en el caso de la Ciudad de México, incluye adicionalmente 
la sobreexplotación hídrica, la desecación de humedales y cuerpos de agua 
(Azuara, 2011), para posteriormente incorporar su superficie al mercado del 
suelo urbano.* En el caso de las áreas rurales, el capital financiero internacional 
se expande a través de la infraestructura de diversa índole como paquetes tecno- 
lógicos agrícolas, pecuarios y forestales —en escala extensiva—, proyectos ex- 
tractivos mineros y de hidrocarburos, infraestructura energética y vías de comu- 
nicación. 

Con la industrialización metropolitana y la agresiva penetración capitalista 
en la periferia, surgen tres aspectos básicos: la acumulación ampliada, la acumu- 
lación en el exterior y la necesaria reproducción igual, pero ampliada de todo el 
sistema (Luxemburgo, 1967). En su proceso de expansión, el capitalismo depen- 
diente es el modo de producción que acaba por ser hegemónico, pero que pre- 
senta, de acuerdo con Nolasco (1980), tres formas operativas en el campo y ante 
las situaciones preexistentes: 


a) El modo de producción capitalista penetra a través de las ciudades, en las áreas 
rurales de los países dependientes; ahí destruye todo modo de producción ante- 


* El incremento en el precio del suelo, con el cambio de uso de rural a urbano, es hasta de 10 veces su valor 
original. Muchos gobiernos de Estados Nacionales, en América y Europa, han utilizado este opaco mecanismo 
para capitalizarse. En México, este cambio de uso de suelo para la urbanización se ha acompañado de cambios 
en la tenencia de la tierra de bienes comunales y ejidos a propiedad privada, incluso utilizando la expropiación 
por causa de utilidad pública (Artículo 27). Asimismo, los procesos de desecación y desagúe del lago entraron 
también al mercado del suelo urbano. 
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rior y se hace único. Tal sería el caso de las explotaciones modernas tipo planta- 
ción o de la altamente tecnificada agricultura comercial o de las agroindustrias.? 

b) En otras circunstancias, el capitalismo se concatena, se articula con otros modos 
de producción en una simbiosis funcional, de tal manera que los segundos que- 
dan dominados por el capitalismo, que siempre será hegemónico. La ciudad-mer- 
cado tradicional y su hinterland indígena en México, en Perú, en Bolivia o en 
Ecuador son buenos ejemplos. 

c) El tercer mecanismo de penetración se da cuando el capitalismo se relaciona con 
otros modos de producción, de tal manera que sólo establece relaciones de explo- 
tación. Cualquier enclave económico ejemplificará esta situación, pero el com- 
plejo urbano Coatzacoalcos-Minatitlán-Cosoleacaque, ligado con la explotación 
petrolera y la química básica, es un excelente ejemplo de cómo un todo orgánico 
capitalista se asienta en una región no capitalista (Cosoleacaque) o con un capi- 
talismo mercantil poco desarrollado (Minatitlán y Coatzacoalcos) y no se articu- 
la con los mismos, sino que permanece como unidad orgánica aparte y sólo esta- 
blece obvias relaciones de explotación, a través de mano de obra nativa para 
trabajos poco especializados de compra o alquiler de superficies y de compra de 
ciertos alimentos. Lo que produce el enclave no está destinado al mercado regio- 
nal (y, frecuentemente, tampoco al nacional), y la mano de obra básica o indis- 
pensable no proviene de la región. Los insumos para la explotación del recurso 
provienen de fuera de esta y, con gran frecuencia, hasta lo más indispensable que 
requieren los trabajadores del enclave también es extra regional (Nolasco 1980, 
pp. 123-124). 


Si la acumulación primitiva se basó en la mercantilización y la privatización de 
la tierra; en la expulsión de campesinos; en la conversión de la tenencia de tie- 
rras comunales en privadas; en la mercantilización de la fuerza de trabajo; en la 
supresión de formas alternativas de producción y consumo (como las de los 
pueblos indígenas); en la apropiación de bienes de otras regiones, y en la consti- 
tución del Estado como respaldo y promoción de estos procesos, este tipo de 
acumulación está aún vigente y toma nuevas formas en la era de la globaliza- 
ción. A este proceso nuevo le denomina Harvey (2006) acumulación por despo- 
sesión o por despojo. De este modo, desposeer en la globalización significa una 
nueva ronda de cercamiento de los bienes comunales y públicos, en un proceso 
profundo de privatización. La privatización entonces puede entenderse como 
esa transferencia de activos públicos productivos, entre ellos: los recursos natu- 
rales a empresas privadas. Es, dice Harvey (2006), un proceso de desposesión 


? A este tipo de desarrollos tecnológicos se ha sumado ahora al amenaza de la manipulación genética entre 
diferentes genomas: los transgénicos. 
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bárbara que incluye la cosificación y mercantilización de todo absolutamente 
(Alfie, Azuara, Pérez-Negrete y Tamayo, 2010). 

En el ininterrumpido proceso expansivo, las metrópolis latinoamericanas 
(colonias ibéricas) arrasaron, en periodos muy cortos de tiempo, con los recur- 
sos naturales renovables y no renovables; bióticos y abióticos; con paisajes com- 
pletos; con formas sustentables de transporte (como las fluviales, las ecuestres, o 
los caminos verdes, andadores que conectaban una ciudad con otra). Se arrasó 
con sistemas locales de intercambio y autosuficiencia alimentaria, así como con 
un conjunto de prácticas culturales de las diversas poblaciones autóctonas. 

Todo ello, para consolidar la reproducción social y material de un patrón de 
vida moderno y hegemónico en sus dos sentidos.'” Este proceso ha impedido a su 
paso la regeneración natural y la sucesión secundaria ecológica de los sistemas 
naturales,'' alterando incluso los grandes ciclos hidrológicos regionales.'? La 
megaurbanización agudiza además la desigualdad social, la exclusión y el despo- 
jo, elevando de manera continua la temperatura del planeta. 

Dentro de las diferentes formas de producir ciudad, que han descrito y ana- 
lizado para la metrópoli mexicana Duahu y Giglia (2009), subyacen los procesos 
de producción del espacio que ejerce una cultura sobre otra, pero también sus 
procesos de resistencia y un conjunto de transculturaciones. 

Desde el inicio del siglo xx1 las políticas urbanas más significativas en la 
Zona Metropolitana y su corona de ciudades, han sido las de construcción de 
vialidades para el automóvil privado y la de otorgar facilidades para el desarrollo 
del sector inmobiliario. Los ejemplos son múltiples: las súper vías, segundos pi- 
sos, autopistas urbanas de cuota, libramientos carreteros como el Arco Norte, 
CETRAM, megaproyectos urbanos (Reforma, Carso), las torres Mitikah y Ma- 
nacar, asociadas justamente al controvertido Túnel Deprimido Mixcoac, y a im- 
pactos socioambientales en el pueblo de Xoco; los mega conjuntos de vivienda 
de interés social en Iztacalco, las Zonas de desarrollo Económico y Social (ZO- 
DES), Ciudad del Futuro en Coyoacán, y Ciudad de la Salud en Tlalpan, donde 
se ha finalizado el segundo piso de peaje para salir a Cuernavaca; torres de de- 


19 En el sentido del arreglo geopolítico, donde una nación impone su supremacía sobre otra, a través del domi- 
nio cultural y en el sentido que Gramsi (1934) propone de la relación de poder de una clase social sobre otra. 
En última instancia suele haber una convergencia de actores, ya que se estima que menos del 1% concentra la 
mayor parte de la riqueza mundial. 

= Los ecosistemas tienen mecanismos regenerativos que les permiten recuperar su estabilidad o funciona- 
miento normal frente a una perturbación natural. La sucesión ecológica es uno de ellos. La tasa de expansión 
urbana es varios órdenes de magnitud superior, tanto en espacio como en tiempo, a la velocidad de los proce- 
sos de regeneración natural; de tal suerte que la fuerza expansiva urbana se mide en centenas de metros por 
hora, mientras que la regeneración natural se mide en años. 

2 Investigadores de La Academia de la Investigación Científica (et al. 1995) consideran en su análisis los im- 
pactos sobre las cuencas que rodean a la Cuenca de México o Anáhuac, tanto en su declinación hidrológica 
como es el caso de la Cuenca Chapala-Lerma, como en la contaminación que se produce sobre algunas de 
ellas, como es el caso del río Tula y el Tecolutla y Pánuco. 
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partamentos de alto costo, City Towers, con su normalizado abasto City wather, 
así como grandes y múltiples centros comerciales por todos lados de la megaur- 
be. Todo ello no hubiese sido posible sin un agresivo proceso de desregulación 
de nuestra raquítica política territorial, ambiental y agraria. Por supuesto, todo 
se ha hecho en ausencia de un Plan Rector Metropolitano y un ordenamiento 
territorial que vele por el patrimonio biocultural de la región. 

Haciendo uso de los bienes públicos y el dinero de los contribuyentes, se 
sustenta la acumulación privada de la industria de la construcción, de la indus- 
tria automotriz y del capital inmobiliario financiero y el financiero internacio- 
nal, en ellos domina y se combina la privatización y comercialización de lo pú- 
blico. Los proyectos se ponen en marcha sin la participación de los ciudadanos, 
más aún de los directamente involucrados; el número de afectados crece sin dis- 
tinción de clase, se imponen contra sus movilizaciones y protestas, haciendo uso 
de la violencia de estado, que le permite la privatización de lo público. Los estu- 
dios de impacto ambiental e impacto urbano se fragmentan para evitar exponer 
los costos urbanos, sociales y ambientales reales, que además son acumulativos 
y producen efectos sinérgicos negativos. 

En agosto de 2013, se realizó un conversatorio en la Comisión de Derechos 
Humanos del Distrito Federal, en torno a los impactos ambientales que produci- 
ría la construcción de la Supervía Oriente. Un grupo de académicos y ciudada- 
nos de Xochimilco, denunció con evidencias los impactos que tendría el proyec- 
to sobre el sistema hidrológico general de la Ciudad y sobre la zona histórica 
patrimonial. A partir de esa fecha, el Gobierno del Distrito Federal, así como el 
Federal no han cesado de imponer megaproyectos y de avanzar en los que están 
en curso, con altos costos sociales. Esta imposición ha propiciado la organización 
de los afectados, así como movimientos sociales en defensa del territorio y del 
agua. Lo importante, que aquí quiero destacar (como reflexión y herramienta 
metodológica), es de qué manera el Estado utiliza, como estrategia de presenta- 
ción social y evaluación ambiental, la fragmentación de megaproyectos urbanos'* 
para eludir la evaluación de los impactos acumulativos de mediano plazo, así 
como sus sinergias negativas sobre todo el sistema regional (la cuenca y sus sie- 
rras). El antecedente a este esquema de imposición de megaproyectos urbanos 
está documentado por Pérez-Negrete (2009, 2013), con el caso de la Supervía 
Poniente, articulado como flujo estratégico del enclave global Santa Fe, producto 
de una asociación público privada que, por la vía de los hechos, es un espacio 
urbano administrado por los consorcios que ahí operan a través de un patronato. 

Algo en común que tienen diversos megaproyectos que se han impuesto en 
la ciudad, como la Supervía Poniente (movilidad), la obra hidráulica de Ameyal- 


13 Es notoria la ausencia de instrumentos como el Programa General de Desarrollo Urbano o un Programa 
Rector Metropolitano, o del Ordenamiento Ecológico del lago de Texcoco, en el caso del aeropuerto. 
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co o el túnel deprimido de Mixcoac (movilidad), Xochicuautla (movilidad), es 
que para realizarlos ha sido necesario imponer el uso desmedido de la fuerza 
pública del Estado ante la falta de consulta y consentimiento de los afectados y la 
criminalización, con pena corporal de quienes defienden su espacio o sus recur- 
sos naturales. Es urgente y prioritario construir una agenda emergente frente a 
la lógica del capital financiero internacional de instrumentación de megaproyec- 
tos en la metrópoli mexicana, así como una contraestrategia frente a la fragmen- 
tación de estos proyectos privados de megaurbanización, que producen la esca- 
sez del agua y el ocultamiento de impactos acumulativos en lo ambiental, lo 
urbano y lo social. 

Instaurar la posibilidad del buen vivir para todos, en gran medida, depende 
del derecho a un hábitat, o forma de habitar, que permita relaciones armónicas 
con el otro; que permita la alimentación autosuficiente, la retroalimentación y el 
intercambio, la reconstrucción del descompuesto tejido social y, fundamental- 
mente, la conciliación con la naturaleza, con la Tierra de la cual formamos par- 
te;'* implica, necesariamente, un cambio de paradigma donde se reviertan los 
impactos de la expansión del capital y su correlato, la expansión urbana. Implica 
visibilizar y comprender la magnitud de los impactos y la naturaleza de los pro- 
cesos en escalas de tiempo y espacio diferentes; implica también invertir la co- 
rrelación de fuerzas en la relación campo-ciudad, con todas las implicaciones 
culturales y cambios de hábitos que ello conlleva. 

El derecho a un hábitat va más allá del mismo derecho a la ciudad que es un 
conjunto de derechos que han sido plasmados en una Carta de la Ciudad de 
México por el Derecho a la Ciudad (Ramírez Zaragoza, 2013 y 2015). Sin embar- 
go, el proceso de producción del espacio urbano lleva implícito la pérdida de un 
conjunto de derechos de sectores y regiones no capitalistas, la exclusión del sec- 
tor rural, el cual queda subsumido en la trama urbana, y la destrucción ambien- 
tal del entorno regional o bien la destrucción ambiental deslocalizada para pro- 
veer insumos a ese proceso fuera del país. El derecho al hábitat, por supuesto, no 
debe ser exclusivo de los habitantes de la ciudad, por el contrario, si deseamos 
que la tendencia cambie o se frene, debemos justamente ampliar los derechos y 
mejorar las condiciones de la gente del campo. Más aún, el derecho a un hábitat 
medianamente equilibrado no debe ser exclusivo de la humanidad, sino del con- 
junto de especies que cohabitan con nosotros la Tierra. 

¿Realmente pensamos que es inevitable la expansión urbana como mecanis- 
mo material y territorial de la sobreacumulación del capital? ¿Estamos condena- 


M4 Ello implica, por un lado, reconocer las afectaciones en los diferentes niveles de organización de la naturale- 
za (genes, individuos, poblaciones, comunidades, ecosistemas, biomas, regiones biogeográficas) y, por el otro 
lado, el ampliar la libertad sin reducir un nivel mínimo de seguridad a los miembros de la comunidad en los 
términos que plantea Bauman (2003) y en el caso que nos ocupa, como parte de la reconstrucción del tejido 
social articulado al orden natural a través de su proceso de restabilización. 
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dos a que el 75 % de la humanidad viva en una polarizada, pauperizada, segre- 
gada socio-espacialmente, contaminada, insustentable, hostil y cada vez más 
excluyente megaciudad, producto de la acumulación del 1% de la humanidad? 
que también viaja en el mismo planeta con nosotros, a la misma velocidad, pero 
en un imaginado y materializado segundo piso. 

Deseo profundamente que no sea así. El paradigma de la sustentabilidad es 
justamente esa posibilidad de poder sostener la vida en nuestro planeta y de re- 
vertir los daños donde todavía es posible. Necesitamos, no obstante, profundizar 
en algunas concepciones teóricas antes de trazar algún tipo de estrategia que 
permita nuestra sobrevivencia y la de la vida en el planeta. 


Teoría del espacio y sustentabilidad regional 


La propuesta cognitiva central de Lefebvre (1969) afirma que el espacio social 
debe ser analizado por una triada de elementos: lo percibido como práctica del 
espacio, lo concebido como representación del espacio y lo vivido como espacio 
de representación. '” Lefebvre señala: “un espacio producido se descripta”. En 
este sentido, Hiernaux (2004, p. 22) considera que “Henri Lefebvre y Walter 
Benjamin parten de principios metodológicos similares: leer la realidad —inclu- 
sive para Benjamin sus ruinas— es la forma de entender los procesos. Partir de 
predeterminaciones limita el análisis, reduce su alcance, deforma la realidad e 
impide encontrar los verdaderos procesos y los códigos del espacio”. 

En el caso que analizamos, la metrópoli mexicana no podría hacer de lado el 
espacio social previo a la prolongada dominación española y a la invasión de los 
Estados Unidos, '* como punto de partida y explicación del impacto de las trans- 
formaciones espaciales e hidrológicas de la Ciudad de México, así como del im- 
pacto de estos procesos sobre el conjunto de los asentamiento ribereños y lacus- 
tres. Desde el punto de vista metodológico, la escala de observación de este 
fenómeno se corresponde al nivel de paisaje (lacustre y terrestre), que confor- 
man en su conjunto la región. 

Si bien la propuesta teórica del espacio-análisis de Lefebvre (1969) posibilita 
la observación y reflexión de la imposición de un espacio absoluto sobre un es- 


15 Cada sociedad secreta su propio espacio; estas prácticas forman parte de la esfera de lo que puede ser perci- 
bido en el análisis del espacio; para entender la práctica social se debe descifrar su espacio. Por otro lado, 
existen representaciones del espacio que subyacen en las prácticas y forman parte de una representación ideal 
del mismo, aunque no expresada en la práctica. Estas representaciones son concepciones que podemos y de- 
bemos tratar de entender para cada sociedad. En las representaciones entran las ideologías y los saberes a 
cerca del espacio. Finalmente, lo vivido es el conjunto de espacios de representación de los actores sociales en 
el espacio (Hiernaux, 2004). 

16 Centros importantes de confluencia social, intercambio comercial y abasto de alimentos, como los embarca- 
deros, fueron destruidos durante la invasión norteamericana a la Ciudad de México. No hay que perder de 
vista que un conjunto de ciudades y megaciudades importantes del sur de EE.UU. estaban bajo la jurisdicción 
mexicana hasta hace poco más de un siglo y medio. 
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pacio diferenciado —a través de los tres elementos constitutivos del espacio so- 
cial y del derecho a la ciudad como la reapropiación y apropiación del espacio, 
frente al poder hegemónico—, las acciones prioritarias y urgentes, para la sus- 
tentabilidad regional y para la mitigación del cambio climático global, deman- 
dan una concepción estratificada y evolutiva de la realidad. 

Aunque aquí es importante destacar que las fronteras espaciales de los me- 
gaproyectos, al interior de la región o su periferia,'” pueden leerse como la impo- 
sición de ese espacio absoluto hegemónico, sobre formas de organización social 
dentro de urbanizaciones existentes, como el caso de las Zonas de Desarrollo 
Económico y Social (ZODES), o sobre paisajes naturales y las formas de organiza- 
ción comunitaria, como en el caso de San Salvador Atenco y Ejidos de Nexqui- 
paya frente al Aeropuerto Internacional de Texcoco. 

La sustentabilidad consiste en mantener las estructuras y procesos naturales 
que permitan la satisfacción de las necesidades humanas presentes, sin limitar 
las posibilidades de satisfacer las necesidades de las futuras generaciones. Estas 
estructuras y procesos están definidas por la propia dinámica de los ecosistemas, 
pero también por la interacción que tiene con ella la comunidad o la organiza- 
ción social o vecinal. 

Para otorgar escalas analíticas manejables y medibles a la sustentabilidad, se 
requiere de concepciones teóricas que permitan articular acertadamente la re- 
presentación de los fenómenos sociales a la teoría ecológica. 

Para un análisis serio de la sustentabilidad, que involucre los diferentes nive- 
les de organización y escalas analíticas espaciales, tendríamos que guiarnos por 
las siguientes preguntas: 


1) ¿Cuál es la capacidad de carga que tiene la biósfera en su conjunto para soportar 
los procesos entrópicos antropogénicos sin alterar la homeostasis '* del planeta o 
simplemente su estabilidad, en términos de resiliencia ecológica? *” 

2) ¿Cuáles son las capacidades regionales, en términos de resiliencia ecológica, que 
permiten reducir la inestabilidad sistémica de la megaurbe en términos termodi- 
námico (islas de calor vs. incremento del arbolado urbano), trofodinámicos (im- 
pacto de la producción y abasto de alimentos) y metabólicos (la tasa de conversión 


1 El espacio físico tiene sus barreras naturales y sus propios límites definidos geomorfológicamente, dentro de 
los cuales se realizan movimientos de materia y energía, de tal suerte que ahí se transforma la energía en ma- 
teria, a través de la vegetación, bajo las leyes termodinámicas. 

18 Se entiende aquí homeostasis como la capacidad de mantener un equilibrio dinámico o condición estacio- 
naria dinámicamente estable, a través de mecanismos de autoregulación, precisamente, en el nivel superior del 
sistema natural del planeta: la biósfera. 

1 La resiliencia ecológica se genera por diversas y sobrepuestas funciones ecológicas de diversas especies, 
aparentemente redundantes, que operan a diferentes escalas dentro de los ecosistemas como parte de los pro- 
cesos de recuperación y regeneración después de una perturbación (Peterson, Allen y Holling, 1998). 
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del balance de todas las entradas y salidas del sistema urbano), principalmente el 
agua, energía y la dinámica del paisaje? 

3) Y en una escala analítica, con mayor nivel de resolución, tendríamos que conocer 
¿qué prácticas locales de manejo de recursos naturales, restauración ambiental y 
social, movilidad sustentable y autosuficiencia alimentaria pueden contribuir a 
reducir la inestabilidad sistémica regional? 


Estas preguntas pretenden correr el velo al tema de los límites de la naturaleza, 
por un lado, y reflexionar sobre los límites de la naturaleza humana, por el otro 
(en términos no metafísicos, ni religiosos); digamos en términos más universa- 
les —a través del reconocimiento del impacto negativo de la actividad de un 
sector de la población humana— sobre el Orden Natural, entendido este como el 
flujo de energía que sustenta a la biósfera y como mosaico dinámico de ecosiste- 
mas terrestres y acuáticos, ? integrado por diferentes niveles de organización 
biológica, elementos abióticos en movimiento permanente y, por supuesto, la 
coexistencia con espacios sociales transformados, subvencionados y sobrehabita- 
dos por poblaciones humanas (y vehículos) que imponen dinámicas específicas 
a las regiones que los contienen y a la biósfera en su conjunto. De esta forma se 
definen escalas analíticas manejables y medibles a la sustentabilidad que permi- 
ten su articulación tanto a procesos locales como a procesos globales, al tiempo 
que la despojamos del uso distorsionado y retórico que hacen quienes ejercen el 
poder. Asimismo, existe congruencia con las prioridades de investigación cien- 
tífica en materia de ecología (Lubchenco, et al., 1991). 

Para articular el análisis regional a la capacidad de carga que tiene la biósfe- 
ra para soportar procesos entrópicos, sin alterar la homeostasis planetaria, par- 
timos de que: 


1) El mundo físico se presenta constituido por niveles de organización semiautóno- 
mos y en cada nivel rigen dinámicas específicas de cada uno de ellos, pero que 
interactúan entre sí. Los diferentes niveles están “desacoplados”, en el sentido de 
que las teorías desarrolladas en cada uno de ellos tiene suficiente estabilidad para 
no ser invalidadas por descubrimientos o desarrollos en otros niveles. 

2) Una evolución no procede por desarrollos continuos, sino por reorganizaciones 
estructurales sucesivas. Esto es lo que se denomina una visión cognitiva no lineal 
y desacoplada del universo (Schweber, 1993; García, 2006), y posibilita que mu- 
chas mentes y muchas manos trabajen bajo el objetivo de frenar los procesos en- 
trópicos del entorno inmediato, en este emergente contexto de desastre regional y 


2% Se denomina matriz y fragmentos en la terminología de la Ecología del Paisaje y se utiliza en el análisis am- 
biental regional. En el caso de la cuenca, la matriz dominante es el espacio urbanizado. 
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planetario.?” Asimismo, posibilita influir en diferentes niveles de organización de 
la naturaleza,” identificando los elementos o componentes sensitivos, los flujos 
y procesos que afectan los niveles inmediato superior e inmediato inferior para, 
de esta manera, establecer un orden en las prioridades y urgencias en materia de 
riesgos ambientales. Uno de los conceptos más útiles en esta escala regional es el 
de la huella humana (González-Abraham, 2015), que en algún sentido podemos 
observar desde la perspectiva evolutiva, en el análisis espacial que se presenta en 
la contribución de Azuara (2016). 


III. Avances en el análisis espacial de la zmvm y 
la Cuenca de México 


Con el propósito de poder observar la evolución del proceso de megaurbaniza- 
ción sobre el sistema hidrológico de la Cuenca de México, se está construyendo 
un sistema de información geográfica (siG) para la región. Este tipo de metodo- 
logía permite observar cómo ha operado la maquinaria económica urbana, así 
como la velocidad y la magnitud de la megaurbanización en la Zona Metropoli- 
tana del Valle de México (ZMvM) y su corona de ciudades. 

El análisis espacial articula los procesos físicos de la expansión urbana con la 
dinámica hidrológica regional. Asimismo, se integra al análisis una cobertura 
geográfica donde se marcan algunos de los principales megaproyectos de la pre- 
sente administración (2012-2018) del Gobierno del Distrito Federal (GDF) y del 
Ejecutivo Federal. Entre estos destacan un conjunto de torres (Mitikah y Mana- 
car) sobre el Circuito Interior, el corredor Chapultepec, la Zonas de Desarrollo 
Económico y Social (Zodes), * Ciudad del Futuro y Ciudad de la Salud, así como 


2! Para Leff (2006, p. 26), la complejidad marca el límite de la razón universal de la ciencia cosificadora; surge 
así la construcción de una racionalidad ambiental que articula lo físico y lo simbólico, el pensamiento con la 
acción social; implica una ética de la otredad, una reconceptualización de identidades dentro de una política 
de la diversidad y la diferencia para construir un futuro sustentable. Asimismo, denuncia Leff (2014, pp. 460- 
461) la existencia de una geopolítica dominante en la globalización económica, que instituye mecanismos de 
poder a través Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL) y del programa de Reducción de Emisiones por De- 
forestación y Degradación Forestal (REDD), cuyo efecto práctico es refuncionalizar los territorios del tercer 
mundo para sostener lo insostenible, con efectos devastadores para la biodiversidad y, por supuesto, para el 
erosionado tejido social. 


2 Existe una diversidad importante de investigaciones aplicadas al nivel de organización regional. Bojorquez 
(et al., 1995) Azuara (et al., 2002) desarrollaron metodologías de caracterización regional y análisis ambiental, 
cuyos resultados han sido incorporados en instrumentos de política ambiental como el Ordenamiento Ecoló- 
gico del Distrito Federal, programas de conservación de áreas naturales y programas de manejo forestal regio- 
nal. 

% Las Zodes (Zonas de Desarrollo Económico y Social) forman parte de un proyecto elaborado por el GDF que 
busca desarrollar áreas por medio de asociaciones estratégicas “...cuyas condiciones de ubicación, usos de 
suelo, equipamientos y otros activos intangibles de gobierno, al aplicar una vocación productiva, potencian y 
generar inversión e infraestructura social para recuperar, urbanizar, redensificar sustentable y cualitativamen- 
te la zona con servicios públicos dotándola de conectividad y movilidad para elevar el valor patrimonial de sus 
habitantes”( www.tuciudad.mx/zodes/index.php/por-que-las-zode). 
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el Aeropuerto Internacional de Texcoco. * Cada uno de estos desarrollos detona 
sus propias vialidades, segundos pisos y túneles deprimidos (Azuara, 2017). En 
este trabajo se presenta un análisis espacial que pretende relacionar variables 
espaciales, que permitan diagnosticar las capacidades regionales de resiliencia y 
que posibiliten reducir la inestabilidad sistémica de la megaurbe y de la región 
central del país. Asimismo, permite seguir el análisis y apreciar la evidencia cien- 
tífica sobre la velocidad y la magnitud de la megaurbanizacion en la zmvm. Para 
ello, dos procesos fueron fundamentales: 


1) La definición física espacial del sistema que nos lleva a un análisis de sustentabi- 
lidad regional. 

2) La identificación de procesos sensitivos y el intercambio de flujos hacia los siste- 
mas regionales contiguos.” 


La región en estudio está limitada geográficamente por la totalidad del sistema 
de sierras que conforman la cuenca donde se asienta la Ciudad de México, que 
para efecto de regionalización se considera la extensión total de la Zona Metro- 
politana de la Ciudad de México. Este es un espacio de enorme complejidad, 
tanto en términos de su dinámica natural como en términos de su transforma- 
ción material histórica y política. Los municipios donde se despliega el área ur- 
bana continua, de acuerdo con Duhau y Giglia (2009), suman un total de 44 en 
dos entidades federativas: Distrito Federal y Estado de México. Sin embargo, la 
región de análisis incluye algunos conglomerados urbanos importantes que in- 
tegran la corona de ciudades y que dependen también hidrológicamente de que 
la cobertura vegetal de las sierras se mantenga. Las entidades federativas que 
tienen jurisdicción en la cuenca por orden de importancia son las siguientes: (1) 
Estado de México: 4,800 km, 49 municipios, 50%; (2) Hidalgo: 2,540 km”, 19 
municipios, 26%; (3) Distrito Federal: 1,320 km”, 16 delegaciones, 14%; (4) Tlax- 
cala: 840 km?”, 9 municipios, 8%; (5) Puebla: 100 Km?, 2 municipios, 2%. 

El conjunto de sierras que conforman la Cuenca de México son: al norte la 
Sierra de Tezontlalpan, la Sierra de Pachuca, al este la Sierra Chichucuatla, la Sie- 
rra Tepozán, la Sierra Calpulalpan y la Sierra Nevada (Popocatepetl e Iztazihuatl), 
al Sur la Sierra Chichinautzin, al oeste la Sierra de las Cruces, las Sierras Monte 


Y Véase también Tovar y Negrete (2014). 

% Es muy importante destacar que esa definición física regional y esa identificación de procesos sensitivos y 
flujos se efectúan sobre la parte del sistema, con una mayor estabilidad relativa y con una mayor permanencia 
en el tiempo, esto es, el conjunto de formas orográficas circundantes que, además, imprimen el carácter lacus- 
tre de la región. Asimismo, en un nivel inmediato inferior el conjunto de unidades geomorfológicas pueden 
describir con claridad movimientos de materia y energía, hacia adentro y hacia afuera de la cuenca endorreica. 
Sobre esta regionalización se sobrepusieron las diferentes coberturas de información que permiten ir descri- 
biendo y analizando procesos relevantes como el avance de la urbanización, la hidrología y la localización de 
megaproyectos urbanos. 
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Bajo y Monte Alto, y la Sierra Tepotzotlan. La región natural de atención se con- 
sidera no desde los parteaguas de sus cumbres serranas, sino desde la parte baja 
de la vertiente exterior. Si observamos la región a través de la imagen de Google 
Earth, las sierras desde el sur conforman una especie de herradura. La Sierra de 
Guadalupe (al norte) y la Sierra de Santa Catarina (al este) aparecen como islas en 
medio de la extensa mancha urbana, que ocupa la huella de lo que fue el gran 
lago. Asimismo, en medio de la gran mancha urbana, al sur de la Sierra Santa 
Catarina se observa un polígono verde con un vértice pronunciado hacia el norte. 
Si hacemos un acercamiento podemos observar como vestigio de nuestra memo- 
ria, el sistema de chinampas, canales y lo que queda del lago de Xochimilco.? 

Si nos alejamos nuevamente podemos observar en la imagen la mayor den- 
sidad de bosques al norte de la Sierra de las Cruces y, en un fragmento localiza- 
do, al norte de la Sierra Nevada. Sin embargo, cuando hacemos acercamientos a 
los fragmentos de vegetación, observamos procesos de fragmentación estructu- 
ral (Forman y Godron, 1981) y aclareos por tala o apertura de pastizales a lo 
largo de todas las sierras. De todo el conjunto de volcanes, masas forestales, y 
cuerpos de agua —que integran esta gran unidad natural — endorreica hacia la 
metrópolis y exorreica hacia la periferia de las sierras,” depende no solo la via- 
bilidad de la zmvm, sino de la denominada Corona de Ciudades. 

De acuerdo con el Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana del 
Valle de México (1999), la Megalópolis abarca 265 municipios de los cuales 99 
corresponden al Estado de México; 31, a Morelos; 36, a Puebla; 52, a Tlaxcala; 31, 
a Hidalgo y 16 delegaciones, al Distrito Federal. La Zona Metropolitana del Valle 
de México se integra por 59 municipios conurbados y 190 municipios que inte- 
gran la denominada Corona de Ciudades. El número de habitantes en esta región 
(megalópolis), para el año 2000, era de 26.8 millones representando el 27.5 % de 
la población nacional. Al articular en el análisis espacial el conjunto de megapro- 
yectos con la dinámica hidrológica regional, se pone de manifiesto, por un lado, 
la inviabilidad hídrica de cada uno de los proyectos en términos de la sustentabi- 
lidad regional, que resulta en el incremento de accidentes por hundimientos di- 
ferenciales y desplazamientos de suelo; y, por otro, sale a relucir el tema de la 
pertinencia de ejecutar obras que desecan los cuerpos de agua y humedales exis- 
tentes, como se observa con el caso del proyecto de construcción del aeropuerto 
sobre el Lago de Texcoco y el costoso Túnel Emisor Oriente, que se construyó 
para desecar la última zona inundable del sistema de lagos de la cuenca. 


2 Este es el polígono amenazado por la Supervía Oriente. El agua que irriga los canales y el lago de Xochimilco 
viene de las subcuencas de la Sierra Chichinautzin, de ahí la relevancia de trabajar la información de los pue- 
blos no conurbados en el tercer nivel analítico. 

7 Desde la perspectiva de los flujos y procesos sensitivos de un sistema complejo, los movimientos de materia 
y energía se darían a través del balance hidrológico, de los movimientos de materia orgánica y suelo de los 
parteaguas hacia dentro y hacia afuera de la cuenca, de los movimientos a largo plazo de la vegetación y la 
fauna, y de los contaminantes producidos y contenidos al interior de la cuenca atmosférica. 
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Los megaproyectos, en el marco de las asociaciones público-privadas, ponen 
en entredicho el derecho a la ciudad que hoy nos sustenta. En este sentido, es una 
minoría la que impone transformaciones no deseadas y riesgosas” a quienes 
habitamos en la Ciudad de México. Reivindicar la posibilidad de que la gente 
tenga posibilidades de decidir sobre el territorio y vuelva a ser dueña de un espa- 
cio social viable, seguro y que posibilite el buen vivir para todos bajo la perspec- 
tiva de la sustentabilidad, redimensiona y actualiza la perspectiva original del 
derecho a la ciudad ya que, además de modificar conceptualmente el papel que 
se le otorga a la sustentabilidad y a la dinámica socio-espacial, tendría que mo- 
dificarse la forma de interacción campo-ciudad para frenar los procesos de de- 
terioro territorial, ambiental social y político. 


IV. La defensa del territorio de los pueblos del sur 


La comunidad de San Bartolo Xicomulco se localiza justo a la entrada de Milpa 
Alta, viniendo desde Topilejo, Tlalpan, pasando por San Francisco Tlanepantla, 
Xochimilco, que en conjunto con San Pedro Actopan conformaron la columna 
principal de pueblos que protagonizaron la Revolución Agraria del general Emi- 
liano Zapata, a principios del siglo pasado. 

Hoy San Bartolo Xicomulco está amenazado por la instalación de una base 
de operación de la Secretaría de la Marina. Para los pueblos de Milpa Alta, no es 
casual que el Gobierno Federal intente imponer esta instalación en sus tierras, 
después de que los nueve pueblos que integran la representación comunal se han 
mantenido en resistencia política, jurídica y social contra la construcción del 
Arco Sur en la Sierra Chichinautzin, una de las principales zonas de recarga de 
acuíferos de la cuenca y uno de los espacios donde se concentra la mayor biodi- 
versidad de la región central del país. 

Los comuneros saben ciertamente el valor estratégico que tiene la defensa de 
sus tierras, en el contexto de la dinámica hidrológica de la cuenca, y su relevan- 
cia para la metrópolis, pero también saben que la interacción cotidiana que 
mantiene su comunidad con la enorme riqueza biológica de sus bosques forma 
parte de su identidad y de su profundo ser zapatista. 

Un antecedente importante relativamente reciente y que modificó la mirada 
sobre la población que habita el campo fue el levantamiento del zapatismo. El 
primero de enero de 1994 constituye un parteaguas histórico para la moviliza- 
ción social en México. Las manifestaciones en la Ciudad de México, en contra 
del ejecutivo y del ejército mexicano por el alto al fuego emprendido contra el 


2 Los recientes desgajamientos en Santa Fe, Distrito Federal (La Jornada, 6 de noviembre de 2015 y El Univer- 
sal, 8 de noviembre de 2015), visibilizan el tipo de riesgos al que estamos expuestos desde que quedaron libres 
de regulación ambiental y de riesgo un conjunto de sectores empresariales (energético y minero), que incluye- 
ron por supuesto al sector inmobiliario y de desarrollo urbano (DOF, 23 de mayo de 2000). 
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EZLN, no habían tenido ningún precedente por la magnitud y la diversidad de los 
contingentes que se levantaban, reivindicando la paz, la justicia y la dignidad” 
de nuestros compatriotas indígenas históricamente oprimidos. Los siguientes 
tres años, en el campo de lo político, se iba conformando una base social que 
pugnaba por la ampliación de los derechos y las formas autónomas de organiza- 
ción de los pueblos indios, su cultura, su territorio y sus recursos naturales. 

El proyecto social contrahegemónico, que se ha venido construyendo a par- 
tir de 1994, permitió conquistas tanto por la vía de la movilización social como 
por la vía política, incluido, paradójicamente, el primer gobierno electo demo- 
cráticamente en el Distrito Federal. Un Ordenamiento Ecológico participativo 
en el Distrito Federal era una demanda que se había construido por actores so- 
ciales diversos como grupos ambientalistas y académicos, pero, especialmente, 
por los directamente afectados por expropiaciones y abusos de consorcios inmo- 
biliarios coludidos con el Estado: las comunidades y los ejidatarios dueños ori- 
ginarios de la tierra. El conjunto de actores estratégicos en la defensa de los bos- 
ques, del agua, de la atmósfera y de un cambio en la política energética y de 
manejo de residuos participaron en la definición de políticas públicas a través de 
un plan de gobierno y de una agenda legislativa ambiental durante 1997 (Casti- 
llo, 1997). 

La organización de la consulta pública del Ordenamiento Ecológico se dio 
en un contexto social muy favorable. Existían todavía dos divisas durante la 
construcción de este proceso que ahora están muy mermadas: la credibilidad y 
la confiabilidad, además de la visión de que otro mundo es posible. En la prima- 
vera del 2000, la sociedad civil organizada caminaba por dos vías: la instrumen- 
tación de mesas sobre los derechos indígenas con el poder legislativo, y la orga- 
nización de la que se denominaría posteriormente la Marcha del Color de la 
Tierra. La consulta pública del Ordenamiento Ecológico se dio justo en ese mo- 
mento, lo que permitió la construcción conjunta de políticas de uso de suelo a 
través de más de cien reuniones y asambleas con las comunidades y ejidos del 
entonces Distrito Federal. 

Hay que destacar el liderazgo de la representación comunal de Milpa Alta. 
Son ellos los que proponen un proyecto de conformación de la Alianza de Pue- 
blos y Comunidades del Anáhuac para instrumentar políticas adecuadas para el 
manejo y conservación de la Cuenca de México (lamentablemente uno de los 
líderes más activos de esa comunidad, Ramiro Taboada —enlace con las fuerzas 
zapatistas de Michoacán: Efrén Capiz, entre otros— fue asesinado después de 
esta gran marcha). También es importante destacar por el lado de las organiza- 
ciones civiles la participación del Pacto de Grupos Ecologistas y de la Unión de 


2 Las movilizaciones en 2015 por la presentación con vida de los 43 estudiantes normalistas de Ayotzinapa, 
rebasan en número y diversidad sectorial el descontento social que pedía el alto al fuego contra las comunida- 
des zapatistas en enero de 1994, 
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Grupos Ambientalistas, Green Peace, Centro Mexicano de Derecho Ambiental 
y de un importante número de académicos en este proceso y en la conformación 
del encuentro para establecer el proyecto de un nuevo Pacto Campo-Ciudad.?” 

A partir de 2014, veinte años después del levantamiento del sur, se han dado 
una serie de confluencias de movimientos sociales rurales (como el CNI) y mo- 
vimientos urbanos, organizaciones civiles, colectivos, todos ellos bien informa- 
dos y con experiencias organizativas importantes que aportar. Confluyen para 
hacer frente a toda esta estrategia de desposesión territorial, destrucción am- 
biental y desalojo poblacional que se da a través de la imposición violenta de 
megaproyectos urbanos, hidráulicos y energéticos generados por la maquinaria 
supranacional de acumulación del capital. 

Los viejos comuneros dialogan con los jóvenes profesionistas o estudiantes 
en innumerables encuentros por el agua, por la defensa de la tierra; contra la 
destrucción ambiental impune, contra la minería, contra el Aeropuerto de Tex- 
coco, contra la Supervía Oriente, contra el Arco Sur, contra la Ciudad de la Salud 
y Ciudad del Futuro, entre otras; contra Ciudades Bicentenario, contra el Corre- 
dor Chapultepec, contra la cuarta etapa del Cutzamala y el Túnel Emisor Orien- 
te, que ha afectado seriamente las estructuras de un conjunto de viviendas; con- 
tra los pozos ultraprofundos; por los derechos humanos de los afectados, por la 
defensa de la vida; y con expresiones de confluencia sectorial importantes como 
la Convención por el Agua y la Energía. 

El perfil de ciudadanía ciertamente es otro, como correlato de la magnitud 
de la conflictividad socioterritorial y ambiental, y de la violencia estructural que 
conlleva. Los movimientos sociales? de hoy están más organizados e informa- 
dos como consecuencia de las tecnologías de información y comunicación; hay 
una alianza con la academia, son menos partidistas, más independientes y autó- 
nomos. La larga data de sus luchas y también de su experiencia directa con los 
partidos políticos de izquierda (para bien y para mal) los hacen contar con pro- 
puestas legislativas concretas, en materias complejas como la agraria y la Ley de 
Aguas, la conservación bilógica y el manejo de cuencas. Cuentan con propuestas 
económicas alternativas a los megaproyectos hidráulicos hegemónicos. Cuentan 
con elementos teóricos claros para un plan hídrico alternativo y sobre todo 


* Después de 14 años, nuevamente en Milpa Alta, durante las Jornadas por la Defensa de la Tierra, el Agua y 
la Vida con motivo del centenario de la entrada a la Ciudad de México de los ejércitos de Francisco Villa y 
Emiliano Zapata, se plantea la necesidad de componer esta relación desavenida entre el campo y la ciudad. 
Aprender a convivir y a coexistir de una manera más armónica y creativa. Una parte importante de estas orga- 
nizaciones se ha integrado a la Red Anáhuac por los bienes comunes. 

31 Alain Touraine (1994) define movimiento social a través de tres elementos: la identidad del movimiento, el 
adversario del movimiento y la visión o modelo social del movimiento. Es la acción colectiva frente a una si- 
tuación objetiva. A su vez, Manuel Castells (1999) define identidad en lo referente a actores sociales como el 
proceso de construcción de sentido, atendiendo a un atributo cultural o a un conjunto de atributos culturales, 
a los que se les da prioridad sobre el resto de las fuentes de sentido. La construcción social de la identidad 
siempre tiene lugar en el contexto de las relaciones de poder. 
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cuentan con información científica de primera mano sobre los riesgos de técni- 
cas extractivas, como el uso de la fractura hidráulica en nuestro territorio (la 
alianza entre investigadores del proyecto Sierra Nevada de la UAM y la organiza- 
ción Agua para Todos es un buen ejemplo de ello). 

Sin embargo, está ciudadanía informada —harta de la violación sistemática 
de todos los derechos humanos y del sistema político de partidos— tiene que 
optar por la construcción de una vía política contrahegemónica, con una agresi- 
va estrategia jurídica de defensa de la vida y de los bienes comunes, del campo, 
donde lamentablemente no se cuenta con la respuesta seria y comprometida de 
ningún partido político en el poder, como si las estrategias jurídicas o su acción 
social genuina debilitaran el potencial de construcción de su clientela política. 
Como si se resistieran a las formas y capacidades del poder ciudadano.” 

Los partidos políticos de izquierda han dejado solos nuevamente a los del 
campo en la defensa de la tierra, y no solo por su visión clientelar del sector (su 
exclusión en el reciente proceso electoral de la Constituyente para la Ciudad de 
México, lo demuestra), sino que la fisura esconde algo más profundo que tiene 
que ver con el debate sobre el poder, que se abrió a partir de 1994, donde la pos- 
tura explícita de no tomar el poder político y de no tomar las armas para arribar 
al cambio generó un profundo debate transnacional, no solo en el ámbito de las 
autonomías, sino en el ámbito de las teorías sobre el Estado y el poder (Gar- 
cía-Agustín, 2011). 

En una entidad caracterizada por ser avanzada en la construcción de ciuda- 
danía y de democracia, con una importante historia de participación, el conjun- 
to de acciones emprendidas por el Gobierno Federal y el Gobierno del Distrito 
Federal, para el Constituyente de la nueva entidad política, representa un despo- 
jo de los derechos políticos de los ciudadanos desencantados de los partidos 
políticos, de esos aspirantes a una representación independiente, autónoma y 
fundada en la democracia directa; particularmente de los pueblos, comunidades 
y ejidos del sur y poniente de nuestro territorio. 

En los encuentros públicos en torno a la defensa del territorio, en el caso del 
Arco Sur y en contra de la instalación de la base militar de la Secretaría de Mari- 
na, en Milpa Alta, todos ellos han expresado —en su conjunto— que no quieren 
ser la Ciudad de México. No desean conurbarse, quieren mantener sus bienes 
comunales y sus bosques. Quieren continuar siendo pueblos y comunidades sin 
ningún adjetivo. Sienten completamente ajena a su ser Momoshca, a su ser del 
campo, a su historia viva y sus vínculos identitarios, la marca CDMx. Sospechan 
que se ha entregado a los poderes imperiales el antiguo territorio de la Huey 
Tenochtitlán, con quienes mantienen por generaciones un antiguo pacto de pro- 
veer el agua que nace de sus montañas. 


* Para una mejor concepción de la ciudadanía y de sus proyectos, véase el capítulo 3 de este libro. 
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La construcción de propuestas alternativas a la imposición de la destrucción 
territorial y del tejido social, que conlleva la desposesión y su materializa- 
ción megaurbanística, se tiene que acompañar de acciones concretas de restau- 
ración ambiental, social y política; acciones de defensa y de reapropiación terri- 
torial. A pesar de los escenarios negativos que tenemos enfrente, se comienzan a 
abrir espacios públicos ciudadanos, no virtuales y no partidistas de contrapeso 
al descompuesto sistema político mexicano. 

A continuación, se enlistan una serie de propuestas que se desprenden de este 
análisis y del trabajo en esos espacios. 


1. Integración de un instrumento único de planeación territorial para la cuenca y 
sus sierras: el Anáhuac, construido desde la base comunitaria, desde sus unida- 
des naturales, desde la memoria de los espacios. Ello implica una intensa labor de 
concertación, una alianza estratégica de movimientos rurales y urbanos con la 
academia, con compromiso social, encaminada al diseño de instrumentos con- 
trahegemónicos de política urbana, ambiental y territorial, construidos desde 
abajo y sistematizados bajo la visión del bien común. 

2. A través de la alianza, extender la base de información ambiental y social del or- 
denamiento ecológico a todo el conjunto de sierras que conforman la Cuenca del 
Anáhuac, que no ha sido posible conciliar metodológicamente desde los malos 
gobiernos, por las disputas políticas entre los diferentes niveles de gobierno y 
expresiones partidistas, ya que involucra tanto instancias federales como autori- 
dades ambientales del GDF, los estados de México, Tlaxcala e Hidalgo. El ordena- 
miento estaría encaminado a la homogeneización de información, variables y 
criterios ecológicos que nos permitan defender y restaurar la dinámica natural 
de la cuenca y sus vertientes externas desde su base social local, y a la vez reducir 
la entropía regional para mitigar el calentamiento del planeta. 

3. Es urgente detener la política impulsora de la maquinaria urbana de despojo y 
desalojo. Declarar una moratoria urbana a los megaproyectos, por el ejercicio de 
la violencia estructural que conllevan y por la irresponsabilidad de poner en ries- 
go físico (geológico e hidrológico), ambiental y social a una de las concentracio- 
nes poblacionales más grandes del planeta. 

4. Defender lo que se conquistó a través de la organización de movimientos sociales 
y de la defensa de la propiedad social; en primera instancia, restituir nuestro 
derecho a intervenir en la toma de decisiones sobre la dinámica hidrológica, el 
cambio de uso del suelo y sobre el Proyecto de Ciudad. Ejercer, efectivamente, el 
Derecho al Hábitat repropiándonos de los bienes comunes y espacios públicos 
que por legítimo derecho nos pertenecen. Rescato aquí una consigna de los veci- 
nos de la Juárez durante la imposición del corredor Chapultepec: “La calle es de 
quien la trabaja”. 
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Reflexiones finales 


Las relaciones de poder en nuestro territorio han devenido en una forma 
específica de producción del espacio social, que de entrada excluye otras formas 
de habitar el territorio, otros estilos de vida y otras cosmovisiones. Ese espacio 
social es el que permite justamente el control y el ejercicio de poder, sobre un 
conglomerado urbano de más de 20 millones de habitantes. 

La construcción histórica de la diferencia social, entre la comunidad rural y 
los ciudadanos a través de la producción del espacio urbano físico, social y sim- 
bólico: nos hace sospechar la profunda contradicción de utilizar el derecho a la 
ciudad hoy, en la construcción urgente de un proyecto contrahegemónico de 
habitar sobre la Tierra, de ese otro mundo posible. Ya que si nos vamos a la raíz, 
estaríamos hablando del derecho al espacio que produce la desigualdad social, 
que subsume a los pueblos y comunidades rurales en el entramado urbano, que 
despoja campesinos y destruye el espacio natural sin posibilidad de restaurarlo; 
justamente es ese espacio producido por y para la sobreacumulación de capital 
que nos ha conducido a esta crisis civilizatoria, donde sus peores impactos se 
están dando en México. 

Si queremos avanzar en la inclusión social de otras formas de organización 
y de otras formas de habitar la Tierra, como las comunidades autónomas, co- 
mencemos por utilizar conceptos incluyentes como hábitat, de tal suerte que no 
solo se incluyan en ese gran proyecto contrahegemónico —de liberación y sus- 
tentabilidad— los derechos de todas las comunidades humanas, sino también el 
de las comunidades vegetales y animales, contra su voraz exterminio. 

El concepto de hábitat, además, incluye todo el entramado de interacciones 
y procesos que sostienen la vida y no únicamente el espacio donde se ejerce el 
habitar. Si tenemos claro que el proceso de polarización y exclusión social ocurre 
en el espacio físico y que este es atravesado por relaciones de poder, luego enton- 
ces, la reducción de la polarización social entre sectores sociales y la inclusión 
social de las comunidades debe construirse y constituirse bajo una estrategia 
territorial, desde abajo, pero sistematizada para articularse a objetivos que le 
otorguen viabilidad y sustentabilidad a la región, como primer paso del priorita- 
rio y urgente cambio de paradigma que requiere la humanidad frente a su propio 
exterminio. 

Toledo (2015) identifica dos claves para salir de esta situación: (1) la cons- 
trucción del poder social, civil o ciudadano para detener las fuerzas destructivas 
del poder político (partidos políticos y gobierno), coludidos y dominados por el 
poder económico (corporaciones, empresas, crimen organizado y mercados), y 
(2) volver la mirada hacia los 7,000 pueblos originarios o indígenas cuyas cultu- 
ras premodernas contienen un conjunto de valores (reciprocidad, comunalidad, 
solidaridad y respeto a la naturaleza). Además, considera que en esta crisis de la 
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modernidad es fundamental la consciencia de especie, una consciencia planeta- 
ria, pues hoy toda batalla emancipadora, por muy localizada o focalizada que 
sea, se coloca del lado de la destrucción o del lado de la resistencia. 

Con toda la carga simbólica e histórica que ha permitido la construcción de 
la diferencia social entre los del campo y la ciudad, no será sencillo voltear la 
mirada a los pueblos (ya lo hemos visto con el proceso constituyente de 
la CDMX), mirar al Otro, al marginado, al asesinado, al desaparecido, al persegui- 
do y mucho menos enfrentar juntos la corrupta hegemonía del poder económi- 
co con el poder político. No obstante, la consciencia de la violencia estructural 
de la acumulación por desposesión y del velado proceso de exterminio, en Mé- 
xico, nos plantea la urgencia de cambiar el sentido de la interacción campo-ciu- 
dad no solo para frenar la segregación y exclusión social, sino para reducir la 
entropía regional y para mitigar el calentamiento del planeta, ampliando la espe- 
ranza de vida de la especie humana y de las demás especies que nos acompañan 
todavía en este insólito viaje. 
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Introducción 


Como parte de la política urbana neoliberal en la ciudad de México, se han cons- 
tituido las Zonas de Desarrollo Económico y Social (Zodes), emblema de la pla- 
neación estratégica. En este trabajo analizamos dos de estos megaproyectos: 
Ciudad de la Salud y Ciudad del Futuro, desde el marco normativo que los sus- 
tenta y desde la percepción de dos organizaciones vecinales, que ante esta pla- 
neación unilateral y participación ciudadana excluyente, reivindican el derecho 
a la ciudad, articulado como derecho a la proximidad y a la participación efecti- 
va y vinculante en la toma de decisiones para transformar sus espacios de vida. 

Dice Jamie Peck que “las ciudades son espacios de disputa” (2012, p. 1). Hoy 
en día, más que nunca, esta afirmación se ratifica a través del incremento de las 
desigualdades múltiples en las sociedades contemporáneas, siendo América La- 
tina la región más desigual del mundo (Cepal, 2016). Debido a las fallas de la 
economía neoliberal expresadas con la tendencia hacia la baja del crecimiento 
económico, la nueva fórmula de acumulación es a través del despojo (Harvey, 
2008). Los efectos de estas prácticas de acumulación por desposesión se reflejan y 
se miden, en un incremento sin precedentes, en la concentración de la riqueza y 
el ascenso acelerado de la desigualdad (Piketty y Cazenave, 2014). 

El papel de la ciudad resulta crucial en esta coyuntura de crisis. En búsque- 
da de nuevas fuentes de crecimiento para la compensación del estancamiento 
económico, el espacio urbano se reclama como valioso canal de flujo para el 
capital desde las arcas públicas hacia el sector privado, sin mediación de políti- 
cas o instrumentos de objetivo social (Swyngedouw, Moulaert y Rodríguez, 
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2002, p. 572). Las transformaciones urbanas de diversa índole sujetas a las par- 
ticularidades de la era neoliberal imprimen un sello especial a cada contexto 
socioeconómico, político y cultural. En respuesta a las experiencias adversas de 
la expansión masiva del territorio, la ciudad compacta y policéntrica surge 
como nuevo paradigma y redirige el desarrollo y las inversiones hacia la ciudad 
central y consolidada. Los proyectos de gran escala sobre zonas específicas se 
vuelven el emblema de la política urbana neoliberal, y sustituyen el plan, herra- 
mienta integral y central en la planeación de la ciudad moderna. Bajo el modelo 
de la llamada planeación estratégica, se introduce el protagonismo del sector 
privado, sustentado por el estado, con esquemas de financiamiento de asocia- 
ciones público-privadas y con la concesión de bienes públicos por períodos 
considerables. 

En el marco del fervor de derechos de toda índole, se introduce la nueva 
gobernanza urbana, cuyo discurso pone al frente la participación de los ciudada- 
nos que, mediante una débil normatividad y una real ausencia de voluntad polí- 
tica, lo desvirtúan en simples comunicados demagógicos y en una casi nula inje- 
rencia de la ciudadanía —a través de vías institucionales—, en las decisiones 
cruciales que transforman la ciudad. América Latina y sus grandes ciudades no 
quedan exentas de estas tendencias. En el caso mexicano, la financiarización de 
la vivienda, la conceptualización de la ciudad —como empresa privada con su 
posicionamiento internacional a través de la marca COMX— se acompañan por la 
nueva gobernanza que pone al frente —a nivel discursivo— la participación ciu- 
dadana. Los lemas “Ciudad: una tarea de todos”, “Decidiendo juntos” y “Ciuda- 
danizar el Desarrollo Urbano” son algunos ejemplos de la reproducción de polí- 
ticas provenientes de otras metrópolis globales. 

El regreso de la urbanización hacia la ciudad central, a través del recicla- 
miento y redensificación de zonas consolidadas y habitadas, pone a flote nuevas 
disputas por el espacio. Surgen entonces resistencias ciudadanas y demandas de 
arraigo por parte de los habitantes antiguos frente al peligro de un desplaza- 
miento directo o indirecto. El derecho a la ciudad, en su concepción más amplia, 
recoge estas demandas del derecho a la permanencia y a las proximidades (Jou- 
ffe, 2015), y aglutina las exigencias de diversos grupos sociales para responder a 
la vulnerabilidad social que les confiere esta nueva forma de desarrollo urbano. 

En este trabajo presentamos el caso de las Zonas de Desarrollo Económico y 
Social (Zodes), megaproyectos emblemáticos de la nueva política de planeación 
en la Ciudad de México, que trastoca ciertas facetas del derecho a la ciudad. El 
análisis se aborda desde el marco normativo, el discurso político y la percepción 
ciudadana. Aunque hasta la fecha ninguna de las cinco Zodes anunciadas por el 
gobierno se ha puesto en marcha; consideramos oportuno revisar críticamente 
este instrumento de planeación, delineando las hipótesis de su fracaso. 
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Precisiones conceptuales 
Planeación estratégica: del plan al proyecto 


No existe un concepto de amplia aceptación para expresar los cambios estructura- 
les experimentados, durante las tres últimas décadas, en la planeación y la gober- 
nabilidad urbana. Lo que sí existe es una variedad de nociones —planeación estra- 
tégica, empresarialismo urbano (Harvey, 2007), nueva política urbana, ciudad 
neoliberal (Swyngedouw, Moulaert y Rodríguez, 2002), política urbana neoliberal 
(Mullis, 2011), austeridad urbana (Peck, 2012), entre otros— que intentan englo- 
bar los nuevos rasgos en los objetivos y la conducción de la planeación de las ciu- 
dades. En contraste, resulta de consenso común que el modelo económico neoli- 
beral prevaleciente ha provocado efectos de gran envergadura en la conformación 
de las ciudades en el ámbito espacial, económico, sociocultural y de gestión. 

A pesar de las particularidades del proyecto neoliberal, en cada contexto 
específico se pueden reconocer lineamientos comunes que subyacen en la polí- 
tica urbana y en la planeación hacia la constitución de un nuevo modelo de 
ciudad llamada neoliberal. A través de medidas excepcionales, se trasciende el 
marco legal y regulatorio tanto a nivel de planeación territorial como en la go- 
bernabilidad, a favor de la cuasi libre actuación del mercado. En un contexto 
contradictorio, la nueva política urbana —basada en una democracia selectiva y, 
por lo tanto, deficiente— alaba en el plano discursivo la amplia participación 
ciudadana, mientras que en la práctica se restringe a ciertos sectores privilegia- 
dos (Swyngedouw, Moulaert y Rodríguez, 2002, p. 547). 

En la planeación territorial, la renovación o regeneración urbana surge como 
modelo predominante al servicio de la regeneración económica (Swyngedouw, 
Moulaert y Rodríguez, 2002, p. 553), a través de la creación y captura de rentas 
de suelo excepcionales con inversiones en zonas deprimidas; tarea primordial y 
urgente de los gobiernos locales después de la crisis de las décadas recientes. Se 
lanzan grandes proyectos urbanos, focalizados en el espacio, que sustituyen la 
planeación basada en el plan con visión integral. 

Las políticas públicas de ciertos objetivos sociales y de amplio espectro espa- 
cial se redirigen ahora hacia zonas particulares con el objetivo de desarrollar 
lugares, más que pensar en el beneficio de las personas que los habitan. El llama- 
do empresarialismo urbano se centra en la economía del territorio, a través de 
una selectiva desregulación que promueve las asociaciones de inversión. Prolife- 
ra el impulso de proyectos para la recualificación del espacio, con visión y efec- 
tos microlocales desintegrados del conjunto urbano (Harvey, 2008, pp. 374-375). 

La reconfiguración de la ciudad construida implica nuevos desafíos para la 
planeación y la gobernanza. Las intervenciones en zonas de decadencia, habitadas 
por sectores populares, detonan un brusco incremento en los valores del suelo con 
los consecuentes cambios de uso y de giro. La inevitable transformación del entor- 
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no sucede muchas veces en contra de la voluntad de sus habitantes. A pesar de los 
beneficios inmediatos para algunos residentes y propietarios antiguos, se vislum- 
bran posibles procesos de desplazamiento a mediano o largo plazo que provocan 
reacciones en contra de los megaproyectos de regeneración. Resulta notable que la 
llamada gentrificación urbana se ha vuelto el emblema para expresar la demanda 
al arraigo-permanencia de cada vez más amplios sectores de la población. 

La nueva forma de planear la ciudad se rige por una visión economicista y 
cortoplacista que predomina frente a los objetivos sociales con perspectivas de 
mayor alcance temporal. Los supuestos beneficios de los mecanismos económi- 
cos por goteo (trickle-down), que se utilizan como argumento para justificar va- 
rios megaproyectos bajo la promesa de mayor inclusión e integración social, 
desencadenan procesos contrarios de exclusión social y económica y, a veces, 
provocan incluso el desplazamiento físico de los habitantes antiguos de los espa- 
cios en regeneración (Swyngedouw, et al. 2002, p. 568). 

El carácter especulativo intrínseco del suelo convierte a los proyectos de 
gran escala en negocio de alto riesgo. Las cuantiosas inversiones en zonas depri- 
midas con expectativas de alzas en los precios del suelo implican cierta inseguri- 
dad para su recuperación, pero al mismo tiempo ofrecen oportunidades de ga- 
nancias excepcionales. Para responder a esta incertidumbre, el binomio estado- 
mercado se refuerza a través de asociaciones público privadas, con la 
intervención tácita del estado como garante para asumir posibles pérdidas, 
mientras garantiza la captación de los beneficios por parte de los privados (Swy- 
ngedouw, et al. 2002, p. 571-572). La conocida expresión, socialización de las 
pérdidas y privatización de los beneficios, resume el objetivo de estas alianzas. 
Contrario a lo sostenido frecuentemente, el estado sigue liderando la escena. A 
través de la nueva planeación estratégica, se invierten recursos públicos en la in- 
fraestructura física de zonas deterioradas con el fin de financiar, subsidiar y pro- 
mover la participación del sector privado. 

A pesar de que el giro —desde una conformación jerárquica y centralizada, 
característica de la planeación pública formal, hacia una gestión horizontal, 
flexible y colaborativa— pretende validar una forma de planeación menos “auto- 
ritaria” (de abajo hacia arriba y con una mayor dinámica participativa), la nueva 
gobernanza de democracia selectiva incrementa las desigualdades en la parti- 
cipación efectiva de la toma de decisiones. La llamada privatización de la gober- 
nanza urbana implica la fragmentación de las instituciones y obedece a la lógi- 
ca de planeación segmentada del territorio, constituida por proyectos puntuales 
(Swyngedouw, et al. 2002, pp. 578-579). 

Las condiciones adversas de índole económica y político institucional han 
provocado resistencias ciudadanas canalizadas, muchas veces, vía organizacio- 
nes sociales informales. Estos movimientos, atados a problemas específicos de 
los espacios en disputa, no permiten a veces que sus demandas trasciendan hacia 
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sectores de población más amplios, no necesariamente ligados a su lugar de ori- 
gen. Por otro lado, vale la pena señalar que la magnitud de los proyectos carac- 
terísticos de la nueva planeación y la intención autoritaria de su implementa- 
ción, con todas las medidas excepcionales que esto implica, se convierten en 
fuerza impulsora de resistencia ciudadana y foco de atención con potencial de 
amplia difusión nunca antes visto, que promueve alianzas de solidaridad entre 
movimientos inicialmente fragmentados. 


El derecho a la ciudad: 
Un derecho colectivo para las mayorías urbanas 


Como respuesta a la crisis neoliberal se introducen en el ámbito urbano meca- 
nismos sociales de compensación para ciertos sectores privilegiados, mientras 
que nuevas políticas de austeridad se aplican para la creciente mayoría de los 
pobres, producto de las mismas políticas neoliberales. En esta coyuntura de pro- 
gresiva polarización social (en los ingresos, la vivienda y, en general, en el acceso 
a bienes y servicios públicos) que amenaza el empoderamiento ciudadano, re- 
surge como respuesta a la ciudad neoliberal el derecho a la ciudad. Su abordaje, 
sin embargo, tanto desde la teoría como desde la política, sigue siendo impreci- 
so. Algunos autores sugieren regresar al enfoque de Lefebvre que radica en el 
potencial del concepto para abarcar las resistencias en contra de las amenazas de 
debilitamiento del empoderamiento social. El derecho a la ciudad debe ser visto 
como punto de partida hacia una nueva “política urbana de los habitantes” (ur- 
ban politics of the inhabitant), (Purcell, 2002, p. 99). 

Dentro de la proliferación de todo tipo de derechos individuales, surge el 
derecho a la ciudad como derecho de carácter colectivo, que aglutina diversas 
demandas y movimientos sociales a nivel global. Es un derecho que sobrepasa los 
límites de acceso individual a los bienes y recursos de la ciudad y que se refiere al 
derecho colectivo de cambiarnos a nosotros mismos y de cambiar a la ciudad 
(Harvey, 2008, p. 1). Los procesos actuales de urbanización se identifican por la 
destrucción creativa, que implica el despojo a las masas de población urbana de 
cualquier derecho a la ciudad, mientras que este derecho se reconstituye y se 
confina en manos de un limitado grupo de elites políticas y económicas. Son ellos 
quienes poseen la capacidad y, por lo tanto, el derecho de transformar a la ciudad 
de acuerdo a sus necesidades. En este contexto, el derecho a la ciudad resurge 
entonces como derecho de las mayorías urbanas a la participación y, sobre todo, 
el derecho al cambio y la transformación del espacio (Harvey, 2008, p. 15). 

A pesar de los esfuerzos para acotar su definición, el derecho a la ciudad si- 
gue siendo un concepto polivalente.” Este carácter de vaguedad constituye el 


33 Véase el capítulo de Ramírez Zaragoza en este libro. 
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riesgo para su manipulación y su utilidad táctica, permitiendo alianzas amplias 
y hasta contranaturales. Frente a la expansión dispersa de las megalópolis actua- 
les, que alejan los bienes públicos de sectores de población cada día más amplios, 
el derecho a la ciudad se puede restringir al derecho a la movilidad y accesibili- 
dad hacia lugares, equipamientos y servicios que ofrece la ciudad; se puede, por 
lo tanto, limitar a una garantía del acceso a la ciudad y excluir así sus dimensio- 
nes fundamentales, como es la participación en las decisiones para su transfor- 
mación y producción (Jouffe, 2015, p. 2). 

La accesibilidad asume significados contrapuestos de acuerdo al modelo de 
ciudad en referencia. La ciudad liberal, bajo la premisa de dotación de equipa- 
miento y servicios a escala local (barrio, vecindad), genera proximidades (igual- 
dad), para compensar las múltiples desigualdades sociales y espaciales. La cerca- 
nía de los bienes públicos a la vivienda incrementa el acceso y minimiza los 
desplazamientos. La ciudad neoliberal en cambio, debido a la polarización abis- 
mal en la distribución de bienes (resultado en parte de la extensión y dispersión 
urbana), procura, en el mejor de los casos, mejorar la accesibilidad (inclusión) a 
través de los medios de transporte. El derecho a la ciudad como derecho de ac- 
ceso a la ciudad se convierte entonces en medio de legitimación de la ciudad 
dispersa, fragmentada y polarizada (Jouffe, 2015, p. 36). 

Con ello se introduce un interesante debate sobre proximidad versus accesibi- 
lidad y su relación con el derecho a la ciudad. La importancia del territorio de 
proximidad —casa y barrio— se ha explorado en varios estudios, que hacen espe- 
cial énfasis en el papel del entorno urbano a la vivienda para los sectores vulnera- 
bles (Kaztman, 2001; Gordon, 2008, p. 331). El barrio o vecindario produce y es 
soporte de los anclajes necesarios para enfrentar las tensiones espacio-temporales 
asociadas a la movilidad. En ese sentido, a pesar del incremento de la movilidad 
urbana en la gran ciudad contemporánea, sigue presente la valoración e identifica- 
ción de lazos simbólicos, afectivos e identitarios en el entorno a la vivienda y de las 
prácticas en sus espacios próximos. Resulta crucial reconocer “la importancia de 
leer la movilidad a partir de los anclajes tejidos en la proximidad” (Lazo y Calderón, 
2014, p. 121). 

Esta relación dialéctica entre proximidad y accesibilidad nos lleva a concebir 
diversas formas de vivir la ciudad: “desde la movilidad y sin arraigo; desde el 
arraigo con movilidad reducida (vida en barrio) o proximidad” (Lazo y Calde- 
rón, 2014, p. 121). El derecho a la proximidad —y por extensión al arraigo— co- 
rresponde a rasgos fundamentales que condicionan la movilidad/accesibilidad y 
el derecho más amplio a la ciudad. ¿Qué mayor derecho al derecho de permane- 
cer libremente en el lugar donde el individuo ha formado sus redes sociales, lazos 
afectivos; donde ha desarrollado espacios de pertenencia, identidad y recono- 
cimiento, y donde ha conformado espacios de convivencia vecinal y de partici- 
pación ciudadana? 
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Proximidad versus accesibilidad no representa un debate de obvia resolu- 
ción. Con esta contraposición entran en tensión derechos de arraigo, por un 
lado, y de libre acceso a la ciudad en su conjunto, por el otro. Más que una posi- 
ción contrastante y excluyente, proximidad y accesibilidad deben considerarse 
desde una relación balanceada y complementaria en una ciudad que ofrece 
proximidades (igualdad) ricas en bienes y experiencias, junto con la libertad de 
movilidad y acceso (inclusión) a los espacios diversos del mosaico urbano. 

La ciudad transformada bajo los principios de desigualdad y exclusión res- 
tringe de raíz cualquier derecho a la ciudad, como sea este definido. Las nuevas 
formas de planeación urbana, dominadas por la recualificación de espacios con 
el desarrollo de megaproyectos, en vista de maximizar las rentas generadas y 
distanciadas de las demandas y la participación de los que habitan en ellos, difí- 
cilmente aspiran a un derecho a la ciudad para sus habitantes. 

El discurso sobre la gobernanza, que anuncia y refuerza el desarrollo urbano 
participativo, se fundamenta en nuevos instrumentos que, como mencionamos, 
no resultan efectivos para la participación incluyente y vinculante. Arnstein 
(1969, p. 216), en su clásico texto, señala que la participación es simplemente un 
término para expresar el poder ciudadano. Sin la distribución del poder, la par- 
ticipación resulta en un proceso vacío y frustrante para los que carecen de poder 
(p. 216). En el contexto de democracia selectiva se detonan entonces resistencias 
y protestas de los excluidos, encauzadas a través de canales no institucionales, 
que reclaman su derecho a opinar y decidir por su ciudad. 

A pesar de que la literatura, en la mayoría de los casos, estudia por separado la 
participación institucionalizada de las protestas ciudadanas, hay suficientes indicios 
sobre la interrelación positiva entre estas dos vías aparentemente antagónicas. Por un 
lado, los espacios de participación reglamentada se vuelven a menudo lugares que 
permiten el desarrollo de nuevas formas de activismo urbano y, por otro, los logros 
de los movimientos sociales de resistencia se convierten en punta de lanza para el 
desarrollo de instrumentos novedosos de planeación inclusiva (Lebuhn, 2015, p. 2). 

En esta discusión sobre el significado y la relación entre participación insti- 
tucionalizada y resistencia organizada, la segunda cobra especial relevancia 
como laboratorio de revisión, cuestionamiento y redefinición (de vías alternati- 
vas para la participación) que reivindica a estos movimientos de protesta como 
única fuerza capaz de romper con el statu quo y de transfigurar el derecho actual 
selectivo a la ciudad, hacia un derecho a la ciudad para las mayorías. 


Zodes y planeación estratégica en la Ciudad de México 
Evolución histórica de la planeación en la ciudad de México 


En la ciudad de México, durante las últimas décadas, se lleva a cabo una parsimo- 
niosa pero sostenida transición de la planeación urbana tradicional, basada en los 
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planes reguladores y la zonificación, hacia una planeación estratégica de corte 
neoliberal que se caracteriza por impulsar la desregulación urbana, por ensalzar 
un discurso de participación ciudadana y por fomentar una visión economicista 
del desarrollo urbano, en la que el interés privado tiene mayor peso sobre el públi- 
co (Swyngedouw, et al., 2002). Para entender estos cambios, vale la pena señalar 
algunos antecedentes históricos de la planeación urbana en la capital. 

Durante el siglo pasado, el precedente de la planeación urbana de la Ciudad 
de México es el Plan Regulador del Distrito Federal de 1933 y la Ley de Planifi- 
cación y Zonificación del Distrito Federal y del Territorio de Baja California. En 
el periodo presidencial de Lázaro Cárdenas (1934-1940), la planeación alcanza 
su auge: se publica la segunda Ley de Planificación del Distrito Federal y Baja 
California y se crea la Oficina del Plano regulador de la Ciudad de México (Mon- 
tesinos, 1992). Durante este periodo, la planeación urbana tiene la función prin- 
cipal de garantizar la viabilidad del proceso de industrialización. En las tres dé- 
cadas siguientes, de 1940 a 1970, el referente emblemático fue el regente 
Uruchurtu (1952 a 1966). Durante su mandato, se impulsó un esquema urbanís- 
tico estricto y autoritario, pero sin plan oficial, con el fin de garantizar una ciu- 
dad funcional al desarrollo económico (Garza y Rodríguez, 1998; Montesinos, 
1992). Para el entonces regente, la planeación era ajena al espíritu, así como los 
métodos de operación que acentuaban la discreción, la interpretación flexible de 
leyes y reglamentos, la rapidez y los resultados espectaculares a corto plazo 
(Ward, 1991, p. 279). 

Para la década de los setenta, en el contexto de una crisis política y económi- 
ca, se buscó impulsar una planeación urbana más institucionalizada, en compa- 
ración con la época de Uruchurtu; es así como se promulgan la Ley General de 
Asentamientos Humanos, el Plan Director para el Desarrollo Urbano del Distri- 
to Federal y la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal. Con este andamia- 
je legal, la administración del presidente Echeverría “proporcionó los cimientos 
para el surgimiento de un sistema de planeación totalmente estructurado que 
surgió entre 1980 y 1988” (Ward, 1991, p. 280). 

Las elecciones presidenciales de 1988 y el alzamiento zapatista de 1994 fue- 
ron el marco para la Reforma Política del Distrito Federal —impulsada desde la 
ciudadanía capitalina mediante un plebiscito—, en la que se restituyen parcial- 
mente los derechos políticos de los capitalinos, permitiendo la elección por voto 
ciudadano del Jefe de Gobierno y de los Delegados. En este contexto de transfor- 
mación política, en el año 1996, el presidente Zedillo actualiza la Ley de Desa- 
rrollo Urbano del Distrito Federal (LDU) y promulga el Programa General de 
Desarrollo Urbano (PGDU), incluyendo el concepto de acciones estratégicas y 
áreas de actuación, como medidas excepcionales que trascienden los planes 
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y programas urbanos, lo que representa una diferencia de fondo con la anterior 
regulación. Se hace uso por primera vez del concepto reciclamiento urbano como 
una “acción de mejoramiento que implica someter una zona del Distrito Federal 
a un nuevo proceso de desarrollo urbano, con el fin de aumentar los coeficientes 
de ocupación y utilización del suelo, relotificar la zona o regenerarla”. * Además, 
el PGDU establece una serie de instrumentos a través de los cuales es posible lle- 
var a la práctica las acciones estratégicas, entre estas, la concertación e inducción 
de las acciones de los sectores social y privado. 

En el año 2003 se lleva a cabo una modificación del pPeDU manteniendo las 
áreas de actuación de la LDU-1996, sin embargo, se incorporaron dos nuevos 
instrumentos de planeación urbana estratégica: (1) el Sistema de Transferencia 
de Potencialidad: normas y procedimientos que permiten ceder los derechos ex- 
cedentes o totales de intensidad de construcción no edificados que le correspon- 
den a un predio a favor de otro; y (2) los Polígonos de Actuación, que permiten 
relocalizar usos y destinos del suelo y aplicar la relotificación. Se aplican a través 
de Sistemas de Actuación Social, Privada y por Cooperación. Asimismo, se esta- 
blece que los Polígonos de Actuación solo se aplicarán en las áreas con potencial 
de reciclamiento y con potencial de desarrollo; de nuevo se trata de medidas es- 
peciales desregulatorias, que refuerzan la nueva planeación estratégica. 

La modificación de la LDU en 2010 incluye un nuevo instrumento a los ya 
existentes: las Áreas de Gestión Estratégica (AGE), que son definidas como un: 


Instrumento de planeación y ordenamiento territorial del desarrollo urbano-am- 
biental, en áreas específicas de la ciudad, cuyos objetivos fundamentales son: 
incidir positivamente en la regeneración, recualificación y revitalización urbana 
y/o ambiental; proteger y fomentar el patrimonio cultural urbano y/o el paisaje 
cultural; acciones multidimensionales y multisectoriales; de gestión participati- 
va; de desarrollo integral y de interés general (LDU, 2010, Art. 3, 111). 


Así, las AGE tienen la misma jerarquía que los Programas de Desarrollo Urbano 
(Generales, Delegacionales y Parciales); sin embargo, a diferencia de estos, su 
aprobación no está sujeta al procedimiento de consulta pública; el procedimien- 
to para su aprobación está basado en la afirmativa ficta: si el Jefe de Gobierno 
propone el expediente de una AGE a la Asamblea Legislativa y esta no emite un 
resolutivo en un plazo de 40 días, la AGE será considerada como aprobada (LDU, 
2010, Art. 46, VIT). De esta forma, aunque la nueva planeación urbana promue- 
ve en el discurso la participación ciudadana, en realidad, la limita (Swyngedouw, 
et al., 2002). 


3 Art. 7/XXVIL LDU, versión de 1996. Además de establecer los instrumentos de planeación mencionados, se 
determina cuáles son las áreas de actuación, su extensión y ubicación que corresponden a 16 polígonos en una 
superficie total de 13186 Ha; el 40% del total del suelo urbano del Distrito Federal. 
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Además de no ser materia de consulta pública, las AGE no se sujetan a la 
zonificación establecida en la LDU y PGDU vigentes, sino que pueden aplicarse en 
cualquier área de la ciudad. Tampoco se supeditan a las estrategias de desarrollo 
urbano aprobadas por los Planes Delegacionales. Es decir, las AGE se privilegian 
como mecanismo para la desregulación selectiva (Harvey, 2007) y autoritaria. 

En conclusión, la nueva planeación urbana en la Ciudad de México se carac- 
teriza por incorporar nuevos instrumentos de planeación y gestión urbana estra- 
tégica que: (1) impulsan la desregulación urbanística y las medidas excepciona- 
les por encima de los planes urbanos; (2) restringen al máximo la participación 
de la ciudadanía en un contexto de democracia selectiva (Swyngedouw, et al., 
2002, p. 547) y (3) privatizan los espacios públicos mediante la desincorporación 
de bienes públicos a favor de asociaciones público-privadas, en un proceso de 
mercantilización de la ciudad. 

Este breve repaso histórico muestra la cara oficial de la planeación urbana; 
sin embargo, no debemos olvidar que el desarrollo urbano no está definido so- 
lamente a partir de la planeación oficial sino que en este intervienen y, en oca- 
siones de forma decisiva, actores ciudadanos y organizaciones sociales y popula- 
res que, en los hechos, ejercen el derecho a la ciudad a partir del rechazo 
organizado a las políticas que afectan su entorno, privatizando los bienes públi- 
cos e imponiendo una visión mercantilizadora de la ciudad. Un ejemplo es la 
oposición a las Zonas de Desarrollo Económico y Social (Zodes) —emblema de 
la planeación estratégica—, que profundizaremos en los siguientes apartados. 


¿Qué son las Zodes? 


Las Áreas de Gestión Estratégica (anunciadas por la administración de Miguel 
Ángel Mancera como Zonas de Desarrollo Económico y Social) corresponden al 
modelo de la planeación estratégica; este tipo de planeación busca eliminar la 
zonificación, otorgando a los planes estratégicos la misma jerarquía que los pla- 
nes delegacionales, parciales y generales. Así, de acuerdo al gobierno de la Ciu- 
dad de México, las Zodes son los proyectos urbanos de mayor impacto en la 
presente administración. Son proyectos coordinados por Calidad de Vida, Pro- 
greso y Desarrollo para la Ciudad de México S.A. de C.V (PROCDMX), empresa 
paraestatal creada en 2007, encargada de gestionar y coordinar los proyectos de 
coinversión pública-privada. 

Según PROCDMx, las Zodes pueden constituirse como Polígonos de Actua- 
ción, Áreas de Gestión Estratégica o Programas Parciales de Desarrollo que son 
instrumentos de planeación reconocidos por la LDUu del 2010. Asimismo, 
son objeto de las atribuciones de la Secretaría de Desarrollo Económico con el 
fin de atraer la inversión de capital privado, en el sector productivo y reproduc- 
tivo de gran escala, en determinadas áreas de la ciudad que cuentan con infraes- 
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tructura subutilizada y con potencial de reciclamiento urbano y crecimiento 
vertical. Retoman dos de los diez ejes estratégicos planteados en la Ley para el 
Desarrollo Económico del Distrito Federal (2014): 


1) Mejora del ambiente de negocios: homologación y tala regulatoria que agi- 
lice trámites de apertura, operación y ampliación de las empresas y que fortalez- 
ca la certeza jurídica en las transacciones mercantiles y en los derechos de pro- 
piedad. En esta lógica, el esquema de financiamiento está conformado por la 
figura de Sociedades Anónimas Promotoras de Inversión (sAP1) bajo la Ley Ge- 
neral de Sociedades Mercantiles, y son consideradas como el medio idóneo para 
recibir inversión proveniente de capital privado. La propuesta de desarrollo de 
las Zodes contempla la constitución de una SAPI maestra, para la ejecución de 
iniciativas relacionadas con el proyecto en su conjunto; y de una SAPI para cada 
uno de los polígonos de desarrollo, cuyo esquema se definirá a partir de las par- 
ticularidades de cada Zodes. 


2) Asociaciones público-privadas para el desarrollo de negocios: Busca incen- 
tivar el aprovechamiento de los espacios públicos y bienes inmobiliarios, para la 
detonación de crecimiento económico mediante el Programa de Incorporación 
Temporal de Bienes para el Desarrollo (Prrb). El Gobierno del Distrito Federal, 
a través de PROCDMX, abre la convocatoria para integrar el Prrb. Esta convocato- 
ria está dirigida a todos los sectores de la población que cuenten con bienes in- 
muebles que, en conjunto con el Gobierno de la ciudad, puedan fortalecer el 
desarrollo de las Zodes. En el caso de los predios que son del dominio público, 
mediante un decreto de desincorporación de bienes del dominio público, para la 
enajenación, a título gratuito del predio a favor de Calidad de Vida, Progreso y 
Desarrollo para la Ciudad de México, se desincorporan los predios con la finali- 
dad de desarrollar el Proyecto de Coinversión, definido como Zodes. 

Así, promovidas bajo el discurso de la ciudad compacta, la redensificación y 
la tematización de lo urbano-arquitectónico, las cinco Zodes llevan el nombre de 
su vocación principal: Ciudad de la Salud, Ciudad del Futuro, Ciudad Adminis- 
trativa, Corredor Cultural Creativo, Ciudad Verde. Se presentan a continuación 
las principales características de dos de las Zodes: Ciudad de la Salud y Ciudad 
del Futuro, y los testimonios de algunos entrevistados de sus organizaciones ve- 
cinales de resistencia. 

a) La Ciudad de la Salud: está ubicada en la delegación Tlalpan en la zona 
de Hospitales (véase figura 1) donde se localizan al menos 11 de las 13 institu- 
ciones nacionales de salud. El proyecto se presentó en diciembre de 2013, y el 
plan maestro se encuentra en versión preliminar. El polígono de actuación se 
integra por 203 Ha en las que se propone generar y mejorar la infraestructura 
para el sector salud, a la par que se propone responder a las necesidades socioe- 
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conómicas de la población habitante en el polígono mediante la generación de 
empleos, el desarrollo de vivienda y mejoramiento de la accesibilidad. Con una 
inversión privada de 6 832 millones de pesos, se plantea construir 59 000 m? de 
varios hospitales privados, 50 000 m? del hospital Médica Sur y 9 hospitales pú- 
blicos de alta especialización (El Universal, 2016) (véase la figura 1 del anexo). 

b) La Ciudad del Futuro: está proyectada en la delegación Coyoacán con 
una superficie de 507 hectáreas correspondientes al polígono que comprende las 
colonias Pedregal de Santa Úrsula Coapa, Ajusco, Ajusco Huayamilpas, Depor- 
tivo Huayamilpas, Adolfo Ruíz Cortines, La Zorra Ex Ejido de Santa Úrsula 
Coapa (véase figura 2). En este proyecto, se encuentran involucradas las Secreta- 
rías de Desarrollo Urbano y Vivienda, Desarrollo Económico, Medio Ambiente, 
Transporte y Vialidad, Protección Civil, Cultura; asimismo, la Consejería Jurídi- 
ca y de Servicios Legales, Sistema de Aguas de la Ciudad de México, la Delega- 
ción Coyoacán y la Comisión de Desarrollo e Infraestructura Urbana de la 
Asamblea . 

El 8 de agosto de 2013, el Comité del Patrimonio Inmobiliario del Gobierno 
del Distrito Federal cedió a título gratuito el predio perteneciente a la Planta de 
Asfalto (véase la figura 2 del anexo) a favor de la entidad PROCDMX, para desti- 
narlo al proyecto de coinversión Zodes Ciudad del Futuro, cuyos objetivos espe- 
cíficos son: (1) Desarrollar en el predio de la Planta de Asfalto un conjunto ur- 
bano de usos mixtos que integre a la sede de la Secretaría de Ciencia y Tecnología 
e Innovación del Gobierno del Distrito Federal, oficinas para empresas orienta- 
das al desarrollo tecnológico, desarrollo de conocimiento y bienes y servicios 
asociados al mismo tema; (2) Generación de oferta de vivienda a través del in- 
cremento de la densidad habitacional para aumentar la plusvalía de la zona y 
atraer inversiones que maximicen el valor patrimonial de los residentes actuales, 
y para que otorguen certeza económica a inversionistas y desarrolladores. (3) 
Reordenamiento del transporte público: Centros de Transferencia Modal (cE- 
TRAM) de Huipulco y Ciudad Universitaria. 

De igual forma se plantea la incorporación de un nuevo CETRAM dentro del 
predio de la Planta de Asfalto, para atender de manera efectiva a los usuarios de 
la Zodes propuestas (Calidad de Vida. Progreso y Desarrollo para la Ciudad de 
México, 2015). Cabe mencionar que en el diseño de la Ciudad del Futuro han 
participado el Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey con 
los estudios para la evaluación de las anclas y vocaciones económicas del proyec- 
to; y la Universidad Nacional Autónoma de México como integrante del Comité 
Técnico del vehículo de coinversión y el Massachussetts Institute of Technology, 
en la realización de un estudio específico sobre el abasto de agua en la zona de 
los Pedregales de Coyoacán (véase la figura 2 del anexo). 

Ambas Zodes, Ciudad de la Salud y Ciudad del Futuro, detonaron protestas 
vecinales que han aglutinado a diferentes grupos de vecinos que se sienten ex- 
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cluidos de las grandes decisiones urbanas en un contexto de democracia selecti- 
va y de manipulación política (Swyngedouw, et al., 2002, p. 547). En ese contex- 
to y durante la campaña para la elección del Constituyente Local (2016), el Jefe 
de Gobierno, Miguel Ángel Mancera, anunció en la Gaceta Oficial la suspensión 
de las actividades de la Planta de Asfalto y su transformación en “espacio público 
de protección al medio ambiente” (Gaceta Oficial de la Ciudad de México, 2016, 
p. 11), sin dar detalles del proyecto ni mencionar a la Zodes proyectada por su 
administración. En un ambiente de desinformación y exclusión de los vecinos, 
del proceso de formulación del proyecto, se desconoce cuál será el destino de la 
Planta de Asfalto y del polígono correspondiente a la Ciudad del Futuro. En el 
siguiente apartado analizaremos los testimonios de resistencia ciudadana, la 
cual resultó a partir de la difusión de los dos megaproyectos. 


Zodes, resistencia y derecho a la ciudad 


Los aspectos presentados en el apartado anterior muestran que la gestión hori- 
zontal y colaborativa, proclamada por la Zodes, se limita al nivel discursivo. En 
la práctica, la falta de distribución del poder para lograr una participación efecti- 
va, deriva en la privatización de la gobernanza urbana y en una selectiva inclu- 
sión social en la toma de decisiones. En este ambiente de asimetrías políticas y 
sociales, las Zodes —por su gran envergadura y carácter trasformador de la es- 
tructura espacial y social — han detonado protestas ciudadanas que reclaman su 
derecho a la permanencia y a la participación vinculante en las decisiones que 
afectan sus espacios de vida. 

A partir de entrevistas semiestructuradas,* realizadas a representantes de las 
organizaciones Frente contra las Zodes (rcz) de la Ciudad de la Salud y Asam- 
blea de los Pedregales (AP) de la Ciudad del Futuro, analizamos algunas de sus 
percepciones y valoraciones sobre transformaciones incipientes y escenarios fu- 
turos, así como sus demandas legítimas que pueden enriquecer el concepto del 
derecho a la ciudad desde la mirada de sus protagonistas. 


Percepciones y demandas 


1) El desplazamiento en el centro de los temores. El principal elemento dis- 
cursivo que resalta en los relatos de los vecinos entrevistados se centra en la 
preocupación de un posible desplazamiento, directo o indirecto, ocasionado 
fundamentalmente por el incremento del precio del suelo y del costo de la vida 
en la colonia. Tres son los aspectos vinculados a esta problemática que se perci- 


3 La información se recopiló en una visita de campo realizada en diciembre de 2014 y organizada por el grupo 
del proyecto PAPIIT IN403314, DGAPA, UNAM. Agradecemos el trabajo de Elizabeth Guzmán Garibay en el 
procesamiento y codificación de las entrevistas. 
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ben como amenazantes: el cambio de uso de suelo y de intensidad de construc- 
ción; el mejoramiento del espacio público e infraestructura; y los cambios resul- 
tantes en la composición social. 


Aunque se está manejando que legalmente no va haber una expropiación, pero 
... Sutilmente nos van a ir echando para afuera; sentimos con un compañero que 
los que no hayan alcanzado lugar ahí adentro de la Planta de Asfalto [se refiere a 
los inversionistas] van a intentar conseguir espacios ahí en donde estamos noso- 
tros, entonces, con los niveles que están hablando de construcción pues imagíne- 
se, por ejemplo, nosotros ¿cómo vamos a tener para construir unos edificios de 
25 pisos? (vecino 1, AP). 


Si bien las modificaciones al uso de suelo e intensidad de construcción propues- 
tas por las Zodes aún no han entrado en vigor, surge el temor sobre posibles 
cambios: “pues consideramos que puede haber un desplazamiento... lo que nos 
preocupa es lo del uso de suelo porque están señalando que estas colonias de 
aquí tendrían un cambio de suelo de hasta seis niveles” (vecino 2, FCZ). 

Por otro lado, los entrevistados perciben las intervenciones en el espacio 
público como preámbulo de transformaciones más profundas. La rehabilitación 
de banquetas y avenidas, nos dicen, son acciones de embellecimiento para pre- 
parar el terreno: “Están atacando por diferentes frentes... aparte de que es un 
maquillaje para cuando traigan a mostrar la colonia, digan: pues sí, sí está boni- 
to” (vecino 1, AP). Asimismo, las remodelaciones en el equipamiento de recrea- 
ción y de deporte como el Centro Comunitario en Cantera Puente 
de Piedra, el Deportivo Durango o el parque Huayamilpas” son percibidas como 
una tendencia hacia la privatización de los espacios públicos: “Bueno, Huaya- 
milpas y deportivo Durango... pasaron a dejar unos volantes como una remode- 
lación, solamente; pero... ahí en Huayamilpas se va a invertir... supongamos 
que este lo remodelan, pero al final no va a ser para los vecinos” (vecina 3, AP). 

En la misma línea, los entrevistados identifican nuevas obras de infraestruc- 
tura de agua y drenaje que provocan preocupación y suspicacias: “Actualmente 
nos están sustituyendo la tubería de agua potable de estas colonias. Aquí había 
riachuelos. Y yo creo que nos están reforzando la tubería del agua porque cuan- 
do necesite Médica Sur [hospital privado] extraer, pues” (vecino 2, FCz). Dada la 
deficiencia actual en los servicios públicos, la magnitud de las nuevas construc- 
ciones propuestas en ambas Zodes supone para los vecinos un factor de riesgo 
para el abasto de agua, en tanto que temen convertirse en los primeros perjudi- 


3 Los nombres se han codificado para asegurar el anonimato de los entrevistados. 


7 De acuerdo a las narrativas, este parque tiene una fuerte carga simbólica para los residentes del polígono 
Ciudad del Futuro, ya que desde la década de los noventa se convirtió en un equipamiento público que dotó a 
los habitantes de un vital espacio de recreación. 
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cados, pues argumentan que estas mejoras están planeadas para atender a las 
nuevas edificaciones y a sus ocupantes. 

Estos cambios identificados en el espacio público y la infraestructura evocan 
preocupaciones adicionales sobre sus efectos al alza del costo de la vida y, en 
consecuencia, al posible desplazamiento de los vecinos actuales. Se vistumbran 
incrementos en el precio de los servicios públicos como agua y luz, aumentos en 
el impuesto predial y en la vida cotidiana en general: “La vida se nos va a encare- 
cer y eso a la larga va a tender a que la gente se vaya desplazando” (vecino 2, FCZ). 

El temor por verse obligados a desplazarse a otras zonas de la ciudad se ex- 
tiende más allá de los factores económicos. La llegada de habitantes con mayores 
ingresos y otras formas de vida se vincula con problemas de convivencia y hasta 
de discriminación, que podrían impedir la permanencia en la zona: “quieren 
multiplicar el número de población, le tenemos miedo al detalle de convivir con 
gente de otro, de otra idiosincrasia y sentimos que nos van a discriminar” (veci- 
no 1, AP). “Tú vas a construir, órale, pero acá están las necesidades, la gente se 
mueve con esta lógica y tú tendrías que tomar en cuenta esas necesidades, la 
cultura local, cómo se mueve la gente...” (vecino 4, AP). 

El temor al desplazamiento por factores económicos y sociales, expresados 
claramente en los testimonios de los entrevistados, se relaciona con su fuerte 
deseo y anhelo de permanecer en su colonia y se traduce en un reclamo del de- 
recho a la proximidad y el arraigo, elemento constitutivo del derecho a la ciudad. 


2) Participación selectiva y vulnerabilidad. La profunda regeneración y reno- 
vación urbana, propuesta por las Zodes, ignora la configuración espacial y las 
dinámicas sociales y urbanas prevalecientes. Concebidas bajo un enfoque eco- 
nomicista por actores ajenos e indiferentes a la problemática local, provocan 
sentimientos de vulnerabilidad para los que habitan estas zonas al verse exclui- 
dos en la formulación de las propuestas para la transformación del espacio. 

Tras hacerse públicas las Zodes y sin el conocimiento previo de los habitantes 
de las zonas afectadas, se produjo gran desconcierto y descontento en la comuni- 
dad. Algunos vecinos decidieron organizarse para solicitar información sobre los 
proyectos y exigir que se tomara en cuenta su opinión. “Se hicieron varias quejas 
sobre lo que estaba pasando, pero todo el mundo desconoce, todo mundo dice 
que no hay nada... hasta que por fin esto [un documento ejecutivo de difusión] 
lo dieron en una asamblea legislativa” (vecina 3, AP). Los intentos resultaron in- 
útiles; funcionarios de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda (Seduvi) de 
PROCDMX y diputados llegaron incluso a negar la existencia de las Zodes. 

La negativa de las autoridades a proporcionar la información solicitada con- 
dujo a los vecinos a recurrir a estrategias de comunicación propias, para acercar- 
se a los miembros de su comunidad y concientizarlos sobre la problemática: 
“Bueno, nosotros somos una comisión de comunicación... Como nosotros nos 
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dedicamos a comunicar, a llevar la información..., a leer las legislaciones para 
poder decir qué está pasando” (vecino 4, AP). 

Sobre una plataforma de intereses comunes, más allá de las percepciones 
subjetivas e intereses propios, empezó la colaboración entre las organizaciones 
de ambas Zodes. Su acercamiento a diversas instituciones gubernamentales y 
académicas fortaleció su conocimiento sobre los proyectos propuestos y abrió 
camino a la defensa de su espacio. Comentan que, con la información recabada, 
buscan obtener herramientas para entablar diálogos y tener capacidad de nego- 
ciar con los diversos actores involucrados como las entidades públicas, los desa- 
rrolladores inmobiliarios o empresas. 


Se trata de tener fundamentos en términos de cómo están los espacios que van a 
ser afectados para que desde ahí, desde un conocimiento real, tener elementos de 
negociación con las trasnacionales... no solamente es negociar con el gobierno... 
desde mi punto de vista el gobierno está rebasado, se está volviendo un agente 
que opera las propuestas de las trasnacionales, entonces necesitamos ir pensando 
cómo generar una correlación de fuerzas pero además un discurso que permita 
la negociación para la mitigación y el replanteamiento de los proyectos, de tal 
manera que no afecte a los vecinos (vecina 5, FCZ). 


Además del conocimiento puntual que empezaron a desarrollar sobre los pro- 
yectos Ciudad de la Salud y Ciudad del Futuro, las dos organizaciones iniciaron 
un proceso de capacitación sobre temas generales como la planificación urbana, 
el derecho de propiedad y el marco jurídico aplicable, aunque reconocen que 
aún les falta mucho por aprender. 

Con un análisis minucioso de los diagnósticos oficiales que conformaron 
la base de las Zodes, han descubierto una considerable falta de congruencia con 
la realidad imperante en sus colonias: “el estudio está mal porque están diciendo 
que vivimos de dos a cuatro personas por predio y viven de dos a cuatro familias 
en realidad, esta cantidad está manipulada” (vecina 3, AP). El sentimiento de 
debilidad e indefensión, los incitó además hacia la búsqueda y construcción de 
una identidad común, como medio poderoso para conocer a fondo su propia 
realidad y poder expresarla. 

En respuesta a esta situación, la FCz ha constituido una comisión de diagnós- 
tico de la zona para el rescate de la memoria colectiva de todas las colonias invo- 
lucradas en la Ciudad de la Salud, como elemento central para enfocar su lucha 
hacia una dirección congruente. Para los vecinos de AP, Zodes Ciudad del Futuro, 
la historia de la colonia forma parte nuclear de sus relatos y discursos de resisten- 
cia en tanto, como comentan, les ayuda a comprender y explicar las condiciones 
actuales de su hábitat. En este ejercicio, los hitos locales cobran central relevancia 
y resurgen en el imaginario colectivo y en los relatos, como es el caso de la Cante- 
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ra, en el polígono de Ciudad de la Salud, o el Monumento a la Fundación de la 
Colonia Ruiz Cortines, en el polígono que comprende la Ciudad del Futuro. 

El análisis de los testimonios de los vecinos organizados de la Ciudad del 
Futuro y Ciudad de la Salud muestran que la recualificación y mejoramiento del 
espacio propuestos por las Zodes, en lugar de ser valorados como benéficos para 
la comunidad, crean temor, suspicacia y desconfianza hacia la autoridad y los 
proyectos propuestos. El desplazamiento físico surge como preocupación cen- 
tral y genera sentimientos de vulnerabilidad frente a la falta de información y a 
la exclusión de los directamente involucrados en los procesos participativos ins- 
titucionales. 


Construyendo el derecho a la ciudad: 
Una perspectiva analítica desde la resistencia contra las Zodes 


Las Zodes, desde su conceptualización e intentos de implementación, constitu- 
yen ejemplos emblemáticos de la planeación estratégica. Como medidas excep- 
cionales de planeación urbana, desarrolladas con base en una participación se- 
lectiva (sector público y privado), se proclaman como intervenciones incluyentes 
con beneficios para toda la comunidad a través del mecanismo por goteo. A 
pesar del discurso oficial que intenta convencer de sus bondades a amplios sec- 
tores sociales, sus objetivos reales han quedado en descubierto gracias al trabajo 
de las organizaciones vecinales, que defienden y difunden la vulneración de va- 
rios de sus derechos. 

Si bien el término derecho a la ciudad no ha sido apropiado explícitamente 
por los vecinos organizados, a través del análisis de sus testimonios, rescatamos 
dos elementos que podrían enriquecer su conceptualización: el derecho a la 
proximidad y el derecho a la participación efectiva y vinculante en la transfor- 
mación de los entornos locales. 


1) El derecho a la proximidad. De acuerdo a Swyngedouw, Moulaert y Rodríguez 
(2002, p. 558), los megaproyectos concebidos desde una visión economicista y 
ajenos a la realidad local suelen tener como efecto mediato el desplazamiento 
físico de los habitantes antiguos, quienes se ven impelidos a abandonar sus an- 
clajes locales (Lazo y Calderón, 2014, p. 121). En los testimonios recabados, el 
desplazamiento se percibe como amenaza mayor a la pérdida de la proximidad 
y detona movimientos organizados a favor de la defensa de la comunidad en 
contra de acciones concretas que atentan su espacio vital (Martí y Bonet, 2008). 

La proximidad (Jouffe, 2015), como entorno inmediato a la vivienda, cobra 
central relevancia para la vida de las personas en tanto se refiere a los bienes 
públicos, la centralidad, los hitos, las fronteras, las redes sociales, el sentido de 
comunidad, la identidad y pertenencia al lugar. “Aquí es mi tierra; es donde yo 
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nací; al momento de ser desplazado, pues, prácticamente quedo sin mi lugar de 
nacimiento”, relata un vecino de los Pedregales (vecino 1, AP). 

Con la promesa de mayor inclusión e integración social, las Zodes pro- 
mueven políticas de densificación impulsadas por un limitado grupo en el po- 
der, que se apropia del derecho a la ciudad. Son ellos quienes definen “a quién 
quieren traer acá y a quién quieren mandar afuera” (vecino 4, AP). El acá se 
refiere a este espacio próximo, conocido y de identidad, mientras que el afuera 
se refiere a un espacio indeterminado que indica exclusión y niega su derecho 
a la ciudad. 

Aunque el derecho a la ciudad debería considerarse desde su relación dia- 
léctica entre proximidad (entrono a la vivienda dotado de bienes públicos y 
sociales) y accesibilidad (acceso a la ciudad que sustituye el entorno próximo 
carente de bienes), las configuraciones urbanas resultantes (ciudad policéntri- 
ca versus ciudad dispersa) lejos de complementarse, en la percepción de los 
vecinos, se jerarquizan claramente: en la proximidad reconocen valores in- 
sustituibles (apropiación, centralidad, redes sociales, identidad y arraigo); 
mientras que en la accesibilidad se reduce al acceso a la ciudad en su conjunto, 
e implica desplazamiento a otro lugar de residencia, ajeno, desconocido. Esto 
coincide con la afirmación de Jouffe (2015), que identifica en la defensa de la 
accesibilidad un elemento para legitimar la ciudad neoliberal dispersa, la pér- 
dida de la centralidad y el desplazamiento a espacios periféricos carentes de 
servicios básicos. 


2) El derecho a participar en la toma de decisiones. Con la ausencia de mecanis- 
mos formales de participación ciudadana efectiva, las Zodes caracterizan una 
gobernanza urbana de democracia selectiva, donde las decisiones sobre la plani- 
ficación de ciertas áreas estratégicas han sido tomadas por un reducido grupo de 
inversionistas privados, representado por la paraestatal PROCDMX que comprue- 
ba el protagonismo del estado en los procesos de la planeación estratégica. 

Los vecinos organizados en contra de estos megaproyectos reconocen el pa- 
pel facilitador del estado al dotar las zonas de infraestructura y servicios públi- 
cos y al preparar el terreno para la inversión inmobiliaria: “Entonces sí es evi- 
dente... cómo está redireccionándose toda la cuestión de las instalaciones 
[infraestructura pública para proyectos privados]... entonces ya son procesos de 
privatización que poco a poco se van articulando hacia la salud” (vecina 5, FCZ). 
Conscientes de esa distribución desigual del poder que condiciona los procesos 
participativos, las organizaciones vecinales buscan formas alternas para incidir 
en la toma de decisiones. 

A contracorriente de la participación oficial selectiva, estas organizaciones 
informales abren sus puertas para la inclusión de la comunidad, a través de me- 
canismos de información y concientización. Si bien las organizaciones se carac- 
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terizan por su diversidad, en tanto participan personas de diferentes colonias, 
edades y grupos sociales, reconocen que no representan los intereses de todos y 
que eso ha causado fuertes tensiones internas: “ha sido muy difícil la coordina- 
ción; inclusive en las colonias es muy difícil porque hay dos, tres liderazgos; hay 
confrontaciones, divisiones” (vecino 2, FCZ). 

Al mismo tiempo estas organizaciones han buscado ampliar sus espacios de 
inclusión y generar alianzas con otros movimientos que se identifican con sus 
demandas, como es el caso de las asambleas de Coyoacán, Cuajimalpa y Santa 
Fe. También han acudido a foros institucionales para intercambiar información 
y entablar un diálogo con otros actores que forman parte de las Zodes, con miras 
a posibles negociaciones. 

Los canales de participación institucionalizada, como los foros de discusión 
impulsados por Seduvi o las mesas con asambleas legislativas, retroalimentan 
sus demandas y aportan elementos para clarificar, redefinir y comunicar sus ob- 
jetivos. De nuevo, la falta de poder desvirtúa los propósitos de la participación 
democrática y repercute en logros limitados y no vinculantes que se reducen a 
procesos de consulta e información. 

Conscientes de estas asimetrías, las organizaciones apuestan por fortalecer 
su lucha y efectuar una protesta propositiva: Necesitamos hacer que los ciuda- 
danos tengan capacidad de gobernanza. Se empoderen de la información y ten- 
gan posibilidades de hacer propuestas alternativas... Yo creo que como vecinos 
tendríamos que empezar a elaborar un proyecto alterno, tener algunas contra- 
propuestas” (vecino 2, FCZ). Este deseo de recuperar el poder de participación 
evidencia la búsqueda de “puntos en común [con otras resistencias] que pudie- 
ran unificar el movimiento” (vecina 5, FCZ). 


Conclusiones 


La admirable y valiosa labor de los vecinos para organizarse con el fin de revelar, 
informar y difundir lo relacionado con los proyectos de las Zodes intenta supe- 
rar los obstáculos impuestos por la participación institucionalizada, y ha condu- 
cido a una incipiente red de organizaciones que une varias colonias de la ciudad. 
Algunos resultados de esta resistencia son alentadores: la cancelación definitiva 
de la Zodes Corredor Cultural Creativo en Chapultepec (consecuencia del re- 
chazo al proyecto a través de una consulta ciudadana), y el anuncio del Jefe del 
Gobierno de la Ciudad de México sobre el cierre de la Planta de Asfalto de la 
Zodes Ciudad del Futuro. 

Lejos de idealizar, sin embargo, la organización ciudadana constituida al 
margen del contexto institucional hay que reconocer las debilidades y fragilidad 
de estos nuevos movimientos sociales, como señalan los propios entrevistados. 
A pesar de un interés común identificado, surgen conflictos internos entre dife- 
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rentes liderazgos. Por otro lado, la falta de una participación estructurada y un 
verdadero empoderamiento ciudadano han impedido el desarrollo de propues- 
tas consensuadas, que representen proyectos alternativos a los propuestos por el 
gobierno local. 

La caracterización de las Zodes en los testimonios de los vecinos entrevista- 
dos, como proyectos que amenazan su permanencia y restringen la participa- 
ción de los directamente afectados, exhibe a un instrumento de planeación ajeno 
a la realidad sociourbanística del lugar y concebido de forma unilateral, que re- 
sume varios rasgos de la planeación estratégica. Ante esta realidad, surgen resis- 
tencias de lucha preventiva —como ellos la definen— que reivindican el derecho 
a la ciudad como derecho de las mayorías, el cual se concretiza en el derecho a la 
proximidad; la permanencia en el lugar, y la participación efectiva y vinculante 
en la toma de decisiones para mejorar los espacios de vida, de acuerdo a los an- 
helos de los que habitan en ellos. 
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ANEXO 


Figura 1. Polígono Ciudad de la Salud 


Fuente: Calidad de Vida. Progreso y Desarrollo Para la Ciudad de México. ZODES: Ciudad de la salud [en línea]. Recuperado de http:// 
tuciudad.mx/zodes/index.php/ciudad-de-la-salud> 


Figura 2. Polígono Ciudad del Futuro 
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Fuente: Calidad de Vida. Progreso y Desarrollo Para la Ciudad de México. ZODES: Ciudad del futuro [en línea]. Recuperado de 
http://tuciudad.mx/zodes/index.php/ciudad-del-futuro> 
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